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PROGRESISTA

La explosión global del activismo judicial y del constitucionalis­
mo progresista ha sido una de las transformaciones institucionales 
más importantes de las últimas dos décadas. En los países del Sur 
global, en particular, los procesos de transición a la democracia 
han traído de la mano la creación o el fortalecimiento de tribu­
nales constitucionales y la judicialización de los conflictos polí­
ticos y sociales estructurales. Así lo muestra el protagonismo de 
las cortes protectoras de derechos y su utilización por parte de los 
movimientos sociales en países tan diversos como India, Brasil, 
Colombia, Hungría, Argentina, Egipto, Turquía y Suráfrica.

En vista del profundo impacto de las decisiones de las cortes de 
éstos y otros países, sorprende que la bibliografía siga estando do­
minada por estudios preocupados más por asuntos estrictamente 
jurídicos y doctrinarios que por la evaluación de las consecuencias 
políticas, económicas, sociales y culturales del activismo judicial.
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Mientras que los juristas continúan escudriñando las doctrinas y 
produciendo numerosos tratados de derecho constitucional que, 
dependiendo de su posición teórica o política celebran o lamen­
tan el gobierno de los jueces, la sociología del constitucionalismo 
progresista y su expansión global está apenas dando sus primeros 
pasos. El vacío es especialmente llamativo si se tiene en cuenta 
que lo que anima a los activistas, abogados y ciudadanos de a pie 
a acudir a las cortes es precisamente la posibilidad de que las sen­
tencias tengan un impacto tangible en la protección de los dere­
chos y transformen las prácticas sociales que los vulneran, desde 
la discriminación hasta la violencia y la pobreza.

Este libro constituye un avance fundamental en la tarea de 
llenar este vacío y pensar críticamente el potencial emancipador 
y las limitaciones del litigio de derechos humanos y el activismo 
judicial en América Latina y otras partes del mundo. Al anali­
zar con lupa uno de los casos de litigio estratégico más conoci­
dos en la región — el Litigio de Alto Impacto en Colombia por la 
Inconstitucionalidad del Aborto— , el trabajo de Isabel Cristina 
Jaramillo y Tatiana Alfonso no sólo impulsa la naciente empresa 
de la etnografía constitucional dentro de la academia, sino que 
también ofrece elementos de juicio valiosos para activistas, juris­
tas, comunicadores y ciudadanos interesados en afinar el uso del 
derecho como herramienta de transformación social.

La riqueza analítica y empírica del libro habla por sí sola, así 
que no interrumpo más la lectura del trabajo y me limito acá a 
resaltar rápidamente tres rasgos que, en mi opinión, son particu­
larmente originales y útiles.

Primero, el texto de Jaramillo y Alfonso apunta directamente al 
vacío señalado al concentrarse en lo que pasó despiés de la expedi­
ción de la sentencia en la que la Corte Constitucional colombiana, 
ante la demanda de Women’s Link Worldwide, declaró inconsti­
tucional la penalización del aborto en circunstancias particulares. 
Los lectores se encontrarán, entonces, con un excepcional análisis 
de los laberintos que recorren y de los obstáculos que encuentran 
las sentencias judiciales mucho después de que la opinión públi­
ca y muchos juristas han concluido que el caso se ha cerrado y la 
realidad se ha transformado por un golpe de gracia jurídico.
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Segundo, el libro combina de forma rigurosa y creativa la re­
flexión teórica y el trabajo empírico detallado. Gracias a ello, sus 
capítulos trazan un recorrido que oscila con destreza entre las 
minucias de la realidad de la aplicación de la sentencia y las teo­
rías sobre los derechos o el uso de las cortes por parte de los mo­
vimientos sociales.

Finalmente, el libro logra un balance afortunado entre el rigor y 
la independencia analíticos, de un lado, y la simpatía con la causa 
de los derechos de las mujeres y el constitucionalismo progresista 
en general, del otro. Por ello el texto consigue ofrecer una visión 
esperanzadora del litigio transformador que reconoce el trabajo 
duro y admirable de los movimientos y personas que lo impulsan 
y, al mismo tiempo, una mirada que plantea con franqueza las di­
ficultades y efectos inesperados de este tipo de activismo.

S o b r e  l a  c o l e c c i ó n  D e r e c h o  y  S o c i e d a d

La colección Derecho y Sociedad, impulsada por el Grupo IDEAS 
de la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes, en 
estrecha colaboración con Siglo del Hombre Editores, difunde 
aportes novedosos a los estudios interdisciplinarios sobre el de­
recho y las instituciones. Mediante la combinación rigurosa de 
teoría y trabajo empírico, sus libros impulsan una mirada inter­
nacional sobre las prácticas jurídicas y sociales latinoamericanas 
y globales. Críticos y propositivos a la vez, sus libros ofrecen nue­
vas herramientas para la docencia, la investigación y el diseño de 
instituciones equitativas e incluyentes.

A la luz de los rasgos mencionados, y de muchos otros que los 
lectores y las lectoras seguramente apreciarán en las próximas pá­
ginas, el libro de Isabel Cristina Jaramillo y Tatiana Alfonso hace 
un aporte esencial a la colección Derecho y Sociedad. Confiamos 
en que con su publicación, estudiantes, investigadores, activistas, 
hacedores de políticas públicas y ciudadanos en general acepten 
el reto del análisis jurídico crítico y la difícil pero fascinante tarea 
de hacer realidad los derechos constitucionales.
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PREFACIO

Mónica Roa

La historia de la liberalización del aborto no empezó a escribir­
se con el inicio del proyecto LAICIA (Litigio de Alto Impacto 
en Colombia por la Inconstitucionalidad del Aborto), ni termi­
nó con la expedición de la sentencia de la Corte Constitucional 
C-355 de 2006. Antes de que en julio de 2004 regresara a Colom­
bia para desarrollar la idea de usar el trabajo estratégico con las 
cortes e impulsar el debate sobre el aborto, hombres y mujeres de 
diferentes disciplinas se habían interesado en las consecuencias 
que la prohibición del aborto traía para las mujeres y la sociedad 
colombiana. Esta publicación no cuenta su historia, pero quiere 
empezar reconociéndola. Gracias a esas mujeres y hombres en­
contramos un terreno fértil y un momento histórico propicio para 
que nuestras propuestas fueran recibidas y pudieran dar frutos de 
una manera rápida y contundente.

El proyecto LAICIA1 empezó siendo un experimento que 
buscaba probar algunas de las conclusiones a las que había lie-

1 Sobre el proyecto LAICIA y su proceso de implementación, véase infor­
mación permanentemente actualizada en http://www.womenslinkworld- 
wide.org.
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gado en Género y justicia, una investigación que concebí durante 
la maestría en Derecho Global de Interés Público de New York 
University (NYU) y que desarrollé entre mayo de 2003 y mayo 
de 2004, gracias al apoyo de NYU, a la mentoría de Janet Ben- 
shoff y a la agencia fiscal de Women’s Link Worldwide. Ese año 
entrevisté a juezas, jueces, académicas y académicos, y activistas 
de varios países del mundo, de diferentes culturas, niveles de de­
sarrollo y sistemas jurídicos. Al final era claro que globalmente 
se había avanzado en el reconocimiento formal de los derechos 
incorporados en los tratados internacionales de derechos huma­
nos y en las reformas constitucionales contemporáneas, y que el 
reto para la nueva generación de activistas era buscar que esos 
derechos tuvieran un impacto real en la vida de hombres y mu­
jeres. Desde ese punto de vista, los jueces, las cortes y los tribu­
nales se convertían en los intermediarios por excelencia entre la 
norma y la realidad. Pero al mismo tiempo era indiscutible que 
jueces y juezas, como cualquier ser humano, eran el resultado de 
sus historias de vida, y que al interpretar y aplicar el derecho en 
muchos casos no podían hacer a un lado sus creencias y prejui­
cios personales, especialmente en relación con la sexualidad y la 
reproducción. Ahí aparecía la manera de empezar a construir una 
nueva propuesta de trabajo en esta área.

Fue entonces cuando la relación con Women’s Link dejó de 
ser meramente administrativa, y empezamos a hacer parte integral 
de lo que hasta ese momento era una organización internacional 
de dos personas, concentrada en la creación de una base de datos 
de jurisprudencia que permitiera el intercambio de ideas y argu­
mentos entre diversos países para promover la equidad de género. 
Nuestros conocimientos, complementarios y claramente enfoca­
dos en el trabajo estratégico con la rama judicial, facilitaron el di­
seño del proyecto LAICIA. A partir de ese momento, de la mano 
de Claudia Gómez — coordinadora del proyecto en Colombia— , y 
con el apoyo de las colegas Viviana Waisman y Sandra Escauriaza 
desde España, se dio curso a esta experiencia, la más importante 
de nuestras vidas profesionales. En más de una ocasión nos senti­
mos inseguras frente a las dimensiones del reto que afrontábamos,
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pero siempre encontramos los sabios consejos de aliados y aliadas 
y de nuestros asesores de Brújula Comunicaciones.

La primera parte de este documento cuenta cómo los objeti­
vos y las estrategias que originalmente se plantearon fueron evo­
lucionando a medida que LAICIA superaba los pronósticos y las 
expectativas y Women’s Link se posicionaba como una organiza­
ción con nuevos paradigmas y propuestas de trabajo en el mundo 
de los derechos humanos. Finalmente, el interés demostrado por 
muchos sectores en conocer los detalles del diseño y del desarro­
llo del proyecto LAICIA hizo que acudiéramos a nuestras aliadas 
en la academia para que impulsaran esta publicación. A ellas les 
agradecemos habernos prestado su voz para narrar el proyecto 
LAICIA y su rigurosidad para evaluarlo.

En este recuento de lo que ha sido el proceso del proyecto 
LAICIA esperamos ofrecer una idea real de los costos, oportuni­
dades y aprendizajes que para una organización tan pequeña im­
plicó desarrollarlo. En la evaluación académica, desprovista de 
la pasión que caracteriza nuestro optimismo activista, esperamos 
encontrar herramientas útiles que ayuden a pensar el trabajo fu­
turo de Women’s Link y el de aquellas organizaciones que consi­
deren el camino del litigio estratégico.

Esta publicación, es importante aclararlo, se limita a contar y 
analizar el proyecto LAICIA; no incluye ninguna de las activida­
des posteriores al fallo del 10 de mayo de 2006 de la Corte Consti­
tucional de Colombia. Sabemos que la historia de la liberalización 
del aborto no termina con esa fecha y que la decisión C-355 de 
2006 es sólo un paso más en la larga búsqueda de la realización 
de los derechos sexuales y reproductivos y la equidad de género. 
Sabemos también que el reto para Women’s Link es seguir usan­
do el litigio estratégico cuando éste sea identificado como una 
estrategia viable para pasar del éxito en la Corte a la realidad. 
Sabemos que el logro más importante del proyecto LAICIA fue 
la creación de herramientas jurídicas concretas y el haber contri­
buido a generar un ambiente político mucho más favorable para 
continuar trabajando por el derecho de las mujeres a su integri­
dad, igualdad y autonomía. Para ello, actualmente desarrollamos
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varias actividades que buscan proteger, promover y asegurar los 
derechos reconocidos por la sentencia C-355 de 2006.

Presentamos pues, el recuento honesto y la evaluación rigu­
rosa de un proceso que para muchos fue histórico y para nosotras 
motivo de orgullo y aprendizaje y de nuestras primeras canas.
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IN TR O D U C C IÓ N

Entre enero de 2005 y mayo de 2006, la organización no guber­
namental Women’s Link Worldwide — en adelante Women’s 
Link—  adelantó un proyecto de litigio de alto perfil encamina­
do a la liberalización de la legislación penal sobre aborto en Co­
lombia. Este proyecto fue local y regionalmente importante por 
varias razones. En primer lugar, porque fue el primer proyecto de 
litigio que se propuso alcanzar un alto grado de notoriedad en los 
medios de comunicación y entre las audiencias académicas. En 
segundo lugar, porque fue el primero que de manera expresa se 
propuso introducir una nueva forma de trabajo con los jueces que 
pudiera servir a otras ONG para impulsar sus causas. En tercer 
lugar, porque constituyó la primera ocasión en la que una causa 
del movimiento feminista colombiano se articulaba ante la Cor­
te Constitucional por alguien que se decía su aliado. Por último, 
porque el proyecto logró que la Corte Constitucional colombiana 
cambiara la jurisprudencia que había establecido en 1994 (Corte 
Constitucional 1994c)1 y 1997 (Corte Constitucional 1997a),2

1 Esta sentencia declaró ajustado a la Constitución el tipo penal de aborto 
simple del Código Penal de 1980.

2 La Corte declaró que la Constitución permitía al legislador imponer san­
ciones a las mujeres que persiguieran un aborto en casos de violación o 
inseminación artificial no consentida, pero que era razonable que dichas 
sanciones fueran inferiores a las previstas para el aborto simple.
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al señalar que el legislador no puede imponer sanciones penales 
a las mujeres que voluntariamente interrumpan embarazos que:
1) sean fruto de violación, inseminación artificial no consentida, 
incesto o acceso camal abusivo; 2) pongan en peligro la salud o 
la vida de la madre; 3) involucren fetos sin posibilidades de su­
pervivencia extrauterina.

La importancia de estos objetivos y logros se aprecia mejor 
si se tiene en cuenta, por un lado, el número de veces que con­
gresistas de varias corrientes políticas intentaron reformar la le­
gislación sobre el aborto sin éxito y, por otro, el contexto de las 
prácticas tradicionales del movimiento de mujeres en Colombia 
y Latinoamérica.

En efecto, entre 1975 y el 2005 se presentaron nueve proyec­
tos de ley que buscaban destipificar3 el aborto en algunas o todas 
las circunstancias siguientes: cuando la mujer hubiera sido vícti­
ma de violación; cuando el feto tuviera malformaciones genéticas 
que hicieran imposible su vida fuera del vientre; cuando la vida o 
la salud de la mujer corrieran peligro, y por razones socioeconó­
micas.4 La única modificación que se logró introducir en el texto 
del Código Penal fue la consagración de una potestad en cabeza 
del juez que conociera del proceso de aborto de “prescindir de la 
pena” cuando hubiera “extraordinarias condiciones anormales 
de motivación” y el embarazo hubiera sido fruto de violación o 
inseminación artificial no consentida.5

De otro lado, si bien el movimiento de mujeres colombiano 
había tenido el tema del aborto en su agenda desde su consolida­

3 Destipificar implica excluir una conducta del ámbito de la sanción penal. 
Es decir, cuando se destipifica una conducta, ésta deja de ser considerada 
delito. Se distingue de despenalizar porque se utiliza para referirse a un ám­
bito más general de conductas y no a una dentro de una gama. En el caso 
del aborto, se entendería que hay despenalización si la conducta como tal 
dejara de ser considerada delito. Ninguno de los proyectos a los que nos 
referimos eliminaba el aborto como delito; sólo contemplaba excepciones 
para que éste se pudiera realizar. Por eso se trata de una destipificación.

4 Véase http://www.despenalizaciondelaborto.org.co/page.php?mod=notic 
ies&idfat= l& idsec=7 (visitada el 1 de abril de 2008).

5 Parágrafo del artículo 124 del Código Penal colombiano de 2000.
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ción en la década del sesenta, no había logrado que en el debate 
público en los medios de comunicación se identificara como suya 
la posición que sostenía que el aborto era un problema de salud 
pública y de derechos humanos antes que un asunto moral.6 En 
general, las organizaciones no gubernamentales con más trayec­
toria en el tema venían adoptando una estrategia de baja interac­
ción con los medios por el desgaste que históricamente les había 
ocasionado el tener que discutir el tema en el marco de la doctrina 
de la Iglesia católica o dentro del marco de la crítica de la campa­
ña planificadora por su inspiración neomalthusiana.7

Tradicionalmente, el movimiento de mujeres colombiano ha­
bía preferido influir en los escenarios de producción legislativa8 y 
de políticas públicas,9 trabajar en la sensibilización de funciona­
rios públicos hacia los temas de género y trabajar por el empode- 
ramiento de las mujeres de las clases menos favorecidas mediante

6 Como lo explicaremos en el capítulo relacionado con el debate en los 
medios de comunicación, los argumentos de salud pública y derechos hu­
manos que Women’s Link enfatizó en su estrategia de comunicaciones ya 
eran importantes antes de 2005.

7 Esta posición, que se inspira en argumentos de la izquierda, paradójica­
mente ha sido usada por políticos como Carlos Corsi, con quien las femi­
nistas se vieron continuamente enfrentadas en programas de televisión 
y radio dedicados a discutir el aborto en la década del noventa. Human’s 
Life International, la principal ONG Próvida, incluye en su página web 
varios artículos al respecto. Véase http://www.vidahumana.org/vidafam/ 
controldem/controldem_index.html (visitada el 1 de abril de 2008). Un 
resumen de los argumentos de las feministas y de la izquierda contra las 
políticas de población de inspiración neomalthusiana se puede consultar 
en Pollack Petcheski (1998).

8 Varias organizaciones feministas trabajaron activamente para que fue­
ran aprobadas la ley de violencia intrafamiliar (ley 294 de 1996), la ley de 
cuotas para mujeres en cargos de máxima dirección y manejo (ley 581 de 
2000) y el Código Penal de 2000 en relación con el aborto y la protección 
del que está por nacer.

9 Las organizaciones feministas, como se explicará más adelante, han bus­
cado influir en la administración pública mediante el nombramiento de 
funcionarios sensibles al tema, la creación de oficinas, divisiones, direc­
ciones o consejerías especializadas, y la diseminación de técnicas sobre 
planeación con perspectiva de género.
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la provisión de servicios legales y de salud, y de talleres concien- 
tización. Su participación en procesos frente a la Corte Constitu­
cional había sido siempre reactiva, en el sentido de que aparecía 
como interviniente para defender sus posiciones pero no como 
demandante. En cuanto interviniente, su control sobre el proceso 
era mucho menor del que tenían los demandantes. En todo caso, 
el interés en los procesos ante la Corte se reducía a presentar in­
tervenciones ciudadanas,10 dejando luego que el proceso siguiera 
su curso y, eventualmente, reaccionando críticamente frente a las 
sentencias. El caso más importante de trabajo con los jueces pa­
ra asegurar un logro político fue el de las demandas que presentó 
SISMA Mujer ante el Consejo de Estado para exigir el cumpli­
miento de la ley de cuotas, primero por parte del Presidente de 
la República Andrés Pastrana y, luego, de la Corte Suprema de 
Justicia. La organización, no obstante, perdió las demandas y el 
Consejo de Estado sentó la doctrina de que la ley de cuotas repre­
sentaba apenas una recomendación para el Presidente que no es 
exigible de manera alguna y que no es una obligación de la Corte 
Suprema de Justicia incluir mujeres en las ternas que presenta al 
Congreso para la elección de magistrados de la Corte Constitu­
cional (Consejo de Estado 2001c; 2002d).

Aunque muchas mujeres han presentado tutelas en temas de 
despido por embarazo, falta de pago de licencias de maternidad, 
custodia de los hijos, violencia doméstica y acceso a tratamientos 
de fertilidad y a métodos de planificación familiar, en ninguna de 
ellas han recibido asesoría directa de las organizaciones no guber­
namentales afiliadas al movimiento, y éste tampoco se ha apropia­
do de los fallos de la Corte Constitucional para proponer la tutela 
como una vía para garantizar los derechos de las mujeres.

10 En la sentencia C -0 13 de 1997 (Corte Constitucional 1997a), porejemplo, 
intervinieron las siguientes organizaciones de mujeres: la Asociación Pro­
mover; la Fundación Sí Mujer y las entidades denominadas Taller Abier­
to, Salud Mujeres y Corporación Centro de Acciones Integrales para la 
Mujer-Cami; el Centro de Recursos Integrales para la Familia-Cerfami; 
el equipo de trabajo de la Casa de la Mujer, de Bogotá, y la Asociación 
Vamos Mujer.
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El proyecto de Litigio de Alto Impacto en Colombia por la In- 
constitucionalidad del Aborto — en adelante LAICIA— , en este 
sentido, retó varios de los supuestos operativos del movimiento 
feminista en Colombia: 1) el supuesto de que los medios, dados 
los sesgos ideológicos y los compromisos políticos de sus dueños, 
siempre hacen primar las posiciones antifeministas por el encua­
dre de la noticia y la ubicación de la misma; 2) el supuesto de que 
el trabajo de cambio social debe hacerse en el escenario del Con­
greso de la República, la administración pública y con las bases; 
3) el supuesto de que las altas Cortes son instancias demasiado 
técnicas, demasiado conservadoras o carentes de legitimidad po­
lítica como para ponerlas en el centro de la reforma legal necesa­
ria desde un punto de vista feminista.

Si bien Women’s Link ha dejado en claro que reconoce los lí­
mites de su proyecto y la importancia de los esfuerzos desplegados 
por las organizaciones del movimiento de mujeres para lograr un 
cambio social más amplio, también ha defendido que debe hacer­
se más trabajo con los jueces y que este trabajo debe ser estratégi­
co, es decir, que debe estar orientado por una apreciación de las 
oportunidades y de los riesgos involucrados, por una evaluación 
de las fortalezas y las debilidades de los distintos argumentos en 
el debate constitucional y en el debate público, por una vigilancia 
constante del proceso judicial y por el logro de consensos amplios 
mediante la participación de la más variada gama de personajes 
y movimientos.

Este giro hacia la movilización legal11 centrada en los jueces y 
en el lenguaje de los derechos ha sido extensamente discutido en 
la literatura jurídica de los Estados Unidos, por la importancia de

11 Esta expresión se usa para describir los esfuerzos organizativos orientados 
a lograr cambios en la legislación o en las posiciones judiciales de un de­
terminado país, o a obtener, a través de decisiones judiciales, recursos que 
las autoridades administrativas o policivas se niegan a conceder sin mediar 
dicha orden judicial. Como explicaremos en detalle más adelante, existen 
varias maneras de interpretar la conveniencia de elegir esta estrategia y no 
otras para el logro de ciertos fines. Una presentación del uso del término 
en la literatura académica de los Estados Unidos puede encontrarse en 
McCann (1994: 1-22).
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este tipo de prácticas en dicho país a partir de la década del sesen­
ta, y ha empezado a discutirse también en la academia jurídica co­
lombiana en los últimos diez años. Con algunas diferencias en los 
métodos, los tonos y las influencias, en ambos debates dominan 
dos posiciones: la primera, que llamaremos la del punto de vista 
liberal sobre el litigio de derechos, entiende los derechos como 
un mecanismo idóneo para realizar la justicia porque determinan 
los límites del poder del Estado y de los particulares entre ellos 
a partir de consideraciones sobre la naturaleza o las necesidades 
humanas, tanto en cuanto sujetos racionales, autónomos y libres, 
como en cuanto individuos especiales inmersos en relaciones so­
ciales en las que esas diferencias se devalúan o se vuelven costo­
sas. Esta visión no considera la movilización un prerrequisito ni 
una consecuencia particularmente deseable del litigio. El litigio 
debería obrar sus efectos a través de las instituciones del Estado 
liberal: los jueces de todos los niveles — a través de la figura del 
precedente— , la administración pública — en cuanto encargada 
de desarrollar los derechos a través de sus políticas públicas—  y la 
representación ciudadana en el Congreso de la República — co­
mo escenario en el que los derechos pueden ser desarrollados a 
través de las leyes— .12

La segunda posición, que llamaremos la del punto de vista pro­
gresista sobre el litigio de derechos, entiende los derechos como 
ganancias políticas contingentes pero fundamentales en la me­
dida en que refuerzan el sentido general de pertenencia a la co­
munidad política de los que tradicionalmente no han participado 
como verdaderos sujetos en ella,13 o alientan a los movimientos 
sociales para que sostengan sus proyectos de reforma del orden 
social vigente.14

12 En el debate norteamericano, esta posición ha sido sostenida más ostensi­
blemente por Ronald Dworkin (1977) y en Colombia por Rodolfo Arango 
(2004; 2005), Eduardo Cifuentes (1998) y Manuel José Cepeda (1992).

13 Esta posición ha sido defendida, por ejemplo, por Patricia Williams (1991) 
y Robert Williams (1987-1988). En Colombia ha sido defendida, por ejem­
plo, por Esteban Restrepo (s.f.).

14 Esta posición ha sido sostenida, por ejemplo, por Michael McCann (1994).
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En el debate norteamericano se han articulado, además, una 
crítica a la visión liberal y una crítica a la visión progresista de los 
derechos. De acuerdo con la primera, el litigio sobre derechos es 
problemático porque refuerza la idea de una naturaleza humana, 
porque enfatiza el egoísmo en las relaciones sociales, porque ge­
nera la expectativa de cambios tangibles sin poder asegurarlos y 
porque cuando asume la protección de la diferencia crea parado­
jas que sólo perjudican a quienes se pretende ayudar.15 La segunda 
crítica señala que, al contrario de lo que sugieren los progresistas, 
el litigio sobre derechos no ha motivado a los movimientos so­
ciales para la crítica, sino que los ha cooptado y profesionalizado, 
haciendo prevalecer los saberes expertos, particularmente el le­
gal, sobre las intuiciones y estrategias contestatarias que inicial­
mente los caracterizaron.16

Este libro interviene en este debate de tres maneras. Prime­
ro, presenta las estrategias desplegadas por Women’s Link en el 
contexto del proyecto LAICIA, enfatizando el modo en el que se 
abordaron los problemas identificados por el movimiento femi­
nista respecto del trabajo con los medios, la academia y la Corte 
Constitucional para producir un resultado que no se había logrado 
en otros escenarios. En la primera parte se reconstruye entonces 
el proceso de formulación del proyecto LAICIA, las acciones que 
se desarrollaron a partir de la propuesta inicial y las decisiones que 
se fueron tomando en el camino como reacción o respuesta a los 
eventos que esas acciones desencadenaron. Esta reconstrucción 
se hace a partir de los documentos producidos por las personas 
involucradas en el proyecto — algunos de ellos públicos o publi­
cados— , con otros suministrados por las mismas autoras, y a par­

En Colombia ha sido defendida por Mauricio García Villegas y Rodrigo 
Uprimny (2004).

15 Ahondaremos en cada una de estas críticas en la cuarta parte, al presen­
tar el marco teórico del derecho como distribución y legitimación.

16 Esta posición ha sido defendida en el debate de los Estados Unidos por 
Gerald Rosenberg (1991; 2005-2006; 2006).
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tir de entrevistas extensas con Mónica Roa y, en menor medida, 
con Claudia Gómez.

Segundo, propone una ponderación de la estrategia de 
Women’s Link a partir de la teoría sobre los movimientos socia­
les y sobre el papel de los medios en la modelación de la opinión 
pública. En este sentido se sugiere que, si bien la organización 
no se propuso expresamente construir un movimiento social, y 
quiso descentrar el papel del movimiento feminista en el debate 
sobre la liberalización del aborto, sus acciones pueden ser estu­
diadas para determinar tanto el carácter de la movilización que 
propició, como el impacto que tuvieron en el movimiento femi­
nista colombiano. Así mismo se sugiere que, aun cuando la orga­
nización sostiene que los medios ocuparon un lugar secundario 
en su estrategia de comunicaciones, en cuanto el proyecto tuvo 
una altísima visibilidad en los medios se hizo relevante examinar 
hasta qué punto las dinámicas identificadas por el movimiento 
feminista en el trabajo con los medios se transformaron o se apro­
vecharon para lograr efectos virtuosos.

A partir del cuerpo de teorías que en la última década se ha 
identificado como teoría de los movimientos sociales, defendemos 
cuatro hipótesis sobre el impacto de las acciones de LAICIA en 
términos de movilización. La primera es que en torno al proyec­
to LAICIA se movilizaron ciudadanos en tres sentidos: primero, 
presentando intervenciones ciudadanas (amicus briefs) dentro del 
proceso constitucional; segundo, escribiendo un número signifi­
cativo de columnas de opinión y editoriales a favor de la liberali- 
zación de la legislación penal sobre aborto; tercero, participando 
en los plantones a favor de la liberalización que se programaron 
para el día 28 de cada mes por todo el tiempo que durara el pro­
ceso ante la Corte Constitucional.

La segunda es que el éxito y fracaso de estas movilizaciones se 
puede explicar por la manera en la que se orientaron los esfuerzos 
de encuadre17 y se movilizaron recursos, tanto como por las restric­

17 Usamos a lo largo del texto la expresión encuadre como traducción del 
término “frame” con el que dentro de la literatura sobre los movimientos
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ciones políticas existentes. En concreto sostenemos que el éxito 
en la movilización para la presentación de intervenciones ciuda­
danas y columnas de opinión y editoriales se puede explicar tanto 
porque el encuadre era moderado, creíble y tendía puentes para 
incluir a actores tradicionalmente no involucrados con el proceso 
constitucional, como porque se puso al alcance de distintos acto­
res recursos concretos que les permitían participar con facilidad, y 
porque se aprovechó el apoyo internacional y nacional existente 
para el tipo de cambio que se buscaba. Por otra parte, sugerimos 
que la baja participación en los plantones tiene que ver con que 
la convocatoria fue muy limitada y con las restricciones del con­
texto político colombiano para manifestaciones de este tipo. Así 
mismo señalamos que el énfasis en el proceso constitucional en 
el encuadre y en la movilización de recursos le restó vocación de 
permanencia al movimiento, y con esto la posibilidad de actuar 
en la fase de implementación del cambio legal.

La tercera hipótesis sobre el impacto de las acciones de LAICIA 
es que aunque logró un objetivo que el movimiento feminista co­
lombiano perseguía y fortaleció a los sectores más legalistas del 
mismo, en general debilitó al movimiento: le hizo perder una opor­
tunidad de visibilidad que le concedió a otros sectores como el de 
los médicos y los disidentes católicos, y profundizó la división entre 
el sector legalista y el sector cultural y radical al omitir esfuerzos 
encaminados a tender puentes entre ambos sectores.

La cuarta y última hipótesis es que a pesar de que Women’s 
Link tenía claro desde el inicio que los efectos de la decisión de

sociales en los Estados Unidos se ha querido hacer referencia a los conjun­
tos de ideas que se articulan y proponen como fundamento de determina­
das acciones. Muchos relacionan la explicación de la movilización social 
a partir del encuadre con las intuiciones de Gramsci (2001 [1975]) sobre 
la hegemonía y Tarrow (1998), pero la literatura en general ha hecho usos 
menos críticos de la noción del encuadre: véase, por ejemplo, Gamson y 
Modigliani (1989). Aunque citaremos este cuerpo bibliográfico más que 
al mismo Gramsci o a sus intérpretes, queremos enfatizar esta genealogía 
crítica de la explicación. En el capítulo sobre opinión pública presenta­
remos de manera más extensa los supuestos de la teoría de encuadre en 
relación específicamente con el impacto de los medios.
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la Corte Constitucional tendrían que asegurarse contando con 
el apoyo de abogados y médicos, así como con una adecuada di- 
vulgación de la sentencia, hizo muy poco por garantizar dicho 
apoyo y divulgación.

El cubrimiento que hicieron los medios del tema de la liberali- 
zación de la legislación sobre aborto, de otro lado, se aborda desde 
la teoría del encuadre. Esta teoría sugiere que la prioridad y reite­
ración en el cubrimiento de un tema desde un marco conceptual 
determinado puede tener efectos sobre la importancia que el pú­
blico en general le da a esa perspectiva al considerarlo. Siguiendo 
estos supuestos, defendemos que la estrategia de comunicaciones 
de Women’s Link tuvo un efecto en el encuadre que dieron los 
medios al tema del aborto al lograr que la perspectiva de los de­
rechos y de la salud pública tuvieran una prioridad y reiteración 
que no había tenido en el pasado. Explicamos, sin embargo, que 
la estrategia no logró posicionar el tema como uno relacionado 
con el empoderamiento de las mujeres y que concretamente no se 
produjeron efectos en cuanto a la persuasión porque no se presen­
taron argumentos nuevos que buscaran superar los puntos ciegos 
del debate tal y como existía antes del proyecto.

Por último, intervenimos en el debate sobre el litigio de dere­
chos proponiendo que los efectos distributivos de un determinado 
cambio legal se entienden mejor desde una perspectiva agnóstica 
frente a los derechos y la movilización social, pero que se toma en 
serio el papel constitutivo del derecho en las prácticas sociales, 
tanto cultural como políticamente. Usando este marco teórico, 
que llamamos el del derecho como distribución y legitimación, a 
falta de un mejor nombre por ahora, argumentamos que el impac­
to redistributivo del cambio legal efectuado por la sentencia de la 
Corte Constitucional será muy limitado si no se hacen esfuerzos 
por transformar el discurso jurídico que sustenta las prácticas ac­
tuales y que sirve para ocultar la importancia que tiene el dere­
cho en determinar la falta de poder de las mujeres en Colombia. 
Explicamos, por una parte, que la regla jurídica que se cambió es 
una de las que menos efectos tiene sobre el poder de las mujeres 
en el control de la sexualidad, la reproducción y los riesgos aso­
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ciados a ellas, y que la nueva regla aseguró unos derechos tan li- 
mitados en relación con la interrupción voluntaria del embarazo, 
que el cambio difícilmente puede reclamarse como algo más que 
una mínima reforma incremental. Reconocemos, sin embargo, que 
puede haber apropiaciones más expansivas de la nueva regla que 
las que pronosticamos usando los datos que existen actualmente, 
y que la mínima autorización que implica la regla ha permitido 
ya desplegar unas acciones que se consideraban imposibles en el 
pasado. Por otra parte, señalamos que tanto el derecho constitu­
cional como el derecho penal han legitimado la falta de poder de 
las mujeres al naturalizar el derecho a la vida, fragmentar la dis­
cusión sobre el aborto y volver excepcional la situación para jus­
tificar la aplicación de principios diferentes a los que rigen para 
otras situaciones y llegar a conclusiones diversas.

Estos aportes al debate sobre el litigio sobre derechos, en nues­
tra opinión, no son sólo relevantes en la discusión teórica sino 
que tienen implicaciones significativas para la práctica. Pensamos, 
como lo sugiere el prólogo de Women’s Link, que en efecto puede 
ser muy útil para los activistas de distintos sectores aprender de la 
experiencia de esta organización y contar con elementos teóricos 
para apreciar los riesgos y las ganancias para la movilización y la 
modelación de la opinión pública involucradas en estrategias de 
este tipo. Por otra parte, y aún más relevante, creemos que nues­
tra elaboración del problema del aborto, como uno en el que el 
derecho interviene para crear una situación de distribución que se 
legitima a través del discurso legal, es una invitación para pensar 
maneras innovadoras de aproximarse al cambio de reglas y para 
producir nuevos discursos sobre el derecho constitucional, el de­
recho penal y el derecho de seguridad social. Así, esperamos que 
lo que aparece como una crítica a las limitaciones del cambio le­
gal introducido por la sentencia que liberalizó la legislación penal 
sobre aborto, pueda ser aprovechado para aumentar el poder que 
las mujeres tienen sobre su sexualidad y su reproducción.
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Capítulo 1 
EL P R O Y E C TO  LA IC IA

In t r o d u c c i ó n

LAICIA es el acrónimo con el que la organización no guber­
namental Women’s Link Worldwide — en adelante Women’s 
Link—  nombró su proyecto de Litigio de Alto Impacto en Co­
lombia por la Inconstitucionalidad del Aborto. En este capítulo 
presentamos este proyecto a partir de la información suministra­
da por las personas de la organización directamente involucra­
das en él. Empezamos por señalar dos antecedentes relevantes 
del proyecto: el proyecto por el aborto legal y el proyecto Gender 
Justice. Luego presentamos a Women’s Link como organización, 
y damos cuenta de las actividades desplegadas en el contexto de 
LAICIA teniendo en cuenta la clasificación con la que trabajó 
Women’s Link: actividades de estrategia legal, actividades de es­
tablecimiento de alianzas y de una red de apoyo, y actividades de 
estrategia de comunicaciones. Finalmente presentamos la versión 
de Women’s Link sobre lo que se aprendió en el proceso y lo que 
efectivamente se ganó.
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I. A n t e c e d e n t e s  d e  L a i c i a

Aunque las mujeres colombianas han pensado sobre el tema de 
la despenalización del aborto desde hace más de cuarenta años, 
y en ese sentido LAICIA tiene muchos antecedentes, hubo dos 
proyectos particulares en los que participó Mónica Roa en el 2003 
y el 2004 que vale la pena destacar por su importancia en la for­
mulación de LAICIA. El primero de ellos es el proyecto de aborto 
legal y el segundo el proyecto Gender Justice.

A. El proyecto de aborto legal

En abril de 2003, cuando Mónica Roa se encontraba en la recta 
final de su maestría en derecho de interés público en la Facultad 
de Derecho de New York University, se comunicó con Andrea 
Parra e Isabel Cristina J aramillo para discutir la posibilidad de de - 
mandar ante la Corte Constitucional colombiana los artículos del 
Código Penal relacionados con el aborto. Andrea Parra trabajaba 
en ese momento en una organización para la defensa de los de­
rechos de inmigrantes en Seattle, Estados Unidos; Isabel Cristi­
na Jaramillo adelantaba el trabajo de su tesis doctoral en Tucson. 
Parra, Jaramillo y Roa se habían conocido en la Universidad de 
los Andes, donde participaron en la formación de un grupo de 
discusión sobre género y sociedad.

Mónica Roa propuso que a la luz del último fallo de la Corte 
Constitucional (2001b) sobre el parágrafo del artículo del Códi­
go Penal que permitía a los jueces eximir de responsabilidad a las 
mujeres que se hicieran un aborto en circunstancias extremas,1 
era razonable pensar que la Corte declararía la inconstitucional!- 
dad de los artículos del Código Penal que establecían penas para 
los casos en los que las mujeres habían sido víctimas de violación 
o inseminación artificial no consentida, y los casos en los que la 
salud o la vida de la madre estuvieran en peligro.

1 Código Penal colombiano, artículo 124.
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En la segunda y última reunión del grupo se discutieron los 
argumentos que podrían utilizarse en el litigio constitucional y las 
estrategias alternativas a la del litigio. Sobre el primer punto se 
propuso que a favor del aborto atenuado podían presentarse los 
siguientes argumentos:

• Derecho a la libertad procreativa. El artículo 42 de la Cons­
titución Nacional garantiza el derecho de todo hombre y mujer 
a decidir el número y espaciamiento de sus hijos. El artículo 16, 
por su parte, garantiza el derecho al libre desarrollo de la perso­
nalidad de todo individuo. El derecho de las mujeres a decidir 
el número y espaciamiento de sus hijos, así como su derecho a 
decidir ser madre o no en absoluto o respecto de un hijo espe­
cífico, se ve violado cuando se le prohíbe decidir si desea dar a 
luz un hijo cuya concepción no ha consentido.
• Derecho a la vida y a la integridad física. Los artículos 11 y 13 
de la Constitución Nacional garantizan a todos los individuos 
el derecho a la vida y a la integridad personal. La prohibición 
de interrumpir embarazos en todos los casos expone a las mu­
jeres al riesgo de abortos mal realizados.
• Derecho a la igualdad:

i. Discriminación en la tipificación. En tanto sólo las mujeres 
pueden quedar en embarazo, cuando se tipifica el aborto co­
mo delito se crea un tipo penal en el que sólo pueden incurrir 
las mujeres.
ii. Reproducción de la jerarquía patriarcal. Al obligar a las mu­
jeres a dar a luz a todos los hijos que conciben, se les ubica en 
una situación de desventaja social y económica. En nuestras 
sociedades las cargas sociales y económicas respecto de los hi­
jos son privadas y no hay mecanismos efectivos para forzar a 
los hombres a asumir su responsabilidad social y económica en 
la reproducción. Las mujeres no pueden esperar a que se re­
suelvan los problemas de distribución social de la reproducción 
por otros medios.

37



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

• Derecho a la personalidad jurídica. Cuando se prohíbe a las 
mujeres decidir sobre los usos de sus vientres, se les reduce de 
la condición de sujetos a la de objetos-vientres.
• Derecho de los niños a ser deseados. Todos los niños tienen 
derecho a una familia y al amor de sus padres (art. 44, CN). No 
se puede imponer a las mujeres amar a los hijos cuya concep­
ción no han consentido, aunque esto pueda ocurrir en algu­
nas ocasiones. Los niños rechazados no tienen verdaderas op­
ciones en Colombia dado el deficiente funcionamiento de los 
organismos del Estado a cargo de ellos. No se puede sacrificar 
los niños no deseados mientras se resuelven los problemas de 
funcionamiento del ICBF.2

Andrea Parra e Isabel Cristina Jaramillo, sin embargo, pro­
pusieron que el litigio constitucional presentaría desventajas tan 
importantes que sería mejor pensar en estrategias alternativas. Se 
resumen así las desventajas percibidas por Parra y Jaramillo:

El uso del litigio constitucional a través de la acción pública de 
constitucionalidad tiene tres desventajas, por lo menos. Pri­
mero,: si se pierde la demanda, se configura una cosa juzgada 
respecto del actual Código Penal. Segundo, la despenalización 
queda “amarrada” a los argumentos de la Corte Constitucio­
nal, y por lo tanto sería más difícil perseguir la despenalización 
general del aborto en el futuro (los argumentos a favor de la 
despenalización limitada impondrían límites futuros, v.g. si lo 
que importa es el consentimiento al momento de la concep­
ción, es imposible argumentar a favor del aborto en casos de 
concepción consentida). Tercero, dado que la Corte no tiene 
la legitimidad democrática de otras instancias y sus decisiones 
pueden ser alteradas por ellas, una decisión favorable podría 
animar una reacción conservadora de grupos que están mucho

2 Tomado del memo de la reunión del 28 de abril del 2003, elaborado por 
Isabel C. Jaramillo (manuscrito en poder de las autoras).
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más organizados y tienen mucho más poder dentro del Congre­
so que los grupos progresistas.3

La discusión sobre estrategias alternativas concluyó lo si­
guiente:

La principal estrategia alternativa que se discutió fue la pre­
sentación de un proyecto de iniciativa popular por el cual se 
despenalice el aborto. La iniciativa popular garantizaría contar 
con un vocero en la discusión del proyecto y que el congresista 
amigo no “venda” el proyecto para conseguir que pasen otros 
que le importan más. Se requieren 104.290 firmas apoyando el 
proyecto. Esta estrategia tiene dos desventajas: exige recaudar 
una cantidad importante de fondos para la logística de la reco­
lección de firmas; ninguna de nosotras puede estar físicamente 
en Colombia coordinando la campaña.4

En efecto, ninguna de estas actividades se llevó a cabo. Algu­
nas de las preocupaciones que surgieron en este intercambio, sin 
embargo, fueron retomadas por Mónica Roa en la realización del 
proyecto Gender Justice.

B. Gender justice5

Entre junio de 2003 y junio de 2004, Mónica Roa adelantó la pri­
mera fase del proyecto Gender Justice, cuyo objetivo general era 
identificar patrones en la decisión judicial de cuestiones relaciona­
das con derechos de las mujeres e identificar la manera como los 
activistas de distintos países se habían aproximado a los tribunales 
para adelantar sus agendas (Roa 2004). La investigadora visitó

3 Ibíd.

4 Ibíd.
5 La información sobre este proyecto se obtuvo del “Gender Justice Phase 

I Report”, elaborado por Mónica Roa (manuscrito en poder de las auto­
ras).
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Polonia, Sudáfrica, Australia, Tailandia, España y Colombia, y se 
reunió con jueces y activistas en cada país (Roa 2004).

Las conclusiones del proyecto identifican, por una parte, los 
problemas relacionados con la administración de justicia y el po­
tencial de trabajar estratégicamente con los jueces; y por otra, 
los supuestos teóricos que se tendrían que promover para trans­
formar la manera en la que la sociedad civil se relaciona con los 
tribunales.

El problema se describe escuetamente así:

En tanto que existen en las legislaciones nacionales, regionales 
e internacionales textos y principios sobre derechos humanos, 
éstos no han infiltrado la cultura legal. Las malas decisiones 
persisten y se basan en los prejuicios y estereotipos de los jue­
ces. Dichos prejuicios son particularmente problemáticos pa­
ra los derechos de las mujeres, especialmente en el área de los 

derechos sexuales y reproductivos. (Roa 2004)

Y el potencial se identifica en los casos en los que los “jueces 
han logrado encontrar maneras de emitir fallos razonables porque 
están comprometidos con la causa de los derechos humanos y los 
derechos de las mujeres” (Roa 2004). Los casos que permiten ser 
optimistas sobre el trabajo con los jueces incluyen la decisión de 
la Corte Constitucional de España sobre la legalidad del aborto 
cuando lo que está en peligro es la salud mental de las mujeres; la 
decisión de la Corte polaca, en el sentido de que a pesar de que las 
mujeres tienen el derecho a retirarse a los 55 años cuando trabajan 
en universidades, las instituciones no pueden forzarlas a hacerlo; la 
decisión de la Corte Constitucional de Sudáfrica, en el sentido de 
que la policía tiene el deber legal de proteger a las mujeres contra 
la violencia sexual; la decisión de la Alta Corte australiana, en el 
sentido de que las mujeres solteras pueden solicitar inseminacio­
nes in vitro; la decisión de la Corte Constitucional de Tailandia, 
en el sentido de que las mujeres casadas tienen el derecho y no la 
obligación de usar el apellido de sus maridos; y las decisiones de
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los Tribunales de Ruanda y Yugoslavia sobre delitos sexuales en 
contextos de conflicto armado (Roa 2004).

Con base en esto se propone “redefinir el papel de las Cortes 
para convertirlas en escenarios políticos en los que la sociedad civil 
tiene algo que decir sobre cómo deben interpretarse los derechos” 
(Roa 2004). Esto implica, en opinión de Roa, abandonar la visión 
de acuerdo con la cual los tribunales son instancias técnicas, neu­
trales, apolíticas e independientes, y empezar a aproximarse a ellos 
de manera estratégica (Roa 2004). A partir de las conversaciones 
y observaciones adelantadas en el marco del proyecto, la autora 
propone un conjunto de mejores prácticas que incluyen estrate­
gias legales, estrategias no legales y construcción de alianzas (Roa 
2004). En cada caso se identifican las exigencias de la estrategia, 
entendiendo que éstas pueden ser de cinco clases: conocimiento 
legal, conocimiento en otros campos, movilización de bases o uso 
de habilidades para el cabildeo6 (Roa 2004).

Como fase 2 del proyecto se proponen cuatro programas. Uno 
de ellos era un proyecto piloto en el que se pondrían a prueba al­
gunas de las ideas aprendidas en Gender Justice. Este proyecto 
piloto era LAICIA.

II. W o m e n ’s  l in k  w o r l d w i d e

Una vez concluida la primera fase del proyecto Gender Justice, 
Mónica Roa se unió a Women’s Link Worldwide, organización 
que gestionó el proyecto LAICIA. Hasta ese momento, junio de 
2004, Women’s Link había centrado sus esfuerzos en la creación 
de una base de datos que documentaba las decisiones judiciales de 
los países europeos y latinoamericanos relacionadas con derechos 
de las mujeres orientada a activistas y académicos. Al adoptar el 
proyecto de Gender Justice, la organización empezó a entenderse

6 Para una descripción más detallada de las estrategias identificadas, véa­
se el Observatorio de Género y Justicia de Women’s Link Worldwide en 
http://www.womenslinkworldwide.org/gjo_strategies.html (visitada el 31 
de marzo de 2008).
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como una en la que la documentación de decisiones judiciales se 
complementaba con la observación de estrategias y con un labo­
ratorio de experiencias de trabajo con los jueces.

Así, Women’s Link se define en la actualidad de la siguiente 
manera:

Women’s Link Worldwide es una organización internacional de 
derechos humanos sin fines de lucro, que trabaja para asegurar 
que la equidad de género sea una realidad en todo el mundo. 
Luchamos por el avance de los derechos de las mujeres a tra­
vés de la implementación de los estándares internacionales de 
derechos humanos y del trabajo estratégico con las cortes, in­
cluyendo el litigio estratégico. Women’s Link fue fundada en 
2001 y posee estatus 501 (c) (3), en los términos de las leyes de 
los Estados Unidos, y oficinas regionales en Europa (Madrid, 
España) y Latinoamérica (Bogotá, Colombia).
En Women’s Link, nuestra visión de la equidad de género guía 
todos los aspectos de nuestro trabajo:

• Creemos en un mundo en el que el género no sea nunca un 
obstáculo para el pleno goce de los derechos humanos.
• Somos optimistas por los avances legales, que ocurren cada 
vez más alrededor del mundo, que sostienen que la equidad 
de género es una medida irrefutable para interpretar, aplicar y 
ejecutar las normas.
• Afirmamos que el avance de los derechos de las mujeres por 
medio de las cortes es una vía directa para promover la digni­
dad de todos los seres humanos y el progreso de la humanidad 
en condiciones de justicia social.
• Creemos que proveer herramientas concretas para trabajar 
con el sistema de justicia es una manera de alcanzar una socie­
dad más justa y equitativa.
• Buscamos empoderar a mujeres y niñas para que sean agen­
tes de cambio.7

7 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/who.html (visitada el 31 de 
marzo de 2008).
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Al iniciarse el proyecto LAICIA, en septiembre de 2004, la or­
ganización ya tenía estatus 501 (c) (3) en los Estados Unidos, pero 
sólo tenía una oficina en Madrid. Formaban parte de la organiza­
ción Viviana Waisman y Lori Mann, sus dos directoras, y Mónica 
Roa. Con los recursos del proyecto LAICIA se contrató una coor­
dinadora de proyecto, Claudia Gómez, y eventualmente se abrió 
una oficina en Bogotá para garantizar la seguridad de las personas 
involucradas en el proyecto.8 LAICIA fue efectivamente desarro­
llado por un equipo formado por Mónica Roa y Claudia Gómez, 
y apoyado desde Madrid por Viviana Waisman. Para la estrategia 
de comunicaciones en Colombia se contrató a Brújula Comuni­
caciones, y a EqualShot como consultora internacional.

Women’s Link cuenta en la actualidad con cinco abogadas, 
una directora financiera, una administradora de la oficina de Co­
lombia y una asistente de programas — Viviana Waisman sigue 
siendo la directora ejecutiva y Mónica Roa es la directora de pro­
gramas— , y se sigue percibiendo como:

[...] una pequeña ONG sin ánimo de lucro, con perspectiva 
global, aunque a veces nos confunden con una gran corporación 
con oficinas en todo el mundo. En realidad, somos siete trabaja­
doras incansables —abogadas y expertas en temas de género— 
que hemos creado un nuevo paradigma de trabajo a través de 
diferencias de horarios y fronteras. También contamos con las 
habilidades de un dedicado equipo de consultoras.9

8 Esto a partir no sólo de las amenazas sino del allanamiento de domicilio 
que sufrió Mónica Roa. Los fondos para esa oficina los proveyó el Glo­
bal Fund for Women y Urgent Action Fund for Women’s Human Rights, 
bajo la figura de un emergency grant. Información sobre la existencia de 
esta organización la obtuvieron de organizaciones con las que se forjaron 
alianzas en el contexto de LAICIA. Véase http://www.urgentactionfund. 
org (visitada el 31 de octubre de 2007). La importancia de este evento en 
el proceso legal se detalla más adelante.

9 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/who_staff.html (visitada el 
31 de marzo de 2008).
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Women’s Link desarrolla tres programas en la actualidad: el 
Observatorio de género y justicia; Derechos sexuales y reproduc­
tivos: del papel a la realidad; y Equidad de Género sin Fronteras.10 
Dentro de cada programa se incluyen diversos proyectos, uno de 
los cuales fue LAICIA.11 Women’s Link ha sido también agente 
fiscal de tres iniciativas: Global Justice Center; Responsabilidad 
por crímenes con base en género en conflictos armados: retos para 
la justicia nacional e internacional; y el proyecto Implementación 
de la nueva ley de aborto en Colombia de la Mesa por la Vida y 
la Salud de las Mujeres.12

Women’s Link ha recibido financiación de individuos y de la 
Federación Internacional de Planificación de la Familia, Región 
del Hemisferio Occidental (IPPF/RHO), de IPAS, de Rayogram 
y de las fundaciones Ford, Open Justice Initiative, Libra, Moriah, 
Oak y Wallace Alexander Gerbode.13

III. E l  p r o y e c t o  L a i c i a

En cuanto LAICIA fue un proyecto eminentemente orientado 
a la acción, existen muchas versiones sobre lo que fue: una está 
incorporada en la propuesta inicial a los financiadores (Women’s 
Link Worldwide), otra en los artículos académicos escritos por 
Mónica Roa (2006) y Claudia Gómez (2006) mientras el proyec­
to estaba en curso, otra versión se encuentra en las casi cuarenta 
presentaciones que hizo Mónica Roa del proyecto ante diferen­
tes audiencias,14 y una última versión es la que Mónica nos rela-

10 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/prog.hanl (visitada el 31 de 
marzo de 2008).

11 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/prog_rr_laicia.html (visitada 
el 31 de marzo de 2008).

12 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/prog_ge_fiscallysponsored. 
html (visitada el 31 de marzo de 2008).

13 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/who_funders.htrnl (visitada 
el 6 de junio de 2008).

14 Mónica Roa, Documento de presentaciones del proyecto LAICIA (ma­
nuscrito en poder de las autoras). En adelante será citado como Presen-
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tó en las cuatro extensas entrevistas que nos concedió sobre el 
tema.15 La estrategia de comunicaciones, adelantada por Brújula 
Comunicaciones, pero parte integral de LAICIA, tiene su propia 
narración en la voz de Brújula, pero también interpretaciones en 
los demás documentos.

En esta sección proponemos una interpretación del proyecto 
que intenta dar cuenta del mayor número de elementos posibles, 
pero reconocemos que inevitablemente hay algunos eventos que 
quedan por fuera de la descripción. La interpretación sigue los 
grandes ejes usados reiteradamente por Mónica Roa en sus pre­
sentaciones, esto es: a) objetivos; b) estrategia legal; c) estrategia 
de creación de alianzas y red de apoyo; y d) estrategia de comuni­
caciones. Terminamos proponiendo cuál es la versión de Women’s 
Link sobre lo que se logró con el proyecto y sobre lo que apren­
dieron. Entre esos aprendizajes resaltamos el trabajo de identi­
ficar las estrategias de la oposición e identificar maneras de res­
ponder a ellas.

A. Objetivos del proyecto
Ivi-

Aunque de manera implícita, el proyecto trabajó con dos tipos 
de objetivos en mente. Unos eran los objetivos concretos, mesu­
rables, que se esperaban lograr en el corto plazo. Estos eran tres: 
1) liberalizar la legislación colombiana en materia de aborto; 2) 
educar a la sociedad civil sobre el uso estratégico de las cortes para 
impulsar los derechos sexuales y reproductivos;16 3) promover el

taciones, con especificación del número de la diapositiva cuando sea ne­
cesario.

15 Mónica Roa nos concedió tres entrevistas formales, además de conver­
saciones telefónicas y mensajes de correo aclaratorios. Las entrevistas se 
llevaron a cabo en septiembre de 2006, y mayo y octubre de 2007. Adi­
cionalmente, el 8 de diciembre de 2007, Mónica Roa concedió una en­
trevista con Claudia Gómez, coordinadora del proyecto LAICIA.

16 Estos dos primeros objetivos fueron explícitamente articulados desde 
las primeras presentaciones del proyecto: PROPOSAL: 1 y Presentacio­
nes 3.
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uso del derecho internacional de derechos humanos para impulsar 
los derechos de las mujeres a nivel nacional.17 El primer objetivo 
se planteó cuidadosamente usando el término “liberalizar” para 
indicar que cualquier cambio en la legislación penal colombiana 
que implicara aumentar las posibilidades de que las mujeres ob­
tuvieran abortos legales podría ser considerado un logro, y para 
evitar entrar en el debate que hacía tiempo tenía el movimiento 
feminista sobre “despenalización” versus “legalización”, que 
Women’s Link considera irrelevante. Además, se quería indicar 
que la estrategia sería moderada en el sentido de que se enfatizaría 
la liberalización en tres circunstancias: cuando la vida y la salud 
de la mujer corrieran peligro, cuando el embarazo fuera produc­
to de una violación y cuando el feto presentara malformaciones 
que harían inviable la vida extrauterina.18

Pero al mismo tiempo, el proyecto se relacionó con un objeti­
vo más amplio que fue formulado de la siguiente manera: “crear 
alto impacto en el debate sobre aborto en el contexto social en 
el que se lleva el caso”.19 Adicionalmente se planteó en el marco 
de los derechos sexuales y reproductivos, entendidos éstos como 
los que protegen la autonomía sexual y reproductiva y el acceso 
a servicios que la garanticen,20 y partiendo del supuesto de que 
lo ideal sería que el “aborto [fuera] legal, seguro, opcional, poco 
frecuente y ojalá innecesario”.21

Ahora bien, es importante resaltar que la decisión de adelan­
tar un litigio de alto impacto en el tema específico de la legisla­
ción penal en aborto, esto es, uno que además del logro jurídico 
buscara modificar el debate público,22 estuvo relacionada con la 
confianza en que si el objetivo jurídico era suficientemente mo-

17 Este objetivo se introduce a partir de la presentación del proyecto el 3 de 
marzo de 2005 ante un grupo de médicos. Presentaciones 21.

18 Presentaciones41.

19 Presentaciones 714.
20 Presentaciones 129.

21 Presentaciones 130.

22 Presentaciones 228.
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derado, la sentencia sería favorable. Roa define así el litigio de 
alto impacto:

Cuando existen fuertes razones para creer que la decisión va a 
ser favorable, o cuando el interés principal, más que ganar es 
posicionar un tema en la agenda pública, se escoge el litigio de 
alto impacto. Por ello, la estrategia de comunicaciones es cru­
cial para este tipo de litigio. (Roa 2006)

La confianza en una decisión favorable, de acuerdo con Roa, 
podía fundarse en tres razones: la eficiencia del proceso constitu­
cional colombiano; el cambio hermenéutico de la Corte Constitu­
cional y la obligatoriedad de su jurisprudencia; y los argumentos 
existentes en el derecho internacional y la recepción que éstos 
habían tenido en la jurisprudencia nacional (Roa 2006).

El hecho de que el ordenamiento jurídico colombiano inclu­
ya una acción pública de inconstitucionalidad, mediante la cual 
cualquier ciudadano puede exigir que la Corte se pronuncie sobre 
la inconstitucionalidad en abstracto de una norma legal,23 ofrecía 
para la autora varias ventajas. En primer lugar, el proceso se podría 
iniciar sin tener que contar con un caso típico o ejemplar y una 
persona dispuesta a llevarlo hasta esa instancia por la dificultad de 
pedirle a un individuo que “preste” su historia personal a la cau­
sa. La búsqueda de un caso con el perfil “adecuado” puede llevar 
años, y una gran cantidad de recursos humanos y financieros. En 
segundo lugar, puesto que los requisitos formales son mínimos, era 
previsible que la acción se estudiara y que la decisión quedara en 
firme en algo menos de un año (Roa 2006). Esto resultaba parti­
cularmente importante en el caso de Women’s Link, por tratarse 
de una ONG pequeña y con recursos limitados.

Por otra parte, la Corte Constitucional colombiana llevaba ya 
unos diez años defendiendo una aproximación al derecho en la que 
el respeto del precedente era relevante, la decisión judicial debía

23 Artículo 241 de la Constitución Política de Colombia y artículo 2 del de­
creto 2067 de 1991.
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basarse en la ponderación de derechos y el derecho internacional 
de los derechos humanos era fuente obligada de interpretación 
de la Carta de derechos nacional. En el caso concreto se contaba 
con múltiples recomendaciones de comités de monitoreo al Es­
tado colombiano en relación con la legislación sobre aborto, con 
sentencias de la Corte Constitucional que admitían este tipo de 
recomendaciones como de obligatorio cumplimiento en el con­
texto nacional, y con sentencias que fortalecían el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad o autonomía (Roa 2006).

B. Estrategia legal

El centro de la estrategia legal era la acción pública de inconsti- 
tucionalidad que se presentaría ante la Corte Constitucional. Es 
importante recalcar, sin embargo, que además de acciones orien­
tadas a obtener un fallo que “liberalizara” la legislación, se previe­
ron acciones que seguirían al fallo, tanto en el caso de que fuera 
favorable como en el que no lo fuera.

I . Acciones previas a la presentación de la demanda

Algunas de las acciones en torno a la demanda se programaron 
como previas a su presentación, y otras como a realizar una vez 
la demanda fuera presentada. Las acciones previas fueron bási­
camente de cinco tipos: estudio de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional colombiana, análisis del perfil de los magistrados, 
presencia en las bibliotecas de los magistrados, estudio de la de­
manda por expertos constitucionalistas y consecución de inter­
venciones ciudadanas con diferentes puntos de vista para lograr 
distintos efectos.

El análisis de los fallos en los que previamente la Corte Cons­
titucional colombiana había discutido la penalización del aborto 
permitiría identificar cuáles eran los derechos que habían esta­
do en juego y determinar cuáles eran las posibilidades de que en 
esta ocasión se ganara lo que antes no se había podido ganar. El
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principal factor de optimismo en este sentido era la existencia de 
aclaraciones de voto que apoyaban algún tipo de liberalización.

El análisis de los perfiles de los jueces, que sugería un fallo con 
mayoría de seis magistrados — Cepeda, Vargas, Beltrán, Córdoba, 
Sierra y Araújo— ,24 se basó principalmente en la votación de la 
sentencia C-647 de 2001. Esta sentencia se refirió al parágrafo del 
artículo 122 del Código Penal expedido en 1999, de acuerdo con 
el cual, cuando el embarazo fuera resultado de violación o inse­
minación artificial no consentida, y la mujer que había abortado 
se encontrara en “extraordinarias” circunstancias “anormales” de 
motivación, el juez podría prescindir de la pena. La Corte declaró 
que esta exclusión de la pena era constitucional. Los magistrados 
Araújo, Vargas, Beltrán y Cepeda aclararon su voto en el sentido 
de que el aborto en casos de violación o inseminación artificial no 
consentida podría ser inconstitucional en todos los casos. Marco 
Gerardo Monroy Cabra y Rodrigo Escobar Gil salvaron el voto 
por su desacuerdo con la mínima liberalización que implicaba la 
norma demandada. Aunque ya iniciado el proceso, en el 2005 el 
magistrado Montealegre fue reemplazado por el magistrado Sie­
rra, Mónica Roa seguía cierta de poder contar con una mayoría 
para una demanda que solicitara la liberalización en los tres casos 
anteriormente mencionados.

A todos los magistrados se les enviaron libros sobre derechos 
sexuales y reproductivos publicados por Profamilia, Si-Mujer, 
Centro de Derechos Reproductivos y la Universidad de Toronto.25 
La idea era que antes de que se enteraran de la demanda, los ma­
gistrados tuvieran a su alcance información sobre derechos sexua­
les y reproductivos, de modo que aun si no los leían en el momento 
de recibirlos, estarían disponibles al estudiarse la demanda.

Expertos constitucionalistas aliados a la causa evaluaron y co­
mentaron la demanda. Roa contactó en particular a Carlos Gavi- 
ria Díaz, ex magistrado de la Corte Constitucional y Senador de 
la República; a Natalia Angel, profesora de derecho constitucio­

24 Presentaciones 40.

25 Presentaciones 62.

49



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

nal en la Universidad de los Andes y abogada sustanciadora en la 
Corte Constitucional, y a Isabel C. Jaramillo, profesora de teoría 
jurídica en la Universidad de los Andes. Todos coincidieron en se­
ñalar que la demanda era técnicamente intachable y contenía los 
mejores argumentos que podían proponerse sobre este tema.26

Personas de diversas posiciones políticas y con distintos cono­
cimientos expertos aceptaron intervenir en el proceso de cons- 
titucionalidad una vez éste se iniciara.27 Se buscó que las inter­
venciones tuvieran distintos efectos en el proceso. Unas debían 
estar encaminadas a destacar cuán moderada era la posición de 
la demanda presentándose como muy radicales — por ejemplo, la 
de la abogada penalista Ximena Castilla— . Otras debían proveer 
datos científicos sobre el aborto — por ejemplo, las de Ana Cris­
tina González, directora nacional de Salud Pública hasta 2004; 
Miguel Ronderos, cardiólogo pediatra; Wilmar Saldarriaga, gi- 
neco-obstetra; Aníbal Faúndes, gineco-obstetra experto en de­
rechos sexuales y reproductivos; José Barzelatto, médico experto 
en salud reproductiva; la OMS; el Alan Guttmacher Institute; la 
RFSU; IPPF WH; IPPF Londres; el centro de investigaciones en 
salud pública de Harvard University; Isabel Ortiz, psicopedagoga; 
y Lucrecia Ramírez, psiquiatra— . Otras debían estar orientadas 
a proveer argumentos de derecho comparado y derecho interna­
cional, como las del CRR y las clínicas de derechos humanos de 
Harvard y Yale, Human Rights Watch, Justa Montero — Asam­
blea Feminista de Madrid y Red Mundial de Mujeres por los De­
rechos Sexuales y Reproductivos— , Rebecca Cook — experta en 
derecho internacional de los derechos humanos y en derechos 
sexuales y reproductivos, Universidad de Toronto— , la Red de 
Académicas Latinoamericanas— ALAS— y Alfonso Ruiz Miguel, 
profesor de la Universidad Autónoma de Madrid. Otras debían 
resaltar el drama personal de la penalización del aborto y cómo 
la liberalización no se oponía a una afirmación de la maternidad: 
Isabel C. Jaramillo y Natalia Angel, como madres y constitucio-

26 Entrevista con Mónica Roa, Bogotá, mayo de 2007.

27 Presentaciones 192.
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nalistas.28 Finalmente, algunas estaban pensadas para contestar el 
argumento de la Iglesia católica — Catholics for a Free Choice—  
y para profundizar en los argumentos de derecho constitucional 
colombiano — Beatriz Linares, Esteban Restrepo y Hernando Lon- 
doño— . En cada caso la intervención debía ser de una persona 
o entidad suficientemente prestigiosa como para que la Corte le 
prestara atención. La siguiente tabla refleja las intervenciones que 
se planearon antes de la presentación de la demanda:29

Nacionales Internacionales

Ximena Castilla (posición Radical)
Lucero Zamudio (mitos sobre el aborto) 
Beatriz Linares (derechos del niño/a)
Ana Cristina González (salud pública) 
Miguel Ronderos (perspectiva médica) 
Wilmar Saldarriaga (información sobre 
malformaciones)
Redes Nacionales (derechos de mujeres) 
Isabel Ortiz y Lucrecia Ramírez (efectos 
psicológicos)
Esteban Restrepo y Colombia Diversa 
(discriminación)
Janet Martinez (asuntos éticos)
Rodrigo Botero (ex ministro)
Natalia Ángel e Isabel Cristina Jaramillo 
(mamás constitucionalistas)
Hernando Londoño (derecho penal) 
Católicas por el Derecho a Decidir (religión) 
Daniel García Peña (Polo Democrático) 
Cecilia López (costos económicos)

Catholics for a Free Choice (religión)
CRR y Yale HR Clinic (derecho comparado) 
AGI (médica)
Human Rights Watch (derechos humanos) 
Harvard University (salud pública)
RFSU (perspectiva internacional)
IPPF W H e IPPF Londres (salud 
reproductiva)
Rebecca Cook (Convención Americana y 
recomendación 24 de la CEDAW)
Aníbal Faúndes y José Barzelatto 
(perspectiva médica)
Giulia Tamayo (embarazo por violación en 
conflicto colombiano)
OMS (salud pública)
Justa Montero (despenalización en España) 
Red Alas—Cristina Motta (académicas 
latinoamericanas)
Alfonso Ruiz Miguel (derecho 
constitucional español)

Las intervenciones ciudadanas que finalmente se sometieron 
para apoyar la demanda superaron en mucho lo calculado, aunque 
algunas de las que se tenían planteadas nunca se buscaron acti­
vamente — en particular las de Beatriz Linares y Cecilia López—  
y otras nunca fueron presentadas — Isabel C. Jaramillo y Natalia 
Angel, entre otras— .

28 Presentaciones 282.

29 Presentaciones 264.
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El trabajo más importante del equipo de Women’s Link, en 
cuanto a las intervenciones ciudadanas, fue verificar que fueran 
entregadas a tiempo en la Corte y conseguir que ciudadanos co­
lombianos suscribieran como propias las que eran remitidas por 
organizaciones e individuos extranjeros.

En el primer proceso ante la Corte Constitucional (véase in- 
fra) se presentaron unas 180 intervenciones sustantivas que fa­
vorecían la demanda. Se incluyeron intervenciones de centros 
de derechos humanos de las universidades de Harvard y Yale, de 
ONG de derechos sexuales y reproductivos, de asociaciones in­
ternacionales de médicos especializados en gineco-obstetricia, de 
mujeres involucradas en el movimiento de mujeres y de mujeres 
y hombres comunes.

En este mismo proceso se presentaron más de 200 cartas que 
se oponían a las pretensiones de la demanda y muchas listas de 
firmas de personas solicitando que se declarara constitucional la 
penalización del aborto. Una vez terminado el plazo para las in­
tervenciones ciudadanas, siguieron llegando cartas de la “oposi­
ción” que la Corte decidió mencionar en la sentencia, a pesar de 
señalar que no serían tenidas en cuenta.

En el segundo proceso ante la Corte Constitucional se presen­
taron 189 intervenciones a favor de la penalización del aborto y 
545 coadyuvando la demanda. De estas últimas, 506 se presen­
taron como un paquete completo y la Corte se abstuvo de resu­
mirlas o señalar los nombres de los intervinientes, lo que sí había 
hecho con las que se presentaron de manera individual, resaltan­
do incluso las firmas de las intervenciones similares en el caso de 
la “oposición”.

2. L a demanda

El siguiente paso fue presentar la demanda, que resultó ser la pri­
mera (D). En cuanto a esta primera demanda cabe resaltar dos 
tipos de decisiones que se asumieron explícitamente en relación 
con los objetivos planteados para el proyecto: la escogencia de 
argumentos y la decisión sobre el momento de presentarla. En la
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elección de los argumentos de la demanda prevaleció el interés 
por enfatizar el objetivo moderado de la liberalización y por mos­
trar la relevancia del derecho internacional en el orden interno. 
La decisión del día de la presentación resultó ser controversial 
porque cerca de la fecha escogida murió Juan Pablo II y esto aca­
paró la atención de los medios. La estrategia de comunicaciones 
y el trabajo adelantado antes de la presentación de la demanda 
buscaba específicamente mantener el tema del aborto alejado del 
debate religioso.

a. Peticiones y motivaciones de la demanda
En (D), Mónica Roa articuló dos peticiones: 1) la inexequibilidad 
del artículo 122 del Código Penal colombiano; en subsidio; 2) la 
exequibilidad condicionada del mismo artículo para excluir los 
abortos cuando la vida o la salud de la mujer estuviera en peligro, 
cuando el embarazo fuera resultado de conducta constitutiva de 
acceso camal o inseminación artificial no consentida o cuando 
existiera una grave malformación del feto incompatible con la 
vida extrauterina.30 Roa decidió no demandar el artículo 124 del 
Código Penal, que establecía reducción de la pena para el aborto 
cuando el embarazo fuera fruto de violación o inseminación ar­
tificial no consentida, pues consideró que esto la exponía a que 
fueran declaradas inconstitucionales las atenuaciones y quedara 
en pie únicamente el aborto simple.

Como normas constitucionales violadas se alegaron: la que 
establece que el Estado colombiano debe cumplir con los trata­
dos internacionales de derechos humanos que ha ratificado (ar­
tículo 93); las que establecen los derechos a la vida, la salud y la 
integridad (artículos 11, 12, 43 y 49); las que establecen el de­
recho a la igualdad y a estar libre de la discriminación (artículo 
13), y las que establecen el principio de la dignidad humana, el

30 Demanda de inconstitucionalidad del artículo 122 de la ley 599 de 2000, 
presentada el 14 de abril de 2005: 1. Tomada de http://www.womens- 
linkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr_col_legaldocs_demandal. 
pdf (visitada el 31 de marzo de 2008) [en adelante citada como Deman­
da 1].
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libre desarrollo de la personalidad y la autonomía reproductiva 
(artículos 1, 16 y 42).

El lugar privilegiado del derecho internacional en el argumento 
se hace evidente en la demanda de tres maneras. En primer lugar, 
se argumenta que el cambio en la normativa internacional es una 
de las razones que justifica que el caso se estudie nuevamente, a 
pesar de los pronunciamientos anteriores sobre el mismo tema.31 
Se citan específicamente las recomendaciones del Comité de De­
rechos Humanos, del Comité de la CEDAW, del Comité encar­
gado de monitorear la Convención de los Derechos del Niño y 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en las que 
se llama la atención al Estado colombiano sobre la normatividad 
en materia de aborto.

En segundo lugar se propone que el desatender el argumento 
de derecho internacional en este caso, a pesar de haberse usado 
en otros, implica no sólo una violación de la obligación del Es­
tado de cumplir sus obligaciones internacionales en los términos 
del artículo 93 de la Carta, sino una violación del derecho a la 
igualdad. En particular se anota que las recomendaciones de los 
comités de monitoreo fueron definidas como vinculantes en la 
sentencia C-408 de 1996, y que esta posición fue reiterada en la 
sentencia C-200 de 2002.32

En tercer lugar, cada uno de los derechos que se proponen co­
mo violados se explican principalmente a partir de la normatividad 
internacional y no de la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
colombiana. El siguiente párrafo ilustra el trabajo doctrinal que 
se usó para sustentar las peticiones de la demanda:

2.1 El derecho a la vida es la condición esencial para el ejercicio 
efectivo de todos los demás derechos y como tal está reconocido 
en un gran número de tratados internacionales, entre los que 
se encuentran el artículo 6(1) del PIDCP y el artículo 4(1) de 
la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).

31 Demanda 1: 5-7.

32 Demanda 1: 10.
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Aunque ha sido tradicionalmente interpretado de manera res­
tringida para garantizar el derecho al debido proceso cuando 
las personas han sido condenadas a la pena de muerte, el CDH 
así como el CCEDAW han firmado que el derecho a la vida no 
puede entenderse de manera restrictiva y que la protección de 
este derecho exige que los Estados adopten medidas positivas. 
Estos comités, junto con el Comité que vigila el cumplimiento 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales y 
Culturales (CDESC), han determinado la responsabilidad es­
tatal por violación del derecho a la vida de las mujeres y a estar 
libres de tratos crueles, inhumanos y degradantes con respecto 
a las altas tasas de mortalidad materna han recomendado que 
se revisen las normas que penalizan el aborto y han establecido 
que el Estado colombiano debe tomar todas las medidas necesa­
rias para evitar que las mujeres pierdan su vida como resultado 
de la legislación restrictiva en esta materia. En este mismo sen­
tido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha mani­
festado que el derecho a la vida impone obligaciones positivas 
a los gobiernos para prevenir y evitar situaciones que pongan 
en riesgo la vida de las personas, como ocurre en el contexto de 
los derechos reproductivos a las mujeres que mueren por causas 
relacionadas con el embarazo no deseado y las complicaciones 
de un aborto clandestino.33

Por otra parte, si bien la demanda destacaba como pretensión 
principal la inconstitucionalidad del aborto simple, los argumen­
tos que se presentaron giraron generalmente en tomo a la incons­
titucionalidad de una legislación tan restrictiva del aborto, que 
lo impedía aun en los casos en los que corrían riesgo la salud y 
la vida de la madre, en los de violación o inseminación artificial 
no consentida y en los de malformaciones que hacían inviable la 
vida extrauterina. Así, para explicar la violación al derecho a la 
vida, la integridad física y la salud, además de mostrar con múlti­
ples estadísticas la relación directa entre los abortos ilegales y la 
mortalidad materna, se señala que la prohibición del aborto en

33 Demanda 1: 11-12 (se omitieron las extensísimas notas de pie de página).
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casos de embarazo de alto riesgo tiene también relación directa 
con las altas tasas de mortalidad materna.34 Adicionalmente, las 
recomendaciones de los comités internacionales se refieren explí­
citamente a legislaciones muy restrictivas del aborto y no a cual­
quier regulación del mismo.

El asunto es más claro en el tema del derecho a la igualdad. En 
este caso, se explica que el derecho a la igualdad se viola cuando 
se impide a las mujeres acceder a tratamientos médicos para pro­
teger su vida o su salud.35 Aunque se incluyen argumentos que 
sostienen que cualquier penalización del aborto implica una vio­
lación al derecho que tienen las mujeres de ser ciudadanas ple­
nas, la mayoría de la “evidencia” doctrinaria se orienta a susten­
tar la falta de acceso a tratamientos médicos que sólo pueden ser 
requeridos por mujeres.

También en el caso de la vulneración del principio de la dig­
nidad humana se señala que ésta ocurre particularmente cuando 
la mujer que busca el aborto ha sido violada o sometida a una in­
seminación artificial no consentida, y cuando las malformaciones 
del feto le impiden tener vida extrauterina.36

Ahora bien, esta lectura moderada de la demanda, que de he­
cho Roa enfatizó en todas sus presentaciones, contrasta en todo 
caso con una lectura más radical que la demanda también auto­
rizaba. El primer aspecto significativo es que la pretensión prin­
cipal de la demanda era la declaración de la inconstitucionalidad 
del artículo 122 del Código Penal colombiano, que establece el 
aborto simple. El segundo aspecto es que respecto a la vulnera­
ción de cada derecho se presentaron argumentos encaminados a 
lograr una despenalización del aborto simple en todos los casos. 
Los dos argumentos más fuertes en este sentido fueron el rela­
cionado con el peligro que para la vida y la salud de las mujeres 
implica la penalización del aborto en general,37 y el sacrificio de

34 Demanda 1: 14.

35 Demanda 1: 19.

36 Demanda 1: 25.

37 Demanda 1: 12-14-
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la dignidad humana de las mujeres cuando se les impide tomar 
decisiones sobre su vida reproductiva.38

b. Fecha de presentación de la demanda
Teniendo en cuenta el calendario de eventos culturales y polí­
ticos, así como las agendas personales de las involucradas en el 
proyecto, se había decidido desde enero de 2005 que la demanda 
se presentaría ante la Corte Constitucional el 11 de abril de ese 
año. Cuando el 2 de abril de 2005 murió el Papa Juan Pablo II, sin 
embargo, era claro que si la presentación de la demanda coincidía 
con el nombramiento del nuevo Papa, no recibiría ninguna aten­
ción de los medios de comunicación, y que si acaso la tenía sería 
a través de una mirada enmarcada en el ambiente católico que 
dominaba la agenda mediática nacional e internacional. Rápida­
mente Roa y sus colaboradoras tuvieron que volverse expertas en 
el procedimiento de nombramiento del nuevo Papa para calcular 
cuál sería una fecha propicia para presentar la demanda. Puesto 
que el sepelio del Papa se llevaría a cabo nueve días después de 
su defunción,39 la fecha del 11 de abril se descartó; y como des­
pués de esa fecha habría que esperar al menos quince días para la 
elección del nuevo Papa, finalmente la fecha escogida para pre­
sentar la demanda fue el 14 de abril.

3. Actuaciones adelantadas durante el proceso

En razón de que la acción de inconstitucionalidad está concebida 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano como una que se 
lleva en el interés del público general y no por existir un interés 
particular en el resultado,40 no se espera de la demandante nin­
guna actuación adicional para asegurar un resultado favorable a

38 Demanda 1: 22.

39 Véase http://www.elpais.com/comunes/2005/papa/conclave.html (marzo 
31 de'2008).

40 Constitución Política de Colombia, artículo 241 y decreto 2067 de 
1991.
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sus peticiones. De hecho, la Corte no tiene ninguna obligación 
legal de responder a peticiones del demandante en el sentido de 
solicitar pruebas o convocar a una audiencia pública.

Roa tenía claro, sin embargo, que era indispensable estar al 
tanto de la fecha en la que se admitiría la demanda, pues esa fe­
cha determinaría el plazo para presentar las intervenciones ciu­
dadanas y para que el Procurador General de la Nación rindiera 
su concepto. A pesar del cuidado con el que se había elaborado 
la demanda, y de que se había intentado acortar el tiempo que 
le toma al magistrado al que se le reparte el proyecto admitir la 
demanda — entregando copias de ésta junto con el original— , 
la admisión tomó mucho más tiempo del esperado: inexplicable­
mente se perdieron las mismas dos hojas de cada una de las trece 
copias de la demanda, y se presentaron múltiples recursos contra 
su admisión que impidieron que ésta quedara en firme.

Roa se enteró de que alguien planeaba robar unas páginas de 
la demanda el día de la marcha del 1 de mayo de 2005, cuando al­
guien contactó a un grupo del movimiento de mujeres para alertar 
sobre esta posibilidad.41 El 9 de mayo, Roa recibió una llamada del 
despacho del magistrado Alvaro Tafur en la que le informaban que 
faltaban dos páginas de la demanda y que era indispensable que 
las reemplazara para que ésta pudiera ser admitida.42 Roa allegó 
las páginas faltantes el 10 de mayo de 2005.

El magistrado ponente, Alvaro Tafur Galvis, procedió a admi­
tir la demanda el 16 de mayo de 2005. El 23 de mayo de 2005, el 
señor Aurelio Ignacio Cadavid presentó recurso de reposición y 
en subsidio de apelación contra el auto admisorio de la demanda. 
Este recurso fue rechazado por improcedente el 27 de mayo. El 
7 de junio, el mismo ciudadano presentó un recurso solicitando 
ante la Sala Plena de la Corporación la nulidad del proceso. Me­
diante auto del 15 de junio de 2007, el magistrado Tafur remitió 
el asunto a la Sala Plena para que decidiera el recurso por ser de 
su competencia.

41 Entrevista personal con Mónica Roa, Bogotá, 4 de octubre de 2007.

42 Ibíd.
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Para el equipo de Women’s Link fue difícil descifrar qué era lo 
que se pretendía demorando la admisión de la demanda. Dos he­
chos ocurridos a principios de junio, sin embargo, revelaron que 
la intención de la oposición era demorar el proceso para tener 
tiempo para intimidar a la demandante y hacerla renunciar a la 
compleja estrategia que se había planteado inicialmente, y simul­
táneamente presentar otra demanda de inconstitucionalidad que 
llegara a decisión de la plenaria antes que la de Roa y recaudar 
firmas de personas que estuvieran a favor de que no se cambiara 
la legislación penal existente.

Hasta junio de 2005, Mónica Roa había adelantado la gestión 
del proyecto LAICIA desde su residencia. En los primeros días 
de junio, alguien entró en ella y robó exclusivamente los com­
putadores y la agenda personal. A Roa le pareció un poco extra­
ño el evento, porque toda la información del proceso había sido 
publicada en la página web de Women’s Link, pero interpretó el 
hecho como uno de intimidación por su parecido con las tácticas 
que se usan para amedrentar a activistas de derechos humanos 
en Colombia, y porque no habían sustraído dinero en efectivo ni 
otras cosas de valor.43 Women’s Link solicitó de inmediato y ob­
tuvo fondos de emergencia y abrió una oficina en Bogotá para 
garantizar la seguridad de Roa y de su equipo.

Poco después de este suceso, Roa se enteró de que había sido 
admitida una demanda “clon” y que había sido repartida al ma­
gistrado Marco Gerardo Monroy Cabra. La demanda fue enten­
dida como un “clon” y como parte de la estrategia de la oposición 
por varias razones: incluía las mismas peticiones que la demanda 
presentada por Roa, a disposición del público en la página web 
de Women’s Link; tenía muchos párrafos idénticos a los de la de­
manda de Roa; para Women’s Link y los periodistas interesados 
fue imposible localizar a los individuos que firmaron la deman­
da — en varias ocasiones se intentó en vano dar con la dirección 
anotada para las notificaciones personales— .

«  lbíd.
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Al enterarse de la existencia de esta demanda y de que esta- 
ba siendo tramitada sin los obstáculos que había encontrado la 
suya, Roa le notificó al Procurador General de la Nación y a sus 
aliados más cercanos de la existencia de esta demanda “clon”, 
presentó su propia demanda y sus intervenciones como inter­
venciones ciudadanas en el proceso de la demanda “clon” y, con 
el fin de neutralizar el intento de que la suya pasara desapercibi­
da y los magistrados tuvieran todos los argumentos disponibles al 
momento de decidir — si llegaba a decidirse primero— , solicitó 
a la Sala Plena de la Corte Constitucional que se acumularan las 
dos demandas.

El recurso de Roa, presentado el 13 de junio de 2007, además 
de solicitar la acumulación de las demandas, puso en conocimien­
to de la Presidencia de la Corte las irregularidades en el proceso 
que habían llevado a la demora de la fijación en lista del proceso. 
El 17 de junio, el magistrado sustanciador finalmente ordenó la 
fijación en lista del proceso. El 1 de julio, el Presidente de la Corte 
notificó a Roa que no era posible acumular las demandas, y el 30 
de agosto la Sala Plena de la Corte decidió que no había méritos 
para iniciar una investigación disciplinaria contra la Secretaría 
General de la Corte Constitucional.

Pero si este intento por “domesticar” la demanda clon no resul­
tó efectivo, sí lo fue el contactar la oficina del Procurador Gene­
ral de la Nación. Este funcionario, cuya intervención es la única 
obligatoria y la más importante en los procesos de inconstitucio- 
nalidad, decidió presentar su concepto primero en la demanda 
de Roa y enviar al magistrado sustanciador de la demanda “clon” 
un memo informando que debía “estarse a lo dispuesto” en la in­
tervención presentada en el proceso iniciado por Roa.

Además de estos problemas con la admisión de la demanda, 
Roa tuvo que estar pendiente de los múltiples recursos de recusa­
ción que se presentaron contra los magistrados que podían estar 
a favor de un fallo de liberalización de la legislación vigente sobre 
aborto, pues los primeros abogados en la lista de los que podían
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actuar como conjueces,44 en caso de que más de un magistrado 
resultara recusado, muy posiblemente votarían en contra.45 La 
Corte, no obstante, consideró improcedentes todos estos recur­
sos por no haber sido presentados por el Procurador General de 
la Nación o la demandante.

4- La sentencia inhibitoria C -J2 9 9  de 2005: la demanda 
estaba técnicamente mal formulada

El 7 de diciembre de 2005, mediante comunicado de prensa de la 
Sala Plena, la Corte Constitucional informó al público que había 
decidido declararse inhibida para pronunciarse de fondo sobre la 
demanda presentada por Mónica Roa (expediente D-5764) por­
que la demandante no había integrado adecuadamente la uni­
dad normativa, porque no es técnicamente correcto solicitarle a 
la Corte Constitucional declarar la exequibilidad condicionada 
de una norma y porque no había ningún tratado nuevo que Co­
lombia hubiera firmado y que la obligara en el sentido que argu­
mentaba la demandante (Corte Constitucional 2005b). El co­
municado de prensa sugería, además, las condiciones que debía 
cumplir una nueva demanda para ser admitida. La Corte hizo una 
exposición extensa de sus argumentos en la sentencia C-1299 de 
2005, publicada en marzo de 2006. La demanda “clon” fue deci­

44 El artículo 31 del decreto 2067 de 1991 establece que cada año la Corte 
procederá a nombrar como conjueces un número de abogados similar al 
del número de magistrados que la conforman.

45 De hecho, la lista de conjueces no revela el sesgo conservador que le atri­
buía Women’s Link. Para el 2006, la lista incluía, en orden alfabético, a 
Rodolfo Arango Rivadeneira, Ramiro Bejarano Guzmán, Alejandro Bo- 
nivento Fernández, Alvaro Echeverri Uruburu, Ligia Galvis Ortiz, Delio 
Gómez Leiva, Alfonso Gómez Méndez, Fernando Hinestrosa Forero, Car­
los Esteban Jaramillo Schloss, Pedro Lafont Pianetta, Alfonso López Mi- 
chelsen, Mario Madrid-Malo Garizábal, Néstor Osuna Patiño, Jairo Parra 
Quijano, Jacobo Pérez Escobar, Consuelo Sarria Oleos, Rodrigo Uprim- 
ny Yepes, Alejandro Venegas Franco. Comunicado de Prensa de la Corte 
Constitucional, 1 de marzo de 2006.
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dida posteriormente, con un “estarse a lo resuelto”, en la senten­
cia C -1300 de 2005.

Roa se había preparado desde el comienzo para dos posibles 
escenarios: el del fallo favorable y el del fallo desfavorable. En el 
primer caso, se preveía, además de celebraciones, lograr que el 
Ministerio de Protección Social expidiera rápidamente una regu­
lación que determinara qué entidades del sistema general de salud 
debían realizar los procedimientos y en qué condiciones.46 Si, por 
el contrario, el fallo era desfavorable, el plan era iniciar un proce­
so ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y dar 
un golpe de opinión con marchas masivas y logrando que mujeres 
y hombres con camisetas que dijeran “Yo también aborté” se pre­
sentaran ante la fiscalía para ser declarados “criminales”.47 Pero 
un fallo inhibitorio no estaba contemplado en ninguno de tos es­
cenarios posibles. Para eso Roa no estaba preparada.

Con el comunicado de prensa de la Corte en mano, Roa eva­
luó varias acciones posibles: 1) denunciar públicamente a la Corte 
porque sus argumentos no se compadecían con las líneas jurispru­
denciales desarrolladas en cada uno de los temas que sirvieron de 
sustento al fallo inhibitorio; 2) esperar la publicación del fallo y 
depurar la demanda para satisfacer las exigencias técnicas plan­
teadas; y 3) presentar una nueva demanda dentro de los cinco 
días siguientes, acogiendo a grandes rasgos los lincamientos plan­
teados por la Corte en el comunicado de prensa.

Aunque la última opción implicaba mucho más trabajo, y el 
riesgo de un nuevo fallo inhibitorio, Roa la adoptó por varias ra­
zones. Por un lado, la Corte entraría en período de vacancia ju­
dicial alrededor del 15 de diciembre y regresaría hacia el 15 de 
enero. Así, si quería que la demanda fuera admitida en el 2005, 
debía presentar la nueva demanda al menos tres días hábiles antes 
del 15 de diciembre. Que la demanda fuera admitida en el 2005 
era importante porque el período de Alfredo Beltrán terminaba 
en junio de 2006 y éste era uno de los magistrados que, según

46 Presentaciones 88.

47 Ibíd.
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sus cálculos, votaría a favor de la liberalización. Se presumía que 
un conservador sería su reemplazo, pues la encargada de confor­
mar la tema era la Corte Suprema de Justicia y las mayorías en 
el Congreso eran de derecha; no se podía correr el riesgo de que 
la demanda fuera decidida por una Corte con un balance nuevo 
entre la derecha y la izquierda.

De otro lado, las instrucciones de la Corte eran bastante cla­
ras en cuanto a qué se debía corregir48 y los mensajes de los me­
dios parecían sugerir que ésta era la mejor alternativa: tanto los 
comentarios de los periodistas que cubrieron la rueda de prensa 
en la Corte, como el editorial de El Tiempo y los columnistas que 
escribieron sobre el tema, indicaron que se esperaba que esto su­
cediera.

El 12 de diciembre de 2005, Roa presentó una nueva demanda 
ante la Corte Constitucional y emitió un comunicado de prensa 
anunciando esta decisión. El comunicado explica:

Después de conocer los argumentos esgrimidos por la Corte 
Constitucional para declararse inhibida para resolver de fon­
do la demanda que había sido interpuesta el 14 de abril de este 
año, el equipo de Women’s Link Colombia ajustó el texto de la 
demanda a las consideraciones de la Corte. “Estamos seguras 
de que la demanda anterior fue elaborada correctamente. He­
mos consultado a constitucionalistas muy prestigiosos quienes 
nos ratificaron que la demanda anterior no tenía errores. Pero 
la Corte considera que necesita precisar algunos puntos, por 
eso para darle solución a esta problemática, hemos ajustado la 
demanda a sus comentarios”, aclaró Mónica Roa. (Women’s 
Link Worldwide 2005b)49

48 Entrevista personal con Mónica Roa, Bogotá, 8 de diciembre de 2005.

49 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/pdf_press/es_press 
release_20051212_col.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).
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5. La nueva demanda (D')

La segunda demanda presentada por Mónica Roa en el contex­
to del proyecto LAICIA fue sustancialmente distinta a la pri­
mera en tres sentidos: en primer lugar, se demandaron todas las 
normas que la Corte Constitucional señaló como relevantes en 
el comunicado de prensa, aun cuando no era clara la necesidad 
de demandar algunas de ellas; en segundo lugar, los argumentos 
de derecho internacional, prominentes en la primera demanda, 
fueron marginados en ésta, quedando como meras ilustraciones 
en un acápite separado de los argumentos que motivaban la in­
constitucionalidad de las normas demandadas; en tercer lugar, 
se enfatizó el propósito de la despenalización del aborto en caso 
de peligro para la salud y la vida de la madre, de malformaciones 
del feto que hicieran imposible la vida extrauterina, y de emba­
razos no consentidos. El propósito más amplio de la despenali­
zación del aborto en todos los casos quedó mucho más relegado 
que en la primera demanda, a pesar de que en ésta se solicita la 
inconstitucionalidad total y se elimina la solicitud subsidiaria de 
constitucionalidad condicionada para las tres causales descritas. 
Por ser ésta la demanda que finalmente la Corte Constitucional 
decidió de fondo, presentamos a continuación, in extenso, sus 
peticiones y argumentos.50

a. Las peticiones
La demanda planteó cuatro peticiones y cada una de ellas se re­
lacionó con la inconstitucionalidad de los artículos demandados. 
El primero de los artículos demandados se refiere al aborto en ge­
neral (artículo 122 del Código Penal), y prevé que tanto la mujer 
que se practique el aborto, como la persona que lo realice con su 
consentimiento, incurrirá en prisión de uno a tres años. El artí­
culo 123, por su parte, tipifica el aborto sin consentimiento como

50 El texto completo de la segunda demanda está disponible en http://www. 
womenslinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr_col_legaldocs_de- 
manda2.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).
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aquel que se realiza sin el consentimiento de la mujer sobre quien 
recae o en menor de 14 años, y le asigna una pena de cuatro a diez 
años de prisión. De este artículo sólo se demanda la expresión “o 
en mujer menor de catorce años”, en la medida en que a las mu­
jeres menores de esa edad se les impedía en general consentir la 
realización de un aborto. El artículo 124 establece una reducción 
de la pena de tres cuartas partes de la totalidad para las mujeres 
víctimas de violación o inseminación artificial no consentida. Fi­
nalmente, el artículo 32, numeral 7, prevé el estado de necesidad 
como causal de justificación.
i .

b. Los argumentos
i. Sobre la procedibilidad de la acción. La demanda argumenta 
que no existe cosa juzgada por dos razones. La primera es que los 
fallos anteriores no fueron fallos de inexequibilidad. La segunda 
es que las penas asignadas a cada uno de los delitos consagrados 
en los artículos demandados fueron aumentadas por la ley 809 de 
2004 y, siendo la pena un elemento esencial del delito, debe con­
siderarse que los tipos penales son nuevos, esto es, que no son los 
mismos que habían sido demandados anteriormente.

ii. Sobre la inconstitucionalidad de las normas demandadas.
-La inconstitucionalidad del artículo 122 del Código Penal
La demanda propone cuatro argumentos como motivación de 

su primera petición: la violación de la libertad, autonomía y libre 
desarrollo de la personalidad; la violación de la proporcionalidad 
en el establecimiento de delitos y penas; la violación del derecho 
a la igualdad; y la violación de la prohibición de tratos crueles, 
inhumanos y degradantes.

1) La violación de la libertad, autonomía y libre desarrollo de la 
personalidad: la demanda propone que se viola la libertad, auto­
nomía y libre desarrollo de la personalidad porque este principio 
genérico y de derecho “consiste en que los asuntos que sólo a la 
persona atañen sólo por ella deben ser decididos. Decidir por ella 
implica arrebatarle brutalmente su condición ética, reducirla a su 
condición de objeto, cosificarla, convertirla en medio para los fi­
nes que por fuera de ella se eligen”. Que la decisión de dar térmi­
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no a un embarazo está incluida dentro de la esfera de protección 
del artículo 16 y se justifica porque existen distintas concepciones 
morales sobre la vida humana.

Como fundamento de este argumento se citan dos sentencias 
de la Corte Constitucional (C-594 de 1993 y C-221 de 1994), un 
salvamento de voto de la primera sentencia de aborto (C-133 de 
1994) y los artículos constitucionales 16 y 1. Adicionalmente se 
establece que este derecho fue invocado en las decisiones sobre 
aborto de las Cortes de Canadá, Estados Unidos y Francia.

En ninguno de estos textos se dice nada sobre la importancia 
que tiene la existencia de diferentes concepciones morales sobre 
la vida humana en la determinación de la interrupción del emba­
razo como asunto que concierne a la mujer. Por el contrario, las 
sentencias citadas parten del supuesto de que el Estado tiene un 
interés en proteger la vida humana en gestación.

2) La violación de la proporcionalidad: de acuerdo con la de­
manda, no le es dable al legislador imponerle a las mujeres “so­
portar la responsabilidad de un embarazo no deseado” porque esto 
“desborda las obligaciones que deben soportar los ciudadanos/as 
libres, autónomos/as y dignos/as en un Estado social de derecho 
como el colombiano”. Propone por esto que se aplique un “test 
de proporcionalidad adecuado” aunque no señala cuál debe ser 
ese test. Al respecto simplemente indica que en la ponderación 
entre la obligación estatal de proteger la vida en formación y los 
derechos de las mujeres a la dignidad humana, autonomía perso­
nal, intimidad, vida, integridad, salud e igualdad no pueden verse 
anulados completamente los derechos de las mujeres.

Como fundamento de este argumento se cita la aclaración de 
voto de la sentencia C-647 de 2001. Se indica, además, que en 
las decisiones de las Cortes de Italia, España, Portugal, Alemania 
e Irlanda ha sido dicha ponderación de los derechos de las muje­
res y la vida en gestación la que ha permitido destipificar algunas 
conductas que implican terminación de embarazos. No se cita 
ningún artículo constitucional.

3) La violación de la igualdad: la demanda señala que se discri­
mina a las mujeres al penalizar el aborto tanto porque se les da un
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trato injustificadamente diferente al de los hombres como porque 
la norma tiene un impacto diferenciado y mayor en las mujeres 
“más pobres, más jóvenes y más afectadas por la violencia”.

Alega la demanda que la discriminación en este caso se deri­
va de que la interrupción del embarazo es un procedimiento qui­
rúrgico que puede estar encaminado a proteger la salud y la vida 
de las mujeres y que no existe ningún caso en que a los hombres 
se les niegue de plano el acceso a un procedimiento quirúrgico 
con los mismos fines. El motivo para no garantizar el acceso de 
las mujeres a este procedimiento se funda, de acuerdo con la ac- 
tora, en motivos subjetivos e irrazonables y desconoce la especial 
protección que el Estado le debe a la mujer.

Adicionalmente la demanda propone que la penalización del 
aborto tiene unos costos para las mujeres diferentes a los que tie­
ne para los hombres en razón de que llevar adelante el embarazo 
tiene efectos sobre la remuneración en el mercado de trabajo y las 
cuotas a pagar por seguros de salud, y terminar el embarazo ile­
galmente implica que la mujer debe pagar por el procedimiento y 
poner en riesgo su vida. Estos costos que asumen todas las mujeres 
respecto de la reproducción, y que no deben asumir los hombres, 
afectan de manera especial a las mujeres más vulnerables.

Este argumento se sustenta en citas a sentencias en las que se 
establece el sexo como criterio sospechoso (C-082 de 1999, T-624 
de 1995, T-098 de 1994, C -l 12 de 2000, C-622 de 1997 y C-371 
de 2000) y la no discriminación en el acceso a la atención básica 
en salud (T-1104 de 2000), y citas a investigaciones sobre la inci­
dencia del aborto ilegal y los riesgos de mortalidad que conlleva. 
Se citan los artículos 42 y 43 de la Constitución por establecer la 
protección especial que el Estado debe a la mujer.

4) La violación a la prohibición de proporcionar tratos crueles, in­
humanos y degradantes: la demanda argumenta que se viola esta 
prohibición cuando se obliga a las mujeres a llevar a término pro­
cesos de gestación de fetos sin posibilidades de vida extrauterina 
porque impone una carga extremadamente onerosa a la mujer.

67



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

Como fundamento de autoridad para este argumento se cita 
una comunicación del Comité Interamericano de Derechos Hu­
manos a propósito del caso Karen Llontoy versus Perú.

-La inconstitucionalidad de la expresión “o en mujer menor 
de catorce años” del artículo 123 del Código Penal

Para la demandante la inconstitucionalidad de este artículo 
del Código Penal se basa en la violación al “derecho a la libre ma­
ternidad, derivado de los principios de libertad y autonomía de la 
Constitución de 1991” a las mujeres menores de 14 años. Indica 
que se viola este derecho porque aunque las menores de 14 años 
no tienen derecho a consentir para tener relaciones sexuales, “los 
embarazos tempranos traen generalmente peligros para la vida, la 
salud y la integridad de las menores embarazadas”.

Se cita como fundamento de este argumento la sentencia SU- 
337 de 1999, de acuerdo con la cual los menores de 14 años pue­
den tomar independientemente de sus padres algunas decisiones 
médicas, el artículo 44 de la Constitución política y un estudio de 
Profamilia sobre el aumento de embarazos entre menores de 20 
años. También se incluye la nota de pie de página de la sentencia 
SU-337 de 1999 del caso City of Akron versus Akron Center for 
Reproductive Health, en el que la Corte Suprema de los Estados 
Unidos estableció que los menores (no dice de qué edad) pue­
den tomar ciertas decisiones médicas, incluyendo el aborto, sin 
el consentimiento de sus padres.

-La inconstitucionalidad del artículo 124 del Código Penal 
La demanda reclama que en el caso de las mujeres víctimas de 

violación, la penalización del aborto constituye una violación a la 
dignidad por tener un significado excesivamente gravoso. Agre­
ga que dado que la violación es un arma de guerra desde tiempos 
inmemoriales, el penalizar el aborto cuando el embarazo es fruto 
de una violación implica incluso costos más altos para las muje­
res en la sociedad colombiana, la cual ha enfrentado un conflicto 
armado durante los últimos sesenta años.

Como fundamento de los argumentos, la demanda cita las 
sentencias T-881 de 2002, C-542 de 1993 y C-647 de 2001, y el 
salvamento de voto de la sentencia C-013 de 1997. También cita
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testimonios de mujeres que han intentado abortar cuando han si­
do víctimas de violencia sexual, estudios de incidencia de violen­
cia sexual contra mujeres, la Plataforma de Beijing, el Programa 
de El Cairo, decisiones de los tribunales de Ruanda y Yugoslavia 
e informes de Amnistía Internacional sobre la violencia sexual 
contra las mujeres en el conflicto armado colombiano.

-La inconstitucionalidad del artículo 32, numeral 7 del Có­
digo Penal

De acuerdo con la demanda, el artículo 32, numeral 7 del 
Código Penal viola el derecho a la vida e integridad física de las 
mujeres porque somete a las mujeres embarazadas cuya salud o 
vida se encuentra en riesgo a solicitar un aborto clandestino y pa­
decer un proceso penal mientras se encuentra probada la causal 
de justificación.

La demanda alega que el derecho a la vida no incluye sola­
mente la dimensión negativa y subjetiva de protección de la vida 
contra las agresiones, sino también la dimensión positiva y obje­
tiva de realizar acciones encaminadas a prevenir la pérdida injus­
tificada de la vida. Una de las obligaciones que se ha reconocido 
como parte de la dimensión positiva y objetiva del derecho a la 
vida ha sido la de reducir las altas tasas de mortalidad materna. 
Desatender esta obligación implica también violar el derecho a la 
salud de las mujeres y, en particular, a la salud reproductiva.

La demanda fundamenta sus argumentos en esta parte en ci­
tas a las sentencias T-232 de 1996, T-491 de 1998, T-590 de 1998, 
T-815 de 2002, T-981 de 2001, T-166 de 2003, T-680 de 2003, 
T-915 de 2003, T-1104 de 2000, y los siguientes tratados inter­
nacionales de derechos humanos: Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos, Pacto de Derechos Sociales, Económicos y Culturales, 
Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discri­
minación contra la Mujer, Convención Internacional de los De­
rechos del Niño, y Convención Americana de Derechos Huma­
nos. Además, cita recomendaciones y decisiones de los siguientes 
órganos internacionales: Comité del Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos, Comité del Pacto de Derechos Sociales, Económicos y 
Culturales, Comité de la Convención para la Eliminación de to­
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das las Formas de Discriminación contra la Mujer, Comité de la 
Convención Internacional de los Derechos del Niño, Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y Comisión Europea de 
Derechos Humanos.

Se incluyen además datos de decisiones judiciales en Italia, 
el Reino Unido y Australia que específicamente abordaron el te­
ma del estado de necesidad y concluyeron que era insuficiente 
para proteger a la mujer cuya vida estaba en peligro y por eso o 
bien debía interpretarse ampliamente o debía excluirse la pena­
lización de la conducta en estos casos, pues el interés en la vida 
y salud actual de la madre debía prevalecer sobre el hipotético 
interés del feto.

iii. El bloque de constitucionalidad. En capítulo separado, la 
demanda presenta los documentos de derecho internacional re­
levantes para la decisión. Afirma que, de acuerdo con la juris­
prudencia de la Corte Constitucional sobre el artículo 93 de la 
Constitución Política, los tratados internacionales sobre dere­
chos humanos ratificados por Colombia deben considerarse pa­
rámetros de interpretación de los derechos fundamentales reco­
nocidos por la Constitución colombiana, al igual que la doctrina 
de los comités encargados de vigilar el cumplimiento de dichos 
tratados y la jurisprudencia de las instancias internacionales re­
lacionada con ellos.

La demanda cita como fundamento de esta interpretación del 
bloque de constitucionalidad las siguientes sentencias: T-1635 de 
2000, T-256 de 2000, C-774 de 2001, C-406 de 1996, C-251 de 
1997, T-1319 de 2001, C-038 de 2004, C-067 de 2003, C-408 
de 1996, C-010 de 2000, C-200 de 2002. Señala además que las 
siguientes sentencias han usado recomendaciones de comités 
de monitoreo: T-597 de 1992, T-568 de 1999, T-1104 de 2000, 
T-568 de 2001, T-1319 de 2001, T-595 de 2002, T-512 de 2003, 
T-602 de 2003, T-680 de 2003, T-859 de 2003, T-860 de 2003,
T-951 de 2003, T-218 de 2004, T-221 de 2004, T-440 de 2004,
T-741 de 2004, T-826 de 2004, T-827 de 2004, T-851 de 2004,
T-884 de 2004, T-907 de 2004, T-919 de 2004, T-1096 de 2004
yC-507 de 2004.
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A continuación la demanda presenta las recomendaciones que 
varios comités de monitoreo en particular le han hecho a Colom­
bia sobre la legislación restrictiva del aborto, y los argumentos del 
derecho internacional de los derechos humanos que apoyarían 
una liberalización de las normas sobre aborto.

De acuerdo con la demanda, en el campo del derecho inter­
nacional de los derechos humanos se ha reconocido que la pena- 
lización del aborto viola el derecho a la intimidad de la mujer, sus 
derechos reproductivos y su derecho a la igualdad.

6. Actuaciones legales en el curso del nuevo proceso

En este caso, y contando con la información sobre cómo podría 
comportarse la “oposición”, Roa intentó adelantarse a algunas de 
sus posibles maniobras. Las dos medidas más importantes que to­
mó fue conseguir que estudiantes aliados presentaran demandas

- s j,

paralelas a la suya pero con intenciones similares para aumentar 
el peso de sus argumentos frente a una posible demanda “clon” 
de la oposición, y asegurarse de que el Ministerio de Protección 
Social y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar emitieran 
conceptos favorables a su demanda.

Las demandas paralelas fueron presentadas por los estudiantes 
Pablo Jaramillo — contactado directamente por Mónica Roa— , 
Marcela Abadía, Laura Porras y Juana Dávila — estas últimas pre­
sentaron una sola demanda y no fueron contactadas directamente 
por Mónica Roa, sino que asistieron a una de sus presentaciones 
en la Universidad de los Andes— . A diferencia del caso anterior, 
estas demandas sí fueron acumuladas a la de Roa.

Los conceptos del Ministerio de Protección Social y del Ins­
tituto Colombiano de Bienestar Familiar cambiaron significati­
vamente, y en efecto fueron favorables a la demanda. En el pri­
mer proceso ambas entidades habían coincidido en señalar que 
había cosa juzgada material, y que en todo caso la penalización 
del aborto era constitucional porque, en palabras de la abogada 
del Ministerio de Protección Social, una regulación distinta sólo 
implicaría dar carta libre a la “irresponsabilidad sexual”. En el se­
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gundo proceso, por el contrario, ambas entidades señalaron es­
tar de acuerdo con la demanda. El ICBF enfatizó los daños en la 
salud de adolescentes por abortos mal practicados. El Ministerio 
de Protección Social, además de traer a colación las posiciones 
de los organismos internacionales sobre derechos sexuales y re­
productivos, explicó que para el sistema de salud resultaba mu­
cho más costoso atender emergencias por abortos mal practicados 
que atender mujeres que quisieran interrumpir voluntariamente 
sus embarazos.

Este cambio tan importante en las posiciones de las entidades 
estatales es atribuible a LAICIA, pues el proyecto se encargó de 
que los medios de comunicación conocieran y se manifestaran 
sobre las posiciones presentadas por las entidades en el primer 
proceso. Fueron también cruciales los contactos que se habían 
hecho con funcionarios del Ministerio de Protección Social y con 
la Primera Dama de la Nación.

En este segundo proceso la oposición intentó también varias 
nulidades que no implicaron ninguna demora en el trámite y no 
requirieron ninguna acción de Roa. Las incluimos por su impor­
tancia histórica y porque revelan la activa resistencia legal de la 
oposición.

Las nulidades alegadas en el segundo proceso se basaron en 
las siguientes causales: 1) existencia de un pleito pendiente; 2) 
aportación de un documento al proceso; 3) falta de integración 
normativa; 4) falta de personería de la demandante Mónica Roa 
López; 5) violación del derecho a la igualdad en el acceso a la ad­
ministración de justicia y del derecho al debido proceso al admi­
tir la demanda.

Los ciudadanos Aurelio Ignacio Cadavid y Pedro Alfonso San­
doval Gaitán alegaron que el proceso estaba viciado de nulidad 
porque la demanda había sido admitida mediante auto admiso- 
rio del 16 de diciembre de 2005, a pesar de que no se conocía la 
sentencia inhibitoria dictada el 7 de diciembre del mismo año. 
Argumentaron que el comunicado de prensa que había dado a co­
nocer la decisión inhibitoria no podía sustituir la sentencia y que, 
en consecuencia, el proceso no se podía considerar terminado.
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La Corte Constitucional desestimó esta causal de nulidad por 
considerar que en materia de control abstracto de constituciona- 
lidad no es procedente la institución de pleito pendiente. Afirmó 
la Corte que si bien esta institución opera en materia procesal ci­
vil y que sus elementos son los mismos que los de la cosa juzgada 
constitucional, no constituye una causal de nulidad en la jurisdic­
ción constitucional. Esto porque en los casos en los que se someta 
a control de constitucionalidad un mismo asunto, es suficiente 
que la Corte se pronuncie en la sentencia sobre la existencia de 
cosa juzgada constitucional, institución procedente en esta ma­
teria, según los artículos 241 y 243 de la Constitución Política y 
el artículo 6 del decreto 2067 de 1991. La Corte señaló, además, 
que los efectos jurídicos de sus pronunciamientos se producen a 
partir del día siguiente a la fecha en que se toma la decisión y no 
cuando se suscribe el texto.

La ciudadana María Eulalia Montón alegó que el proceso es­
taba viciado de nulidad porque se había allegado un documento 
proveniente de un país extranjero (Brief of Amici Curiae the Irish 
Family Planning Association in Support Legal Code of Colombia). 
La Corte desestimó este cargo por considerar que de acuerdo con 
los artículos 40, numeral 6, y 242 de la Constitución, cualquier 
ciudadano colombiano puede instaurar acciones públicas de in- 
constitucionalidad y es facultad del magistrado ponente valorar 
los documentos allegados al expediente. La consecuencia enton­
ces no es la nulidad del proceso, sino la desestimación de la prue­
ba en caso de que no cumpla con los requisitos constitucionales 
y legales exigidos.

Los ciudadanos Edgar William Castillo y Aurelio Ignacio Ca- 
david López, entre otros, alegaron la nulidad del proceso por con­
siderar que debían haberse integrado al análisis de constitucio­
nalidad los artículos 125 y 126 del Código Penal, que se refieren 
a las lesiones al feto. La Corte desestimó también esta solicitud 
de nulidad señalando que la integración de la unidad normativa 
procede en las siguientes tres situaciones, de acuerdo con lo deci­
dido en las sentencias C-3 20 de 1997yC-539de 1999: a) cuando 
se demanda una disposición normativa que individualmente no
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tiene un contenido deóntico claro y unívoco y para su compren­
sión y aplicación es indispensable integrar su contenido con el de 
otra disposición que no fue acusada. En esos casos se completa la 
disposición demandada para evitar proferir un fallo inhibitorio; 
b) cuando la disposición demandada se encuentra reproducida en 
otras normas que no fueron demandadas. En esos casos se integra 
la unidad normativa para que el fallo no resulte inocuo; c) cuan­
do la norma se encuentra intrínsecamente relacionada con otras 
normas no demandadas y cuya constitucionalidad es dudosa.

También se solicitó la nulidad por falta de personería jurídica 
de la demandante. Se argumentó que en razón de que la deman­
dante tenía una relación laboral con una organización internacio­
nal — Women’s Link Worldwide— , esta última era la real autora 
de la demanda. Al ser una organización extranjera, carecería de 
personería para instaurar una acción de inconstitucionalidad. La 
Corte desestimó esta alegación afirmando que de acuerdo con el 
artículo 40, numeral 6, y el artículo 242 de la Constitución Polí­
tica, la demandante había acreditado su condición de ciudada­
na en ejercicio.

Igualmente se sostuvo que en el auto admisorio de las deman­
das el magistrado sustanciador había invitado a entidades recono­
cidas públicamente como opositoras a la penalización del aborto, 
y que había excluido a las organizaciones que defienden la vida 
humana. La Corte desestimó el cargo con base en el artículo 13 del 
decreto 2067 de 1991, y afirmó que el magistrado invitó a entida­
des públicas, privadas y a expertos en la materia. Adicionalmente, 
de acuerdo con el artículo 242 de la Constitución, y el artículo 7 
del decreto 2067 de 1991, cualquier persona puede intervenir en 
el proceso. En esa medida, no hay afectación alguna del derecho 
a la igualdad en el acceso a la administración de justicia.
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C. Estrategia de creación de alianzas y de red de apoyo

La creación de alianzas y de una red de apoyo fue parte central 
de LAICIA. Aunque fue considerada importante para sustentar 
la estrategia legal en la que los aliados aparecieron como intern- 
nientes, para Roa era sobre todo importante vincular a amplios 
sectores de la sociedad civil para lograr el cambio social más amplio 
que LAICIA se había propuesto en cuanto a la modificación de 
los términos del debate y en cuanto a enseñar a las ONG de dere­
chos humanos y derechos de las mujeres a usar estratégicamente 
las Cortes. Desde la primera presentación de LAICIA en la Uni­
versidad de California, San Francisco, realizada el 3 de septiembre 
de 2004, Roa identificó como posibles aliados al movimiento por 
los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, a la acade­
mia, a los medios, a los proveedores de servicios en salud sexual y 
reproductiva, a funcionarios del gobierno y financiadores.51

Las alianzas se forjaron básicamente de tres maneras. Por un 
lado, a través de presentaciones del proyecto en espacios institu­
cionales de cada uno de los grupos. Por otro lado, a través de en­
trevistas personales con las personas y grupos que venían traba­
jando en temas de salud sexual y reproductiva, y el seguimiento 
cotidiano de estos contactos por correo electrónico. Finalmente, 
a través de reuniones con personajes públicos que mostraron te­
ner una posición favorable al proyecto.

En consonancia con la fuerte creencia de que el movimiento 
de mujeres en Colombia debía ser el principal aliado del proce­
so, mucho antes de presentar la demanda Mónica Roa expuso el 
proyecto ante la Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres, que 
agrupa a las principales ONG que trabajan temas de derechos 
sexuales y reproductivos en Colombia.52 Esta presentación se lie-

51 Presentaciones 5.

52 La Mesa incluye las siguientes organizaciones: Católicas por el Derecho 
a Decidir, Corporación Humanas, Fundación Oriéntame, Grupo de De­
rechos Sexuales y Reproductivos y la Red Nacional de Mujeres. Además 
incluye a Ximena Castilla, Florence Thomas, Raquel Sofía Amaya y Ana 
Cristina González. Beatriz Linares, Isabel Agatón y Marcela Encizo se vin-
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vó a cabo en Bogotá, el 19 de septiembre de 2004.53 Acogiendo 
precisamente una de las sugerencias de esa reunión, Mónica Roa 
decidió trasladar su domicilio de Nueva York a Bogotá.54 Roa pre­
sentó nuevamente el proyecto ante la Mesa el 4 de abril de 200555 
y, ante un grupo de mujeres de Bucaramanga, por invitación de 
Isabel Ortiz, el 28 de mayo de ese mismo año.56

Por otra parte, Roa hizo diez presentaciones del proyecto en 
medios académicos nacionales e internacionales. LAICIA fue 
presentado en la Universidad de California, San Francisco, el 3 
de septiembre de 2004,57 y en New York University en marzo 27 
de 2005.58 En Colombia fue presentado en la Universidad Au­
tónoma de Bogotá el 11 de agosto de 2005,59 en la Universidad 
Industrial de Santander el 15 de marzo de 2006,60 en la Univer­
sidad Autónoma de Bucaramanga el 21 de marzo de 2006,61 y en 
la Universidad del Rosario ese mismo día.62 En la Universidad^ 
de los Andes, donde Roa estudió derecho, se presentó el proyec­
to cuatro veces ante distintas audiencias: los alumnos del curso 
de derecho constitucional el 26 de septiembre de 2005,63 la Red 
Latinoamericana de Académicas del Derecho el 26 de enero de

cularon recientemente. En la actualidad Claudia Gómez es miembro inde­
pendiente. A  algunas de las presentaciones asistieron, además, represen­
tantes de la Casa de la Mujer. Véase http://www.despenalizaciondelaborto. 
org.co (visitada el 31 de marzo de 2008).

53 Presentaciones 9.

54 Entrevista personal con Mónica Roa, Bogotá, mayo de 2007.

55 Presentaciones 49.

56 Presentaciones 73.

57 Presentaciones 1.

58 Presentaciones 34.

59 Presentaciones 127.

60 Presentaciones 409.

61 Presentaciones 453.

62 Presentaciones 477.

63 Presentaciones 179
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2006,64 los alumnos de la clase de derecho de interés público el 
31 de enero de 200665 y, finalmente, en el Foro de Estudiantes, el 
14 de febrero de 2006.66

El proyecto fue presentado también en tres ocasiones a grupos 
de médicos colombianos. La primera fue el 3 de marzo de 2005.67 
Luego se hicieron presentaciones en la Tertulia Médica del Pací­
fico, el 1 de junio de 2005,68 y en la Fundación Santafé de Bogotá 
el 10 de marzo del 2006.69

Por último, el proyecto fue presentado en escenarios estatales 
como el Concejo de Medellin,70 la Defensoría del Pueblo71 y la 
localidad de Teusaquillo.72

Si bien estas presentaciones fueron claves para ampliar el gru­
po de aliados y darle visibilidad al proceso, para Roa y Gómez fue 
aún más importante el trabajo que se hizo con los grupos de base 
interesados en la salud sexual y reproductiva. Estos grupos fueron 
identificados inicialmente a través de la Mesa por la Salud y la 
Vida de las Mujeres y contactados personalmente mediante en­
trevistas y llamadas telefónicas. Luego se creó una lista de correo 
electrónico que llegó a tener más de 250 nombres de personas de 
todas las regiones. A esta lista se enviaban mensajes diarios que 
informaban de las actividades realizadas y los avances en el pro­
ceso de constitucionalidad. También se respondía a las pregun­
tas que sobre el proceso constitucional hacían los miembros de 
la lista y a inquietudes sobre las razones por las que se habían to­
mado ciertas decisiones.

64 Presentaciones 251.

65 Presentaciones 279.

66 Presentaciones 357.
67 Presentaciones 19.

68 Presentaciones 91.

69 Presentaciones 392.

70 El 20 de junio de 2005, Presentaciones 109.

71 El 7 de marzo de 2006, Presentaciones 373.

72 El 27 de abril de 2006, Presentaciones 546.
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Adicionalmente, estos aliados fueron movilizados para la pre­
sentación de intervenciones ciudadanas y para los plantones de 
los días 28 de cada mes. Concretamente se les explicó en qué con­
siste una intervención ciudadana, se les enviaron los datos (iden­
tificación del proceso y magistrado ponente) que debía contener 
la intervención que sometieran y hasta un formato que facilitara 
la elaboración del documento. Los plantones de los días 28 eran 
una actividad rutinaria en torno a la cual se organizaban movili­
zaciones en distintas regiones.

Por otra parte, Roa se encargó de fortalecer y mantener el in­
terés de personajes de la vida pública nacional mediante encuen­
tros informales y reuniones. Algunos de estos personajes fueron 
identificados como claves desde el inicio — Piedad Córdoba,73 
por ejemplo— , pero la mayoría se mostraron como aliados en co­
lumnas de opinión y contactaron a Roa antes de que ella lo hicie­
ra.74 Fue el caso de la Primera Dama de la Nación, quien después 
del fallo inhibitorio de la Corte concedió una entrevista a Yamid 
Amat en la que se manifestó a favor de la liberalización de la le­
gislación penal sobre el aborto, y llamó a Roa para expresarle su 
apoyo. La oficina de la Primera Dama procedió luego a presentar 
un concepto, por petición del magistrado ponente Humberto Sie­
rra Porto, que favorecía las peticiones de la demanda.

Para Roa, los principios de su aproximación a los posibles 
aliados fueron fundamentalmente cuatro. El primero fue que si 
bien el movimiento de mujeres debía jugar un papel central, ella 
no concedería que el tema fuera exclusivamente de interés pa­

73 La senadora Córdoba, sin embargo, no se involucró en el proyecto. Roa y 
Gómez cuentan que les concedió una entrevista pero que ella no enten­
dió que lo que buscaban no era la aprobación de un proyecto de ley. A  sus 
explicaciones sobre el proyecto LAICIA, Córdoba replicaba que ella ha­
bía presentado ya muchos proyectos en el Congreso de la República que 
buscaban la liberalización de la legislación penal del aborto sin ningún 
éxito. Entrevista personal con Mónica Roa y Claudia Gómez, Bogotá, 8 
de diciembre de 2007.

74 Entre ellos, Humberto de la Calle, Marianne Ponsford, Ramiro Bejarano y 
Rudolph Holmes. Entrevista personal con Mónica Roa y Claudia Gómez, 
Bogotá, 8 de diciembre de 2007.
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ra las mujeres o el movimiento de mujeres, o que el único actor 
relevante fuera el movimiento. Por esta razón abrazó con entu­
siasmo las adherencias de otros grupos, profesionales de diversas 
disciplinas, personajes públicos, actores, columnistas, cantantes 
y diseñadores de moda.

El segundo fue que cada uno de los aliados debía hacer aque­
llo para lo cual fuera bueno, y solamente lo que quisiera y pudiera 
hacer.75 Esto implicó “mapear” acertadamente a los posibles alia­
dos, en lugar de asumir que tendrían coincidencias ideológicas 
absolutas, tiempo infinito o habilidades para cualquier cosa. Roa 
dio como ejemplo el caso de un grupo de estudiantes de secunda­
ria que tenían un grupo de teatro. Al término de una de las pre­
sentaciones del proyecto le preguntaron qué podían hacer. Ella 
les dijo que su trabajo artístico era una manera idónea de aportar 
al proceso.76 Roa resumió el trabajo de los aliados señalando que 
colaboraron haciendo “plantones, manifestaciones y protestas; 
foros y conferencias; clases universitarias; encuestas; cubrimien­
to mediático y eventos culturales”.77

El tercer principio fue que no se justifica intentar convertir 
a los que definitivamente no quieren escuchar razones. Esto, se­
gún Roa, lo aprendió de la manera más dura en la presentación 
que hizo ante el Concejo de Medellin:78 en ese evento, que duró 
unas seis horas, las barras estaban llenas de personas que grita­
ban y abucheaban todo el tiempo. Los matices que ella intentó 
introducir en su argumento y los esfuerzos por mostrar que el te­
ma era de derechos humanos y no de religión, fueron infructuo­
sos. Tuvo que salir escoltada por la policía porque se temía que 
pudiera ser atacada.79

75 Este comentario fue reiterado por Mónica Roa en todas las entrevistas.

76 Entrevista con Mónica Roa y Claudia Gómez, Bogotá, 8 de diciembre de
2007.

77 Presentaciones 571.

78 Presentaciones 109.

79 Entrevista con Mónica Roa, Bogotá, 4 de octubre de 2007.
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El cuarto principio fue que debía integrarse a las regiones en 
lugar de concentrar todos los esfuerzos en Bogotá. Aunque Roa 
sólo hizo presentaciones del proyecto en Bogotá, Medellin y Bu- 
caramanga, se reunió con activistas no sólo de estas regiones si­
no también de Cali, Cartagena, Barranquilla, Popayán, Pasto y 
Boyacá.80

El contacto en las regiones, de hecho, resultó ser muy enri- 
quecedor por el entusiasmo con el que se recibió el proyecto,81 
en contraste con la dificultad que representó ganar credibilidad 
en Bogotá. Para Roa y Gómez el apoyo en los círculos bogotanos 
sólo fue posible gracias al decidido apoyo de Florence Thomas, 
que hacía parte de la Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres. 
Thomas es la feminista con mayor presencia en los medios de co­
municación y tiene una trayectoria reconocida tanto entre los 
grupos que trabajan con las bases como entre los académicos por 
su afiliación de largo plazo con la Universidad Nacional de Co­
lombia y por sus publicaciones.

Cabe resaltar que un aspecto clave en la creación de alianzas 
fue la disponibilidad constante de Mónica Roa y Claudia Gómez 
para participar en todos los eventos programados, fueran ellas o 
no los personajes principales de ellos, y la comunicación persis­
tente por correo electrónico con Claudia Gómez.

D. Estrategia de comunicaciones

La estrategia de comunicaciones fue concebida inicialmente como 
una “estrategia complementaria”, orientada a cambiar los térmi­
nos y la imagen del debate, a proteger la legitimidad e integridad 
de las personas involucradas y a minimizar el impacto de la opo­
sición.82 En principio tendría dos componentes: una estrategia 
de comunicaciones nacional e internacional a cargo de Brújula

80 Entrevista con Mónica Roa y Claudia Gómez, Bogotá, 8 de diciembre de 
2007.

si I  bid.
82 Presentaciones 46.
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Comunicaciones y EqualShot y una estrategia de conferencias 
nacionales e internacionales en medios académicos.83

Sin embargo, a partir del 2 de noviembre de 2005, en la pre­
sentación que se hizo del proyecto ante la junta directiva de 
Profamilia,84 la estrategia pasó a ser estrictamente “estrategia de 
comunicaciones”, y desde entonces se centró en el trabajo que 
Brújula Comunicaciones y EqualShot hacían con los medios. Por 
esta razón, y puesto que el trabajo de difusión en los medios acadé­
micos se presentó como parte de la estrategia de alianzas, en esta 
sección sólo presentaremos la estrategia de comunicaciones.

1. Objetivos y actividades planeados para la estrategia 
de medios

La estrategia de comunicaciones formulada y desarrollada por 
Brújula Comunicaciones se propuso como objetivo “Implemen- 
tar una estrategia de comunicaciones que acompañe, impulse y 
promueva espacios de divulgación de la acción jurídica, buscan­
do siempre oportunidades de difusión y generando movimientos 
comunicativos de acuerdo con la coyuntura” (Brújula Comuni­
caciones s.f.). Para cumplir este objetivo se planearon, en primer 
lugar, audiencias con los medios de comunicación internaciona­
les, nacionales, regionales y con los sectores aliados al proyecto: 
organizaciones sociales nacionales e internacionales, proveedores 
de servicios médicos, academia nacional e internacional, expertos 
de la Corte Constitucional, comunidad médica, gobierno y finan- 
ciadores. En segundo lugar se definieron cuatro fases de trabajo de 
acuerdo con el proceso de interposición de la demanda:

1) Sensibilización: fase previa a la demanda. En esta etapa se de­
bía buscar establecer alianzas, sensibilizarla grupos de periodistas 
y elaborar los materiales y carpetas de prensa. Esta fase, según los 
cálculos, duraría seis meses.

83 Presentaciones 47.

84 Presentaciones 226.
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2) Lanzamiento: fase de radicación de la demanda. Semanas pre­
vias y algunas posteriores al día de la radicación de la demanda 
en las que se mantenía la atención sobre el proceso. Duraría en­
tre dos y tres semanas.

3) Mantenimiento: fase de generación de picos de información. 
Permitiría mantener el tema en la agenda de los medios y la pre­
paración de los escenarios después del fallo. Duraría de siete a 
nueve meses.

4) Post'fallo: fase de manejo de una postura adecuada frente a la 
opinión pública en cualquier escenario. Según lo previsto, duraría 
un mes.

Para cada una de estas fases se definieron seis requerimien­
tos:

• Mensajes claves: líneas arguméntales básicas en cada fase 
del proyecto y respuestas a preguntas difíciles, que serían de ma­
nejo interno.

• Entrenamiento de voceras: fogueo previo del manejo de las 
relaciones con la prensa, antes de la fase II, incluyendo el entre­
namiento de aliados expertos en distintos enfoques del debate.

• Base de datos: listado completo de los periodistas colombia­
nos claves para el tema, clasificada según las necesidades puntua­
les, tales como formación e información, cubrimiento nacional 
o regional, etcétera.

• Carpeta de prensa: documentación con la mayor cantidad 
de argumentos informativos y formativos para entregar a los pe­
riodistas: argumentos médicos, estadísticas de salud pública, argu­
mentos de legislación internacional, DDHH de las mujeres, ante­
cedentes de la legislación colombiana, argumentos esgrimidos en 
la demanda y comunicado de prensa sobre la demanda.

• Monitoreo: seguimiento a las publicaciones sobre el proyec­
to y a las de temas conexos para analizar los logros y dificultades 
del proyecto en términos de su impacto.

• Reuniones de seguimiento: reuniones periódicas de evalua­
ción del trabajo de comunicaciones.
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Estas estrategias y líneas de trábajo se proponían construir un 
ambiente favorable para la demanda, en el que éste tuviera im­
pacto sobre la opinión pública y sobre audiencias concretas como 
los medios de comunicación, líderes de opinión, Iglesia, organiza­
ciones de mujeres, academia (Brújula Comunicaciones 2004). En 
ese sentido, la estrategia de medios buscaba generar los espacios 
de opinión para agendar el tema del aborto en el debate público 
de forma que contribuyera al proceso de litigio.

La estrategia de medios del proyecto LAICIA fue planeada 
para un año, durante el cual se desarrollaría el litigio estratégico, 
y durante este año se presentaron informes trimestrales en los 
que se exponían los logros alcanzados y el monitoreo de medios 
de comunicación.

2. Actividades realizadas en el marco de la estrategia 
de medios

Al contrario de lo planeado, LAICIA sólo tuvo control en la fase 
de sensibilización y lanzamiento y tuvo que plegarse ante los pi­
cos de información creados por terceras personas.

a. Fase de sensibilización y lanzamiento
En la fase de sensibilización y lanzamiento de la estrategia de 
medios, Brújula Comunicaciones y Women’s Link definieron los 
mensajes clave y elaboraron y distribuyeron una carpeta infor­
mativa. Brújula además entrenó a las personas designadas como 
voceros en el proyecto.

i. Mensajes clave. Aunque los que finalmente se usaron se 
consideraron “de manejo interno”, Roa había anticipado que los 
siguientes mensajes podrían ser importantes en el proceso:

Colombia no cumple
Colombia no ha cumplido con compromisos internacionales de 
derechos humanos que piden liberalizar la ley del aborto.
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Las mujeres mueren
El aborto es la tercera causa de mortalidad materna en Colom­
bia, mientras que en todos los países donde el aborto está lega­
lizado la tasa de mortalidad materna disminuye.
Costos económicos y sociales
La prohibición total del aborto acarrea costos económicos y 
sociales muy altos para el país.
El aborto no es una decisión fácil
La liberalización de la ley no es un estímulo para abortar: para 
las mujeres que toman esa decisión, la interrupción voluntaria 
del embarazo es la última alternativa.85

El énfasis que hizo el comunicado de prensa que se expidió 
en el momento de la presentación de la demanda no estuvo muy 
lejos de lo que Roa había previsto:

Por primera vez en Colombia, una ciudadana interpone una 
demanda ante la Corte Constitucional que busca despenali­
zar el aborto en tres circunstancias extremas. [...] La deman­
da pide a la Corte aplicar los lincamientos de Derecho Interna­
cional de los Derechos Humanos, cuyo valor ha sido reconocido 
en muchas de sus decisiones, pero nunca ha sido usado para 
analizar el tema de aborto. [... ] Con este compromiso adquirido 
frente a la comunidad internacional, el Estado colombiano ten­
dría que acoger las recomendaciones de liberalizar la ley sobre 
el aborto, permitiendo su aplicación en casos extremos.
Una necesidad inaplazable
Sólo el 0,4% de la población mundial vive en países en donde 
el aborto está totalmente prohibido. Colombia es uno de ellos. 
A nivel mundial incluso países de tradición católica como Ita­
lia, Polonia y España, cuentan con leyes mucho más liberales 
que la colombiana. [...]
Sin embargo, en Colombia el aborto es la tercera causa de mor­
talidad materna. Veinticuatro por ciento (24%) de todos los

85 Presentaciones 68.
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embarazos en Colombia terminan en aborto y cerca del trein­
ta por ciento (30%) de las mujeres que tienen un aborto [sic] 
sufren complicaciones.
Ésta es una realidad que requiere respuesta. Según una encues­
ta contratada en 2003 por la organización Católicas por el De­
recho a Decidir a la firma Napoleón Franco, entre hombres y 
mujeres católicos practicantes, setenta y tres por ciento (73%) 
de los encuestados aprueba el aborto cuando la vida de la mujer 
está en peligro, sesenta y cinco por ciento (65%) lo aprueba en 
casos de malformación fetal y cincuenta y dos por ciento (52%) 
cuando el embarazo es el resultado de una violación.86

ii. Carpeta de prensa. La carpeta de prensa, por otra parte, 
ilustra el énfasis que en esta etapa y las siguientes se quería hacer 
ante los medios. La carpeta incluía una descripción institucional 
de Women’s Link Worldwide, una breve presentación de Mónica 
Roa y Viviana Waisman, como voceras del proyecto, un directorio 
de expertos, datos sobre aborto, una descripción del aborto co­
mo problema de salud pública, una presentación de la situación 
legal del aborto en el mundo, una presentación del marco jurídi­
co internacional, el contexto legal en Colombia, una descripción 
de la demanda que se iba a presentar y un resumen de las “falsas 
creencias acerca del aborto”.87

En la presentación de Mónica Roa se destacan sus méritos aca­
démicos, incluyendo sus publicaciones, sus títulos como abogada y 
maestra en derecho de interés público, sus invitaciones a conferen­
cias a la Universidad de Harvard, la Universidad de Nueva York, 
la Universidad de Bard en Woodstock, su trabajo con el CIJUS y 
el Centro de Derechos Reproductivos y sus becas de la Fundación 
NEME, de las firmas Prieto, Carrizosa, Brigard &Urrutia y Cárde­
nas y Cárdenas, y de la Universidad de Nueva York.

86 Véase http://www.womenslinlcworldwide.org/pdf_press/es_press_ 
release_2005414_col.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).

87 Documentos disponibles en http://www.womenslinkworldwide.org/prog_ 
rr_laicia.html en las secciones “Comunicados de prensa” y “Hojas infor­
mativas del 14 de abril de 2005”.
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Expertos en ginecología y obstetricia, en malformaciones fe­
tales, en salud pública, en derecho constitucional, en derechos 
de la mujer, en derechos de los niños y niñas y de católicos disi­
dentes (Católicas por el Derecho a Decidir) fueron incluidos en 
la lista correspondiente.

Los datos sobre aborto explican el alto número de embarazos 
indeseados que se registran en el mundo (dos de cada cinco em­
barazos) , el alto número de abortos que se realizan en casos de 
embarazos no deseados (46 millones) y el hecho de que un poco 
menos de la mitad de estos abortos se lleva a cabo en contextos en 
los que el aborto es ilegal (diecinueve millones). Se explica tam­
bién que Colombia, junto con Chile y El Salvador, es uno de los 
tres países en América Latina en el que se prohíbe el embarazo 
en todos los casos, y que por esto la población colombiana perte­
nece al 0,4% de la población mundial que vive en estas circuns­
tancias. Asimismo se anota que una de cada cuatro colombianas, 
entre los 15 y los 55 años, ha reconocido haber tenido alguna vez 
un aborto inducido.88

Las páginas sobre el aborto como problema de salud pública 
hacen énfasis en los riesgos que acarrean para la vida y la salud 
de las mujeres el tener que someterse a abortos en situaciones de 
clandestinidad en Colombia. Señalan que no se ha demostrado 
que someterse a un aborto tenga un impacto psicológico negati­
vo, y que quienes están en mayor riesgo son las adolescentes, las 
mujeres de menores ingresos y las que viven en zonas rurales.89

La explicación sobre la “situación legal del aborto en el mun­
do” subraya que Colombia es uno de los países en los que existe 
una prohibición total del aborto e indica que existen varias ma­
neras de liberalizar sin despenalizar completamente.90

88 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr 
col_factsheets_cifras.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).

89 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr 
col_factsheets_pubhealth.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).

90 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr 
col_factsheets_world.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).
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El “marco jurídico internacional” incluye extractos de las re­
comendaciones de los comités de monitoreo que han conminado 
a Colombia a cambiar su legislación sobre aborto.91 El “contexto 
legal en Colombia” provee algunos datos sobre la legislación y la 
jurisprudencia anterior.92

Las páginas relativas a la demanda explican que los argumen­
tos más importantes se relacionan con el derecho a la igualdad 
y no discriminación de las mujeres, con el derecho a la salud y a 
la vida de las mujeres y con el derecho a la dignidad, autonomía 
reproductiva y libre desarrollo de la personalidad. Hace énfasis 
en que la despenalización del aborto se busca sólo en los casos 
en los que la vida o la salud de la mujer corren peligro, cuando el 
embarazo ha sido el resultado de violación o inseminación arti­
ficial no consentida y cuando existen malformaciones en el feto 
que lo hacen inviable.93

Las falsas creencias que destacaron y procedieron a mostrar 
como tales fueron las siguientes:

Las mujeres que abortan son en su mayoría adolescentes solte­
ras que están pasando por su primer embarazo.

La despenalización del aborto asegura un aumento de esta 
práctica.

El aborto es una práctica peligrosa que pone en riesgo la salud 
y la vida de la mujer.

Como la Iglesia prohíbe el aborto bajo cualquier circunstancia, 
ningún católico justifica su práctica.

91 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr 
col_factsheets_legal.pdf. (visitada el 31 de marzo de 2008).

92 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr 
col_factsheets_colombia.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).

93 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr 
coI_factsheets_demanda.pdf. (visitada el 31 de marzo de 2008).
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Las mujeres católicas no se practican abortos.

Todas las personas católicas que declaran bajo confesión haber 
facilitado o tenido una interrupción voluntaria de embarazo 
son excomulgadas.94

Es importante resaltar que todos los documentos, además de 
ser breves y concisos, incluían las referencias exactas de las fuen­
tes de información.

Las carpetas de prensa fueron distribuidas poco antes de la 
presentación de la demanda, con la indicación expresa de que la 
información sobre la demanda estaba sujeta a “embargo” hasta 
el 14 de abril de 2005 a las 10 am.

iii. Entrenamiento de voceras. En esta fase, Brújula Comuni­
caciones entrenó como voceras del proyecto a Mónica Roa y Vi­
viana Waisman de Women’s Link, a Miguel Ronderos (médico 
bogotano), a Isabel Ortiz (activista de derechos de las mujeres) 
y a Sandra Mazo (de la organización Católicas por el Derecho a 
Decidir). Esta decisión, al igual que la de incluir la información 
suministrada por numerosos expertos aliados en la carpeta de 
prensa, obedeció a la determinación de que Mónica Roa se re­
firiera única y exclusivamente a los temas legales en los que era 
experta y evitara incurrir en imprecisiones sobre temas médicos, 
políticos o religiosos. También se quería democratizar el debate 
mediante la inclusión de voces diversas y ofrecer distintas mane­
ras de cubrir la noticia de la demanda.

b. Fase de mantenimiento
Después de la presentación de la demanda hubo tres picos infor­
mativos: el primero sobre la intervención del Procurador Gene­
ral de la Nación; el segundo en relación con la suscripción del 
protocolo adicional a la CEDAW; y el tercero sobre el fallo in­
hibitorio.

94 Véase http://www.womensIinkworldwide.org/pdf_programs/es_prog_rr 
col_factsheets_myths.pdf (visitada el 31 de marzo de 2008).
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El concepto que el Procurador General de la Nación presentó 
en el primer proceso recibió mucha atención de la prensa porque 
siendo el único concepto obligatorio en el proceso de constitu- 
cionalidad fue decididamente favorable a la demanda presentada 
por Mónica Roa. Women’s Link reaccionó ante esto con un co­
municado de prensa, redactado con la asesoría de Brújula Comu­
nicaciones, pero el protagonismo de la organización y el mensaje 
que quería posicionarse en los medios no fueron importantes en 
el cubrimiento de esta noticia.

La discusión del protocolo de la CEDAW en el Congreso de la 
República marcó también un punto importante para el proyecto 
LAICIA, fundamentalmente porque el cubrimiento en los me­
dios de comunicación presentó mayoritariamente la posición de 
los congresistas que se oponían a la despenalización del aborto. El 
argumento esgrimido entonces relacionaba directamente la despe- 
nalización del aborto con la aprobación del protocolo, afirmando 
que aprobar el protocolo implicaba legalizar el aborto. En conse­
cuencia, un protocolo que protegía ampliamente los derechos de 
las mujeres era reducido por el debate público a la legalización del 
aborto. La discusión sobre el protocolo se polarizaba.

Sin embargo, este hecho fue importante para el proyecto 
LAICIA y su vocera: esta vez sí fueron blanco de información, 
contrario a lo que había ocurrido frente al pico en los medios gene­
rado por el pronunciamiento del Procurador. El proyecto LAICIA 
se hacía así más visible, y tenía ahora la posibilidad de recrear sus 
argumentos y posiciones en los medios de comunicación.

IV. LO S LOGROS ALCANZADOS CON LA ICIA  SEGÚN 

W o m e n ’s  L in k

Aunque Women’s Link considera que aún está en proceso de 
aprender lo que verdaderamente logró con este proyecto, pro­
visionalmente ha defendido una versión mediante las múltiples 
presentaciones que Mónica Roa ha hecho del proyecto después 
de la promulgación de la sentencia C-355 de 2006. Estos logros 
se han definido, igualmente, a través de los ejes que sirvieron pa­
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ra estructurar el proyecto. Muy pronto, además, Women’s Link 
propuso cuáles serían los retos en la implementación del fallo y 
colaboró con la Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres ac­
tuando como agente fiscal en un proyecto que tenía en cuenta 
estas recomendaciones.95

A. Logros en la estrategia legal

En cuanto a la estrategia legal, Roa señala, por una parte, que la 
Corte Constitucional concedió todas las peticiones de la demanda 
y, por otra, que votó de acuerdo con lo previsto: los tres magistra­
dos que se suponía salvarían su voto lo hicieron, y la sentencia fue 
aprobada por cinco magistrados, y no por seis, porque uno de ellos 
se declaró impedido para fallar por su participación en la redacción 
y promulgación de la norma demandada en su calidad de Fiscal 
General de la Nación, cargo que detentaba antes de convertirse 
en magistrado de la Corte Constitucional colombiana.96

Adicionalmente Roa subraya las afirmaciones de la sentencia 
C-355 de 2006 que hacen que la decisión pueda ser leída como 
una bastante más permisiva de lo que sugeriría una simple lectu­
ra de la parte resolutiva. En este sentido señala:

• La excepción relacionada con el peligro a la salud y la vida 
de las mujeres debe leerse teniendo en cuenta que líCorte seña­
ló que el peligro no necesita ser inminente, que la salud incluye 
la salud mental,, y que para acceder al aborto legal no se requie­
re un certificado médico de un especialista ni la aprobación del 
procedimiento por más de un médico.97

• La excepción relacionada con las malformaciones del feto 
debe leerse teniendo en cuenta que de acuerdo con la sentencia 
sólo se trata de malformaciones que hagan inviable la vida extra­

95 Véase http://www.womenslinkworldwide.org/prog_ge_fLscallysponsored. 
html (visitada el 31 de marzo de 2008).

96 Presentaciones 564.

97 Presentaciones 565.
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uterina; la malformación puede ser genética o resultado de even­
tos del embarazo; la certificación debe darla sólo un médico y no 
necesita ser especialista.98

• La excepción relacionada con los embarazos que resulten de 
acceso camal violento o abusivo, inseminación artificial o transfe­
rencia de óvulo fecundado no consentida, o de incesto, de acuer­
do con la sentencia, debe operar contando simplemente con la 
denuncia que haga la mujer ante la autoridad competente.99

Así mismo, Women’s Link ha reivindicado los siguientes 
apartes del fallo por su importancia en el proceso de implemen- 
tación: ^

En tal medida, el legislador, al adoptar normas de carácter pe­
nal, no puede desconocer que la mujer es un ser humano ple­
namente digno y por tanto debe tratarla como tal, en lugar de 
considerarla y convertirla en un simple instrumento de repro­
ducción de la especie humana, o de imponerle en ciertos casos, 
contra su voluntad, servir de herramienta efectivamente útil 
para procrear. (Women’s Link Worldwide 2007)

[...] la prohibición completa e incondicional del aborto en to­
das las circunstancias es abiertamente desproporcionada por­
que anula completamente derechos de la mujer embarazada 
garantizados en la Constitución de 1991 y por tratados inter­
nacionales de derechos humanos que hacen parte del bloque 
de constitucionalidad. (Women’s Link Worldwide 2007)

En esta sentencia, la Corte se limitó a señalar las tres hipótesis 
extremas violatorias de la Constitución, en las que con la volun­
tad de la mujer y previo cumplimiento del requisito pertinente, 
se produce la interrupción del embarazo. Sin embargo, además 
de estas hipótesis, el legislador puede prever otras en las cuales

98 Presentaciones 566.

99 Presentaciones 567.
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la política pública frente al aborto no pase por la sanción penal 
[...] (Women’s Link Worldwide 2007)

Se resalta como un logro, también, el que se hubieran conse­
guido muchas más intervenciones a favor de la demanda de las 
que inicialmente se esperaban. Roa señala expresamente las si­
guientes: el concepto favorable del Procurador General de la Na­
ción, de la Defensoría del Pueblo, del Ministerio de Protección 
Social, del ICBF, de la Primera Dama de la Nación y de la Alcal­
día de Bogotá, y las intervenciones de la Academia Nacional de 
Medicina, Profamilia, la OMS, FIGO y FLASOG, grupos y redes 
de mujeres de derechos sexuales y reproductivos, universidades 
nacionales e internacionales — Universidad Externado, Univer­
sidad de Antioquia, Universidad Autónoma, Yale y Harvard— , 
organizaciones de derechos humanos — Comisión Colombiana 
de Juristas y Human Rights Watch—  y “políticos de todas las 
corrientes”.100

B. Logros en la estrategia de alianzas

En cuanto a la estrategia de alianzas, Roa resalta, de un lado, el 
apoyo de los aliados con diversas actividades y el hecho de que el 
proyecto hubiera sido “democrático, participativo, articulado y 
respetuoso”, así como “descentralizado y globalizado”.

Las diversas formas como los aliados apoyaron el proyecto, lo 
subraya Roa, fue muy importante en el proceso. Entre esas formas 
menciona las siguientes: “plantones, manifestaciones y protestas, 
foros y conferencias, clases universitarias, encuestas, cubrimiento 
mediático, eventos culturales”.101 Reconoce también el apoyo de 
los aliados en la presentación de las intervenciones ante la Cor­
te Constitucional.

Roa califica el proceso de “democrático, participativo, articu­
lado y respetuoso” porque involucró a “feministas y activistas de

100 Presentaciones 572.

101 Presentaciones 571.
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derechos de mujeres y derechos sexuales y reproductivos; organi­
zaciones de derechos humanos; grupos católicos disidentes; [a la] 
academia; periodistas, abogados y abogadas constitucionalistas; 
comunidad médica, gobierno y líderes de opinión pública”102. Y lo 
califica también de “descentralizado y globalizado” porque incluyó 
a personas del “Valle, Antioquia, Atlántico, Bolívar, Santander, 
zona cafetera, Cauca” y de la comunidad internacional.103

C. Logros en la estrategia de comunicaciones

Puesto que el proyecto se había definido como un proyecto de “alto 
impacto”, la estrategia de comunicaciones, que como se explicó se 
reducía en ocasiones a la estrategia de medios, resultaba tan im­
portante para el proceso como la misma estrategia legal. Por esta 
razón, a partir de enero de 2006, las presentaciones de Roa hacían 
énfasis en los logros en este terreno.104 Después del fallo del 10 de 
mayo de 2006, el balance se hizo explicando su impacto cualitati­
vo y cuantitativo en los medios nacionales e internacionales, y el 
impacto en la opinión pública de acuerdo con las encuestas que 
durante el proceso hicieron terceras personas.

En cuanto al cubrimiento nacional, Roa destaca como un im­
pacto cualitativo el “cambio en los términos del debate; de argu­
mentos morales y religiosos a argumentos de salud pública, dere­
chos humanos, equidad de género y justicia social”.105 En cuanto 
al impacto cuantitativo resalta los siguientes datos, pero aclara 
que sólo se extienden hasta enero de 2006:

35 columnas de opinión en El Tiempo; 157 columnas en otras 
publicaciones; 7 editoriales en El Tiempo-, 17 editoriales en otros 
periódicos y revistas; 86 notas en noticieros de televisión; 24

102 Presentaciones 569.

103 Presentaciones 570.

104 Presentaciones 271-272.

105 Presentaciones 575.
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primeras páginas; 5 personajes del año; todos los resúmenes de 
fin de año; crucigramas; reinas.106

En relación con el cambio en la opinión pública, señala que 
mientras en mayo de 2005 el 85% de la población se oponía a 
cualquier despenalización, en mayo de 2006 el 54% de la pobla­
ción estaba a favor de la despenalización parcial, y más del 60% 
estaba de acuerdo con la sentencia.107

El impacto en el exterior, para Roa, lo hizo evidente el cubri­
miento que los siguientes medios, en distintos momentos, hicie­
ron del proceso: “New York Times, Internacional Herald Tribune, 
Miami Herald, The Economist, Chicago Tribune, Los Angeles Times, 
The Independent, Associated Press y BBC”.108

D. Retos en la implementación

Desde la primera presentación del proyecto después de la pro­
mulgación de la sentencia C-355 de 2006, realizada en el Foro 
Nacional por la Salud de las Mujeres en Medellin (26 de mayo de 
2006), Mónica Roa propuso acertadamente una evaluación de 
cuáles serían los retos que tendrían que enfrentarse en la etapa 
de implementación y qué actividades podrían adelantarse “para 
que los derechos no se queden en el papel [ ...]" .109

Roa identificó tres retos en la implementación. En primer lu­
gar, propuso que debía identificarse rápidamente de qué manera 
sería usada la objeción de conciencia. Esto porque el uso institu­
cional o masivo de esta objeción podría traer como consecuen­
cia el que los derechos reconocidos a las mujeres fueran nugato­
rios. En segundo lugar, señaló que debían determinarse, para que 
no quedara al arbitrio de la comunidad médica, la inclusión del

106 Ibíd.

107 Infortunadamente, la fuente de estas encuestas y sus parámetros no están 
incluidos en las presentaciones. Presentaciones 576.

108 Presentaciones 577.

■09 Presentaciones 579.
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procedimiento dentro del plan obligatorio de salud (POS), los 
protocolos de atención a las mujeres que se encontraran en las 
circunstancias indicadas por la sentencia, los límites temporales 
— semanas de gestación—  para solicitar la interrupción del em­
barazo y la incorporación del tema en la política nacional de sa­
lud sexual y reproductiva.110 En tercer lugar se propuso que sería 
necesario establecer con qué mecanismos contarían las mujeres 
a las que un médico les negara la certificación de las condicio­
nes para acceder a un aborto legal, y de qué manera se definiría 
el consentimiento informado de la mujer.

Para enfrentar estos retos, Roa propuso las siguientes accio­
nes: “monitoreo de la implementación, tutelas, demandas ante el 
contencioso administrativo, identificación de casos emblemáticos, 
defensa judicial, campañas educativas, investigación, seguimiento 
y evaluación, denuncias a la opinión pública”.111

E. Lo que aprendieron

En unas cortas notas sobre el aprendizaje personal que implicó 
este proceso, Roa resaltó algunas de sus conclusiones sobre el uso 
del litigio de alto impacto y sobre la movilización social en tor­
no al aborto.

En su opinión, el litigio de alto impacto resultó ser mucho 
más costoso en términos personales e institucionales de lo que 
inicialmente se había previsto. La carga más grande que identifi­
có para su institución y para ella fueron los riesgos de seguridad 
y la cantidad de trabajo que implicaba mantener la atención en 
tres frentes: legal, alianzas y medios. En este sentido, si bien in­
dicó que el litigio estratégico “no es la única respuesta ni es in­
falible”, debe ser evaluado como una posibilidad porque: “1) la 
oposición la usa; 2) el debate en estos temas se está moviendo

” 0 lbíd.

111 Presentaciones 580.
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del ámbito tradicionalmente político al jurídico, como en Méxi­
co y Nicaragua”.112

En cuanto a la movilización social en tomo al aborto, desta­
có que había sido importante entender que debía ser “flexible y 
abierta”, “estar preparada para todo y saber que siempre va a ha­
ber algo que se escapa”, pero “tener los objetivos muy claros”.113 
Así mismo enfatizó su creencia de que “no se requieren acuerdos 
totales para trabajar en tomo a un proyecto, de hecho pueden 
explotarse posiciones diversas como algo positivo”.114

112 Notas personales de Mónica Roa: 17 (manuscrito en poder de las auto­
ras).

113 Ibíd.
114 Ibíd.
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Capítulo 2 
EFECTOS DE LAICIA EN MATERIA 

DE MOVILIZACIÓN

In t r o d u c c i ó n

Si bien Women’s Link no se proponía formar un movimiento so­
cial a favor de la liberalización de la legislación penal sobre el 
aborto, y sostuvo que el movimiento feminista colombiano no 
debía ser el único o principal involucrado en el proyecto, las ac­
ciones desplegadas por la organización pueden entenderse como 
efectivamente orientadas a propiciar algunas acciones colectivas 
y a producir efectos en el movimiento feminista colombiano. En 
esta parte defendemos, a partir de lo que ha venido a llamarse la 
teoría de los movimientos sociales,1 cuatro hipótesis sobre el im­
pacto de las acciones de LAICIA en términos de movilización. 
La primera es que en tomo al proyecto LAICIA se movilizaron 
ciudadanos en tres sentidos: a) presentando intervenciones ciu­
dadanas (amicus briefs) en el marco del proceso constitucional; 
b) escribiendo un número significativo de columnas de opinión 
y editoriales a favor de la liberalización de la legislación penal so­
bre aborto; c) participando en los plantones a favor de la libera-

1 Véase McClurg Mueller (1992).
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lización que se programaron para el día 28 de todos los meses en 
todo el territorio nacional.

La segunda es que el éxito y fracaso de estas movilizaciones 
puede explicarse por la manera en la que se orientaron los esfuer­
zos de encuadre y se movilizaron recursos, tanto como por las res­
tricciones políticas existentes. En concreto, defendemos que el 
éxito de la movilización para la presentación de intervenciones 
ciudadanas, columnas de opinión y editoriales puede explicarse 
tanto porque el encuadre era moderado, creíble y tendía puentes 
para incluir a actores tradicionalmente no involucrados con el 
proceso constitucional, como porque se puso al alcance de distin­
tos actores recursos concretos que les permitían participar fácil­
mente y se aprovechó el apoyo internacional y nacional existente 
para el tipo de cambio que se buscaba. Por otra parte sugerimos 
que la baja participación en los plantones tiene que ver con que 
la convocatoria fue muy limitada y con las restricciones del con­
texto político colombiano para manifestaciones de este tipo. Así 
mismo señalamos que el énfasis en el proceso constitucional en el 
encuadre y en la movilización de recursos le quitó al movimiento 
vocación de permanencia y con esto la posibilidad de actuar en 
la fase de implementación del cambio legal.

La tercera es que LAICIA, aunque logró un objetivo perse­
guido por el movimiento feminista colombiano y fortaleció a los 
sectores más legalistas dentro del mismo, en general debilitó al 
movimiento. Por una parte, porque no incluyó a ninguna de las 
mujeres del movimiento como vocera experta y con esto le quitó 
una oportunidad de visibilidad que se le concedió a otros sectores 
como el de los médicos y los disidentes católicos. Por otra parte, 
porque profundizó la división entre el sector legalista y el sector 
cultural y radical al omitir esfuerzos encaminados a tender puen­
tes entre ambos sectores.

La cuarta hipótesis es que a pesar de que Women’s Link te­
nía claro desde el inicio que los efectos de la decisión de la Corte 
Constitucional tendrían que asegurarse contando con el apoyo 
de abogados y médicos, así como con una adecuada divulgación

9 8
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de la sentencia, hizo muy poco por asegurar dicho apoyo y divul­
gación dentro del contexto de LAICIA.

Hemos dividido este capítulo en tres secciones. En la primera, 
presentamos una interpretación de la movilización social propicia­
da y asegurada por LAICIA. En la segunda, abordamos el asunto 
del impacto de LAICIA sobre el movimiento feminista colom­
biano. En la tercera proponemos una interpretación del impacto 
de LAICIA entre abogados y médicos.

I. L a  m o v i l i z a c i ó n  s o c i a l  a  p r o p ó s i t o  d e l  p r o c e s o

CONSTITUCIONAL PARA LA LIBERALIZACIÓN DE LA 

LEGISLACIÓN PENAL SOBRE ABORTO

El proceso de litigio constitucional que Women’s Link eligió para 
la liberalización de la legislación penal sobre aborto, a pesar de 
caracterizarse como un litigio “público”, no ha estado habitual­
mente relacionado con la movilización social en Colombia en el 
sentido de que no se entiende que haya que coordinar las acciones 
de grandes números de personas para lograr un objetivo deter­
minado. Esto puede atribuirse a tres tipos de razones. Primero, la 
acción pública de inconstitucionalidad, que fue la usada en este 
caso, no tiene como requisito de procedibilidad el apoyo de un 
determinado número de ciudadanos, funcionarios públicos, con­
gresistas o del Presidente de la República. En Colombia, al contra­
rio de lo que ocurre en la mayoría de los países que cuentan con 
este tipo de control constitucional abstracto, cualquier ciudada­
no puede solicitar ante la Corte Constitucional que se revise la 
constitucionalidad de una ley, siempre y cuando este ciudadano 
se identifique plenamente y provea unos argumentos sustanciales 
mínimos.2 Segundo, en general, se entiende que el demandante,

2 Constitución Política de Colombia, artículo 241. El artículo 2 del decreto 
2067 de 1991 establece, adicionalmente: “Articulo 2o Las demandas en 
las acciones públicas de inconstitucionalidad se presentarán por escrito, 
en duplicado, y contendrán: ‘1. El señalamiento de las normas acusadas 
como inconstitucionales, su transcripción literal por cualquier medio o 
un ejemplar de la publicación oficial de las mismas; 2. El señalamiento de
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en cuanto ha obrado en interés público, no tiene ningún inte- 
rés particular en el proceso y por eso no tiene derecho a solicitar 
pruebas o la convocatoria de una audiencia pública, aunque la 
Corte, si lo considera pertinente, puede hacerlo por su propia ini­
ciativa o a sugerencia del demandante. Tercero, se entiende que 
el proceso de constitucionalidad implica simplemente contrastar 
el texto de la norma demandada con el de la Constitución, y que 
en tanto la Corte Constitucional es el supremo intérprete de la 
misma, cuenta ya con todos los conocimientos necesarios para 
tomar una decisión.

Al proponerse convertir este proceso en uno de litigio de alto 
perfil, Women’s Link planteó una comprensión distinta del pro­
ceso: ahora la acción colectiva sería definitiva para ampliar los 
argumentos que se considerarían en el marco del litigio y para que 
el debate público trascendiera el espacio confinado de la Corte 
Constitucional. En este sentido, convirtió el tradicional mecanis­
mo de las intervenciones ciudadanas en un espacio de participa­
ción ciudadana masiva, articuló los esfuerzos de columnistas de 
opinión y periodistas que se mostraron favorables a la liberaliza­
ción, y apoyó la iniciativa de organizaciones que trabajan en temas 
de derechos sexuales y reproductivos de llevar a cabo plantones 
para apoyar la liberalización del aborto durante todo el tiempo 
que el asunto estuviera en discusión en la Corte Constitucional.

las normas constitucionales que se consideren infringidas; 3. Las razones 
por las cuales dichos textos se estiman violados; 4. Cuando fuere el caso, 
el señalamiento del trámite impuesto por la Constitución para la expedi­
ción del acto demandado y la forma en que fue quebrantado; y 5. La ra­
zón por la cual la Corte es competente para conocer de la demanda’ ”. La 
Corte ha aclarado que no son aceptables demandas que incluyan argu­
mentos “vagos, indeterminados, indirectos, abstractos y globales” (Sen­
tencia C-281 de 1994 y otras) y que un argumento apto para dar lugar al 
examen de inconstitucionalidad debe cumplir con los requisitos de “cla­
ridad, certeza, especificidad, pertinencia y suficiencia” (Sentencia C -1052 
de 2001). Véase, en general, Sentencia de la Corte Constitucional C -1299 
de 2005.
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A. Las intervenciones ciudadanas

El decreto que desde 1991 regula la acción pública de inconsti- 
tucionalidad prevé que en este tipo de procesos los ciudadanos 
pueden presentar intervenciones a favor o en contra de la cons- 
titucionalidad de la norma demandada.3 No obstante, puesto que 
también establece que el plazo para presentar estas intervenciones 
es de diez días contados desde la fecha de la admisión de la de­
manda, y dicha admisión se notifica a la ciudadanía por fijación 
en lista — esto es, con una publicación que se fija en la Secretaría 
de la misma corporación— ,4 las posibilidades que tienen los ciu­
dadanos de enterarse de la existencia de una demanda en parti­
cular son pocas, y el tiempo que tienen para intervenir, si es que se 
enteran, es muy corto. Por esta razón, es frecuente que no se pre­
sente ninguna intervención ciudadana en los procesos originados 
por acciones públicas de inconstitucionalidad. En ocasiones este 
déficit de participación ciudadana se trata de remediar pidiendo 
conceptos a personas que el magistrado a cargo del proceso con­
sidere que pueden tener información u opiniones relevantes para 
el tema en discusión. En este escenario, sin embargo, el poder de 
convocatoria reside en el magistrado a cargo del proceso.

Women’s Link decidió aprovechar este mecanismo, en un 
principio para que en el debate jurídico se tuvieran en cuenta los 
argumentos que desde distintas disciplinas y posiciones políticas 
servirían para defender la liberalización de la legislación penal 
sobre aborto, y después para que las organizaciones que trabajan 
sobre derechos sexuales y reproductivos se sintieran vinculadas al 
proceso. Para esto contactó a expertos en distintos temas — salud, 
malformaciones, derecho comparado, derecho internacional— , 
incluyó en las presentaciones del proyecto la posibilidad de pre­
sentar intervenciones ciudadanas como una manera en la que

3 Decreto 2067 de 1991, artículo 7.

4  I b íd .
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organizaciones de todo tipo podrían participar en el proceso,5 y 
difundió esta información mediante mensajes electrónicos.6

La movilización ciudadana en este aspecto superó con creces 
las expectativas de Women’s Link, que inicialmente había calcula­
do que contaría, a lo sumo, con unas doce intervenciones a favor 
de la liberalización de la legislación penal de aborto. En el primer 
proceso, que terminó con la sentencia C -1299 de 2005, se presen­
taron alrededor de 353 intervenciones coadyuvando la demanda. 
En el segundo proceso se presentaron alrededor de 541.

Estas intervenciones fueron de cuatro tipos:7 a) las presenta­
das por organizaciones y personas extranjeras; b) las presentadas 
por organizaciones nacionales; c) las presentadas por expertos; 
d) las presentadas por ciudadanos.

Si bien el primer grupo de intervenciones no superaba las vein­
te, se destaca por el prestigio de las organizaciones que intervi­
nieron, y porque para que la Corte las pudiera tener en cuenta 
Women’s Link debió motivar y convencer a ciudadanos colom­
bianos para que ellos las presentaran, lo que implicó una doble 
movilización por intervención. En este grupo se incluyen las in­
tervenciones de las siguientes organizaciones: Human Right’s 
Watch, Asociación Sueca para la Educación Sexual, Internatio­
nal Women’s Health Coalition, Women’s Association for Gender 
Equality; Women and Family Planning Federation, Kavat Coali­
tion, Crk Womens Right to Choose Group, International Planned 
Parenthood Federation, The Harvard Law Advocates for Human 
Rights, Clínica Internacional de Derechos Humanos Lowenstein

5 Presentaciones 90, 108.

6 Entrevista con Claudia Gómez y Mónica Roa, Bogotá, 8 de diciembre de 
2007.

7 Nos referiremos más concretamente a las del primer proceso porque la 
sentencia C -1299 de 2005 incluye información sobre cada una de ellas, 
mientras que la sentencia C -355 de 2006 se refiere a 506 intervenciones 
como un paquete presentado por la ciudadana Claudia Gómez López. 
Puesto que estas 506 incluían la mayoría de las 353 presentadas en el pri­
mer proceso, asumiremos que lo que se puede decir de la movilización en 
el primer caso es cierto también para el segundo.
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de la Facultad de Derecho de la Universidad de Yale, Red de Aca­
démicas Latinoamericanas del Derecho, Asamblea Feminista de 
Madrid, Forum Política Feminista de Madrid, Fundación para el 
Estudio y la Investigación de la Mujer (Buenos Aires), Federa­
ción Latinoamericana de Sociedades de Obstetricia y Ginecología 
(FLASOG), y Grupo de Información en Reproducción Elegida 
(GIRE-México). Además, un profesor de la Universidad Autóno­
ma de Madrid (Alfonso Ruiz) y una profesora de la Universidad 
deTorontoysu asistente (Rebecca Cook y Joanna Erdmann) pre­
sentaron documentos a consideración de la Corte. Por solicitud 
de Ezequiel Niño, se presentó también “El concepto de persona 
moral”, artículo de Carlos Santiago Niño.

La mayoría de estas intervenciones fueron presentadas por 
personas que laboraban en organizaciones que Mónica Roa había 
conocido por su trabajo anterior en temas de derechos sexuales y 
reproductivos con el Centro de Derechos Reproductivos (Nue­
va York). Otras resultaron de las visitas de Roa a varios países del 
mundo para participar en conferencias y talleres durante el de­
sarrollo de LAICIA.

En general, estas intervenciones pretendían ofrecer conoci­
mientos para ampliar los horizontes de la información que la Cor­
te Constitucional tendría en cuenta al decidir en dos aspectos: 
el del derecho internacional y comparado sobre aborto y el de 
los estudios de salud pública relacionados con el aborto.8 Así, los 
documentos de Human Right’s Watch, The Harvard Law Advo­
cates for Human Rights y de la Asociación Sueca para la Educa­
ción Sexual (RFSU) incluyen extensos argumentos sobre cómo 
la garantía de los derechos intemacionalmente reconocidos a las 
mujeres implica la liberalización de la legislación penal de aborto. 
El documento de Joanna Erdmann y Rebecca Cook, por su parte, 
explica por qué la Convención Americana de Derechos Humanos

8 Aunque la Corte resumió muy brevemente estas intervenciones, al igual 
que casi todas las demás, muchas de ellas están disponibles en la página 
de Women’s Link, http://www.womenslinkworldwide.org/prog_rr_laicia. 
html (visitada el 31 de marzo de 2008).
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no exige que se penalice el aborto en todas las circunstancias. El 
documento de la Clínica de Derecho de Interés Público de Yale, 
la Red Latinoamericana de Académicas del Derecho y la firma 
Gómez Pinzón, presenta los argumentos que en otros países cató' 
licos han servido para avanzar en la liberalización de la legislación 
penal sobre aborto. Las intervenciones del Alan Guttmacher Ins­
titute, IPPF-RHO y del médico de la Clínica Ginecológica A (de 
Uruguay) explican que la penalización del aborto supone riesgos 
para la salud de las mujeres que se podrían evitar.

Las intervenciones presentadas por organizaciones nacionales 
conforman un grupo de similar tamaño. Participaron como inter- 
vinientes la Comisión Colombiana de Juristas, la Casa de la Mujer, 
SISMA Mujer, Corporación Humanas, el Centro de Estudios de 
Género Magdalena León, la Corporación de Mujeres Unidas de 
la Zona Noroccidental de Medellin, la seccional de Medellin de 
la Red Colombiana de Mujeres por los Derechos Sexuales y Re­
productivos, la Corporación Centro de Acciones Integrales para 
la Mujer (CAMI), la Fundación MAVI (Mujer, Arte y Vida), el 
Proyecto Planeta Paz, la Ruta Pacífica de las Mujeres, CERFAMI 
(Centro de Recursos Integrales para la Familia), el grupo Mujer 
y Sociedad de la Universidad Nacional de Colombia, el partido 
político Polo Democrático, la Liga de Mujeres Desplazadas y Ca­
tólicas por el Derecho a Decidir (sección Colombia). Las inter­
venciones de la Comisión Colombiana de Juristas, la Casa de la 
Mujer y SISMA Mujer fueron destacadas en el segundo fallo con 
un resumen más extenso de sus argumentos que el que se hizo de 
los de la mayoría de los intervinientes.

Muchos ciudadanos, por otra parte, presentaron sus inter­
venciones como expertos en alguna materia. El grupo más gran­
de fue el de las intervenciones de médicos, seguido de las de los 
psicólogos. Hubo también una intervención del Centro de Estu­
dios de Población de la Universidad Externado de Colombia. Las 
intervenciones de los médicos incluyeron las de expertos en gi­
necología y obstetricia (Hernando Chicunque de SÍ-Mujer, Da­
niel Ronderos, Héctor Alonso López, Wilmar Saldarriaga, Edgar 
Cobo C., Rafael Escobar de Andreis, Edgar Alonso Velásquez y
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Alberto Rizo Gil) y la de un experto cardiólogo pediatra (Miguel 
Ronderos Dummit). Se presentaron como expertos psicólogos 
Diana Cristina Molina Restrepo, Edgar Alberto Restrepo Betan- 
cur, Isabel Ortiz Pérez y Gloria Zohé Posada.

El número y la diversidad de las intervenciones refleja los dos 
tipos de objetivos que Women’s Link quiso lograr con las interven­
ciones ciudadanas. Por una parte, hacer llegar a la Corte Consti­
tucional conocimiento experto que usualmente no se integra a 
la decisión constitucional. Por otra, ofrecer a las organizaciones 
y personas con intereses en el resultado de la sentencia un meca­
nismo para participar. El éxito de Women’s Link en este sentido, 
como hemos señalado, puede atribuirse a dos factores principal­
mente: la movilización de recursos9 y el encuadre.10

En materia de movilización de recursos, Women’s Link hizo 
varias cosas que resultaron ser de suma importancia en relación 
con las intervenciones ciudadanas. Primero, utilizó la red inter­
nacional de alianzas de las organizaciones de derechos humanos 
y derechos sexuales y reproductivos, las redes internacionales de 
médicos y las redes nacionales de derechos de las mujeres y de de­
rechos sexuales y reproductivos para difundir información sobre 
el proceso de constitucionalidad que venía adelantándose en Co­
lombia. Segundo, explicó a estos actores de qué manera sus inter­
venciones podrían ser relevantes en el debate nacional. Tercero, 
proveyó a las organizaciones extranjeras y nacionales, así como a 
los ciudadanos, de la información necesaria para que sus interven­
ciones fueran útiles para el proceso. Esta información incluía el 
número de radicación del proceso, el encabezado que debía tener 
la intervención, la dirección a la que debía enviarse el documento 
y la fecha máxima para someter las intervenciones.

El encuadre de las convocatorias para la presentación de las 
intervenciones, de otra parte, enfatizaba tanto la importancia de

9 Véame, en general, Benford y Snow (2000); McAdam, McCarthy y Zald 
(1996); Suh (2001).

10 Véanse, en general, Benford y Snow (2000); Gamson y Modigliani 
(1989).
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que la Corte obtuviera información desde muy diversos puntos 
de vista como la importancia de las intervenciones ciudadanas 
como mecanismo de participación ciudadana. Lo particular del 
primer tipo de mensajes es que tendían puentes entre distintas 
disciplinas y orillas políticas y les daba un lugar en el debate polí­
tico a expertos que habitualmente no se sienten convocados por 
los procesos legales. Lo particular del segundo tipo de mensajes es 
que la intervención ciudadana se presentó como una manera en 
la que se podía hacer algo para lograr una mayor garantía de los 
derechos de las mujeres. Es decir, la indicación de presentar in­
tervenciones ciudadanas aparecía en el marco de un diagnóstico 
de la situación de salud pública y de vulneración de derechos de 
las mujeres, y de un pronóstico de la utilidad de la acción pública 
de constitucionalidad.11

B. Los editoriales y columnas de opinión

Aunque una parte de este libro está dedicada exclusivamente a 
discutir el impacto de LAICIA en los medios de comunicación, 
y por eso lo que decimos aquí debe ponderarse a la luz de lo que 
allí se explica, como parte de la movilización que se dio en tor­
no a LAICIA queremos destacar el gran número de editoriales 
y columnas de opinión que se escribieron apoyando la posición 
del proyecto. Proponemos que estas actividades pueden enten­
derse como acciones colectivas en sentido estricto por tres ra­
zones. Primero, porque se escribieron como participaciones en 
el debate propiciado por el proceso constitucional. Es decir, se 
escribieron con la intención de tener un impacto en la decisión 
de la Corte Constitucional. Segundo, porque Mónica Roa se en­
cargó de contactar a las personas que los escribieron para que se 
entendieran como vinculadas al proyecto. Tercero, porque el nú­
mero de editoriales y columnas de opinión superó con mucho el

11 Sobre la importancia de relacionar fuertemente el diagnóstico que se hace 
del problema con el pronóstico véase Gerhards y Ruch (1992).
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que históricamente se ha dedicado a este tema en un período de 
tiempo tan corto.

En efecto, Women’s Link sintetizó así el impacto de su trabajo 
en los medios hasta enero de 2006:

35 columnas de opinión en El Tiempo; 157 columnas en otras 
publicaciones; 7 editoriales en El Tiempo; 17 editoriales en otros 
periódicos y revistas; 86 notas en noticieros de televisión; 24 
primeras páginas; 5 personajes del año; todos los resúmenes de 
fin de año; crucigramas; reinas.12

Sería difícil sostener este incremento en la presencia del tema 
en los medios como un efecto del proyecto LAICIA si no fuera 
porque cada una de estas notas incluye alguna referencia explí­
cita al proceso en la Corte Constitucional. Así, por ejemplo, el 
editorial de El Tiempo del 23 de agosto de 2005 señala:

En abril pasado, la abogada Mónica Roa demandó ante la Corte 
Constitucional los artículos 122, 123 y 124 del Código Penal, 
que castigan el aborto consentido. [...] La demanda refleja 
una creciente opinión que reconoce el derecho elemental de 
la mujer a decidir sobre su cuerpo al menos en estas tres cir­
cunstancias. [...]

La columna de opinión de Cecilia López Montaño, así mis­
mo, empieza por reconocer que “ha llegado la hora de reanudar 
este debate con serenidad y objetividad”, y que para esto son un 
obstáculo “las dificultades que se han presentado en la demanda 
de Mónica Roa contra el artículo 124 del Código Penal” (López 
Montaño 2005).

La prensa internacional cubre la demanda de inconstituciona­
lidad presentada por Mónica Roa de manera aún más específica. 
El Miami Herald tituló su artículo del 31 de mayo de 2005 sobre 
el tema “Effort to Legalize Abortion Gains Strength in Colombia”

12 Presentaciones 575.
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(“Esfuerzo por legalizar el aborto gana fuerza en Colombia”) , y 
el New York Times tituló su artículo del 3 de diciembre de 2005 
“Push to Loosen Abortion Laws in Latin America” (“Empujón 
para liberalizar las leyes sobre aborto en América Latina”). Este 
segundo artículo anota de manera explícita:

Womens rights groups from New York to Buenos Aires are also clo­
sely watching the outcome of a lawsuit filed by a Colombian lawyer, 
Mónica Roa, with the nation’s highest court. [Los grupos de de­
rechos de las mujeres, desde Nueva York hasta Buenos Aires, 
siguen de cerca la demanda presentada por una abogada co­
lombiana, Mónica Roa, ante la Corte].

Esta relación de los medios con el proyecto estuvo lejos de ser 
espontánea. Por una parte, porque Women’s Link contrató exper­
tos en comunicaciones en Colombia (Brújula Comunicaciones) 
y en Estados Unidos (EqualShot) que diseñaron una estrategia 
orientada a producir efectos de este tipo. Por otra parte, porque 
Roa se preocupó por contactar a quienes mostraron su apoyo a 
través de columnas de opinión para que se sintieran vinculados 
al proyecto.13

El éxito de estas estrategias en términos de movilización po­
dría leerse como relacionado, nuevamente, con la manera en la 
que se movilizaron recursos y con el encuadre que se usó para 
aproximarse a los medios. En materia de movilización de recur­
sos puede destacarse el esfuerzo por producir información que los 
periodistas y editores pudieran usar (las carpetas y comunicados 
de prensa), por dirigir la atención de periodistas y editores a per­
sonas especialmente entrenadas para dar esta información (los 
voceros), por mantener la disponibilidad de la vocera principal 
para discutir temas en la radio y la televisión, y por contactar a los 
columnistas para que se sintieran afiliados al proyecto.

13 Entrevista con Mónica Roa y Claudia Gómez, Bogotá, 8 de diciembre de 
2007.
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En cuanto al encuadre, cuatro factores de la aproximación de 
Roa a los medios se pueden relacionar con los logros: la credibi- 
lidad de la vocera; la adecuación del diagnóstico con el pronósti­
co y la motivación; las pruebas empíricas que se proporcionaron 
para los argumentos; y la identificación de un responsable de la 
injusticia.14

Como hemos señalado, parte de la información que circuló en 
las carpetas de prensa tenía que ver con los voceros del proyec­
to. Mónica Roa, la única de estos voceros que es citada reitera­
damente en las columnas de opinión y en los artículos de prensa, 
se presentó como una abogada altamente cualificada — con una 
maestría de NYU, autora de libros y conferencista internacio­
nal—  y muy conocedora del derecho constitucional e interna­
cional involucrado en el debate ante la Corte. Esta credibilidad 
que su conocimiento jurídico de la materia le concedía era refor­
zada a ultranza por la misma Roa al abstenerse de dar opiniones 
que no estuvieran directamente relacionadas con los asuntos le­
gales involucrados.15 Las carpetas de prensa, así mismo, presen­
taron los argumentos que servían de base a la demanda con el 
debido sustento empírico y con citas exactas a las fuentes de la 
información.

Si bien Women’s Link no formuló explícitamente el mensaje de 
que el debate en los medios era crucial para conseguir resultados 
específicos en el proceso constitucional, ni pidió expresamente 
que se escribieran editoriales y columnas de opinión apoyando su 
posición jurídica, sus esfuerzos por mantener el tema en la agen­

14 Para conocer demostraciones empíricas de la importancia de estos factores, 
véame, en general, Benford y Snow (2000); Nelson y Oxley (1999); Druc- 
kman (2001); Steinberg (1998); Snow (1986); Gerhards y Ruch (1992); 
Stricler y Danigelis (2002); Dillon (1996); McCaffrey y Keys (2000). Los 
estudios empíricos han encontrado que el encuadre del diagnóstico que es 
más frecuente y genérico es el que caracteriza el problema a atacar como 
un asunto de injusticia. En este encuadre, sin embargo, lo que ha defini­
do su éxito o fracaso es hacer el diagnóstico en términos adversariales, de 
forma que se determine claramente quiénes son los buenos y quiénes los 
malos. Véase Gerhards y Ruch (1992).

15 Entrevista con Mónica Roa, Bogotá, octubre de 2007.
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da de los medios de comunicación fueron leídos como sugiriendo 
que sí había una relación entre el debate en los medios y el proce - 
so constitucional y que por eso era necesario hacer algo más que 
esperar que el cubrimiento fuera “neutral”.

En esta representación fue clave que se hiciera responsable 
de la situación de salud pública y derechos humanos a la Corte 
Constitucional por tener a su alcance la posibilidad de cambiar 
la legislación penal y contar con los argumentos para hacerlo. De 
un lado, porque se hizo claro quién tenía en sus manos las posi­
bilidades de cambiar la situación de las mujeres de una manera 
concreta. De otro lado, porque al proponer a la Corte como res­
ponsable, y en consecuencia la centralidad de los argumentos 
jurídicos y médicos, se evitó la polarización del debate a lo largo 
del eje religioso o al menos se ofreció a columnistas y editores la 
posibilidad de presentar sus argumentos en un escenario distinto 
al de la polarización religiosa. Esta posibilidad era muy importan­
te dada la percepción de que las mayorías, que los columnistas y 
editores generalmente no quieren ofender, son católicas, y de que 
la jerarquía eclesiástica puede ser un aliado importante en temas 
como el conflicto político y el trabajo con desplazados.

C. Los plantones

En el V Encuentro Feminista de América Latina y el Caribe (Ar­
gentina, 1990) se decidió de manera unánime declarar el día 28 
de septiembre como el Día por la Despenalización del Aborto en 
América Latina y el Caribe. Las organizaciones presentes decidie­
ron que cada 28 de septiembre, en todos los países de la región, 
se organizarían actividades en tomo a la idea de que “el aborto 
es un derecho de las mujeres que puede ser conquistado con tu 
solidaridad”.16 La búsqueda, en concreto, consistía en

[...] convoca[r] a los hombres, las familias, profesionales de la
salud, de la prensa, parlamentarios, juristas, a la opinión pública

16 Véase http://www.modemmujer.org/280903/antecedentes.htm.
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en general, a establecer diálogos abiertos sobre el tema y a desa­
rrollar prácticas solidarias. En los países donde el aborto no es 
considerado un crimen, se abre para las mujeres la posibilidad 
de un recorrido diferente, que envuelve orientación médica 
y sicológica, consejo y encauce hacia servicios de contracep- 
ción, planeamiento familiar y de apoyo a víctimas de violencia 
sexual, rompiendo de esa manera el círculo vicioso que suele 
atraparlas en la misma situación: a la de un nuevo embarazo 
no planificado o forzado.17

Dentro de esta tradición del movimiento feminista latinoame­
ricano, algunas organizaciones del movimiento colombiano pro­
pusieron que mientras la Corte Constitucional se pusiera al tanto 
y se apersonara de la demanda presentada por Women’s Link se 
convocaran plantones para los días 28 de cada mes en distintas 
ciudades del país.18 A pesar de que Women’s Link no había con­
templado en su estrategia inicial este tipo de acciones, apoyó la 
idea de los plantones asistiendo a los que se organizaron en Bogotá, 
enviando información sobre cada plantón a los medios, enviando 
la información pertinente a través de correos electrónicos a las 
organizaciones y personas más cercanas al proceso y sugiriendo 
que la protesta se enfocara en las instituciones y símbolos secula­
res y no en la religión católica.19

Women’s Link ha enfatizado que estas movilizaciones fueron 
parte central del proceso porque lo hicieron más “democrático y 
participativo”, reclamando los efectos simbólicos de las mismas a 
través de videos y fotografías. Sin embargo, las movilizaciones no 
superaron las doscientas personas y, en general, la participación en 
ellas se restringió a las personas que trabajaban en organizaciones 
del movimiento feminista y de derechos sexuales y reproductivos. 
La baja participación en los plantones, a pesar de los esfuerzos por

>7 Ibíd.

18 Entrevista con Mónica Roa y Claudia Gómez, Bogotá, 8 de diciembre de 
2007.

19 Ibíd.

111



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

hacer que lo que importara fuera el símbolo y no el número de 
asistentes, se puede leer como un fracaso porque precisamente las 
manifestaciones en las calles buscan mostrar el apoyo de sectores 
importantes de la opinión pública a una causa.20

Sugerimos que este fracaso puede atribuirse a cuatro factores: 
la fragmentación y baja capacidad de convocatoria del movimien­
to feminista colombiano; la debilidad del encuadre en términos de 
la relación entre diagnóstico, pronóstico y motivación; la debilidad 
del encuadre en relación con la identificación de responsables; el 
miedo a asumir públicamente una posición frente al aborto por el 
poder de la Iglesia católica de avergonzar a quienes la asumen; y 
los actos de persecución sufridos por los defensores de derechos 
humanos en general y de Mónica Roa en particular.

En efecto, como argumentaremos más adelante, el movimien­
to feminista colombiano ha pasado por un proceso de institucio- 
nalización que lo ha fragmentado y ha reducido su capacidad de 
convocatoria de varias maneras. Primero, la presión hacia la “on- 
gización” para asegurar la continuidad de los proyectos a través 
de la cooperación internacional ha puesto a las organizaciones en 
una situación de competencia por recursos que se vuelven cada 
vez más escasos. Segundo, las agendas de la cooperación interna­
cional han forzado a las organizaciones a dedicarse cada vez más 
a la prestación directa de servicios, a la investigación puntual y a 
la “incidencia”, y cada vez menos a la concientización. Tercero, 
esta orientación del trabajo de las ONG las ha alejado cada vez 
más de la posibilidad de influir en las elites, porque la necesidad 
de servicios y de protección se ubica solamente en las mujeres 
más pobres. Cuarto, ha convertido las diferencias políticas en di­
ferencias en la capacidad institucional o científica, volviéndolas 
innegociables.

A esta problemática en la movilización de recursos se suman 
las dificultades en la manera en la que se enmarcaron los planto­

20 Imágenes de algunos de los plantones se pueden ver en la página de la 
Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres: http://www.despenalizacion- 
delaborto.org. co/page.php ? mod= gallery.
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nes. Aunque no tuvimos acceso a los textos de los correos elec­
trónicos que invitaban a los plantones, tenemos dos ejemplos de 
cómo se hizo la convocatoria. El primero está en una de las pre­
sentaciones que hizo Mónica Roa a estudiantes de la Universidad 
de los Andes el 26 de septiembre de 2005.21 El texto del mensaje 
fue: “Parque Santander, 4 PM. en el marco de la campaña del 28 
de septiembre: Día por la Despenalización del Aborto en América 
Latina y Chile”.22 El segundo mensaje, publicado por la Oficina 
de Mujer y Géneros de la Alcaldía de Bogotá,23 fue:

PLANTÓN:
Las mujeres se plantarán para pedir un fallo favorable a la de­
manda de despenalización del aborto en circunstancias espe­
ciales.
Hora: 4:00 p.m.
Lugar: Parque Santander24

En el primer caso, la invitación había sido antecedida por una 
explicación sobre el litigio de alto perfil y las estrategias diseñadas 
por Women’s Link para conseguir un fallo favorable de la Cor­
te Constitucional. En este caso resulta difícil entender por qué 
pararse en la calle con unos desconocidos podría servir de algo, 
si la mayoría para el fallo estaba asegurada, y si el derecho inter­
nacional garantiza a las mujeres un mayor control sobre su re­
producción del que el Estado colombiano provee. En el segundo 
caso, la invitación aparece después de una sumaria explicación 
sobre el riesgo para la vida de las mujeres al someterse a abortos 
clandestinos. No se hace ningún esfuerzo, sin embargo, en argu­
mentar por qué el fallo de la Corte Constitucional cambiaría la 
situación o por qué salir a la calle podía tener algún efecto en la 
decisión de la Corte.

21 Presentaciones 204­

22 Void.

23 Véase http://www.bogota.gov.co/equidad/agenda2.php?id= 11164.

24 Ibíd.
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Si bien este tipo de convocatoria sería suficiente para quienes 
por su trayectoria de más de veinte años en el movimiento femi­
nista colombiano entienden la importancia de la celebración del 
28 de septiembre, y creen que lo importante en la lucha por la 
despenalización del aborto es la solidaridad, resulta insuficiente 
para quienes no tienen esa trayectoria pero podrían llegar a te­
ner las convicciones necesarias para salir a expresar su apoyo a 
la causa.

La debilidad de la conexión entre el diagnóstico, el pronósti­
co y la motivación, por otra parte, se refleja también en la pobre 
identificación del responsable: ¿es la Corte?, ¿es la legislación?, 
¿es el sistema?

Finalmente, queremos resaltar que la invitación a estos plan­
tones se hizo en un escenario en el que los católicos estaban des­
plegando sus sanciones sociales contra quienes favorecían la li­
beralización de la legislación penal sobre aborto, y en el que los 
defensores de derechos humanos y la misma Mónica Roa estaban 
siendo perseguidos por “fuerzas oscuras”.

La movilización social a favor de la liberalización de la legis­
lación penal de aborto fue contrarrestada por una movilización 
mayoritariamente católica que demostró una alta capacidad de 
organización y versatilidad en la presentación de sus argumen­
tos para distintos tipos de audiencias. La oposición al proyecto se 
manifestó en ocho tipos de acciones distintas:

1) Maniobras legales dentro del proceso de constitucionalidad 
encaminadas, por una parte, a impedir la admisión de la demanda 
y a recusar a los magistrados que podrían votar favorablemente la 
liberalización y, por otra, a lograr que el ponente de la sentencia 
fuera un magistrado que estuviera en contra de la declaratoria de 
inconstitucionalidad de las normas demandadas.25

25 Véanse las sentencias de la Corte Constitucional C -1299 de 2005 y C-355  
de 2006 en sus descripciones procesales (Corte Constitucional 2005a; 
2006).
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2) Presentación de intervenciones ciudadanas rebatiendo puiv 
to por punto los argumentos de la demanda (incluidas las de pres­
tigiosos profesores de universidades norteamericanas).26

3) Columnas de opinión y editoriales poniendo en entredicho 
los motivos y las estrategias de Mónica Roa al presentar la deman­
da27 y reiterando que el aborto implica un verdadero desprecio 
por la vida humana.28

4) Anuncios publicitarios de página entera que mostraban fo­
tografías de fetos destrozados.29

5) Recolección de firmas en las iglesias.30
6) Recolección de cartas de niños de colegios católicos en las 

que se equipara el aborto con el homicidio.31
7) Organización de foros y conferencias en los que se le ex­

plica al auditorio cómo el aborto implica terminar con la vida de 
alguien, incluyendo algunos a los que se invitó a Mónica Roa y 
se le acosó y persiguió con fotos de niños y acusaciones de ho­
micidio.32

26 Las intervenciones en contra de las pretensiones de la demanda fueron tan 
numerosas como las que la coadyuvaron y pueden ser clasificadas usando 
la misma tipología que hemos presentado anteriormente.

27 En este sentido fueron particularmente importantes las columnas de Ra­
fael Nieto Loaiza (2005a; 2005b). Nieto escribió también criticando al 
Ministro de Protección Social por afirmar que la penalización del aborto 
estaba relacionada con la mortalidad materna, y afirmando que no estaba 
probado que la despenalización redujera la mortalidad materna por abor­
tos ni que redujera el número total de abortos practicados. Women’s Link 
no respondió directamente a este ataque.

28 La importancia de estas columnas en términos numéricos será analizada 
en el capítulo sobre los efectos de LAICIA en la opinión pública.

29 Algunos de ellos fueron publicados en el periódico El Tiempo a expensas 
de José Galat.

30 Los documentos con estas firmas fueron sometidos como intervenciones 
ciudadanas ante la Corte Constitucional. Véase Corte Constitucional 
(2006).

31 Estas cartas fueron sometidas a consideración de la Corte Constitucional 
en el segundo proceso. Por tratarse de intervenciones de menores de edad, 
no fueron tenidas en cuenta. Véase Corte Constitucional (2006).

32 Entrevista con Mónica Roa, Bogotá, octubre de 2007.
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8) Declaraciones de los sacerdotes en las iglesias recriminando 
fuertemente cualquier aprobación a la liberalización del aborto.

Adicionalmente, el apartamento donde funcionaba la ofici­
na de Mónica Roa fue allanado, y robados sus computadores y 
agendas personales.

En este contexto, la manifestación pública multitudinaria pa­
recía estar condenada a inscribirse en la lógica de la polarización 
frente al eje religioso, que era precisamente lo que el público en 
general no quería.33

D. Alcances y límites de la movilización social 
propiciada por LAICIA

En cuanto LAICIA se propuso darle prioridad al mecanismo del 
litigio constitucional en la transformación de la legislación sobre 
el aborto, la movilización que generó fue innovadora, pero al mis­
mo tiempo limitada. Al situar el debate y el procedimiento cons­
titucional en el centro, LAICIA posibilitó el uso de herramientas 
legales que promueven la participación ciudadana y generó un 
escenario en el que era posible expresar opiniones a favor de la 
liberalización del aborto sin tener que dar cuenta o responder di­
rectamente a los argumentos de la Iglesia católica. Pero al mismo 
tiempo le impuso a las acciones colectivas el límite de la duración 
del proceso constitucional e invirtió poco en las acciones que no 
veía como directamente relacionadas con un fallo favorable de la 
Corte y que tradicionalmente se leen como más contestatarias.

Estas restricciones no serían tan importantes si el cambio le­
gal que se perseguía no hubiera sido tan limitado o el movimiento 
feminista hubiera estado menos fragmentado.

33 Esta hipótesis ameritaría una elaboración más amplia y documentada sobre 
la “oposición” y la vivencia de la religión de los colombianos. En trabajos 
posteriores podría ser estudiada con profundidad.
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II. E l  i m p a c t o  d e l  PROYECTO LAICIA e n  e l  m o v i m i e n t o  

FEMINISTA COLOMBIANO

El tema del aborto ha estado en la agenda del movimiento femi­
nista colombiano desde la década de los años sesenta, pues éste 
considera que la criminalización de la conducta tiene efectos en 
el poder y los recursos que socialmente tienen las mujeres. Por 
esta razón, Women’s Link asumió que las aliadas principales del 
proceso debían ser las organizaciones de mujeres con una larga 
trayectoria en la lucha por la transformación de las prácticas re­
lacionadas con el aborto. Sin embargo, Women’s Link consideró 
también que, dada la percepción que del movimiento feminista 
tiene la sociedad colombiana — como un movimiento radical— , 
y dada la alta fragmentación o “conflictividad” del movimiento, 
darle demasiado protagonismo obstaculizaría el logro de los fines 
que se había propuesto.34

Estas decisiones y las acciones que se desplegaron a propósi­
to de LAICIA no dejaron incólume al movimiento, a pesar de 
que Mónica Roa hizo mucho énfasis en que Women’s Link tra­
bajó con quienes habían querido trabajar con ellas, que nunca le 
habían cerrado las puertas a nadie.35 Por una parte, al no incluir 
a ninguna de las mujeres con larga trayectoria dentro del movi­
miento en el conjunto de voceros o expertos, se contribuyó a la 
invisibilización de la lucha del movimiento feminista por la libe­
ralización del aborto y de sus argumentos sobre la libertad en la 
maternidad. Por otra parte, al no hacer ningún esfuerzo por ten­
der puentes entre las distintas fracciones, permitió que los triun­
fos del proyecto pudieran ser capitalizados por algunas para seguir 
aumentando la brecha.

En este acápite defendemos estos argumentos a partir, prime­
ro, de una reconstrucción del movimiento feminista colombiano 
y, luego, de las percepciones de actores clave dentro del movi­

34 Entrevista con Mónica Roa, Bogotá, octubre de 2006.

35 Entrevista con Mónica Roa, Bogotá, mayo de 2007.
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miento sobre lo que fue el proyecto LAICIA y sobre los retos en 
la fase de implementación.

A. El movimiento feminista en Colombia36

Si se entiende por feminista la posición política de acuerdo con 
la cual las mujeres son perdedoras en el juego social por ser mu­
jeres (Dalton 1988-1989), el movimiento feminista colombiano 
se remonta a lo sumo a la década de los años treinta del siglo XX, 
cuando algunas mujeres de la elite empezaron a agruparse en 
tomo a la lucha por el sufragio femenino. Desde el siglo XVIII, 
sin embargo, puede rastrearse una importante participación de 
las mujeres en las luchas contra las medidas de la Corona espa­
ñola que perjudicaban a los trabajadores de los estancos, así co­
mo mujeres individuales involucradas en la construcción de una 
narración sobre las vivencias particulares de las mujeres.37 En el 
siglo XIX se empezaron a gestar también periódicos de mujeres 
que proponían respuestas a las representaciones masculinas de 
la feminidad.

Las feministas colombianas contemporáneas prefieren, no 
obstante, ubicar el surgimiento del movimiento feminista en Co­
lombia en la década de los años setenta del siglo XX, ligando su 
genealogía a la de los llamados movimientos de la nueva izquier­
da. Entre los factores, que han identificado como determinantes 
de la movilización de las mujeres en tomo a su subordinación, se 
encuentran:

• Un aumento del 200% en el número de mujeres que com­
pletaron estudios universitarios.38

36 Varios apartes de esta descripción fueron transcritos del artículo de Isabel 
Cristina Jaramillo, “Reforma legal, feminismo y patriarcado en Colombia: 
el caso de la ley de cuotas para mujeres en cargos de alto nivel de la Rama 
Ejecutiva” (2006: 59-144).

37 Véanse, en general y a modo de ilustración, los artículos incluidos en M u­
jeres en la historia de Colombia (Velásquez 1995).

38 Yolanda González identifica este factor en particular. Los datos que otros
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• La entrada masiva de las mujeres al mercado laboral (Gon­
zález 1995).

• La política de control de natalidad adoptada por el Estado 
(González 1995).39

• El regreso al país de las mujeres que habían ido a estudiar a 
los Estados Unidos y Europa (Sánchez 1996).

• Varios eventos significativos en otros países: la revolución 
estudiantil francesa de 1968, las luchas en los Estados Unidos de 
negros y mujeres por sus derechos, las marchas contra la guerra 
de Vietnam, y el movimiento hippie (Velásquez 1989).

Ahora bien, es posible identificar al menos dos etapas dife­
rentes en el movimiento feminista entre 1970 y nuestros días. La 
primera iría de 1970 a finales de la década del ochenta y estaría 
caracterizada por la informalidad del movimiento y la importan­
cia de la crítica cultural; la segunda iría de 1990 a nuestros días y 
estaría caracterizada por la institucionalización de la agenda fe­
minista a través de la creación dentro de la academia de progra­

estudios revelan sobre los cambios de la educación en estas décadas son 
impresionantes: de acuerdo con los censos de 1951 ,1964 y 1969, el anal­
fabetismo en la población masculina era del 48%, 47% y 47% respecti­
vamente; el de la población femenina equivalía al 52%, 53% y 53% res­
pectivamente. En 1951, 8.773 hombres habían completado cinco años 
de educación universitaria y 11.297 habían completado seis años de este 
tipo de educación, mientras que sólo 743 mujeres habían completado cin­
co años de educación universitaria, y 808 habían estudiado seis años. En 
1964, 20.653 hombres habían completado cinco años de educación uni­
versitaria y 22.791 habían estudiado durante seis años en la universidad, 
mientras que sólo 2.237 mujeres habían completado cinco años y 1.882 
habían estudiado en un establecimiento universitario durante seis años 
(Ochoa Núñez 1977: 87-88). Vale la pena anotar que, en general, el cu­
brimiento educativo en todos los niveles registró un notable incremento 
entre 1954 y 1974: en 1954, el registro educativo en todos los niveles fue 
de 1.700.000 personas, y en 1974 fue de cinco millones de personas. El re­
gistro de la educación primaria se duplicó: pasó de 1.493.128a  3.844.128; 
el de educación secundaria aumentó de 192.079 a 1.338.876, y el de edu­
cación universitaria creció de 20.000 a 138.000 (Helg 1990: 136).

39 Ésta tenía una marcada influencia de la política de la Alianza por el Pro­
greso del gobierno de los Estados Unidos.
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mas, centros, o grupos de investigación de género, de la creación 
de aparatos burocráticos encargados de estudiar el tema, y de la 
ONGización40 de los grupos de mujeres.

En efecto, a partir de 1990 las feministas colombianas gana­
ron espacios institucionales que han garantizado la “transversa- 
lización” de su agenda, si bien al costo de perder algo — siendo 
generosos—  de control sobre la definición de los términos del 
problema y el tipo de soluciones procedentes, y de tener que in­
vertir ingentes esfuerzos por mantener y aumentar los recursos 
bajo su control.

Las feministas lograron, en primer lugar, que en las universi­
dades públicas más importantes se crearan centros o programas 
especializados en género o estudios de la mujer. En la Universi­
dad Nacional de Colombia existe en la actualidad la Escuela de 
Estudios de Género, una unidad de gestión académico-adminis­
trativa que

[...] orienta sus acciones al estudio y al mejoramiento de las 
relaciones entre mujeres y hombres; a visualizar el papel de 
la mujer colombiana en la historia y el desarrollo del país; y 
a fortalecer políticas de reconocimiento a la diferencia en las 
identidades femeninas, masculinas, homosexuales y otras op­
ciones sexuales. Para ello contribuye a formar investigadoras/ 
es y analistas de políticas públicas a nivel de postgrado, a la in­
vestigación en temas especializados desde diversas disciplinas, 
y a promover la equidad de género.41

La Escuela, según su propia comprensión, se formó a partir del 
programa de Estudios de Género, Mujer y Desarrollo que empe-

40 Este término fue introducido por Sonia Álvarez en un muy influyente ar­
tículo sobre el tema para explicar la importancia de la figura de las orga­
nizaciones no gubernamentales en el movimiento social de mujeres. Véase 
Álvarez (1998).

41 Véase http://www.humanas.unal.edu.co/genero/ (visitada el 28 de octubre 
de 2006).
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zó a funcionar en 1994 y que fue iniciativa de las profesoras del 
Grupo de Mujer y Sociedad.

En la Universidad del Valle existe desde 1993 un Centro de 
Estudios de Género, Mujer y Sociedad que se propone:

1) Promover la reflexión en torno a la temática de género y 
mujer en todos los campos del saber, coordinando y realizando 
actividades de investigación, docencia, extensión y asesoría.
2) Difundir los resultados de las investigaciones e intercambiar 
información entre investigadores y organizaciones que trabajan 
sobre género y mujer a nivel nacional e internacional.
3) Crear un espacio de encuentro entre docentes, investigado­
res y grupos que trabajan la temática de género y mujer.
4) Sensibilizar a otros investigadores/as con el fin de que en sus 
estudios y trabajos se incluya la perspectiva de género.42

La Universidad de Antioquia, por su parte, cuenta con un cen­
tro interdisciplinario de estudios de género articulado como línea 
de investigación dentro del centro de investigación de la Facultad 
de ciencias sociales y humanas. Sus objetivos son:

• Promover procesos de reflexión en tomo a la temática de 
género y sociedad.
• Fomentar y desarrollar proyectos de investigación con pers­
pectiva de género.
• Apoyar bibliográficamente a los investigadores que trabajan 
las diferentes temáticas del campo de los estudios de género.
• Contribuir a la formación teórica y profesional de los estu­
diantes de pre y postgrado que deseen realizar análisis en es­
tos temas.

42 Véase http://www.univalle.edu.co/~cgenero/ (visitada el 30 de octubre de 
2006).
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• Participar activamente en los debates y propuestas sobre las 
orientaciones del desarrollo y políticas públicas con perspectiva 
de género en lo local, nacional y latinoamericano.43

La Universidad de los Andes cuenta con una opción en género 
y sexualidad desde el 2006 y una línea de investigación en género 
y justicia vinculada al C1JUS desde ese mismo año.

En el gobierno existe desde hace más de diez años una divi­
sión — ya sea como unidad administrativa especial o consejería 
presidencial—  encargada de los temas de mujeres o género. En 
la actualidad funciona como Consejería Presidencial de Equidad 
de Género. En el 2006, además, mediante la ley 1009 de ese año, 
se creó el Observatorio de Asuntos de Género:

Artículo 2o. De las funciones del OAG. Son funciones gene­
rales del OAG:

2.1 Investigar, documentar, sistematizar, analizar y generar in­
formación sobre la situación de las mujeres y la equidad de gé­
nero en Colombia.
2.2 Divulgar a nivel internacional, nacional y territorial la in­
formación recogida, analizada y generada por el OAG.
2.3. Contribuir al fortalecimiento institucional de la equidad de 
género en Colombia y de la entidad encargada de la dirección 
de las políticas de equidad para las mujeres.
2.4. Formular recomendaciones en materia de políticas, pla­
nes, programas, proyectos y normas, que contribuyan a cerrar 
las brechas de equidad de género en el país.

Aunque muchos ministerios, departamentos administrativos 
y secretarías han tenido programas, secciones o divisiones para 
atender asuntos de mujeres o de equidad de género, en la actua­
lidad no existe ninguno.

43 Véase http://antares.udea.edu.co/cish/CIEG.htm (visitada el 30 de octu­
bre de 2006).
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Finalmente, muchos de los grupos de mujeres que se forma­
ron en las décadas de los años sesenta y setenta se convirtieron 
en ONG a partir de finales de la del ochenta. Aunque en general 
este término se puede usar para referirse simplemente a organi­
zaciones sin ánimo de lucro que no son gubernamentales — esto 
es lo que la sigla designa exactamente— , en particular se refiere 
a la capacidad de un grupo de garantizar su permanencia, de dar 
cuenta sistemática de sus actividades y de proveer servicios de 
consultoría o activismo.44 Estas exigencias específicas hacen que 
los grupos que asumen esta forma sufran presiones relacionadas 
con la financiación, la producción de información y la provisión 
de servicios. En los países latinoamericanos, donde no hay una 
tradición filantrópica fuerte, y no abundan los recursos orientados 
a este fin, esas presiones se traducen en una marcada dependencia 
de las agendas y de los procedimientos fijados por las financiado- 
ras internacionales y transnacionales (Sanborn 2002) .45 Uno de 
los efectos más notables para el movimiento feminista ha sido el 
de la profesionalización del feminismo, lo que ha llevado a algu­
nos a hablar de “tecno-feministas” que se enfrentan por el poder 
dentro del movimiento con la “vieja guardia”.46

Entre las ONG más importantes en Colombia se encuen­
tran Profamilia, la Casa de la Mujer, SISMA Mujer, Humanas, 
SÍ-Mujer y la Red Nacional de Mujeres. Profamilia, Asociación 
Probienestar de la Familia Colombiana, fue fundada en 1965 con

44 Véase “Non-governmental organization” (Encyclopaedia Britannica 
2006).

45 Cynthia Sanborn ha mostrado que si bien en Latinoamérica hay una larga 
tradición de donaciones y trabajo por la comunidad vinculado a la Iglesia 
católica, sólo hasta hace poco estas donaciones han empezado a orientar­
se a las ONG con agendas relacionadas con nuevos movimientos socia­
les. Estas ONG, de acuerdo con el proyecto Hopkins citado por la misma 
autora, obtienen el 74% de sus recursos de la venta de servicios, 15% de 
financiación del sector público y un 10,3% del sector privado. La mayoría 
de las donaciones del sector privado vienen del exterior. Sobre el impacto 
que las exigencias de los donantes tiene en el feminismo latinoamericano, 
véase, en particular, Markowitz y Tice (2002).

46 Véanse Markowitz y Tice (2002) y Álvarez (1998).
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el fin específico de proveer servicios en salud sexual y reproduc­
tiva — relacionados en principio con el control de natalidad— , 
servicios que con el tiempo se hicieron extensivos a tratamientos 
de fertilidad, servicios jurídicos y atención y prevención del VIH- 
Sida.47 La Casa de la Mujer fue fundada el 8 de marzo de 1981 
“como expresión del movimiento feminista en Colombia y reco­
ge la experiencia, los sueños y las utopías de las mujeres, quienes 
pretenden contribuir a la transformación de las condiciones de 
vida de las mujeres”.48 Si-Mujer fue fundada el 8 de marzo de 1985 
con el fin de ofrecer servicios en salud sexual y reproductiva.49 
SISMA Mujer fue creada en 1998 con la misión de “aportar a la 
consolidación del movimiento de mujeres como actor político pa­
ra la defensa de los derechos de las mujeres y la transformación de 
su posición en la sociedad”.50 A pesar de que su trayectoria no es 
tan larga como la de las organizaciones anteriores, se ha posicio- 
nado por su trabajo en el campo legal. Humanas aparece recien­
temente como sucursal de la Corporación Humanas de Chile, y 
se define como “Centro de Estudios y Acción Política Feminista, 
que promueve y defiende los derechos humanos de las mujeres y 
la justicia de género en Chile y Latinoamérica”.51 La Red Nacional 
de Mujeres, liderada por Beatriz Quintero, coordina los esfuerzos 
de distintas ONG en el trabajo de cabildeo y litigio en tomo a los 
derechos de las mujeres.

Ideológicamente, el movimiento feminista en Colombia pue­
de entenderse como fraccionado entre feministas con tendencias

47 Véase http://www.profamilia.org.co/001_organizacion/02historia.htm (vi­
sitada el 30 de octubre de 2006).

48 Véase http://www.vivalaciudadania.org/secciones.htm?&cmd%5B8 
36% 5D = x-838-45112/ (visitada el 30 de octubre de 2006).

49 Véase http://www.terra.com.co/actualidad/opinion/! 9-05-2005/nota23  
1967.html (visitada el 30 de octubre de 2006).

50 Véase http://guiagenero.mzc.org.es/GuiaGeneroCache/Pagina_Gue- 
rra_000098.html (visitada el 30 de octubre de 2006).

51 Véase http://www.humanas.cl/conozcanos.asp (visitada el 30 de octubre 
de 2006).
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más liberales y feministas con tendencias radicales.52 La acade­
mia, en general, ha seguido las líneas del feminismo liberal clásico 
y el feminismo liberal intervencionista con énfasis en la cuestión 
de los derechos de las mujeres y la redistribución de recursos a 
las mujeres más pobres — las mujeres campesinas, las trabajado­
ras del servicio doméstico y, últimamente, las mujeres desplaza­
das— . Las ONG de mujeres que se concentran en el tema de la 
salud sexual y reproductiva han sido inspiradas, en general, por 
visiones más radicales sobre la emancipación de las mujeres; las 
ONG que se dedican a la interacción con el sistema político y le­
gal son en general más liberales.

Aunque es claro que todos los grupos del movimiento favore­
cen la despenalización del aborto, sólo la Casa de la Mujer asu­
mió públicamente esta posición con sus intervenciones en las 
demandas a las normas del Código Penal que consagraban este 
tipo penal53 y su apoyo a los proyectos de ley presentados por la 
senadora Piedad Córdoba.54 En ese entonces SISMA y Huma­
nas no existían, y por ende no intervinieron. Y las grandes ONG 
de servicios de salud sexual y reproductiva estaban sometidas al 
silencio para poder acceder a los fondos del gobierno de los Es­
tados Unidos en virtud de la ley Helms de 1973 y del decreto de 
“amordazamiento global” de 2001, de acuerdo con los cuales el 
gobierno de ese país no financia ninguna ONG que provea, faci­
lite o estimule el aborto.55

52 Sobre la diversidad del movimiento feminista, véase Isabel C. Jaramillo 
(1999).

53 Véase la sentencia de la Corte Constitucional C-133 de 1994 y el salvamen­
to de voto de la sentencia C-013 de 1997 (Corte Constitucional 1994c; 
1997a).

54 Proyecto de ley N° 194 de 1995-Senado, “Por la cual se expiden normas 
en materia de salud reproductiva”, Gaceta del Congreso N° 40, 1995 (ar­
chivada en el memo 02 de 1997); proyecto de ley N° 43 de 1995-Senado, 
“Por la cual se promulgan normas de salud sexual y reproductiva”, Gaceta 
del Congreso N° 225,1995; Gaceta del Congreso N° 110,1996; proyecto de 
ley N° 179 de 1997, “Por la cual se expiden normas en materia de salud 
sexual y reproductiva”, Gaceta del Congreso N° 40, 1997.

55 Esto les impediría tener recursos específicamente de la US AID, que en
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B. Impresiones sobre el impacto de LAICIA 
en el movimiento feminista

Con el fin de recoger impresiones de las mujeres del movimiento 
feminista se programaron entrevistas con las directoras de las prin­
cipales ONG, académicas y abogadas feministas. Las directoras 
de dos ONG, así como una académica y una abogada que actual­
mente trabaja con la Alcaldía de Bogotá, no pudieron localizarse 
para realizar la entrevista. Finalmente se entrevistó a la directo­
ra del departamento de Ciencia Política en la Universidad de los 
Andes y encargada del tema de género en la comisión de memoria 
histórica, a la directora de la Escuela de Género de la Universidad 
Nacional, a la directora de la Casa de la Mujer; a la directora de 
Humanas Colombia — antes directora de SISMA Mujer— , a la 
abogada litigante feminista de mayor reconocimiento y trayecto­
ria y a la directora de la Red Nacional de Mujeres. Las entrevistas 
giraron en torno a cuatro temas: la participación del movimiento 
feminista en LAICIA, las fortalezas y debilidades del movimiento 
feminista en general, y la manera en la que el movimiento utiliza­
ría o aprovecharía el fallo obtenido en materia de aborto.

Las entrevistas revelaron una profunda preocupación de estas 
mujeres líderes por la incapacidad de las organizaciones del movi­
miento para emprender acciones colectivas, así como la prepon­
derancia de las acciones legales sobre las culturales a partir del 
fallo de la Corte Constitucional sobre aborto.

1. La fragmentación del movimiento

El tema de la fragmentación del movimiento apareció en las en­
trevistas de varias maneras: primero, como parte de la explica­
ción sobre por qué no se había intentado en el pasado una ac­
ción pública de inconstitucionalidad para cambiar la legislación

el caso colombiano no son despreciables. Sobre el “global gag rule”, véase 
http://www.crlp.org/pub_fac_ggrbush.html (visitada el 30 de octubre de
2006).
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penal sobre el aborto; segundo, a propósito de la decisión de al­
gunas organizaciones de retirar su apoyo a LAICIA; tercero, en 
relación con las posibilidades o perspectivas que se abrieron con 
la sentencia.

Las entrevistadas identificaron factores relacionados con la 
movilización de recursos, las oportunidades políticas y el encua­
dre. Sus narraciones sobre la importancia de éstos se relacionan 
con su propia posición dentro del espectro político. Así, las de ten­
dencia más liberal señalaron como debilidades del movimiento la 
separación entre academia y activismo, particularmente entre las 
facultades de derecho y las organizaciones del movimiento,56 la 
ausencia de abogadas y economistas al interior del mismo,57 y el 
poco profesionalismo con el que las organizaciones han asumido 
el tema de la incidencia; subrayaron, también, la importancia del 
litigio y de los medios en un contexto en el que las oportunidades 
de protesta son pocas.

Sobre la falta de comunicación entre la academia y el movi­
miento, en particular una de ellas señaló que en el país hay muy 
poca investigación en sociología jurídica en general, y que la po­
ca que existe no se divulga entre las personas del movimiento ni 
se alimenta de sus sugerencias y preocupaciones. También mani­
festó su preocupación por la “ausencia” de las mujeres que se han 
graduado de la maestría en género de la Universidad Nacional de 
Bogotá en el panorama intelectual.58 La misma entrevistada se re­
firió al problema de la falta de profesionalismo del movimiento y 
al apego a la idea de que todas las agendas deben ser adelantadas 
por la “masa” anónima de mujeres. Esa falta de profesionalismo 
tendría que ver específicamente con el hecho de que se “inventa” 
el agua tibia cada cinco años, con que se insiste en hacer refor­

56 Entrevista con ONG 1, Bogotá, 24 de abril de 2007 (transcripción en po­
der de las autoras).

57 Entrevista con académica 1, Bogotá, 23 de abril de 2007 (transcripción 
en poder de las autoras).

58 Entrevista con ONG 1, Bogotá, 24 de abril de 2007 (transcripción en po­
der de las autoras).
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mas que ya fracasaron y con la falta de monitoreo de los cambios 
en la legislación y la jurisprudencia. En su opinión, el apego a la 
movilización popular se relaciona con las dificultades del movi­
miento para asumir las transformaciones como logros y hacerlas 
producir resultados.59

El trabajo de litigio y con los medios fue defendido por una 
de las académicas entrevistadas a partir de la idea de la restric­
ción del escenario político, anotando que dado el carácter pro­
fundamente elitista de la política en Colombia y las restricciones 
democráticas del país, el movimiento no hubiera podido lograr 
bajo su liderazgo lo que logró Mónica Roa apareciendo como un 
“agente libre”, usando el lenguaje político de las elites, el de los 
derechos y apoyada por los medios de comunicación y las elites. 
Para ella, el régimen sigue comportándose con las lógicas que im­
peraron en el Frente Nacional, admitiendo muy marginalmente 
la protesta y la movilización ciudadana. La única alternativa ra­
zonable, entonces, era trabajar con la lógica de las elites, y, para la 
creación y transformación de la opinión pública en este contex­
to, el papel de los medios de comunicación era más importante 
que el que podía jugar el movimiento feminista. En su opinión, 
la sentencia no se va a quedar en el papel precisamente porque 
se ha logrado utilizar a los medios para alertar sobre los casos en 
los que quiere eludirse el cumplimiento de lo establecido en ella. 
Al respecto señaló:

[...] la teoría habría dicho que eso se iba a quedar en un ana­
quel, que no iba a servir de un pito, pero vemos a la semana si­
guiente del fallo a una abuela diciendo que a su nieta la violaron 
y que pide que le hagan un aborto a la menor |... ] entonces ya 
no son los movimientos sociales sino los medios de comunica­
ción los grandes divulgadores.60

59 Ibíd.
60 Entrevista con académica 1, Bogotá, 23 de abril de 2007 (transcripción 

en poder de las autoras).
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Estas feministas de tendencia más liberal apoyaron resuelta­
mente a LAICIA y estuvieron de acuerdo en señalar que las crí­
ticas que hicieron algunas organizaciones del movimiento a Mo­
nica Roa y al proyecto obedecieron a rencillas personales y a falta 
de profesionalismo.

Las feministas más radicales o culturales, por el contrario, hi­
cieron énfasis en que la fragmentación del movimiento tiene que 
ver con el predominio de la “tecnocracia” del género, con la alta 
competencia por los recursos derivada de la ongización y la crea­
ción de instancias burocráticas dedicadas al tema de género,61 por 
un lado, y con un recrudecimiento de la derecha durante el go­
bierno de Alvaro Uribe,62 por otro. En su opinión, el movimiento 
no había intentado trabajar con los jueces por tres razones: porque 
políticamente las instancias judiciales, pero también el Congre­
so de la República, son muy conservadores y nunca impulsarían 
un proyecto de transformación profunda de la subordinación de 
las mujeres que se da a través de la disciplina de sus cuerpos en 
la sexualidad y la reproducción; porque el cambio en sede judi­
cial no garantiza el cambio en las “conciencias” de las mujeres; 
en este sentido, y conectado con el punto anterior, una estrate­
gia reformista les parecía contraproducente porque no serviría 
para crear conciencia de la subordinación sexual y reproductiva 
de las mujeres.63

Aunque no todas las radicales retiraron su apoyo a LAICIA, 
dieron razones distintas a las de las liberales para ello. Para una, 
la dificultad para lograr consensos operativos se puede explicar 
mejor a partir de la misma teoría feminista: tanto la incapacidad 
de promover sostenidamente agendas en los espacios públicos, 
como la de adelantar acciones concertadas tiene que ver, según

61 Entrevista con ONG 2, Bogotá, 4 de mayo de 2007 (transcripción en po­
der de las autoras); entrevista con ONG 3, Bogotá, 26 de abril de 2007 
(transcripción en poder de las autoras).

62 lbíd, y entrevista con abogada, Bogotá, 25 de abril de 2007 (transcripción 
en poder de las autoras).

63 lbíd.
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ella, con el androcentrismo. Primero, porque las mujeres no apren­
demos a ser actores públicos; somos expertas y muy buenas en las 
relaciones privadas, en la amistad, pero esta lógica se opone a la 
de la actuación pública y debilita la posibilidad de liderazgo por­
que las rencillas personales se imponen sobre el logro de objeti­
vos estratégicos y tácticos. Segundo, porque a las mujeres nos da 
miedo ganar, esto es, apersonarnos del poder que tenemos para 
lograr nuestros objetivos. Tercero, porque el androcentrismo ha­
ce muy costoso en términos de la vida privada el que una mujer 
asuma las banderas del feminismo.64

Otra, sin embargo, aclaró que sus posturas más radicales le 
impidieron a ella y a su organización seguir apoyando incondi­
cionalmente el proceso y la llevaron a adoptar una actitud más 
crítica y pesimista. En su opinión, LAICIA favorecía una visión 
muy limitada del lugar de la liberalización del aborto dentro de 
una agenda feminista y privilegiaba, particularmente en la segun­
da demanda, los intereses tácticos sobre los estratégicos, es decir, 
le daba más importancia al logro de una reforma mínima que a 
la batalla por transformar la manera de asumir y entender social­
mente la maternidad. Adicionalmente anotó que el tipo de lide­
razgo que se manifestó en el proceso fue personalista y alejado de 
una ética de responsabilidad social.

2. El litigio y la incidencia como principal estrategia en el 
escenario del nuevo fallo

De las mujeres entrevistadas, dos se mostraron muy pesimistas 
sobre los resultados concretos que se lograrían a partir del fallo, 
y cuatro se mostraron en cambio muy optimistas. De estas cua­
tro, tres señalaron hacer parte de la Mesa por la Salud y la Vida 
de las Mujeres.

Las notas de pesimismo sobre el fallo se relacionaron nueva­
mente con la debilidad del movimiento, pero también con la ma­

64 Entrevista con académica 1, Bogotá, 23 de abril de 2007 (transcripción 
en poder de las autoras).
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ñera en la que esto se traduciría en dificultades para divulgarlo y 
elevar la conciencia de las mujeres. Para ONG 2, en particular, el 
mayor reto es aumentar la concientización de las mujeres sobre 
la maternidad. En su opinión, el litigio no tuvo en cuenta que “es 
indispensable que haya sujetos críticos para que el fallo se sosten­
ga y produzca efectos”.65 Esta transformación, más estructural, sin 
embargo, se enfrenta a grandes obstáculos: la tendencia a la dere- 
chización del país, los pocos esfuerzos del Estado por divulgar el 
fallo y los pocos recursos con los que cuenta el movimiento femi­
nista para trabajar en formación de mujeres a este nivel.

Tres de las feministas optimistas señalaron que, por el contra­
rio, la Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres viene adelan­
tando proyectos que efectivamente van a asegurar que lo que con 
el fallo se consiguió sea realidad en la vida de las mujeres. En su 
opinión, la eficacia de la reforma legal se va a lograr incidiendo 
en el Ministerio de Protección Social y ofreciendo a las mujeres 
la información y el apoyo técnico para que puedan enfrentar ju­
rídicamente las trabas que les impongan los operadores jurídicos 
y los médicos.

La Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres es una organi­
zación informal del movimiento feminista que desde 1993 se ha 
ocupado del tema de los derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres.66 En la actualidad define así sus objetivos:

La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres:
• Velar por el cumplimiento de los derechos humanos y dere­
chos sexuales y reproductivos de las mujeres.
• Reflexionar acerca de los caminos a seguir para alcanzar la 
despenalización total del aborto en Colombia.

65 Entrevista con ONG 2, Bogotá, 4 de mayo de 2007 (transcripción en po­
der de las autoras).

66 Véase http://www.despenalizaciondelaborto.org.co/page.php ?mod= notic 
ies&idfat=2&idsec=8 (visitada el 31 de marzo de 2008).
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• Exigir a las entidades prestadoras de servicios de salud el cum- 
plimiento de la reglamentación del gobierno para la práctica de 
abortos legales, seguros, oportunos y de calidad.
• Brindar asesoría a las mujeres a quienes se les niega el dere­
cho al aborto legal, para que por la vía legal y administrativa 
hagan valer sus derechos.
• Lidera una reflexión continua acerca del aborto en Colom­
bia desde diversos enfoques, incidiendo de manera directa en 
el actual proceso de la despenalización parcial.
• Ofrecer capacitación legal sobre la aplicación de la norma- 
tividad de la despenalización del aborto y su reglamentación, 
para que se puedan prestar los servicios de asesoría a las muje­
res en todas las regiones del país.
• Ejecutar proyectos financiados por organizaciones interna­
cionales que trabajan por la promoción de los derechos huma­
nos y los derechos sexuales y reproductivos.67

En la página web de la Mesa aparece también la importancia 
del litigio y los cambios legislativos en la agenda de la organización: 
una sección incluye la normatividad completa sobre el aborto a 
partir de la sentencia C-355 de 2006; otra sección contiene for­
matos para diligenciar quejas, tutelas y solicitar una interrupción 
voluntaria del embarazo; y una última sección informa sobre los 
proyectos en trámite en el Congreso de la República y las decisio­
nes judiciales de la Corte Constitucional en sede de tutela.

C. La influencia de LAICIA

Aunque las entrevistadas se cuidaron de no atribuirle a LAICIA 
un lugar muy prominente en su narración, señalaron que los pro­
blemas del movimiento eran de vieja data, estructurales, y recla­
maron su apropiación del tema a través de la Mesa. Dada la visi­
bilidad que tuvo LAICIA en los medios, y la importancia de los 
recursos que se han canalizado a través de la Mesa hacia la movi­

«  Ibíd.
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lización legal, consideramos que al proyecto se le puede atribuir, 
así sea marginalmente, el haberle quitado agencia al movimien­
to feminista en el debate público y el haber aumentado el poder 
del sector legalista.

La relación de LAICIA con el movimiento feminista colom­
biano fue compleja. Como explicamos en el primer capítulo, la 
primera presentación nacional que se hizo del proyecto fue an­
te la Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres, y a través de las 
organizaciones y personas afiliadas a ella se identificaron las or­
ganizaciones y personas que en regiones distintas de Bogotá es­
taban trabajando por los derechos sexuales y reproductivos pa­
ra vincularlas como aliadas del proceso. Esta relación se entabló 
mediante entrevistas personales y telefónicas de Mónica Roa 
y mensajes de correo electrónico. De hecho, todas las mujeres 
que entrevistamos confirmaron que Mónica Roa las había con­
tactado y puesto al tanto del proyecto. Incluso después del fallo, 
Women’s Link se hizo miembro de la Mesa y ha colaborado con 
ésta en la parte fiscal.

Sin embargo, como también lo enfatizaron las entrevistadas y 
la misma Mónica Roa, los términos de LAICIA no eran negocia­
bles. Women’s Link dejó claro desde el principio que las peticio­
nes que haría la demanda y la estrategia de comunicaciones no 
serían consultadas con los aliados. Las disidencias, según expli­
có Roa en varias ocasiones, no serían acalladas ni disciplinadas, 
específicamente porque podrían resultar útiles para evidenciar 
que lo que se buscaba era realmente un cambio moderado. Así 
mismo, Women’s Link dejó en claro que apoyaría las actividades 
que no estaban previstas por su poca relación con el litigio, pero 
que no las lideraría.

Por otra parte, en su estrategia de comunicaciones, Women’s 
Link buscó distanciarse del movimiento de cuatro maneras. Pri­
mero, enfatizando en su comunicado de prensa sobre la demanda 
que ésta era la primera vez que una colombiana presentaba una ac­
ción de inconstitucionalidad contra la legislación penal del aborto. 
Segundo, absteniéndose de citar los documentos producidos por 
organizaciones del movimiento dentro de la carpeta de prensa e
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incluyendo solamente a tres mujeres del movimiento como exper­
tas, y específicamente como expertas en derechos de las mujeres. 
Tercero, explicando que en su presentación personal haría énfasis 
en una estética conservadora para no ser percibida por los medios 
o los jueces como una persona radical. Cuarto, absteniéndose de 
presentar al movimiento feminista como su principal aliado, aun­
que lo era, en las presentaciones del proyecto LAICIA.

Estas omisiones no pueden ser entendidas como simples des­
cuidos, dada la meticulosidad con la que se pensaron las estra­
tegias y dado que Women’s Link contaba con asesores externos 
especializados para la estrategia de comunicaciones. Esta invisibi- 
lización del movimiento, de otro lado, no habría pasado de ser un 
caso más de aquellos en los que éste opta por la invisibilización, 
de no haber sido por la visibilidad de LAICIA y porque Women’s 
Link había previsto que el resultado de la Corte sería favorable y 
que por eso los efectos en la opinión pública serían más relevan­
tes que la sentencia misma.

Ahora bien, dadas las restringidas oportunidades políticas y 
las dinámicas internas del movimiento que todas las entrevistadas 
identificaron, bien podría pensarse que ésta era la única mane­
ra de asegurar algún triunfo. El problema con este cálculo es que 
la estrategia moderada se defendió argumentando que la movi­
lización posterior al fallo ampliaría los efectos inicialmente res­
tringidos del cambio legal mediante interpretaciones amplias de 
las excepciones y apoyando a las mujeres a las que se les negaran 
abortos. Al quitarle visibilidad al movimiento se redujeron pre­
cisamente estas posibilidades de influir en las maneras en las que 
las mujeres perciben su sexualidad y la reproducción y se volvió 
más difícil diseminar la información sobre quiénes podrían ofre­
cer apoyo en casos de rechazo de aborto.

Los resultados favorables de LAICIA, adicionalmente, altera­
ron el balance de poder en el movimiento a favor del sector más 
legalista. Primero, porque desde un principio fue claro que los tér­
minos del planteamiento del proyecto serían estrictamente legales, 
y que esto suponía confiar más en el cambio legal que en el cultural 
o social para alcanzar las metas del movimiento feminista. Segun­
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do, porque si las condiciones del proyecto no eran negociables, 
apoyar el proyecto implicaba también apoyar esta visión. Tercero, 
porque quienes fueron “leales” al proyecto pudieron apropiarse 
de su éxito para conseguir recursos para la implementación del 
fallo, y consecuentes con su apreciación de que lo que haría falta 
sería darle a las mujeres herramientas jurídicas para enfrentar los 
rechazos a sus peticiones de interrupción del embarazo.

Nuevamente, este resultado no sería preocupante si no fuera 
porque nos repiten que el trabajo de “sensibilización”, “concien- 
tización” o “transformación cultural” es fundamental para obte­
ner resultados en el litigio, pero que esto lo está haciendo alguien 
más, dentro de la más sana división del trabajo. Lo cierto es que 
nadie más lo está haciendo.68 Como explicaremos más adelante, 
sin embargo, nosotras mismas somos agnósticas sobre la impor­
tancia de tener movimientos sociales tradicionales — verbigracia 
el de mujeres—  para garantizar el cambio legal.

III. V i n c u l a c i ó n  d e  m é d i c o s  y  a b o g a d o s  

AL PROYECTO LAICIA

Por la importancia que LAICIA le dio a los argumentos legales 
y médicos sobre el aborto y a los abogados y médicos como acto­
res en el proceso de implementación del fallo o fase “post-fallo”, 
Women’s Link se aproximó a ellos principalmente con presenta­
ciones académicas en las facultades de derecho y conferencias 
médicas. En este capítulo argumentaremos que dada la configu­
ración de estas comunidades y la manera en la que se presentó 
el proyecto, la divulgación fue insuficiente para lograr acciones 
colectivas después del fallo y el encuadre que se ofreció fue li­
mitado tanto en cuanto al diagnóstico y el pronóstico, como en 
cuanto a la motivación.

68 En este sentido es importante reiterar las advertencias de Gerald Rosen­
berg (2005-2006) en la discusión que siguió a su artículo, y que se publica
con él.
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A. Difusión de LAICIA en la academia jurídica

Como explicamos en la primera parte, Women’s Link presentó 
seis veces el proyecto LAICIA en facultades de derecho: en cua­
tro ocasiones ante distintos auditorios de la Universidad de los 
Andes — en el curso de derecho constitucional y en el de dere­
cho de interés público, a las profesoras de la Red de Académicas 
Latinoamericanas del Derecho reunidas en Bogotá y en el foro 
de estudiantes— , una vez en una clase de derecho penal de la 
Universidad del Rosario y otra en una clase de derecho penal en 
la Universidad Autónoma de Bogotá. Para Women’s Link, el pro­
pósito fundamental de estas presentaciones era darle “legitimi­
dad” académica al proyecto y convencer a los interlocutores de 
la importancia del derecho internacional en el ámbito local y de 
la necesidad de trabajar estratégicamente con los jueces.

Las entrevistas con actores clave de tres de las cinco faculta­
des de derecho más prestigiosas del país69 revelaron, sin embargo, 
que el impacto de estas presentaciones fue limitado en lo que res­
pecta al número e importancia de las personas involucradas, y en 
lo que respecta a la persuasión sobre los derechos de las mujeres 
y el trabajo estratégico con los jueces. En particular, se encontró 
que de los tres constitucionalistas con cargos de dirección entre­
vistados, dos no se habían enterado de LAICIA más que por los 
medios, y que el que estuvo expuesto a las presentaciones tenía 
percepciones muy negativas del proyecto. Todos los entrevista­
dos, adicionalmente, manifestaron que no pensaban que el deba­
te jurídico sobre el aborto hubiera cambiado de manera alguna, 
y que por eso la sentencia no merecía la atención de sus cursos,

69 Se entrevistó al director de la especialización en derecho constitucional de 
la Universidad Externado de Colombia (10 de abril de 2007), al director 
del área de constitucional de la Universidad del Rosario (30 de abril de
2007) y al coordinador de los cursos de constitucional en la Universidad 
de los Andes (4 de mayo de 2007). Se contactaron profesores de consti­
tucional de la Universidad Nacional y de la Universidad Javeriana, pero 
ambos rechazaron la invitación por no considerarse expertos en la ma­
teria.
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libros o manuales de derecho constitucional; y aunque algunos 
reconocieron que el cambio de jurisprudencia de la Corte era re­
lativamente importante para las mujeres, todos estaban conven­
cidos de que los derechos de las mujeres exigían una reforma más 
sustancial de la legislación penal del aborto.

Este fracaso en la difusión entre académicos del derecho y en 
lograr su movilización durante y después del proyecto, en nues­
tra opinión, se debió a que no se identificaron adecuadamente los 
actores clave en las academias jurídicas, a que las intervenciones 
no atendieron los rituales de persuasión establecidos entre los 
académicos y a que no se los motivó para que participaran. Pa­
ra sustentar estas hipótesis proponemos una interpretación de la 
academia jurídica colombiana actual, teniendo en cuenta a sus 
actores principales, los modos en los que se configura y compite 
por el prestigio, y los principales rituales de persuasión. Aunque 
reconocemos que las oportunidades que tuvo Women’s Link de 
intervenir en este campo fueron limitadas, pensamos que esta 
interpretación puede ser útil para intervenciones futuras en éste 
y otros temas.

1. Las facultades de derecho como lugares de competencia 
entre “teóricos” y "prácticos"

En Colombia hay 182 programas de pregrado en derecho regis­
trados en el Sistema Nacional de Información de la Educación 
Superior (SNIES).70 De estos 182 programas, 62 cuentan con un 
registro calificado o pre-acreditación del Ministerio de Educación 
Nacional.71 De las 62 facultades de derecho que ofrecen progra­
mas con registro calificado, diez pertenecen a universidades que 
han obtenido acreditación por alta calidad: Universidad de los

70 Véase http://200.41.9.227:7777/men/sniesBasico/informacionPrograma- 
sAcademicos.jsp (visitada el 24 de mayo de 2007).

71 Véase http://200.41.9.227:7777/men/sniesBasico/mformacionPrograma- 
sAcreditacionPrevia.jsp?nivel=&institucion=&departamento=&d- 
49653-p=2&Submit =  Buscar+programa&programa=derecho&depart 
amentoL=&municipio (visitada el 24 de mayo de 2007).

137

http://200.41.9.227:7777/men/sniesBasico/informacionPrograma-
http://200.41.9.227:7777/men/sniesBasico/mformacionPrograma-


Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

Andes, Universidad Pontificia Bolivariana, Pontificia Universi­
dad Javeriana, Universidad Nuestra Señora del Rosario, Univer­
sidad de la Sabana, Fundación Universidad del Norte, Univer­
sidad EAFIT, Universidad Externado de Colombia, Universidad 
de Antioquia y Universidad Industrial de Santander.72 De éstas, 
cinco tienen registro de alta calidad para su programa de pregrado 
en derecho: la Universidad de los Andes, la Universidad Externa­
do de Colombia, la Pontificia Universidad Javeriana, la Universi­
dad de Antioquia y la Fundación Universidad del Norte.73 Otros 
programas de pregrado en derecho con registro de alta calidad 
son los de la Universidad Libre, la Universidad Sergio Arboleda, 
la Universidad Santo Tomás, la Universidad Autónoma de Bu- 
caramanga y la Universidad de Medellin.7'* Aunque la acredita­
ción de programas e instituciones de educación superior es una 
práctica relativamente reciente,75 sí es un reflejo aproximado de 
las intuiciones generales sobre las universidades más prestigiosas 
y las facultades de derecho más influyentes en el país.

Ahora bien, las cinco facultades de derecho más prestigiosas 
del país, usando la acreditación como parámetro, son diversas 
tanto en la población a la que atienden como en sus tendencias 
políticas y sus fortalezas por áreas del derecho. La única que es 
una universidad pública es la Universidad de Antioquia.76 Ésta 
es también la única universidad que determina el costo de matrí­
cula de acuerdo con la capacidad de pago de los estudiantes y su

72 La Universidad Tecnológica de Pereira, que también ha recibido acredi­
tación por alta calidad, no ofrece el programa de pregrado en derecho. 
Véase http://200.41.9.227:777 7/men/consultas/ContenedorRepConsultas. 
jsp?nombreCategoria=ies_acred&.titulo=Ies%20acreditados%20con%20 
altos%20niveles%20de%20calidad (visitada el 24 de mayo de 2007).

73 Véase http://200.41.9 .227:7777/men/ (visitada el 24 de mayo de 2007).

™ lbíd.

75 Durante mucho tiempo la enseñanza del derecho estuvo regulada exclusi­
vamente por el decreto 3200 de 1979. Los estándares para la acreditación 
de alta calidad en derecho fueron establecidos mediante la resolución 2768 
del 13 de noviembre de 2003 del Ministerio de Educación Nacional.

76 Entre otras porque la Universidad Nacional no ha querido someterse a la 
acreditación ante el Consejo Nacional de Acreditación.
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matrícula máxima es la segunda más barata. Su área de influencia 
es el departamento de Antioquia. Es reconocida por su centro de 
investigación, y junto con la Universidad Externado de Colombia 
son las más liberales de las cinco universidades.

Entre las universidades privadas, la más económica es la Uni­
versidad del Norte, con sede en la ciudad de Barranquilla. Atiende 
primordialmente a la costa Caribe, dada su ubicación en la ciudad 
de Barranquilla. Su orientación política no tiene visibilidad, ni re­
gistra fortalezas en alguna área determinada del derecho.

La Pontifica Universidad Javeriana es la única con filiación a 
la Iglesia católica. Su matrícula tiene un costo medio, y es reco­
nocida como la más conservadora de las facultades de derecho 
con acreditación de alta calidad.

La Universidad Externado de Colombia es reconocida por 
sus fortalezas en las áreas de derecho penal y constitucional, así 
como por su tendencia liberal. De las universidades de alta cali­
dad, es la que más estudiantes admite a primer año y la que más 
estudiantes gradúa.

La Universidad de los Andes es de lejos la más costosa de to­
das las universidades. Se reconocen sus fortalezas en el área de 
derecho privado, teoría jurídica y derecho constitucional. Su com­
promiso con la diversidad política la convierte en una de las más 
diversas en términos ideológicos.

Una característica que comparten estas facultades de derecho 
es el contar con un número significativo de profesores de planta 
con tiempo completo efectivo y títulos de postgrado. La Univer­
sidad Externado de Colombia y la Universidad de los Andes son 
las que cuentan con el mayor número de profesores con título de 
doctorado.

La fortaleza de la planta profesoral de estas universidades in­
cide directamente tanto en la productividad intelectual, campo 
en el que la Universidad Externado lleva la delantera, como en 
la investigación, en la que es más fuerte la Universidad de An- 
tioquia.

El hecho de que tres de las cinco facultades con acreditación 
de alta calidad se encuentren en Bogotá indica que en esta ciu­
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dad se concentra y se compite más por el prestigio. En Bogotá, 
además, hay otros cuatro programas de derecho con acreditación 
de alta calidad, aunque las universidades que los ofrecen no han 
sido acreditadas.

Las facultades de derecho bogotanas han establecido la com­
petencia por prestigio en cinco niveles: 1) número de magistrados 
elegidos en la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia 
y el Consejo de Estado; 2) número de ministros y directores de 
departamentos administrativos; 3) representación de los egresa­
dos en las firmas de abogados más importantes de la ciudad; 4) 
número de publicaciones y grupos de investigación acreditados;
5) número de profesores de planta con título de doctorado.

En estas condiciones, las facultades se estructuran a partir de 
una tensión entre la “teoría” y la “práctica” que favorece posicio­
nes de centro o conservadoras; éstas, a su vez, se reflejan en el 
diseño curricular y en los incentivos que se ofrecen a estudian­
tes y egresados.

En efecto, dado el énfasis en la investigación y en la formación 
de la planta profesoral, las facultades de derecho bogotanas cuen­
tan en la actualidad con un número importante de profesores cuya 
fuente principal de ingresos no es el “ejercicio del derecho”. Por 
esta razón, estos profesores y sus intereses son identificados como 
“teóricos”, así se dediquen a temas doctrinales bastante concre­
tos. Por otra parte, dado el énfasis en la colocación de egresados 
en firmas de abogados y cargos públicos de la mayor importancia, 
otro número importante de profesores de estas facultades “ejer­
cen el derecho” como actividad principal y quedan identificados 
por esta razón como “prácticos”.

El hecho de que los teóricos no puedan ofrecer a la mayoría 
de los estudiantes opciones profesionales, los debilita frente a los 
“prácticos”, que aparecen como futuros empleadores o al menos 
como posibles oferentes de conexiones para el futuro profesional. 
Esto obliga a los “teóricos” a defender constantemente su lugar e 
importancia dentro de las facultades y, en este sentido, a apoyar 
tendencias menos radicales de las que serían esperables. La per­
sistente influencia de los “prácticos”, adicionalmente, hace que
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las facultades de derecho sean poco dinámicas y reflejen mayo- 
ritariamente, y de manera, acrítica, el status quo que permite el 
éxito profesional y económico de los “prácticos”.

2. Divisiones ideológicas de acuerdo con las áreas del derecho

Además de las tendencias que históricamente han predominado 
en las facultades de derecho, influidas entre otras por su ubica­
ción en los binarios público/privado y confesional/secular, se pue­
den identificar divisiones ideológicas que responden a la historia 
de los debates en las distintas áreas del derecho y que superan la 
distinción entre prácticos y teóricos.

En este sentido se pueden señalar dos alineaciones distintas 
en los últimos cincuenta años. En el período de 1968 a 1991, 
puede decirse que los liberales progresistas se concentraron en 
las áreas de derecho penal, derecho administrativo y derecho la­
boral, mientras que los conservadores se replegaron hacia el de­
recho civil y comercial. Esto se puede atribuir a varios factores, 
entre los que resaltamos los siguientes. Primero, la importancia 
que en derecho penal tuvieron las ideas del derecho penal míni­
mo y la creencia de que el derecho penal, al introducir la noción 
de delito político, podía revelar una manera de resistir las prácti­
cas asociadas al estatuto de seguridad.77 Segundo, la prevalencia 
dentro del derecho administrativo de la idea de la protección del 
ciudadano frente al Estado y de la necesidad de utilizar el dere­
cho para lograr el desarrollo económico.78 Tercero, la dominación 
del discurso del derecho laboral por las nociones de garantía del 
pleno empleo y protección del empleo,79 y la creencia de que el 
derecho laboral podía fortalecer la posición de los trabajadores

77 Véanse, en general, Orozco y Aponte (1992); Orozco (1997); Valencia Vi­
lla  (1987; 1989); Martínez Sánchez (1990); Aponte (1996); Pérez (1987); 
Camargo De La Torre (1975), entre muchos otros.

78 Véase, por ejemplo, Vidal Perdomo (1970; 1984).

79 Véanse, por ejemplo, Duque Luque (1983) y Moncayo y Rojas (1978).
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en las negociaciones colectivas para lograr una paz industrial que 
también fuera equitativa.80

Esta alineación se modificó a partir de 1991, con la simultánea 
adopción de la Constitución de 1991 y la “apertura económica”. 
En el período de 1991-2007 los liberales progresistas se concen­
traron en las áreas de teoría jurídica, derecho constitucional y 
litigio de interés público.81 Esto ha obedecido, en buen grado, a 
la importancia de las teorías para las cuales los derechos — léase 
derechos fundamentales o derechos humanos—  ocupan el cen­
tro de la comprensión del derecho,82 a la presencia de magistra­
dos progresistas en la Corte Constitucional83 y a la proliferación 
de sentencias de la Corte Constitucional con sofisticadas doctri­
nas de derechos civiles, políticos, sociales y culturales.84 De otro 
lado, el triunfo de las reformas laborales de precarización del em­
pleo85 y de las reformas administrativas de debilitamiento de los 
sindicatos,86 la adopción del discurso del terrorismo para la com­
prensión del conflicto armado interno y la derrota de los discur­
sos desarrollistas a favor de teorías económicas neoclásicas han 
desplazado la percepción de que el derecho penal, laboral y ad­
ministrativo pueden ser espacios para lograr cambios sustantivos 
en la distribución de recursos.

80 Véase, por ejemplo, Instituto María Cano (1990).

81 Un área que ha adquirido importancia en los consultorios jurídicos del 
país en los últimos cinco años. Véase Londoño Toro (2003).

82 Véanse López (2004); Dworkin (1977); Alexy (2001).

83 Así son considerados Ciro Angarita Barón, Eduardo Cifuentes Muñoz, 
Carlos Gaviria Díaz, Alejandro Martínez Caballero, Jaime Araújo Rente­
ría, Eduardo Montealegre Lynett, Jaime Córdoba Triviño y Manuel José 
Cepeda Espinosa.

84 Estas percepciones y confianza en la teoría jurídica y el derecho consti­
tucional se han reproducido en textos académicos como los de Rodolfo 
Arango, Julieta Lemaitre, César Rodríguez, Rodrigo Uprimny, Mauricio 
García y Manuel José Cepeda.

85 Principalmente a través de la ley 50 de 1990.

86 Sobre todo con las reformas de la estructura del Estado adelantadas por 
la administración Uribe.
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3. Los rituales de persuasión

A la luz de esta configuración, y teniendo en cuenta las caracte­
rísticas del proyecto LAICIA, lo más razonable habría sido invo­
lucrar profesores del bando de los “teóricos”, y entre éstos a los 
de las áreas de teoría jurídica, derecho constitucional y litigio de 
interés público por sus inclinaciones ideológicas, su mayor interés 
y sus posibilidades ciertas de modificar los debates jurídicos a par­
tir de la actividad docente e investigativa. La persuasión de este 
tipo de público supone ciertas cargas en cuanto a las credenciales 
de quienes presentan los argumentos, la manera en la que éstos 
se presentan y el reconocimiento de los valores particulares que 
como actores colectivos se relacionan con su poder.

En cuanto a las cualidades personales que le pueden dar o res­
tar credibilidad a un argumento se incluyen: posición como pro­
fesor de derecho de tiempo completo, título de doctorado de una 
universidad extranjera y publicaciones sustantivas en sus áreas, 
particularmente libros. Aunque por la importancia que colectiva­
mente se le asigna a la calidad de los argumentos, el lugar de las 
credenciales se puede considerar secundario, sí cabe resaltar que 
hay prejuicios contra quienes se dedican al activismo más que a 
la investigación, no han obtenido títulos de postgrado o no han 
hecho publicaciones sustantivas.

De otro lado, se espera que los argumentos se presenten en 
conexión con los desarrollos específicos del conocimiento en el 
área o por lo menos muestren un manejo adecuado de los prin­
cipales debates y autores. En derecho constitucional resulta rele­
vante un conocimiento pertinente y extenso de la jurisprudencia 
de la Corte dentro de los marcos teóricos más relevantes en el 
debate nacional. En teoría jurídica lo que se propone debe ubi­
carse dentro de los debates más contemporáneos sobre pluralis­
mo jurídico, derecho y sociedad, derechos humanos, derechos e 
identidades, análisis económico del derecho, derecho comparado 
o filosofía analítica.

Finalmente, y tal vez lo más importante, es que para este pú­
blico resulta inaceptable tratar a la Corte Constitucional como
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un mero agente político al que no le interesa la calidad de los ar­
gumentos. Los progresistas en la academia, como lo señalamos, 
se han concentrado en las áreas de derecho constitucional, teoría 
del derecho y litigio de interés público, entre otras razones por una 
apropiación de la teoría y una lectura del desarrollo de la Consti­
tución de 1991 en la que los derechos fundamentales pueden ser 
utilizados para redistribuir poder y recursos, precisamente porque 
hay buenos argumentos legales para la redistribución. Proponer 
entonces que se pueden obtener buenos resultados sin importar 
el argumento atenta contra la creencia de que no es la Corte, si­
no el derecho, el que ha establecido estas garantías.

4. Las limitaciones de la estrategia de aproximación a la 
academ ia jurídica

Teniendo en cuenta lo anterior, las impresiones de los entrevis­
tados sobre la estrategia de Women’s Link para vincular a la aca­
demia jurídica podrían atribuirse, por un lado, a que las presen­
taciones se concentraron en la Universidad de los Andes, a que 
no involucraron a profesores de constitucional, teoría jurídica o 
litigio de interés público de otras universidades, y a las fallas en 
la manera de presentar los argumentos y en la selección de los 
espacios.

En efecto, las percepciones de los entrevistados que no estu­
vieron expuestos a las presentaciones del proyecto, a pesar de ser 
directores de especialización o área de constitucional, revelaron 
que la sola exposición al debate en los medios era insuficiente pa­
ra persuadirlos de los argumentos o para motivarlos en algún sen­
tido. Para ambos profesores, los argumentos que expusieron los 
medios resultaban completamente conocidos y los de la sentencia 
C-355 de 2006 les parecían “normales”. Frente a la pregunta por 
la estrategia simplemente señalaron que todo litigio involucra una 
estrategia y que el cabildeo ante la Corte Constitucional es una 
práctica habitual por la que no podría juzgarse negativamente a 
los movimientos sociales.
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Así, la sola exposición al debate en los medios no bastaba para 
lograr que objetivos como aumentar el uso del derecho internacio­
nal a nivel local, educar sobre el uso estratégico del litigio o moti­
var a los profesores de derecho para actuar de alguna manera que 
aumentara los efectos del fallo en su fase de implementación.

De otro lado, el entrevistado que asistió a varias presentacio­
nes puso en evidencia las maneras en las que Mónica Roa había 
quebrantado protocolos de la academia. En su entrevista sostu­
vo que LAICIA le pareció un proyecto altamente personalista y 
cínico frente a los derechos humanos y el litigio constitucional, y 
que esto perjudicaba al movimiento de las mujeres, al movimien­
to de derechos humanos y al tema del aborto en particular87. En 
su opinión, Mónica Roa no sólo fue vocera del proyecto sino que 
obtuvo beneficios personales de él: por una parte centrando en 
ella y en sus capacidades personales las posibilidades de éxito del 
proyecto en cada una de las presentaciones, y por otra aceptando 
figurar Como personaje del año en revistas de farándula. Para él, 
esto le arrebató protagonismo al movimiento y también hizo que 
se desperdiciara una oportunidad de fortalecerlo. Sostuvo además 
que la frivolidad de aparecer en revistas de farándula y convocar 
a estos personajes convertía un tema de gravedad, como las res­
tricciones a la libertad de las mujeres vinculadas con el aborto, en 
un tema también de farándula. Cuando un tema se vuelve frívolo, 
explicó, pierde la posibilidad de ser tomado en serio y por consi­
guiente de producir en él transformaciones profundas.

Este profesor también manifestó que el énfasis en el cálculo 
político, en desmedro del énfasis en la calidad de los argumentos, 
reveló un claro cinismo frente a los derechos humanos y el litigio 
constitucional. Consideró que ese cinismo no sólo era contradic­
torio con el argumento que se suponía se quería hacer prevalecer 
— la liberalización del aborto como un “derecho” establecido de 
las mujeres— , sino que además alejó a muchos posibles aliados 
y, en lugar de animar la politización en torno al tema, produjo la

87 Entrevista con profesor 3, Bogotá, 4 de mayo de 2007 (transcripción en 
poder de las autoras).
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desmovilización. Ese cinismo, según él, se traduce en el hecho de 
que la sentencia C-355 de 2006 sólo se pueda leer a la luz de la 
decisión de la Corte Constitucional colombiana en la sentencia 
C -1299 de 2005 y de la demanda que se presentó a continuación. 
Explicó que todo el “baile” de la inhibición, una nueva demanda 
calcada sobre las recomendaciones de la Corte en el comunicado 
de prensa sobre la sentencia inhibitoria, y una sentencia favora­
ble a la demandante, reveló lo altamente estratégica que fue la 
actuación de la Corte Constitucional. Esto, en su opinión, obra 
en contra de la apreciación general de los argumentos utilizados 
en las sentencias y en las demandas, pues evidencia una volun­
tad de llegar a un fallo determinado, independientemente de la 
calidad de los argumentos de la demanda presentada. La sobre- 
politización de la decisión judicial opera también en contra de la 
movilización social alrededor de los derechos de las mujeres y de 
los derechos humanos y rebaja la legitimidad de la Corte Cons­
titucional.

La impresión del cinismo del proyecto, en nuestra opinión, 
está directamente relacionada con el contenido de las presen­
taciones, que fue el mismo indistintamente para todos los au­
ditorios. Las presentaciones empezaban hablando de Women’s 
Link; seguían con una explicación del litigio de alto impacto y 
de cómo la Corte Constitucional fallaría favorablemente el caso 
dado el balance existente entre las fuerzas políticas; luego des­
cribían los argumentos de derecho internacional, salud pública y 
derechos fundamentales que estaban disponibles, y terminaban 
exponiendo la estrategia de alianzas y de comunicaciones.88 Las 
presentaciones en las facultades de derecho, ante estudiantes y 
con uno o dos profesores presentes, no pretendían propiciar una 
discusión o un debate sobre los argumentos, sino apenas “infor­
mar” en qué consistía el proyecto. Tampoco profundizaban en el 
porqué de involucrar a los medios o cómo eludir las trampas de 
trabajar intensamente con éstos, o en las razones por las cuales los 
argumentos de esta demanda eran mejores que los que la Corte

88 Véase, en general, Presentaciones.
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había estudiado en el pasado ni cuál era la relación del proyecto 
con algún movimiento social; no hacían ninguna propuesta so- 
bre cómo involucrar a la academia jurídica o cómo debería invo­
lucrarse en el futuro.

B. Vinculación de la comunidad médica 
al proyecto LAICIA

LAICIA definió como uno de sus grupos objetivo y potenciales 
aliados a la comunidad médica. Por una parte, intentó vincular a 
profesionales médicos y al Ministerio de Protección Social al pro­
ceso, de forma que aportaran al debate y al litigio el argumento del 
aborto como un asunto de salud pública y no solamente moral, y 
posteriormente para que la implementación no se viera obstacu­
lizada. Por otra parte, el marco de acción colectiva de LAICIA 
definió la salud pública como tema central.

Para obtener el apoyo de la comunidad médica, es decir, para 
que contribuyera con el argumento del problema de salud públi­
ca, Mónica Roa contactó a las asociaciones científicas de médi­
cos, especialmente a la Academia Nacional de Medicina, y asis­
tió a diversos eventos y conferencias con la comunidad médica 
nacional e internacional: al Congreso de la Federación Latinoa­
mericana de Sociedades de Obstetricia y Ginecología (FLASOG) 
en República Dominicana en el 2005, a las Tertulias Médicas del 
Pacífico ese mismo año, al Congreso Nacional de Obstetricia y 
Ginecología en Perú, y a diversos eventos nacionales con médi­
cos gineco-obstetras de instituciones privadas.89

A pesar de estas intervenciones en las discusiones científicas, 
y de que en efecto las agremiaciones médicas participaron en el 
proceso ante la Corte, todos los entrevistados manifestaron que 
sólo se enteraron de la estrategia jurídica y de medios del proyec­
to LAICIA cuando la Corte Constitucional admitió la demanda. 
Si bien recibieron positivamente el hecho de poder participar en 
el proceso, expresaron abiertamente que la falta de vinculación

89 Información suministrada por Mónica Roa, mayo de 2007.
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institucional y organizacional constituyó una debilidad para su 
participación y eventual contribución al debate.90

En este sentido es importante hacer notar que, como se espe­
raba, la comunidad médica sí participó en el debate desde la pers­
pectiva de la salud pública. Sin embargo, su argumento no necesa­
riamente defendía la despenalización del aborto, sino más bien las 
políticas de promoción y prevención en educación sexual, los pro­
gramas de maternidad, las políticas de atención y prevención para 
madres gestantes y las políticas educativas para adolescentes,91 
todo ello encaminado a la prevención del embarazo no deseado. 
Esto porque si bien los médicos coinciden en que el aborto es un 
problema de salud pública, no enmarcan el debate dentro de los 
derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, ni lo tratan co­
mo un asunto de igualdad de género. Por el contrario, apuntan a 
la necesidad de prevenir y atender los abortos inducidos en con­
diciones higiénicas deficientes, y al hecho de que éstos producen 
secuelas delicadas y costosas para las pacientes, los médicos y el 
sistema de salud.92 El problema de salud pública está relacionado

90 Entrevista con un profesional de la salud, médico bioeticista vinculado 
a una de las facultades de medicina reconocidas y acreditadas, Bogotá, 
20 de noviembre de 2006; entrevista con un profesional gineco-obstetra, 
Bogotá, 25 de noviembre de 2006; entrevista con un profesional de la sa­
lud, médico cirujano, directivo de una de las asociaciones gremiales con­
sultoras del Ministerio de Protección Social, Bogotá, 28 de noviembre de 
2006.

91 Véase Perilla y otros (2005: 1-4, 1-5). Al referirse al aborto en este informe 
especial como un tema de salud pública, los autores del reportaje afirman 
que ni la legalización absoluta ni la prohibición absoluta lograrían solu­
cionar el problema. En consecuencia, afirman, que lo lógico es prevenirlo 
atacando sus causas — como por ejemplo el embarazo adolescente— , y 
a continuación hacen énfasis en la falta de educación sexual en los cole­
gios, en los programas de promoción y prevención de la salud, en la edad 
de inicio de la vida sexual de los adolescentes y en la violencia intrafami- 
liar.

92 Véase Perilla y otros (2005: 1 -4, 1 -5). En el reportaje presentan la posición 
del director del Departamento de salud pública del Ministerio de Protec­
ción Social, quien hace énfasis en los costos que para el sistema de salud 
acarrean las complicaciones del aborto ilegal.
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entonces con la mortalidad materna, no con la toma de decisio­
nes de las mujeres.

Finalmente, con respecto a la alianza con los médicos por el 
argumento de salud pública, es importante resaltar también que 
los miembros de la comunidad médica entrevistados coincidieron 
en señalar que el fallo no resolvía en nada el problema de salud 
pública.93 Esto porque con frecuencia los casos despenalizados 
suelen terminar en inducciones de partos de fetos no viables o en 
inducción de abortos porque se ponderan los elementos enjuego: 
la viabilidad del feto y la salud de la madre. Por supuesto, el caso 
excluido de esta circunstancia es el de violación o incesto.

En cuanto al segundo aspecto — alianzas para la implemen- 
tación— , LAICIA vinculó al Ministerio de Protección Social al 
proceso tratando de concertar estrategias útiles para la imple- 
mentación del fallo. El Ministerio de Protección Social, de hecho, 
no solamente hizo las respectivas intervenciones públicas en las 
demandas, sino que se pronunció sobre la sentencia y sobre las 
adaptaciones que el sistema de salud requeriría para darle cumpli­
miento pocos días después de promulgado el fallo de la Corte — el 
11 de mayo de 2006— .94 Posteriormente, se hizo parte activa del 
proceso de implementación y regulación de la sentencia.95

93 Entrevista con un profesional de la salud, médico bioeticista vinculado 
a una de las facultades de medicina reconocidas y acreditadas, Bogotá, 
20 de noviembre de 2006; entrevista con un profesional gineco-obstetra, 
Bogotá, 25 de noviembre de 2006.

94 Véase Ministerio de Protección Social, Fallo Aborto, Sala de Prensa, 11 
de mayo de 2006. Consultado en http://www.minproteccionsocial.gov.co/ 
salaprensa/NewsDetail.asp?ID= 14502&IDCompany=36 (visitadael 15 
de diciembre de 2006).

95 Véase “POS nuevo procedimiento para atención del aborto”, Ministerio de 
Protección Social, Boletín de Prensa Ns 121 -06, 26 de diciembre de 2006. 
Consultado en http://www.minproteccionsocial.gov.co/salaprensa/News- 
Detail.asp?lD= 15566&lDCompany=36 (visitada el 3 de febrero de 2007). 
Véase también “Reglamentación del aborto en Colombia es un modelo 
para América Latina", Ministerio de Protección Social, Boletín de Prensa 
N2 48-07,28 de mayo de 2007. Consultado en http://www.minproteccion- 
social.gov.co/salaprensa/NewsDetail.asp? ID =  16072<SJDCompany=36 
(visitada el 29 de mayo de 2007).
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Ahora bien, la inclusión de este tema en el encuadre de la ac­
ción jurídica tenía la capacidad de movilizar a los médicos alre­
dedor de LAICIA y apoyar la estrategia. Este apoyo de parte de la 
comunidad médica puede explicarse porque se logró la alineación 
de encuadres mediante la formulación de puentes y conexiones 
entre dos aspectos ideológicamente consistentes, pero estructu­
ralmente desconectados. En este caso fue una conexión entre los 
argumentos de salud pública y la petición de liberalización de la 
legislación. El encuadre construido por LAICIA pretendía esta­
blecer el vínculo entre la salud pública y la acción jurídica en tér­
minos de relación de causalidad y necesidad. Este vínculo, sin em­
bargo, no movilizó a los médicos para apoyar el proyecto LAICIA, 
porque si bien sostienen y defienden que el aborto es un problema 
de salud pública, no necesariamente comparten la estrategia legal 
propuesta como forma de atacarlo. Esto puede leerse como una 
consecuencia del encuadre con énfasis en la acción jurídica y en 
el que los otros aspectos son secundarios a ella.

La diferencia entre la comunidad médica y el movimiento fe­
minista es que la primera no busca ningún cambio social determi­
nado; éste no es un objetivo que la movilice. En esa medida tam­
poco se reconocen como grupo alrededor de valores específicos, 
salvo por las responsabilidades éticas que asumen por el ejercicio 
de su profesión.96 Su carácter de comunidad está dado entonces 
por el intercambio científico en las áreas de su ejercicio profesio­
nal. A continuación se describen las formas de agremiación de 
la comunidad médica, las prácticas médicas y la relación de esto 
con la estrategia de vinculación del proyecto LAICIA.

96 Este relato fue reconstruido a partir de la información recogida empírica­
mente entre los miembros de la comunidad médica. Entrevistas con: 1) 
Profesional de la salud, médico bioeticista vinculado a una de las faculta­
des de medicina reconocidas y acreditadas, Bogotá, 20 de noviembre de 
2006; 2) Profesional gineco-obstetra, Bogotá, 25 de noviembre de 2006;
3) Profesional de la salud, médico cirujano, directivo de la Asociación 
Gremial Consultora del Ministerio de Protección Social, Bogotá, 28 de 
noviembre de 2006.
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La comunidad médica se constituye como tal en instancias 
científicas y académicas creadas libremente, y única y exclusiva­
mente para ese fin. Se organiza en federaciones, asociaciones o 
colegios de acuerdo con las especialidades y subespecialidades. En 
esos espacios tienen intercambios académicos y científicos sobre 
las prácticas de la respectiva área de trabajo, que pueden tener 
como resultado acuerdos sobre las responsabilidades y compromi­
sos del médico, sobre las prácticas adecuadas o ideales o sobre la 
posición de la agremiación alrededor de un tema.97 Estas decisio­
nes, sin embargo, no tienen carácter vinculante, y el médico tie­
ne libertad absoluta para disentir de ellas y actuar de acuerdo con 
criterios diferentes, respetando siempre la ley de ética médica.

Estos criterios de asociación y actuación de los médicos están 
fundados en el respeto por el criterio del profesional, la relación 
médico-paciente, la autonomía y los deberes éticos del médico y, 
por supuesto, en el respeto por las posiciones personales en térmi­
nos políticos, religiosos, culturales e ideológicos del médico. Los 
médicos entrevistados señalan que es inadmisible que un colegio, 
federación o asociación establezca algún tipo de sanción — moral 
o instrumental—  para aquellos que decidan separarse de la posi­
ción de grupo en el ejercicio profesional. Afirman, por el contra­
rio, que las discusiones pretenden alcanzar consensos, pero que 
éstos siempre tienen como límite el criterio de cada profesional. 
Esto está protegido además por el carácter confidencial de la re­
lación médico-paciente.98 El carácter reservado de la informa­
ción en esta relación encuentra como excepción la voluntad de 
las partes de la relación y puede entonces analizarse por un co­
mité de ética médica o por una junta médica en casos difíciles.99 
De cualquier manera, la decisión final es tomada por el paciente 
en la relación con su médico y a partir de la información veraz 
que éste proporciona.

97 Entrevista con un profesional gineco-obstetra, Bogotá, 25 de noviembre 
de 2006.

98 Véase ley 23 de 1981.

99 Véase ley 23 de 1981, artículo 19.
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Esta posibilidad de decisión individual, sin embargo, no es 
absoluta; por el contrario, la regulación del comportamiento del 
médico en la comunidad está altamente formalizada. Los deberes 
éticos del médico, dada su responsabilidad social, están consagra­
dos en la ley 23 de 1981. La norma define aquellas conductas que 
son objeto de control y sanción por parte de la comunidad misma, 
dentro de un procedimiento jurídico ejercido por los profesiona­
les de la salud. De esa forma, los médicos están sujetos al control 
de los comités y de los tribunales de ética médica. Según la ley 23 
de 1981, los disensos al interior de la comunidad médica son di­
rimidos por una de las federaciones que los agrupa:

Artículo 31. Todo disentimiento profesional entre médicos será 
dirimido por la Federación Médica Colombiana, de conformi­
dad con las normas de la presente Ley.

Esta forma de organización y funcionamiento de la comuni­
dad médica resulta de especial relevancia para el caso del aborto, 
por ser éste un tema que involucra la dimensión ética del médico 
y sus posiciones personales en relación con sus creencias religio­
sas, morales, políticas e ideológicas. Los entrevistados señalan, en 
efecto, que frente al tema del aborto el médico ha de tener absolu­
ta libertad para decidir, de acuerdo con sus creencias personales, 
si realiza o no el procedimiento. En el ejercicio de esta libertad es 
que los médicos pueden recurrir a la objeción de conciencia fren­
te a determinados procedimientos o tratamientos.

El aborto es considerado uno de los temas en los que el médico 
debe atender a las disposiciones legales vigentes y a las recomen­
daciones de la Asociación Médica Mundial. Es un tema enton­
ces que suele convocar a la comunidad médica en el ejercicio de 
control ético del comportamiento individual del profesional de 
la salud. Para los casos de supuestas violaciones de los deberes del 
médico, la ley 23 de 1981 establece los tribunales ético-profesio­
nales, y la misma estipula la conformación y los procedimientos 
de estos tribunales.
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Artículo 64- El Tribunal Nacional de Ética Médica estará in­
tegrado por cinco profesionales de la medicina elegidos por el 
Ministerio de Salud de una lista de diez candidatos, de los cua­
les cuatro serán propuestos por la Federación Médica Colom­
biana, tres por la Academia Nacional de Medicina y tres repre­
sentantes de las Facultades de Medicina legalmente aprobadas, 
propuestos por éstas.

La conformación del Tribunal es relevante, porque una estra­
tegia de vinculación de la comunidad médica, dados los rasgos 
aquí expuestos, potencia su posibilidad de éxito si se trabaja con 
los organismos encargados del control y vigilancia del ejercicio 
de la medicina.

Los efectos de la vinculación de la comunidad médica al pro­
yecto LAICIA, no obstante, deben ser analizados en el contex­
to del sistema de salud, y teniendo en cuenta las características 
de la comunidad. Como se dijo, las características de la oferta en 
salud, en lo que se refiere a IPS, se pueden considerar el primer 
obstáculo para la implementación.

En efecto, cuando se expide el segundo fallo de la Corte Cons­
titucional, las Instituciones Prestadoras de Salud privadas de ca­
rácter confesional se rehusaron a dar cumplimiento a la senten­
cia, arguyendo “objeción de conciencia institucional”. La Corte 
misma aclaró, posteriormente, que sólo una persona natural podía 
alegar esta figura, no una institución. No obstante, dependiendo 
de la organización de su portafolio de servicios, las IPS privadas 
se pueden rehusar a prestar el servicio. En esa medida, el hecho 
de que las IPS privadas constituyan la oferta mayoritaria del sis­
tema de salud es un riesgo para el cumplimiento de la sentencia 
y la realización efectiva del procedimiento.

Ahora bien, la forma de organización de la comunidad mé­
dica, alrededor de las prácticas profesionales y del conocimiento 
científico y académico, sugiere que la búsqueda de alianzas con la 
comunidad médica debía ser canalizada a través de estas instan­
cias científicas y académicas, como en efecto lo hizo el proyecto 
LAICIA. Es claro, sin embargo, que dado el carácter del deba­
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te y de la asociación no era factible esperar respuestas gremiales 
que garantizaran la actuación de los profesionales en una sola 
dirección. Era más factible, por el contrario, que a pesar de las 
posiciones gremiales y de los grupos científicos, los profesionales, 
dentro del ejercicio de su autonomía profesional y de la objeción 
de conciencia, se rehusaran a hacer abortos, aun cuando la posi­
ción gremial fuera favorable al procedimiento.

Esto ocurrió, de hecho, cuando la Corte profirió el fallo C-355 
de 2006. Una vez se hizo claridad sobre la imposibilidad de las 
instituciones de alegar objeción de conciencia, los médicos del 
ala más conservadora recurrieron individualmente a esta figura 
para no realizar los procedimientos. Los entrevistados coincidie­
ron, además, en que el ejercicio de la objeción de conciencia es 
una opción común en la práctica médica, y que por ser el aborto 
un tema tan controversial y con tantos elementos morales invo­
lucrados, no existe razón alguna que justifique la restricción de 
ese derecho.100 El encuadre del proyecto LAICIA no contempló 
estos temas.

Las características del sistema de salud, y particularmente 
los datos sobre cobertura y oferta de servicios, muestran que és­
te funciona de acuerdo con criterios económicos y políticos que 
permiten un cierto nivel de discrecionalidad en la prestación del 
servicio público. El caso de la despenalización del aborto, en cir­
cunstancias específicas, implica un riesgo potencial para la garan­
tía de acceso al procedimiento. También la posibilidad de incluir 
o no el servicio dentro del portafolio de las instituciones privadas 
supone el riesgo de que allí se canalicen las posiciones ideológicas 
o políticas más conservadoras sobre el aborto, a pesar de tratarse 
de un derecho de las mujeres en las circunstancias despenaliza- 
das por la Corte Constitucional.

100 Entrevista con un profesional de la salud, médico bioeticista vinculado 
a una de las facultades de medicina reconocidas y acreditadas, Bogotá, 
20 de noviembre de 2006; entrevista con un profesional gineco-obstetra, 
Bogotá, 25 de noviembre de 2006; entrevista con el subgerente adminis­
trativo de un hospital público, nivel 2, Bogotá, 4 de diciembre de 2006.
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Las dificultades en la implementación debido a la resistencia 
de las IPS privadas y posteriormente de los médicos, teniendo en 
cuenta la forma de organización de la comunidad, sugieren que 
la estrategia pudo haber prestado mayor atención a las organiza­
ciones y sus características y a los órganos de control ético. Esto 
con el objetivo de promover en estas organizaciones los debates y 
la búsqueda de consensos sobre el procedimiento, el ejercicio de 
la objeción de conciencia y las alternativas para que esa figura no 
se convirtiera en un obstáculo de implementación. En este mismo 
sentido, de haber tenido en cuenta las características de la oferta 
de prestación de servicios de salud, la posibilidad de configuración 
de los portafolios de servicios de las instituciones y la reorganiza­
ción laboral a la que ello podía dar lugar entre los médicos, la es­
trategia del proyecto LAICIA podía haber sido optimizada.

La interacción entre las características del sistema de salud y 
la configuración de la comunidad médica sugieren que encontrar 
aliados organizacionales e institucionales en el sector público y en 
el privado es un paso necesario para garantizar la implementación 
de la sentencia. Es importante entonces encontrar alternativas 
en aquellos casos y especialmente en aquellas regiones en las que 
la ausencia de una oferta suficiente de servicios — instituciones 
privadas que no lo ofrezcan—  o de personal médico — objetores 
de conciencia en instituciones públicas y privadas que ofrezcan el 
servicio—  pueda significar la imposibilidad de acceder a la pres­
tación del servicio de aborto en los casos despenalizados por la 
Corte Constitucional.

Pero contrario a lo esperado, si bien la comunidad médica 
acepta sin mayor disenso que el aborto representa un problema 
de salud pública, no hubo consenso sobre la necesidad e impor­
tancia de despenalizarlo. Como se señaló, se hizo énfasis en otro 
tipo de estrategias — preventivas de embarazos no deseados— . 
Este punto es fundamental, porque lo que implicó al interior de la 
comunidad médica fue una radicalización del debate en la que los 
argumentos conservadores con respecto a la decisión de la mujer 
alcanzan mayor fuerza y solidez. Esto significa que la despenali- 
zación del aborto no es una de las alternativas que la comunidad
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médica contempla para solucionar el problema de salud pública; 
sí lo es, en cambio, la prevención de los embarazos no deseados. 
Esto señala la importancia de fortalecer el enfoque de género en 
el debate con la comunidad médica, de modo que sea posible dis­
cutir la realización de abortos como una alternativa útil y viable 
para el tratamiento del problema de salud pública.
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Capítulo 3 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN, 

ENCUADRE Y OPINIÓN PÚBLICA

In t r o d u c c i ó n

Los medios de comunicación fueron concebidos por LAICIA co­
mo uno de los actores relevantes para movilizar la opinión públi­
ca alrededor de la estrategia legal. Por ello frieron incluidos en el 
marco de acción colectiva que Women’s Link definió para lograr 
la liberalización del aborto en Colombia.

La estrategia de medios del proyecto fue definida como una 
herramienta del litigio estratégico cuyo objetivo fundamental era 
preparar el contexto para el proceso de la acción pública de in­
constitucionalidad ante la Corte Constitucional y crear una per­
cepción positiva de la demanda.1 Esta estrategia debía servir tam­
bién para transformar el cubrimiento del tema que históricamente 
habían hecho los medios de comunicación en Colombia sobre el 
aborto. Esto en concordancia con la idea del litigio de “alto im­
pacto”, con el que se intenta movilizar y modificar la opinión pú­
blica. En cuanto al primer objetivo, se buscaba que los jueces de 
la Corte Constitucional se sintieran más apoyados para tomar una

1 Entrevista con Ana María Ruiz Perea, gerente de Brújula Comunicacio­
nes, 21 de agosto de 2007.
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decisión de liberalización y, en el segundo, asegurar que el fallo 
tuviese un impacto mayor sobre las prácticas cotidianas.

Dados estos objetivos, y la definición de litigio de alto impac­
to, la estrategia de medios estaba estrechamente articulada con la 
estrategia legal, y debía reflejar también la estrategia de alianzas 
y movilizaciones con otros grupos y sectores sociales. De hecho, 
fue diseñada justamente para acompañar el proceso legal y buscar 
que los medios de comunicación hicieran eco del procedimiento 
ante la Corte Constitucional. A diferencia de los procesos tradi­
cionales ante las cortes, el proyecto LAICIA se proponía utilizar 
los medios de comunicación para que ampliaran y retrataran una 
estrategia legal. LAICIA perseguía con esto un cambio social más 
profundo que la modificación de una regla jurídica.

El trabajo con los medios de comunicación y con los periodis­
tas respondía a los mismos encuadres que el proyecto privilegiaba, 
y la movilización con los otros sectores de la sociedad, a saber, a 
un encuadre de derechos humanos y a otro de salud pública. Es­
to es, el marco de acción en el que la estrategia jurídica definía 
la pauta y los movimientos en los otros ejes del proyecto. Ahora 
bien, el hecho de que los movimientos sociales y las organizacio­
nes que definen sus marcos de acción colectiva sean agentes de la 
construcción de significados sociales, no significa que los medios 
de comunicación sean actores pasivos y receptores de encuadres 
(Costain y Majstorovic 1994; Gamson y Modigliani 1989). En 
efecto, la literatura sobre medios de comunicación y movimientos 
sociales ha analizado la relación entre los dos desde la perspec­
tiva de las necesidades de cada uno y de las asimetrías de poder 
que ellas generan. Los estudios han sugerido que los medios de 
comunicación se encuentran en una posición de poder privile­
giada con respecto a los movimientos, porque son estos últimos 
quienes tienen más necesidad de recurrir a los medios para buscar 
ampliar sus acciones y legitimar sus peticiones. Por otro lado, en 
cambio, los medios de comunicación necesitan a los movimientos 
sociales en la medida en que éstos son productores de noticias. 
Sin embargo, los movimientos deben competir por la atención de 
los medios de comunicación con una diversidad y un sinnúmero
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de actores sociales. Por esta razón, los medios de comunicación 
suelen estar arriba en la relación asimétrica de poder. Justamen­
te por esa asimetría, los medios de comunicación filtran los men­
sajes de los movimientos sociales, sin que estos últimos tengan 
mayor injerencia. Los medios de comunicación, entonces, son 
libres de escoger el encuadre con el que cubren los eventos y las 
acciones de los movimientos, independientemente del encuadre 
que el movimiento mismo haya pretendido imprimirles (Gamson 
y Wolfsfeld 1993).

Por esa razón, los medios de comunicación deben ser analiza­
dos como actores que realizan el cubrimiento de los temas con sus 
propias normas, y concretamente con encuadres propios sobre la 
noticia. Teniendo en cuenta esta característica de los medios, en 
esta sección analizamos el cubrimiento del proyecto LAICIA en 
los medios de comunicación, y de acuerdo con ello analizamos 
la potencialidad de dicho cubrimiento para modificar la opinión 
pública con respecto al aborto.

Presentamos primero una versión del debate sobre la opinión 
pública, su relación con los medios de comunicación y las pro­
puestas que se han hecho para estudiar esta relación; luego ana­
lizamos el cubrimiento que recibió LAICIA en los medios. Las 
conclusiones de este análisis sugieren que, si bien la presentación 
científica del tema usando el encuadre de la salud pública y de 
los derechos humanos garantizó una mayor presencia del aborto 
en la prensa, obró en contra de la verdadera transformación de 
la opinión pública con respecto al tema.

I. O p i n i ó n  p ú b l i c a  y  m e d i o s  d e  c o m u n i c a c i ó n

La relación entre los medios de comunicación y la opinión pública 
ha sido una preocupación de diferentes campos del conocimien­
to: los estudios de comunicación, la psicología cognitiva, la so­
ciología y la lingüística. La razón de dicha preocupación obedece 
a la pregunta sobre la influencia que ejercen los medios en la for­
mación de la opinión pública y, de ahí, en el comportamiento de 
los ciudadanos. Al respecto, se han formulado diversas explica­
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ciones cuyas diferencias van desde la definición misma de la opi­
nión pública, pasando por las formas de actuación de los medios 
y de los otros actores sociales, hasta la concepción de los medios 
de comunicación como reproductores o constructores de signi­
ficados culturales.

La discusión sobre el concepto de opinión pública se ha ca­
racterizado por la falta de consenso en cuanto a los términos. En 
efecto, diversos autores reconocen que no existe una definición 
generalmente aceptada de la opinión pública y que, sin embargo, 
sigue siendo un concepto ampliamente utilizado y necesario en 
las democracias (Davison 1968; Noelle-Neuman 1995). Hasta 
finales del siglo XX, la opinión pública había sido caracterizada 
predominantemente por su identificación con la racionalidad. Se 
trataba del resultado de discusiones conscientes y elaboradas de 
un problema y, en ese sentido, de la adquisición consciente de co­
nocimiento mediante la razón y la elaboración de juicios lógicos 
a partir de dicho conocimiento. Desde esta definición es posible 
comprender la contribución de la opinión pública al proceso de 
toma de decisiones en una democracia.

La opinión pública como racionalidad cumple una función 
manifiesta que se define por las consecuencias objetivas que con­
tribuyen al ajuste o la adaptación del sistema, y todo ello es re­
conocido por sus participantes. En desarrollo de esta función, la 
opinión pública contribuye a la formación de opiniones y de toma 
de decisiones en una democracia, como algo que en efecto los in­
dividuos pretenden y reconocen abiertamente.

Hasta finales de la década de los años cuarenta, el concepto de 
opinión pública se asociaba con las conclusiones de discusiones 
racionales y exhaustivas que debían ser escuchadas por los acto­
res del sector público. La herramienta básica para aproximarse a 
la opinión pública eran las encuestas de opinión, que mostraban 
cómo se distribuían las percepciones sobre un mismo tema. En ese 
sentido, la opinión pública se entendía como una suma de actitu­
des individuales (Noelle-Neuman 1995; Woodward 1951).

En 1948, Blumer criticó fuertemente el hecho de que, a pesar 
de los numerosos estudios sobre el tema, la opinión pública no
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pudiera ser objeto de generalizaciones justamente por ser vista 
como una suma de actitudes individuales de carácter racional. 
En consecuencia, definió la opinión pública como una función 
manifiesta de informar a los políticos de la democracia sobre las 
actitudes de los grupos funcionales que constituyen las organiza­
ciones de la sociedad. Los grupos funcionales son grupos de inte­
rés: sindicatos, asociaciones de empresas y grupos étnicos. Blumer 
no creía que las posiciones de esos grupos de interés definieran 
la opinión pública, pero sí creía que dichos grupos cumplían un 
papel fundamental en la formación de las opiniones de los polí­
ticos y que estos últimos debían tener en cuenta la presión de los 
grupos de interés (Blumer 1953).

Esta concepción de la opinión pública como construcción ra­
cional fue objeto de dos grandes críticas. La primera: el concepto 
racional de opinión pública no daba cuenta de la forma en que 
ésta articulaba las opiniones individuales para producir conse­
cuencias sociales y políticas (Smith 1970). La segunda: la idea 
de la opinión pública configurada racionalmente supone un ciu­
dadano informado y capaz de formular argumentos razonables y 
de realizar juicios correctos. Ese ciudadano no refleja a la pobla­
ción mayoritaria, que no participa de las controversias políticas, 
pero que sí se ve afectado por la opinión pública como miembro 
de una sociedad.

En respuesta a las debilidades del concepto de opinión pública 
como racionalidad, se formuló el concepto de opinión pública co­
mo control social. Este cumple una función latente que se define 
por no ser pretendida ni reconocida por los sujetos. En contraste 
con la función manifiesta,2 el concepto de opinión pública como 
control social fija como criterio decisivo cuál de los dos bandos 
de una controversia tiene la fuerza suficiente para amenazar al 
bando contrario con el aislamiento, el rechazo y el ostracismo. El 
individuo atiende a las señales del medio sobre la fuerza y debi­

2 Estas funciones son planteadas con base en la definición de las funciones 
de Robert Merton. Véase Merton (1949).
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lidad de los diferentes bandos, y lo que marca la diferencia es el 
motivo de las observaciones (Noelle-Neuman 1995).

En esa medida, el concepto de opinión pública como control 
social permite comprender cómo la opinión pública influye en 
los políticos, legisladores o en los diversos actores sociales que 
ejercen el poder. Fundamentalmente, la opinión pública como 
control social deja ver que dicho ejercicio de poder requiere al­
gún tipo de aprobación del público en general y que por ello, para 
mantenerse en el poder, los mandatarios deben actuar dentro de 
los límites de los valores públicos dominantes (Scheufele, Nisbet 
y Ostman 2005).

Ahora bien, dichos conceptos y funciones de la opinión pública 
no son necesariamente excluyentes. Por el contrario, pueden ser 
combinados para llegar a una definición de la opinión pública en 
la que se puedan diferenciar sus características esenciales.

Una definición operativa de opinión pública tendría básica­
mente tres características. La primera de ellas, que es un asunto 
colectivo. Esto significa que no se trata de una posición individual 
alrededor de un tema específico, sino que se refiere a la posición 
de un grupo de personas en una sociedad. Se discute, no obstan­
te, la forma en la que la opinión pública se convierte en un asunto 
colectivo. La discusión implica, por un lado, consideraciones psi­
cológicas en las que se explica el proceso cognitivo por medio del 
cual el individuo pasa de sus preferencias individuales a valores 
colectivos, no necesariamente coherentes entre sí. Por otro lado, 
implica contemplar la existencia de grupos sociales, relevantes en 
el proceso de construcción de la opinión pública.

La segunda característica de la opinión pública como con­
cepto operativo es que se refiere a opiniones o posiciones sobre 
temas controvertidos que pueden ser expresadas públicamente 
sin aislarse. Esto especialmente cuando se trata de opiniones que 
compiten entre ellas, ya sea porque las nuevas ideas están encon­
trando aprobación, o porque las concepciones tradicionales están 
en real decadencia.

Por último, la opinión pública se caracteriza por su potencia­
lidad para definir las conductas de los individuos. Esto es, que es
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capaz de incidir en la forma en la que los individuos actúan, y en 
esa medida trasciende la simple opinión alrededor de un tema: 
es capaz de crear las condiciones para que las personas actúen de 
cierta manera, aun a pesar de sus propias convicciones.

Estas tres características hacen de la opinión pública un as un­
to susceptible de ser estudiado en forma operativa para compren­
der la pugna entre opiniones diferentes, y cómo alguna de ellas 
se convierte en la posición dominante, es decir, en la opinión pú­
blica. Dadas las características de alcance masivo y difusión de 
ideas y de creencias culturales alrededor de los temas, los medios 
de comunicación constituyen uno de los actores relevantes en el 
proceso por medio del cual una interpretación se convierte en 
dominante. Por esta razón, uno de los asuntos de amplio cubri­
miento en los estudios sobre la opinión pública es su relación con 
los medios de comunicación y cómo estos últimos influyen en la 
opinión pública sobre un tema determinado.

La relación entre los medios y la opinión se ha estudiado en 
los contextos democráticos para entender en qué medida los me­
dios de comunicación pueden incidir en la formación de la opi­
nión pública y, en consecuencia, en las decisiones que toman los 
individuos — ciudadanos, políticos, actores estatales—  en una 
democracia.3 Este tipo de estudios trasciende el problema de la 
definición estricta de la opinión pública: combina las perspectivas 
de ésta como racionalidad y como forma de control social. Esto 
ha cambiado con el tiempo, y según los modelos que se han asu­
mido para explicar la relación entre los medios de comunicación 
y la opinión pública.

Esta clase de explicaciones se han caracterizado por su carác­
ter empírico y por la aplicación de metodologías cuantitativas que 
usan indicadores “objetivos” sobre el manejo de la información de

3 El tema de las votaciones y de las preferencias electorales es tal vez el que 
ha sido más desarrollado. Sin embargo, hay otro tipo de análisis sobre la 
relación entre los medios de comunicación y la opinión pública en relación 
con determinadas políticas legislativas o medidas administrativas. Véanse, 
por ejemplo, Costain y Majstorovic (1994); Dobrzynska, Blais y Nadeau 
(2003); Wagner (1983).
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los medios de comunicación y los efectos en los individuos. Estos 
estudios han sido desarrollados ampliamente en Estados Unidos 
y se han propuesto básicamente tres modelos de comprensión de 
la relación entre los medios de comunicación y la opinión pública 
y sus efectos en una democracia: el modelo maximalista, el mo­
delo de efectos mínimos y, más recientemente, un modelo mul- 
tifactorial que, para explicar los efectos de los medios en la opi­
nión, combina los conceptos de agendamiento y encuadre de las 
noticias, y la actuación de los medios de comunicación en rela­
ción con los actores sociales. Paralelamente, y de forma comple­
mentaria, se han desarrollado explicaciones interpretativas que 
asumen los procesos de comunicación como algo dinámico y re­
cíproco, mediado por condiciones del contexto en el que se da la 
comunicación y que permiten valorar aspectos estructurales que 
la definen, tales como la ideología, las estructuras de poder, los 
intereses y acciones de los grupos hegemónicos y la forma en que 
todo ello incide en las posiciones dominantes dentro de la socie­
dad frente a un tema en particular.

El modelo maximalista, desarrollado en la década de 1940, 
asume que los medios de comunicación controlan la opinión 
pública (Jacobs y Shapiro 1996). En esa medida, existe una rela­
ción de identificación entre una cosa y otra, y la opinión pública 
se entiende como un resultado de los medios de comunicación y 
sus acciones. Por esa razón, el modelo maximalista asume tam­
bién que la opinión pública estaba determinada por las elites, da­
do que eran éstas las que manejaban los medios y definían en qué 
sentido se orientarían los ciudadanos. Este modelo supone, por 
tanto, un actor pasivo que recibe información y la incorpora por 
el simple hecho de estar expuesto a ella. Como es evidente, este 
modelo no parecía adecuado para mostrar las tensiones entre los 
diferentes grupos de una sociedad, ni para explicar el comporta­
miento de los ciudadanos a partir de la intervención de los medios 
de comunicación en las actitudes y preferencias.

Por ello, durante la Segunda Guerra Mundial, y hasta la dé­
cada de los años setenta, la visión dominante argumentaba, en 
cambio, que los medios de comunicación tenían efectos mínimos
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en las actitudes públicas (Iyengar y Leñar 1989; Jacobs y Shapi­
ro 1996; Klapper 1960; Kraus y Davis 1976). En este modelo ex­
plicativo, la función de los medios era simplemente reforzar las 
preferencias preestablecidas y predefinidas por los ciudadanos 
(Berelson, Lazarsfeld y McPhee 1986; Klapper 1960; Terkildsen 
y Schnell 1997). De esa forma, los medios de comunicación te­
nían pocas posibilidades de modificar las actitudes y percepciones 
de las personas sobre un tema determinado, y sólo tenían efecto 
si el cubrimiento coincidía con la comprensión que se tenía so­
bre el tema.

La posición de los efectos mínimos fue cambiando hacia las 
décadas de los años ochenta y noventa: se reconocía ahora que 
los medios de comunicación sí tenían influencia en la formación 
de la opinión pública, pero que no se trataba de una influencia 
directa y simple, por un lado, y que por otro no era el único factor 
que incidía en ella (Jacobs y Shapiro 1996). Con base en dicho 
supuesto, los estudios comenzaron a focalizarse en aspectos más 
pequeños de la relación, tales como los medios de comunicación, 
las elites, los procesos electorales, los procesos de elaboración de 
políticas públicas, y el grado de adhesión a éstas según el cubri­
miento y las perspectivas recreadas en los medios.

Este giro teórico empezó a producir múltiples estudios empíri­
cos sobre la forma en la que los medios de comunicación podían 
tener efectos en la opinión pública. En este contexto aparecie­
ron aspectos como la agenda de los medios de comunicación y su 
influencia en los grados de recordación pública de los temas; la 
influencia de la agenda en las prioridades de las preocupaciones 
políticas; la forma en la que los mensajes de los medios de comu­
nicación podían afectar los criterios que usan los individuos pa­
ra hacer evaluaciones; el rol pasivo o activo de las personas en la 
interpretación de las noticias registradas; el efecto de las repre­
sentaciones previas en la interpretación de las noticias; la estruc­
tura y las propiedades de la retórica de los diferentes medios de 
comunicación, y los tipos de mensajes, entre otros. De aquí sur­
gieron también varios estudios que buscaban correlaciones entre 
estos aspectos y los procesos de elaboración de políticas públicas,
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los procesos electorales, la utilización de los medios por parte de 
grupos de interés para hacer cabildeo político, y las modificacio­
nes de las actitudes de los ciudadanos a partir del tipo de noticia 
y de cubrimiento.

Todo lo anterior como parte de un modelo explicativo en el 
que la relación entre los medios de comunicación y la opinión pú­
blica es multifactorial. En esa medida, esos nuevos aspectos eran 
explicaciones de la influencia de los medios en la formación de la 
opinión pública. Hasta ese momento, sin embargo, la compren­
sión de la relación entre los medios de comunicación, la opinión 
pública y el ejercicio democrático — conductas electorales, pro­
cesos legislativos, prioridades de política pública, etcétera—  era 
fundamentalmente de carácter lineal y unidireccional.

Estos modelos de finales del siglo XX se desarrollaron a partir 
de la investigación empírica, y pretendían explicar la forma en 
que se tomaban las decisiones en una democracia, por un lado, y 
por otro el rol de los medios de comunicación en ese proceso. Las 
decisiones analizadas ya no eran tan sólo las de los individuos, si­
no también la forma en la que la opinión pública podía incidir en 
las decisiones de otros actores sociales como el legislador, el go­
bierno o las cortes. Por esa razón, las explicaciones daban cuenta 
de la forma en la que la opinión pública era construida a partir 
de la acción de los medios de comunicación, y cómo ella incidía 
directamente en la elaboración de las políticas legislativas y admi­
nistrativas en una democracia (Page y Shapiro 1983). Esta visión 
perdía de vista, sin embargo, la posibilidad de que las políticas pú­
blicas incidieran en la opinión pública, las pugnas de los actores 
sociales por obtener el cubrimiento mediático y la manera como 
éstos podían influir en los medios de comunicación.

Posteriormente, los teóricos interesados en los procesos de en­
cuadre e influencia de los medios en la opinión pública recono­
cieron el carácter bidireccional de la relación entre los medios de 
comunicación y los actores sociales. Así comenzaron a reconocer 
la lucha por la producción y movilización — y oposición—  de las 
ideas y los significados.
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De esa forma, los estudios sobre los medios de comunicación 
se han extendido a diferentes disciplinas, y han acogido elemen­
tos psicológicos y sociológicos que ayudan a comprender cómo 
influyen los medios en la formación de la opinión. Estas aproxima­
ciones se han agrupado en lo que algunos llaman el análisis de los 
efectos indirectos (Druckman 2001). En estas explicaciones son 
centrales entonces los aspectos relacionados con: 1) las caracte­
rísticas formales de la noticia — estructura, complejidad y diversi­
dad; tipo de medio de comunicación— ; 2) el agendamiento, que 
hace referencia al mayor grado de aparición del tema, la posición 
y la importancia que puede adquirir la noticia en el medio de co­
municación y su efecto de “priming" o efecto desencadenante; y 
3) el encuadre del tema en el medio de comunicación.

Las características formales de la noticia se refieren a la forma 
como se presenta el tema, a lo que se presenta de él, y a qué tan 
diferentes y diversos son los contenidos. Las noticias se pueden 
categorizar, entonces, de acuerdo a su estructura, complejidad y 
diversidad de contenidos, y éstas, a su vez, dependiendo de si el 
medio de comunicación es audiovisual — televisión—- o escrito 
— prensa—  (Scheufele, Nisbet y Ostman 2005). En efecto, la 
televisión y la prensa, dadas sus características, han demostrado 
tener efectos diferentes en la opinión pública. En primer lugar, la 
televisión llega a un número mayor de la población que la prensa. 
En ese sentido es realmente masiva y tiene mayor capacidad de 
influencia, al menos en términos estadísticos. En segundo lugar, 
la televisión tiende a captar la atención de las personas de forma 
más efectiva, porque se trata de un medio audiovisual e incluye 
“pistas” no verbales sobre el tema que se está registrando (Cho y 
otros 2003). En tercer lugar, la televisión emplea narrativas más 
teatrales que captan la atención con mayor facilidad, dan la sen­
sación de contar historias completas, dinámicas. La prensa, por el 
contrario, tiende a ser más analítica, estática, menos inmediata.

Dadas las diferentes características de los medios de comuni­
cación escritos y audiovisuales, su impacto en la opinión pública 
difiere ampliamente. Puesto que los primeros presentan la infor­
mación en forma analítica, la probabilidad de que sus lectores co­
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nozcan diferentes posiciones sobre un tema y escojan una de ellas 
es mayor. Es más probable, entonces, que los lectores de prensa, 
de acuerdo con sus puntos de vista o ideologías, privilegien cierto 
tipo de información, y en esa medida reafirmen o modifiquen su 
posición frente al tema (Scheufele, Nisbet y Ostman 2005). Su 
tendencia a hacer interpretaciones institucionales y sociológicas 
de las situaciones es mayor que la de los televidentes. Éstos, en 
cambio, son más propensos a hacer interpretaciones emociona­
les y comparaciones superficiales a partir de la información a la 
que son expuestos.

La otra característica formal de la información, derivada en 
ocasiones del tipo de medio de comunicación, es la clase de cu­
brimiento que se hace. Esta característica se refiere básicamente 
al hecho de que la información se presente como algo esencial y 
únicamente objetivo, o que se presente como algo susceptible de 
ser valorado política o ideológicamente y, en esa medida, como 
algo que debe ser debatido.

La agenda de los medios de comunicación hace referencia al 
cambio en el número de historias sobre un tema. Este elemen­
to de análisis supone que los medios aplican estrategias de posi- 
cionamiento de los temas, según el despliegue y la forma como 
los organizan y los presentan. Esto significa, en primer lugar, que 
mediante la publicación recurrente y reiterada de noticias rela­
cionadas con un cierto asunto pueden convertirlo en un tema de 
interés público. Por otro lado, la relevancia del tema está dada 
por la forma de presentar ese tema en relación con los demás; es­
to es, si el cubrimiento aparece en la sección más leída o vista del 
medio de comunicación, si se presenta como una noticia princi­
pal o secundaria, si se incluye en la sección de información o en 
las secciones de opinión (Druckman 2001).

Este factor supone que los medios de comunicación pueden 
manipular su estructura para crear y condicionar la posición de la 
audiencia, y que sus intenciones tendrán mayor eficacia si le dan 
a la noticia un lugar prioritario en las secciones más consultadas o 
vistas, y si el cubrimiento combina la información con la opinión. 
El efecto de “priming” o efecto desencadenante se refiere enton-
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ces al grado de recordación que se puede generar sobre un tema 
a partir de la cantidad de veces, el lugar y la importancia que le 
den los medios. Se ha afirmado que este efecto tiene que ver con 
el hecho de que esa información le llega al lector con una mayor 
frecuencia, y que al estar más expuesto a ella almacena y guarda 
un recuerdo más fuerte del tema (Druckman 2001). Esta hipóte­
sis, conocida como la tesis de la accesibilidad a la información, ha 
sido discutida y rebatida por algunos autores con el argumento de 
que el simple hecho de que el lector o espectador esté expuesto 
a la información no garantiza que el efecto se dé. Afirman, por 
el contrario, que lo fundamental es que la fuente que presenta la 
información sea creíble para la audiencia.

El encuadre del tema en los medios de comunicación y sus efectos 
es el tercer componente esencial del modelo de los efectos indi­
rectos. El concepto de encuadre es utilizado para analizar cualita­
tivamente el cubrimiento que hacen los medios de comunicación 
de un tema para definir los mensajes transmitidos. También es uno 
de los conceptos y enfoques de la teoría de los movimientos so­
ciales. Desde el punto de vista del encuadre, el conflicto social es 
principalmente una lucha constante por la construcción de sig­
nificados e ideas que permitan persuadir a la opinión pública para 
que apoyen sus acciones, movilizar a quienes ya adhieren a ellas y 
neutralizar a los opositores. El conflicto social, pues, se entiende 
como política del significado (Hall 1982). Partiendo de este su­
puesto, la teoría del encuadre propone estudiar las prácticas de 
producción de significados, esto es, de “encuadre”, porque es útil 
para entender y explicar el potencial de movilización de esfuerzos 
concretos orientados a ello.4

En este sentido, la teoría del encuadre en los movimientos 
sociales, aplicado a los medios de comunicación, entiende que 
todo esfuerzo organizado, orientado a la acción, es movilización

4 El término utilizado en inglés es framing. En este texto se utilizarán los tér­
minos encuadre y marco en español. El uso de este concepto en sociolo­
gía se difundió a partir de la propuesta de Goffman en 1974. Al respecto, 
véase Goffman (1974).

169



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

social (Benford y Snow 2000). No asume que los movimientos 
sociales son portadores de ideas y significados que se producen 
automáticamente, por fuera de arreglos institucionales, sociales e 
independientemente de los eventos sociales y las ideologías pre­
existentes. El enfoque de los procesos de encuadre reconoce a 
los movimientos como actores que se comprometen activamente 
en la producción y el mantenimiento del significado e ideas pa­
ra sus miembros, para los opositores y los observadores (Benford 
y Snow 2000).

Por esa razón, el análisis de la estrategia del proyecto LAICIA 
ante los medios de comunicación fue presentado como una forma 
de movilizar actores sociales. Esto porque WLW contactó perso­
nas para que escribieran columnas de opinión y editoriales como 
forma de movilizar y ampliar los significados y mensajes que eran 
importantes para el proceso de litigio y para el cambio simbólico 
sobre el aborto. Adicionalmente, WLW desplegó otra serie de es­
trategias con los medios de comunicación como instrumentos de 
transmisión de información. En el análisis de estas acciones y de 
sus efectos en el cubrimiento en los medios es necesario considerar 
los obstáculos que las organizaciones y los movimientos sociales 
suelen enfrentar cuando tratan de acceder a los medios de comu­
nicación como formas de ampliar sus ideas y significados.

El encuadre del tema en los medios de comunicación se de­
fine como una idea o historia central que relaciona, da sentido, 
orden y significado a una serie de eventos que aparentemente no 
tienen conexión entre sí (Benford y Snow 2000; Druckman 2001; 
Terkildsen y Schnell 1997).

El encuadre de la noticia supone que la efectividad de los me­
dios de comunicación puede ser determinada a partir de la valo­
ración de la estructura en la que se inserta la noticia. Esto es, que 
además de los efectos de la agenda y la prioridad de los medios 
de comunicación, los mensajes pueden ser categorizados y leídos 
como parte de patrones de historias que los editores y periodistas 
diseñan para sus lectores o espectadores. Esta estructura es de 
carácter cognitivo, y sirve para definir el tipo de debate público 
que surgirá, la influencia sobre los lectores, el tipo de interpreta­
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ción que se hará de las noticias y las acciones de los actores insti­
tucionales frente al tema concreto (Terkildsen y Schnell 1997). 
El efecto del encuadre se define como la forma en la que el cam­
bio en el contenido de una historia puede afectar la percepción 
y actitud frente a una política pública o un tema determinado 
(Druckman 2001).

Un efecto de encuadre sucede cuando las personas que to­
man una decisión entre dos afirmaciones que son equivalentes 
en términos lógicos sobre un mismo problema, escogen diferen­
tes opciones (Tversky y Kahneman 1981). Esto ocurre cuando 
la descripción de un tema o de un evento hace énfasis en consi­
deraciones o argumentos potencialmente relevantes, y esto lleva 
a que los individuos se concentren en esas consideraciones y a 
partir de ellas saquen sus propias conclusiones. Esta explicación, 
que es de la psicología cognitiva y de la economía, encuentra en 
los politólogos una versión más relajada cuando dan cuenta del 
discurso político y de la forma en que el énfasis en determinados 
aspectos puede generar un efecto de encuadre y modificar la opi­
nión pública (Gamson y Modigliani 1989).

Con respecto al efecto de encuadre también se ha sostenido 
que sus efectos funcionan pasivamente porque se tiene acceso a 
argumentos diferentes (Iyengar 1990a; Iyengar 1990b). Estos mo­
delos de “accesibilidad” suponen un individuo pasivo que incor­
pora automáticamente a su actitud final las ideas a las que estuvo 
expuesto, es decir, las sugeridas por el encuadre. Esta hipótesis, 
sin embargo, ha sido rebatida con diversos diseños experimenta­
les cuyos resultados sugieren que los efectos del encuadre operan 
mediante un proceso psicológico en el que los individuos, cons­
ciente y deliberadamente, piensan en la importancia relativa de 
los diferentes argumentos que sugiere una noticia. En esa medida, 
el efecto del encuadre se logra cuando éste es capaz de alterar la 
importancia del tipo de argumento expuesto (Nelson, Clawson y 
Oxley 1997; Nelson y Oxley 1999).

Sobre el uso del encuadre en los medios se ha sostenido que 
la opinión pública depende de los encuadres e historias que los 
grupos sociales dominantes deciden proponer en los medios. Las
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elites, se sostiene, encuentran pocas limitaciones para generar 
los efectos del encuadre en la opinión pública. Este tipo de ex­
plicaciones se basan en modelos de transmisión de información 
(framing models) que asumen que el grupo o facción que gaste su­
ficientes recursos en propaganda y manipulación, y que envíe las 
señales necesarias, siempre puede prevalecer en el debate (Chong 
y Druckman 2008; Druckman 2001).

Esta hipótesis, sin embargo, ha sido replanteada para mostrar 
que las especificidades de los encuadres por las que el público se 
inclina o tiende a aceptar son importantes para el efecto: esto es, 
la credibilidad de la fuente y del vocero de los argumentos (Druc­
kman 2001). Los estudios sugieren, entonces, que una fuente 
confiable puede utilizar un encuadre para modificar la importan­
cia que se le da a ciertas consideraciones, y a su vez cambiar la 
opinión general.

La hipótesis de la accesibilidad, por lo demás, no permite ex­
plicar la forma en que compiten los encuadres. Los encuadres 
deben ser entendidos, como lo afirman Gamson y Modigliani, en 
forma dialógica (Gamson y Modigliani 1989). Esto significa que 
un encuadre siempre encuentra un “contra-encuadre”, es decir, 
siempre se presentan diferentes argumentos y perspectivas sobre 
un tema. En esa medida, el efecto de encuadre no puede depender 
sólo del acceso que tenga la audiencia a los diferentes argumen­
tos, pues en muchas ocasiones los diversos enfoques se presentan 
de manera simultánea. En tal situación, no es posible afirmar que 
un encuadre prime sobre otro.

Se ha sugerido también que la importancia del discurso de los 
medios de comunicación depende del tema del que se trate, pues 
para que el encuadre del medio logre su efecto en las personas 
es necesario que éstas tengan experiencias cotidianas directas al 
respecto (teoría de la dependencia). Sin embargo, algunos estu­
dios han mostrado que aun en relación con temas de los que las 
personas no tienen experiencias directas — energía nuclear, por 
ejemplo— , éstas pueden imaginar situaciones hipotéticas en las 
que tendrían que tomar una decisión u otra y a partir de esa op­
ción incorporan en su razonamiento argumentos que adhieren

172



Mujeres, cortes y medios: la reforma judicial del aborto

al encuadre del medio de comunicación (Gamson y Modigliani 
1989). La familiaridad con el tema ha sido replanteado enton­
ces en el sentido de la fidelidad narrativa propuesta por Benford 
y Snow (Benford y Snow 2000), esto es, en el caso de los medios 
de comunicación, la resonancia cultural (Gamson y Modigliani 
1989). Esta se refiere al grado de consistencia de un tema o un 
encuadre en los medios de comunicación con los asuntos de am­
plio interés cultural o social, consistencia que hace que el encua­
dre parezca familiar y natural.

El encuadre de la noticia del medio de comunicación permi­
te, a su vez, identificar las posiciones de los “emisores” de las no­
ticias y sus intereses, y a partir de ahí es posible también detectar 
la forma como los medios de comunicación interpretan un tema 
en particular, y las coincidencias o divergencias de dichas inter­
pretaciones con los intereses de grupos sociales — elites políticas, 
económicas, etcétera— . Una vez identificada la estructura que 
le dan los medios de comunicación al tema, es posible anticipar 
el tipo de valores que se promueven y que utilizan los individuos 
para sentar sus propias posiciones frente a él.

Dentro del tratamiento del tema del encuadre se encuentra 
también la dimensión interpretativa de este tipo de estudios so­
bre la comunicación. Éstos se centran en el carácter relacional, 
dinámico y recíproco de la comunicación entre los emisores y 
los receptores de la información. La comunicación se define co­
mo un proceso en el que se construyen los individuos — sujetos 
y medios— , y de allí sus acciones, de acuerdo con los contextos 
sociales, políticos e ideológicos en los que se dé la comunicación 
(Pearce 1994; Watzlawick, Beavin y Jackson 1983 [1967]). La 
comunicación es entonces un proceso contingente y variable y 
debe ser valorado a partir de los dos polos de la relación — emisor- 
receptor—  y de la forma en que éstos se conciben mutuamente. 
Es decir, el proceso de comunicación se define por acciones de­
pendientes entre sí.

Estas explicaciones dan lugar al análisis de cómo el encuadre 
implica considerar las ideologías, las condiciones económicas de 
los actores, las posiciones políticas de los grupos y los marcos de
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las acciones colectivas. El proceso de comunicación se puede en­
tender en términos sociales o sistémicos y dar cuenta de las prácti­
cas sociales de la comunicación; específicamente de las ideologías 
que interactúan, de las intenciones del proceso, de los derechos, 
deberes, responsabilidades y privilegios de los actores involucra­
dos, de las formas de codificación y descodificación de los signifi­
cados, de las cadenas discursivas que operan en un sistema social 
y de las diferentes formas de interacción (Hall 1980).

En este marco explicativo es importante considerar al menos 
tres tipos de actores en el proceso comunicativo de los medios 
masivos: productor, consumidor y anunciante, y además sus res­
pectivas posiciones políticas, intereses e ideología, y las implica­
ciones de todo esto en la relación entre los medios y la opinión 
pública (Costain y Majstorovic 1994). Lo anterior permite incluir 
entre las consideraciones a los movimientos sociales, a los actores 
institucionales y a diversos grupos poblacionales que sostienen la 
opinión pública.

Esto último da cuenta también de las formas de emisión de 
la información y de las acciones de los medios de comunicación 
— ideología, intereses, posiciones políticas y jurídicas-—. En este 
sentido muestra también cómo la ideología y las posiciones polí­
ticas de los medios de comunicación actúan como “filtros” de la 
información, y por lo tanto inciden en el debate público y en la 
construcción de la opinión pública. En últimas, se trata de mos­
trar que los medios de comunicación pueden favorecer o no los 
encuadres que la organización o el movimiento diseñe para la 
estrategia. De hecho, editores y periodistas pueden expresar su 
propio enfoque e historia, pueden reproducir el de las elites o el 
de los grupos subordinados, de acuerdo con sus formas de actua­
ción. Esto es, que la interacción entre medios, actores estatales y 
grupos de interés es compleja (Gamson y Modigliani 1989; Ter- 
kildsen y Schnell 1997).
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II . E l  d e b a t e  y  l a  o p i n i ó n  p ú b l i c a  s o b r e  e l  a b o r t o  a

PARTIR DE LAICIA

En esta sección se analiza la estrategia de comunicaciones del pro­
yecto LAICIA a partir de las dos preguntas fundamentales sobre 
el tema de medios: el posicionamiento e importancia progresiva 
del tema en la agenda de los medios — conocido como “agenda- 
miento”— , y el encuadre de los medios sobre el tema. Este aná­
lisis busca dar cuenta del grado de efectividad de la estrategia de 
comunicaciones del proyecto LAICIA — presencia e importan­
cia progresiva del tema en la agenda de los medios y encuadre de 
derechos y salud pública— , y sus potencialidades para modificar 
la opinión pública sobre el tema del aborto.

El análisis de la estrategia se hizo con base en el archivo de 
prensa de Brújula Comunicaciones, y en los informes de gestión 
presentados por esta última a Women’s Link. La metodología del 
análisis abarcó dos fases. La primera consistió en la cuantificación 
y codificación de la estructura de las noticias publicadas en los 
diarios nacionales y regionales, y su ubicación en la estructura del 
medio. Esto con el fin de clasificar el tipo de noticia — según los 
criterios de presencia e importancia progresiva en la agenda de 
los medios y del efecto “priming” o efecto desencadenante—  de 
acuerdo con su potencialidad de llegar a los receptores y de incidir 
en la percepción y posiciones sobre la penalización del aborto.

Una vez obtenidos los datos cuantitativos y la codificación, 
se seleccionó una muestra teórica — no representativa estadísti­
camente—  de los diferentes tipos de noticias en cinco medios de 
comunicación: tres de circulación nacional — El Tiempo, El Es­
pectador y la revista Semana—  y tres regionales — El País, El C o­
lombiano y El Heraldo— . Esta muestra teórica permite dar cuenta 
de las líneas arguméntales del debate y de la perspectiva nacional 
y regional. El resultado de este análisis muestra la probabilidad de 
incidencia en la opinión pública de acuerdo con las característi­
cas de las noticias y el tipo de debate, es decir, el encuadre. Esto 
significa que evalúa el tipo de debates y de controversias que las 
noticias emitidas por los medios de comunicación privilegiaron de
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acuerdo con su encuadre en los medios de comunicación — por 
ejemplo, los derechos de las mujeres, la despenalización del abor­
to como un tema de salud pública o como un tema moral, el rol 
del legislador frente al aborto, el rol de la Corte Constitucional, 
la importancia de los movimientos sociales, entre otros— .

LAICIA se propuso modificar el debate en los medios de co­
municación mediante la inclusión de los argumentos de salud 
pública y derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. Ade­
más diseñó la estrategia según las fases y los momentos claves del 
proyecto. Por esa razón, el análisis del encuadre en los medios de 
comunicación atiende justamente a esos momentos: 1) fase de 
sensibilización y lanzamiento; 2) intervención del Procurador Ge­
neral de la Nación; 3) discusión sobre el protocolo de la CEDAW 
en el Congreso; 4) fallo inhibitorio de la Corte Constitucional 
en diciembre de 2005. Lo anterior significa que la evolución de 
la línea argumentativa en el cubrimiento de prensa se analiza en 
cada uno de estos momentos. En este sentido, este texto analiza 
los encuadres y los argumentos que fueron ampliados por los me­
dios de comunicación y los compara con el encuadre que definió 
LAICIA como marco de acción colectiva.

A. El tema del aborto en la agenda de la prensa: 
posicionamiento e importancia

El “agendamiento” de un tema en los medios de comunicación, 
como se explicó, hace referencia a la cantidad de noticias publi­
cadas sobre un tema. De esa forma, que un tema se convierta en 
un asunto público o no, tiene que ver en gran medida con la can­
tidad de noticias que sobre él aparecen en los medios de comuni­
cación, y con la importancia que ese tema va adquiriendo según 
la ubicación que le dé el medio en su agenda. La tarea de posicio- 
namiento del tema del aborto y del proyecto LAICIA en la pren­
sa se hizo en la fase de sensibilización y en la primera parte de la 
fase de lanzamiento. La primera fase consistió en la gestión con 
personas de los medios — reuniones con editores, por ejemplo— , 
en el entrenamiento de los voceros, la elaboración de carpetas de
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prensa con información relevante y la presentación de los men­
sajes clave. En la fase de lanzamiento se enviaron las carpetas de 
prensa y la estrategia se concentró en promover el cubrimiento 
de la radicación de la demanda.5

El archivo de prensa del proyecto LAICIA contiene eviden­
cia suficiente para afirmar que, en efecto, la estrategia de comu­
nicaciones fue exitosa para incrementar la aparición del tema del 
aborto en la prensa. En la siguiente tabla aparecen datos cuanti­
tativos de las dos primeras fases de la estrategia.

Tabla I
Cubrimiento de prensa aborto-LAICIA, 3 1 de enero a 3 1 de mayo de 2005

31 de enero a 31 de 
mayo de 2005

Medios
nacionales

Medios
regionales

Total

Editorial a favor 2 1 3

Editorial en contra 0 0 0

Columna de opinión a favor 4 0 4

Columna de opinión 
en contra

0 0 0

Tema especial 0 0 0

Información general 2 3 5

Reseña 0 1 1

Personaje 0 0 0

Lector 0 0 0

Total 8 5 13

Sólo en las primeras fases de la estrategia, como lo muestra 
la tabla, hubo trece notas en prensa, ocho de ellas en medios de 
circulación nacional y cinco en medios regionales. De esas trece 
noticias, siete tenían un alto potencial para movilizar la opinión 
pública — se trataba de editoriales y columnas de opinión-— ; el

5 Brújula Comunicaciones, Segundo informe de gestión, Bogotá, 30 de ma­
yo de 2005.
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potencial de las seis restantes, en cambio, era bajo, pero sin duda 
fueron definitivas para posicionar el tema en el debate público.

Si se le compara con los años anteriores, el amplio cubrimiento 
del tema es un indicador inequívoco de éxito en el incremento de 
la aparición del tema en la prensa como resultado de la estrategia 
de comunicaciones de LAICIA.6 En efecto, el tema del aborto en 
los medios de comunicación en los cinco años anteriores, en los 
mismos medios de comunicación, tuvo un registro de tan sólo seis 
veces. Entre los años 2000 a 2002 no se registraron noticias sobre 
el tema; en el 2003 se registró tan sólo una noticia, y en el 2004 
cinco. De las noticias publicadas por los medios, tres de ellas pre­
sentaron de forma paralela los argumentos a favor y en contra de 
la despenalización; las otras tres sentaron posiciones frente a la 
discusión, presentando encuadres para movilizar la opinión pú­
blica. De estas últimas, dos sostuvieron posiciones a favor de la 
despenalización del aborto, y una en contra.

Con la puesta en marcha del proyecto LAICIA, la aparición 
del aborto en los medios se amplió a trece historias en tan sólo 
cuatro meses. Además, la estrategia de comunicaciones del pro­
yecto LAICIA fue cubierta por los medios nacionales y regio­
nales, en posiciones privilegiadas dentro de éstos — fue el caso 
de los editoriales y de las columnas de opinión— ? Este cambio 
cuantitativo es el primer indicador de éxito de la estrategia de co­
municaciones en la fase de posicionamiento del tema del aborto 
en los medios.

El segundo indicador sobre la relación de causalidad entre 
el cubrimiento de los medios de comunicación y la estrategia de 
medios es la ampliación de los argumentos diseñados en la estra­
tegia por parte de columnistas y editorialistas. Esto es, que las co­
lumnas de opinión y los editoriales sostuvieron no sólo posiciones

6 La línea base del archivo de prensa fue elaborada a partir del archivo de 
prensa de Women’s Link Worldwide. Esta línea base fue posible gracias 
a la colaboración y apoyo de Catalina Góngora, quien revisó y analizó el 
cubrimiento del tema del aborto en los medios de comunicación antes del 
proyecto LAICIA.

7 Véase, por ejemplo, López Montano (2005).
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favorables a la liberalización del aborto, sino que presentaron los 
argumentos diseñados por el equipo de Brújula Comunicaciones, 
EqualShot y Women’s Link. En esta primera fase esto significó una 
mayor exposición de las audiencias al tema general del aborto y 
a la idea de la liberalización por medio de la despenalización en 
ciertas circunstancias. El segundo efecto de este impacto en los 
medios de comunicación fue que no hubo respuestas airadas de 
la oposición, pues el tema tan sólo comenzaba a debatirse públi­
camente desde el enfoque del proyecto LAICIA.

Tabla 2
Cubrimiento de prensa aborto-LAICIA, 3 1 de mayo a 3 1 de agosto de 2005

31 de mayo a 31 de 
agosto de 2005

Medios
nacionales

Medios
regionales

Totales

Editorial a favor 1 1 2

Editorial en contra 0 0 0

Columna de opinión a favor 1 0 1

Columna de opinión en contra 0 0 0

Tema especial 2 2 4

Información general 1 5 6

Reseña 0 4 4

Personaje 0 0 0

Lector 3 0 3

Totales 8 12 20

La tabla 1 muestra la ausencia de columnas o editoriales en 
contra de la liberalización. La tabla 2, por su parte, revela que el 
cubrimiento del tema no sólo se mantuvo, sino que además se 
incrementó cualitativa y cuantitativamente. El total de noticias 
en el período siguiente, aun cuando éste tuvo un mes menos, fue 
de veinte noticias frente a las trece de las primeras fases. En las 
primeras fases — sensibilización y lanzamiento— , la presencia del 
tema del aborto en los medios se midió durante cuatro meses; la
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segunda medición sólo cubrió tres. El cambio cualitativo con- 
templa dos hechos centrales en el posicionamiento del aborto: 
los medios de comunicación que cubrieron el tema aumentaron 
y los contenidos se diversificaron.

En efecto, en esta fase de mantenimiento de la atención por 
parte de los medios de comunicación hubo cubrimiento de medios 
que no habían reseñado el tema en la primera fase. Otro medio 
de circulación nacional comenzó a cubrir el tema y más medios 
regionales hicieron lo propio.

El segundo elemento que marca el cambio cualitativo es la di- 
versificación de los contenidos de las noticias. En la primera me­
dición, los medios cubrieron el tema en editoriales, columnas de 
opinión, noticias con información general —datos, argumentos 
de diferentes sectores, posiciones alrededor del tema, datos in­
ternacionales, etcétera— , y una reseña. En el segundo período, 
en cambio, el cubrimiento de los medios se diversificó y pasó a 
incluir el tema como parte de separatas especiales. Es decir, que 
la atención frente al tema aumentó y que además su ubicación 
en la estructura del medio de comunicación mejoró. Con ello, la 
probabilidad de llegar a una audiencia más amplia, y en esa me­
dida también más diversa, era mayor.

En esta fase es importante el hecho de que si bien el cubri­
miento de la noticia se diversificó, se mantuvo dentro de las lí­
neas de los editoriales, aunque en forma minoritaria. La mayor 
presencia del tema en ese contexto y el que se mantuviera en los 
editoriales era crucial para incentivar y aumentar la posibilidad 
de movilizar la opinión pública. Es importante resaltar que la di­
versificación del cubrimiento de la noticia es fundamental para 
que el tema entre al debate público, pero a su vez, reduce la posi­
bilidad de movilización de la opinión. Ahora bien, en esta fase la 
estrategia es un éxito, pues logró situar el debate en los ámbitos 
regional y nacional.

Una vez expuestos los logros del posicionamiento del tema en 
la agenda de los medios es necesario analizar la cualificación del 
debate y la recepción o evasión de las líneas argumentativas claves
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del proyecto LAICIA por parte de los medios de comunicación: 
el encuadre del aborto y LAICIA en los medios.

B. El encuadre de la estrategia de medios de LAICIA

La estrategia de comunicaciones del proyecto LAICIA fue con­
cebida para un año, durante el cual se desarrollaría el litigio estra­
tégico. Durante ese año se presentaron informes trimestrales con 
los logros alcanzados y los resultados del monitoreo de los medios 
de comunicación. Las fases que hemos expuesto en este capítulo 
se diseñaron dentro de ese período, y se retoman como líneas de 
tiempo, salvo la fase del post-fallo.8

La estrategia de medios se articuló alrededor de la acción ju­
rídica en forma y contenido. En lo que se refiere a la forma, la 
estrategia de LAICIA se propuso obtener el cubrimiento de los 
medios de comunicación en las fases claves del proceso jurídico. 
Esto implicaba mantener la atención de los medios durante un 
período de tiempo considerable. En lo que se refiere a los con­
tenidos de los mensajes y los argumentos, éstos también fueron 
concebidos a partir del debate jurídico que se proponía para ga­
nar la demanda.

En esa medida, el encuadre sobre el aborto de la estrategia 
de comunicaciones de LAICIA buscaba presentar a la audiencia 
argumentos diferentes a los expuestos tradicionalmente por la 
Iglesia católica;9 su objetivo era presentarlo como un asunto de 
derechos humanos y de salud pública, independiente de criterios 
morales o religiosos.

Por ello, en la primera fase, LAICIA definió los mensajes clave 
que debían acompañar la acción jurídica en la Corte Constitucio­

8 La exclusión de esta etapa o fase se debe a la naturaleza y restricciones de 
tiempo de este proyecto, pero sin duda, para análisis futuros, es necesario 
incluirla con el fin de analizar cómo se mantuvo el impacto del tema en 
los medios.

9 Entrevista con Ana María Ruiz Perea, gerente de Brújula Comunicacio­
nes, 21 de agosto de 2007.
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nal. Estos mensajes incluían cifras sobre el aborto y su descripción 
como un problema de salud pública, una revisión de la situación 
legal del aborto en el mundo, una exposición del marco jurídico 
internacional, el contexto legal en Colombia, una descripción 
de la demanda que se iba a presentar y un resumen de las “falsas 
creencias acerca del aborto”.10 Todo lo anterior estaba encamina­
do a alcanzar los objetivos sobre opinión pública que LAICIA se 
había trazado. El cambio en la opinión pública partía del supues­
to de ofrecer a la audiencia argumentos nuevos y diferentes a los 
que tradicionalmente habían difundido los medios de comunica­
ción para que fueran incorporados en el debate, tal como sugiere 
la tesis de la accesibilidad. Los argumentos tradicionales eran, a 
juicio de LAICIA, los religiosos y morales.

La estrategia de comunicaciones estableció que la mejor for­
ma de actuar con respecto a los argumentos de la oposición era 
no contrariarlos ni contradecirlos.11 En forma consistente con la 
moderación en la petición jurídica (liberalización), la estrategia 
quiso también en aquel sentido evitar la radicalización de los ar­
gumentos en los medios de comunicación. La radicalización ali­
mentaría las posiciones religiosas y morales sobre el aborto, y lo 
que se pretendía era justamente que este tipo de encuadre per­
diera fuerza para que prevaleciera el encuadre de los derechos y 
la salud pública.

Adicionalmente, Brújula Comunicaciones y EqualShot ca­
pacitaron a Mónica Roa y a Viviana Waisman como voceras del 
proyecto LAICIA con el fin de que se convirtieran en fuente obli­
gada del tema ante los medios.12 De Mónica Roa se destacaban 
sus méritos académicos, sus publicaciones y su experiencia labo­

10 Carpeta de prensa de Women's Link Worldwide (manuscrito en poder de 
las autoras).

11 Entrevista con Ana María Ruiz Perea, gerente de Brújula Comunicacio­
nes, 21 de agosto de 2007.

12 Brújula Comunicaciones, Segundo informe de gestión, Bogotá, 30 de ma­
yo de 2005.
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ral en el tema de los derechos humanos y los derechos sexuales 
y reproductivos.

C. El encuadre del aborto y LAICIA en los medios de 
comunicación

1. Fase de sensibilización y lanzamiento

La estrategia de comunicaciones se concentró en esta fase en la 
consolidación de una red de medios de comunicación y de pe­
riodistas para lograr posicionar el tema del aborto en la agenda 
de esos medios. La elaboración de carpetas de prensa con la in­
formación sobre el aborto como un tema de salud pública, de al­
ta relevancia en el contexto jurídico y político internacional, fue 
parte importante de la estrategia. La carpeta incluía también in­
formación sobre el proyecto LAICIA— intenciones, los mensajes 
claves del proyecto, comunicados de prensa—  y sobre su vocera, 
con el fin de posicionarla como figura ante los medios.

Como lo mostró el análisis cuantitativo del cubrimiento de 
prensa, la estrategia fue exitosa: el tema entró al debate público. El 
análisis cuantitativo mostró también que en el segundo período de 
la primera fase la información se diversificó, comenzó a incluir las 
posiciones de los diferentes actores y a Mónica Roa como vocera 
de una de las posiciones relevantes en el debate. En ese sentido, 
en la medida en que los medios de comunicación comenzaron a 
acoger y a emitir los contenidos que proponía el proyecto LAICIA 
como parte del posicionamiento público del tema, la estrategia de 
comunicaciones logró su objetivo. De esa forma, la introducción 
de argumentos novedosos en los medios fue posible.

En esta fase el despliegue mediático sobre el tema tuvo lugar 
sobre todo en las columnas de opinión, gracias a la estrategia de 
periodistas aliados que presentaron argumentos a favor del aborto. 
Las noticias que se publicaron en esta fase tenían un alto poten­
cial de movilizar la opinión por tratarse de editoriales y columnas 
de opinión que, además, defendían posiciones a favor del aborto 
y, concretamente, de su liberalización. El cubrimiento editorial y
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de opinión, entonces, favoreció el encuadre de LAICIA porque 
amplificó los argumentos de la estrategia de comunicaciones.

Sin embargo, el éxito de la estrategia no garantizaba que el 
debate cambiara porque la simple presentación de los argumen­
tos no era suficiente para incidir en la delimitación del debate, ni 
para asegurar la movilización de la opinión pública. Los medios 
de comunicación comenzaron a reseñar la información relativa 
al aborto como un problema de salud pública, pero no establecie­
ron la relación con la despenalización del aborto. Por otro lado, 
presentaban el aborto como un tema jurídico, al tiempo que la 
legislación colombiana aparecía como retardataria con respecto 
al contexto internacional y comparado (López Montaño 2005; 
Perilla y otros 2005; Rivas 2005). En ese sentido, el encuadre ju­
rídico de LAICIA logró posicionar la acción pública de inconsti- 
tucionalidad como un asunto de relevancia nacional.

Con el paso de los meses, y mientras la demanda seguía en la 
Corte, los medios comenzaron a reseñar también las posiciones 
en contra de la despenalización, esta vez a partir de argumentos 
religiosos y morales. Este tipo de noticias hacían énfasis en el efec­
to que tendrían las decisiones jurídicas en la órbita de lo moral 
de cada uno de los ciudadanos. No contradecían el hecho mismo 
de que el aborto se relacionara con un problema de política pú­
blica en salud, pero sí radicalizaban los argumentos frente a este 
asunto y hacían énfasis en las políticas preventivas de educación 
sexual como la solución del problema, antes que en la despenali­
zación (Duque 2005).13

El efecto de esta clase de cubrimiento fue la pérdida del peso 
relativo de la despenalización como una alternativa de solución 
del problema de salud pública. En ese sentido, el encuadre jurídi­
co para la despenalización cedió ante los argumentos morales de 
la oposición, que además presentaban el tema del aborto como 
un asunto de política educativa antes que de política criminal.

13 Beatriz Duque cuestionó en un diario regional los argumentos de la pers­
pectiva de género como la alternativa para un cambio social frente a las 
mujeres.

184



Mujeres, cortes y medios: la reforma judicial del aborto

En cuanto a los derechos sexuales y reproductivos del encuadre 
jurídico, la oposición respondía con argumentos morales y reli­
giosos en los que relativizaba la importancia de los derechos de 
las mujeres.

El posicionamiento de Mónica Roa como vocera del proyecto 
LAICIA fue un logro de la estrategia de comunicaciones. Cen­
tralizar el debate en una persona permitió que el proyecto y el li­
tigio fueran visibles y que el tema de la despenalización estuviera 
presente en el debate público. Por ello, la interposición de la de­
manda también se convirtió en un hecho público. En ese sentido 
la estrategia de medios fue exitosa, pero es claro que este tipo de 
estrategias también corren riesgos. El hacer de la interposición de 
la demanda un hecho público de discusión en el ámbito nacional, 
y también en los contextos locales, se materializó en una fuerte y 
marcada oposición que se manifestó con fuerza en los medios de 
comunicación y en el proceso mismo.14

La oposición se concentró en la discusión moral y religiosa, 
distrayendo así la atención de los argumentos de salud pública y 
evadiendo el tema del derecho a la igualdad y los derechos sexua­
les y reproductivos de las mujeres. En su lugar introdujo con fuerza 
el argumento del derecho a la vida del feto en gestación y el deber 
del Estado de protegerlo (El Colombiano 2006; Duque 2005).

2. Intervención del Procurador General de la Nación

La intervención del Procurador General de la Nación marcó un 
hito importante para el proyecto LAICIA y particularmente pa­
ra el área de comunicaciones. La estrategia de comunicaciones, 
en efecto, contemplaba el aprovechamiento de las coyunturas y 
de los picos de información para dar visibilidad al litigio y conti­
nuar con el posicionamiento de los argumentos novedosos en el

14 En los diarios regionales, en particular, la oposición fue muy marcada, y 
el número de noticias y de columnas en contra del proceso y del aborto 
fueron muy superiores a las que apoyaban el proceso. Véanse los datos en 
la sección de posicionamiento del tema del aborto en los medios.
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debate. Este tipo de estrategia reactiva es de mucha utilidad en 
la medida en que los medios se presten para que la coyuntura sea 
de provecho para el proyecto.

La intervención del Procurador generó un pico muy alto de 
información alrededor del proceso ante la Corte y sobre el abor­
to en general porque su concepto favorecía la despenalización. 
El litigio, gracias a esta circunstancia, se hizo visible y ocupó im­
portantes espacios en la prensa nacional y regional. Ahora bien, 
es importante tener en cuenta que el aprovechamiento del pico 
de información es necesario y, en este caso, fue útil para mante­
ner el tema en el debate público.

En este caso en particular, el análisis cualitativo del cubrimien­
to de prensa muestra cómo los medios se enfocaron en la figura 
del Procurador como figura pública. El Procurador está obligado 
a intervenir ante la Corte Constitucional, de manera que el en­
cuadre privilegiado por los medios de comunicación fue el acto 
jurídico de manifestación del Procurador y el acto simbólico que 
implicaba que rindiera un concepto favorable a la demanda. Este 
encuadre, que privilegió el hecho jurídico, presentó al Procura­
dor como figura, amplió las explicaciones sobre el procedimiento 
judicial y relegó los argumentos de fondo que se habían logrado 
introducir en los medios e incluso aquellos que, siendo centrales 
en la intervención del funcionario, no fueron presentados o favo­
recidos por el encuadre (El Tiempo 2005; Thomas 2005).15

A pesar de que en su intervención el Procurador defendió con 
vehemencia el derecho a la igualdad de las mujeres y el ejerci­
cio pleno de sus derechos sexuales y reproductivos, los medios de 
comunicación subrayaron la posición general de la Procuraduría 
en el sentido de apoyar la despenalización del aborto. En segun­
do lugar, encuadraron el tema del aborto como un tema de salud 
pública, pero haciendo énfasis en la responsabilidad del Estado de 
ocuparse de él, de nuevo, ocultando la relación entre el tema de

15 Los titulares de estas noticias fueron: “Procurador lanza un as por aborto”, 
y “Lucho y Edgardo: las alcaldesas locales y la despenalización del aborto”, 
respectivamente.
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salud pública y la despenalización, relación que era fundamental 
para el proyecto LAICIA.

El proyecto LAICIA emitió un comunicado de prensa a propó­
sito de la intervención del Procurador.16 La relación de causalidad 
entre el comunicado de prensa y el cubrimiento sucesivo de la in­
tervención ante la Corte no fue claro en los medios de comunica­
ción. A pesar del amplio cubrimiento y de la necesidad evidente 
de hacer referencia a la demanda para contextualizar la noticia, 
el proyecto LAICIA no tuvo protagonismo en ese cubrimiento. 
La prensa se veía en la obligación de explicar al lector que el pro­
nunciamiento del Procurador obedecía a que cursaba una deman­
da ante la Corte Constitucional que solicitaba la despenalización 
del aborto, pero no profundizaba en el proyecto LAICIA, en sus 
características ni en sus objetivos. Esta omisión fue definitiva por­
que los argumentos sobre igualdad y salud sexual y reproductiva 
de las mujeres tendían a desaparecer cada vez más de los medios. 
De nuevo, con el argumento de salud pública, no se esgrimía la 
relación entre la petición y la política pública estatal, de forma 
que la posibilidad de liberalizar el debate a favor de los derechos 
de las mujeres se vio seriamente reducida y afectada.

Por esas razones tampoco es posible afirmar que ese pico in­
formativo permitió posicionar el tema de la salud pública como 
argumento de liberalización. Por el contrario, el tema comenzó a 
ser tratado como información accesoria al pronunciamiento del 
Procurador, y de esa manera perdió la oportunidad de modificar 
el debate.

En este punto es importante resaltar, por último, cómo sirvió 
también a la radicalización de los argumentos de la oposición. En 
efecto, parte de los cubrimientos que ponían en contexto la in­
tervención del Procurador hacían referencia a las posiciones en 
contra de dicho pronunciamiento. Uno de los actores principales

16 Cabe resaltar que el énfasis que aquí se hace en la figura del Procurador, 
antes que en la entidad misma, responde al tipo de cubrimiento de los me­
dios de comunicación y es consistente con el fenómeno de la vocería de 
Mónica Roa, en el que se privilegió la figura antes que los argumentos.
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que comenzó a aparecer en los medios fue la Iglesia y, con ella, 
cada vez con más fuerza, los argumentos morales que LAICIA 
se proponía neutralizar. Las columnas de opinión y editoriales 
en contra aumentaron significativamente y lograron restringir el 
debate al dilema moral y ético que implicaba la despenalización, 
y al derecho a la vida del nasciturus. Esto no habría determinado 
el efecto de encuadre de no haber sido porque los enfoques de es­
tas intervenciones en los medios encontraban en los ciudadanos 
grados de resonancia más altos, pues establecían vínculos entre 
los argumentos y hacían referencia a sus vidas cotidianas. El ca­
rácter abstracto del encuadre puramente jurídico, en ese sentido, 
estaba en desventaja.

Este pico informativo evidenció también las diferencias en­
tre los medios nacionales y los regionales. Mientras que los de 
circulación nacional tendían a presentar la noticia en contexto, 
e incluían las perspectivas de todos los involucrados, los medios 
regionales tendían a presentar las posiciones contrarias a la inter­
vención. En esa medida, los medios nacionales cubrían con ma­
yor profundidad el tema de la demanda y sus argumentos, al igual 
que los de la Iglesia y los opositores con argumentos jurídicos. El 
cubrimiento nacional, entonces, era más completo y balanceado, 
aunque con menores posibilidades de movilizar la opinión pú­
blica; el de los medios regionales, en cambio, tendía a presentar 
más columnas de opinión y editoriales que presentaban los argu­
mentos en contra de la intervención de la Procuraduría, sin pro­
fundizar en los argumentos de LAICIA. Ofrecían un panorama 
menos balanceado, pero con mayores probabilidades de movili­
zar la opinión.

Frente a la discusión y el tema, se hacía evidente la diferen­
cia entre los medios conservadores y los liberales. La pregunta 
por resolver en este punto es qué tanta influencia y capacidad de 
movilizar la opinión tienen en las regiones los medios de circula­
ción nacional frente a los locales. Responder a este interrogante 
excede el alcance de esta investigación, pero es importante ana­
lizar el tema para diseñar estrategias futuras de intervención con 
los medios de comunicación.
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3. Protocolo de la C ED A W

La discusión del protocolo de la CEDAW en el Congreso de la 
República marcó también un punto importante para el proyecto 
LAICIA, fundamentalmente porque el cubrimiento en los medios 
de comunicación se concentró en la posición de los congresistas 
que se oponían a la despenalización del aborto. Estos últimos ar­
gumentaban que la aprobación del protocolo estaba directamente 
relacionada con la despenalización del aborto, y que si el protocolo 
se aprobaba equivaldría a legalizar el aborto (El País 2005).17

La consecuencia de este encuadre en el debate público fue 
reducir a la legalización del aborto un protocolo que protege en 
forma amplia los derechos de las mujeres. En consecuencia, la dis­
cusión sobre el protocolo y sobre el aborto se polarizó.

Este hecho marcó, sin embargo, un hito importante para el 
proyecto LAICIA y su vocera: contrario al pico de información 
que había generado el pronunciamiento del Procurador, en esta 
ocasión ellos fueron blanco de información. El proyecto LAICIA 
tuvo así una mayor visibilidad, y de nuevo la posibilidad de recrear 
en los medios de comunicación sus argumentos y posiciones.

4- Fallo inhibitorio

El fallo inhibitorio de la Corte Constitucional definió el otro pico 
informativo en el desarrollo del proyecto LAICIA. El cubrimien­
to de la noticia fue amplio en los medios locales y nacionales, y 
además fue diverso en términos de contenido.

Sin embargo, los efectos para el encuadre de la liberalización 
del debate público fueron contradictorios. El cubrimiento mos­
traba la polarización del debate, y sus polos eran la posición de la 
Iglesia y los argumentos jurídicos de la Corte, por un lado, y los 
argumentos del proyecto LAICIA por otro. Mientras los medios 
de comunicación más conservadores subrayaban la división en la

17 En efecto, el diario El País de Cali tituló la noticia: “Ratifican protocolo 
sobre el aborto”.
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Corte como una muestra de la división de opiniones en la pobla­
ción colombiana, los medios más liberales hacían énfasis en los 
argumentos jurídicos de la Corte como asuntos de procedimiento 
susceptibles de ser subsanados para dar la discusión de fondo.

Los medios más conservadores, sin duda, fueron los regionales. 
De hecho, de los tres medios regionales analizados en la mues­
tra teórica, dos publicaron mayoritaria y casi unánimemente po­
siciones en contra de la despenalización y situaron el tema en 
editoriales y columnas de opinión. Los medios nacionales, por el 
contrario, publicaron noticias más liberales, en tanto completas, 
pero en formato de noticia informativa.

Pero el cubrimiento mayoritario apuntó, en detrimento de la 
imagen de LAICIA, a los errores en la demanda. Titulares como 
“La Corte mantiene la penalización del aborto por errores en la 
demanda” hacían énfasis en las fallas de la estrategia jurídica. Los 
conservadores, sin duda, aprovecharon esto para sugerir que el 
proyecto LAICIA no cumplía con los estándares jurídicos para 
intentar una acción de inconstitucionalidad, pero asociándolo 
con la discusión moral y jurídica sobre la vida, y desvirtuando los 
argumentos de salud pública, igualdad y derechos sexuales y re­
productivos de las mujeres.

Esos mismos medios, los más conservadores, cubrieron el 
anuncio de la nueva demanda como la acogida de las recomen­
daciones de la Corte, pero no en un sentido procedimental y de 
técnica jurídica, sino en el sentido de la protección a la vida. Este 
cubrimiento, poco ajustado a los argumentos del fallo inhibitorio, 
es considerado evidencia del “filtro” ideológico y político de los 
medios de comunicación.

Con la admisión de la segunda demanda, el cubrimiento de 
los medios se enfocó en la vocera de LAICIA — Mónica Roa-—. 
En este punto, la estrategia de comunicaciones incluyó entonces 
la referencia a casos tipo de negación de aborto en los que los de­
rechos de la mujer eran seriamente vulnerados, como documen­
tación del argumento de salud pública y el argumento jurídico de 
los derechos de las mujeres. El cubrimiento de la oposición cues­
tionó entonces la veracidad de los argumentos y de los datos, y
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mantuvo la estrategia de las argumentaciones paralelas. La he­
rramienta de LAICIA en este punto fortaleció el encuadre que 
se había utilizado, pues le proporcionó un respaldo empírico a los 
argumentos y al enfoque que se defendía.

III . L o g r o s  d e  l a i c i a  e n  l a  m o v i l i z a c i ó n

DE LA OPINIÓN PÚBLICA

En síntesis, se puede decir que la dinámica del debate público es­
tuvo marcada por el paralelismo de los argumentos, es decir, por 
un lado los argumentos de LAICIA — novedosos para el debate 
público— , y por otro los argumentos morales y religiosos sobre el 
derecho a la vida y las creencias de la población. En esa medida, 
la liberalización del debate se vio seriamente afectada por el tipo 
de discusión que plantearon los opositores. El cubrimiento en los 
medios de comunicación respondió mayoritariamente a posicio­
nes ideológicas y políticas, o a cubrimientos de información con 
poca probabilidad de alterar las posiciones tradicionales.

La liberalización de la discusión sobre el aborto en los medios 
de comunicación fue parcial, y estuvo mediada por las caracterís­
ticas de los medios — regionales, locales, liberales, conservado­
res— que hicieron el cubrimiento. Éstos, de hecho, recrearon per­
manentemente las posiciones que el proyecto LAICIA pretendía 
neutralizar. En esa medida, los argumentos novedosos que se de­
rivaban de los objetivos de LAICIA no fueron incorporados por 
completo a la discusión.

El argumento de salud pública, por su parte, obró en contra 
de los objetivos porque abrió el espacio para una exposición ex­
cesivamente conservadora de contra-argumentos frente al aborto 
como un tema de política pública. El énfasis quedó puesto, en­
tonces, en las políticas de prevención de embarazos no deseados, 
en las políticas educativas sobre derechos sexuales y reproducti­
vos como antagonistas al derecho de las mujeres a decidir sobre 
su embarazo y su cuerpo, y en la consolidación del imaginario de 
las mujeres con la función de la reproducción como objetivo pri­
mordial. Por esas razones, el debate público no incluyó de manera
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contundente los argumentos sobre el derecho a la igualdad de las 
mujeres y sus derechos sexuales y reproductivos.

El aborto es un tema sobre el que cualquier persona, sin ne­
cesidad de información adicional, puede formular o sostener una 
opinión. En la mayoría de los casos, aun sin experiencias directas 
y personales de por medio, es relativamente fácil pensar en una 
situación hipotética o en narraciones cotidianas indirectas. En 
ese sentido, el aborto es un tema que puede tener un alto grado 
de resonancia cultural. En el caso de LAICIA, sin embargo, al 
privilegiar el encuadre jurídico en los medios de comunicación, 
esa potencialidad se limitó.

En efecto, la mayoría de la población no actúa en contextos 
jurídicos: es un campo cerrado en términos de lenguaje técnico. 
En esa misma medida, el lenguaje de derechos del encuadre que 
favoreció LAICIA resultaba demasiado abstracto, por lo que era 
difícil que las personas enmarcaran sus experiencias cotidianas en 
ese enfoque. Con respecto al tema de salud pública y su resonan­
cia cultural, no es claro cómo las tasas de mortalidad materna y 
las políticas necesarias para solucionar el problema son interpre­
tadas por las personas en su cotidianidad.

La vocería de Roa puede ser leída como una fortaleza del en­
cuadre jurídico y sus posibles efectos. La estrategia de medios lo­
gró posicionar a Roa como una fuente confiable en ese campo. El 
hecho de presentarla como una experta en el tema de derechos, y 
en particular de derechos sexuales y reproductivos, con reconoci­
mientos y experiencia nacional e internacional, contribuyó a que 
se posicionara rápidamente como la fuente obligada.18 Su opinión 
sobre los temas jurídicos era confiable, y en ese sentido el proceso 
de la acción pública de inconstitucionalidad tenía credibilidad. Sin 
embargo, este efecto positivo para el encuadre jurídico generó su 
contraparte negativa para LAICIA: la excesiva personalización 
de la estrategia y el debate. Los medios de comunicación utilizan 
con frecuencia la figura de un personaje para posicionar temas en

18 Entrevista con un reportero de un diario de circulación nacional, Bogotá, 
4 de octubre de 2007.
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el debate público. En el caso de LAICIA, hubo una atención des­
proporcionada en Mónica Roa,19 como la abogada valerosa que 
buscaba cambios sociales. Pero como ocurrió con la intervención 
del Procurador, este enfoque oscureció los argumentos del deba­
te sobre los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y su 
posibilidad de decidir sobre su propio cuerpo. El efecto más im­
portante de este encuadre personalista que favorecieron los me­
dios de comunicación y que explotó LAICIA se puede leer, en 
la interpretación del proyecto, como una causa personal de una 
profesional exitosa, antes que como una acción dirigida a transfor­
mar las dinámicas de distribución y legitimación de las relaciones 
entre los hombres y las mujeres. En ese sentido, el movimiento 
feminista fue relegado de la discusión, y los argumentos de fondo 
en defensa de la acción jurídica cedieron su lugar a la imagen de 
la profesional del derecho y sus objetivos.

LAICIA decidió que no era prudente convertirse en interlo­
cutor de los argumentos religiosos y morales y optó por no con­
testar a ellos. En ese sentido, la estrategia de medios partió de la 
tesis de la accesibilidad, confiada en que la presentación de los 
argumentos que consideraba novedosos — derechos y salud pú­
blica—  sería suficiente para cambiar la opinión pública sobre el 
aborto y neutralizar los argumentos tradicionales de la Iglesia y 
de los sectores conservadores del país. Teniendo en cuenta el ar­
gumento del carácter dialógico de los encuadres, y por lo tanto la 
importancia de considerar el argumento de la oposición y contes­
tarlo de forma que el encuadre prevalezca, es comprensible que 
el enfoque moral sobre el aborto se haya mantenido en los me­
dios de comunicación y que el de derechos y salud pública no se 
hubiera impuesto sobre aquél. El primero — moral y religioso—-,

19 Mónica Roa fue portada de una revista de farándula de amplia circulación; 
fue incluida en los personajes del año de la revista Semana, y reconocida 
como artífice de la demanda y del cambio que buscaba por los diarios El 
Tiempo y El Espectador. En el cubrimiento de muchas de las noticias, la foto 
de Mónica Roa era central, era destacada como el agente exclusivo de la 
acción jurídica. Véase, por ejemplo, Ponsford (2005), que tituló: “Mónica 
Roa. La estratega de la despenalización”.
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además, tiene mayor resonancia en las personas según sus prác- 
ticas religiosas y privadas del manejo de las relaciones sexuales 
y reproductivas. No así el encuadre de derechos y salud pública. 
Por esa razón, el paralelismo en los argumentos, basado en la hi- 
pótesis de la accesibilidad, no contribuyó a que el encuadre que 
privilegiaba LAICIA se impusiera sobre el tradicional.

Vale la pena mencionar que el impacto de la liberalización par­
cial del debate sobre la decisión de la Corte Constitucional en la 
sentencia C-355 de 2006 no es concluyente, y que en esa medida 
el análisis de las condiciones del debate público sobre el aborto y 
los derechos de las mujeres, una vez proferido el fallo definitivo, 
es importante para el proyecto LAICIA.

También es importante destacar un aspecto del funcionamien­
to de los medios de comunicación y sus efectos para la creación 
de alianzas estratégicas. Si bien los medios movilizan la opinión 
pública, posicionan temas y difunden posiciones, y en esa medida 
pueden ser grandes aliados, también son empresas que, además de 
cubrir noticias y hechos públicos, reciben pautas publicitarias.20 
Los niveles de contradicción de los medios de comunicación en 
este sentido son relevantes para cualificar las discusiones públi­
cas, y han de ser tenidos en cuenta para la creación de alianzas y 
el diseño de estrategias con ellos.

20 El 15 de junio de 2005, el periódico El Tiempo publicó una página entera 
de publicidad pagada que hacía pública una carta dirigida al Presidente 
de la República. En ésta se le solicitaba que objetara la ley que aprobaba 
el protocolo de la CEDAW por considerar que se trataba de una imposi­
ción de “23 mujeres ultra abortistas de países extranjeros” para aplicar el 
“crimen del aborto”. La pauta contenía una foto de un feto, encuadraba 
el aborto claramente como un tema moral y a la acción jurídica como una 
discusión sobre el derecho a la vida que había sido asumido de forma cíni­
ca y estratégica. Véase Pauta de Red Futuro Colombia, Unión Demócrata 
Social Cristiana, Fundación Cultura de la Vida Humana, Unidos a Dios 
salvaremos a Colombia, “Presidente, no legalice el aborto: objete la Ley 
que aprueba el protocolo de ‘CEDAW ’ ”, El Tiempo, 15 de junio de 2005, 
2 - 1.
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Este análisis de prensa y de estrategia de comunicaciones apun­
ta a varios asuntos problemáticos de los medios de comunicación 
y de su relación con los litigios estratégicos y el cambio social.

En primer lugar, no se debe desconocer que los medios de co­
municación no son neutrales, que también responden a posicio­
nes ideológicas, políticas y a lógicas económicas. Pueden actuar, 
en consecuencia, como “filtros” de la información y del debate. 
Trabajar con ese supuesto es necesario para posicionar los temas, 
modificar los argumentos y definir las estrategias con los medios 
mismos y por fuera de ellos.

Los medios de comunicación también dan mensajes contra­
dictorios e híbridos por su doble rol: como medio y como em­
presa. Entre las noticias, los editoriales y la publicidad hay claras 
contradicciones. La forma como los medios ubican los temas y 
los incorporan a su agenda puede confundir a los lectores, lo que 
refuerza el argumento de que los medios pueden ser considerados 
generalmente como “aliados”.

A partir de ese marco interpretativo es posible comprender 
por qué los términos del debate planteado y el “eco” de los medios 
parece no coincidir. En un primer momento, LAICIA propuso el 
debate en términos de derechos de las mujeres, salud pública y 
responsabilidades internacionales del Estado. Los términos de las 
respuestas de los contradictores, sin embargo, fueron morales y 
religiosos. Como se señaló, esto es relevante para la construcción 
de la opinión pública, pues cuando el debate se polariza y los ar­
gumentos no pueden establecer un diálogo, la posibilidad de un 
cambio en la opinión sobre el aborto y los derechos sexuales y re­
productivos no es clara.

De este punto se debe partir entonces para analizar y detectar 
el cambio en la opinión pública frente al tema del aborto. En ese 
sentido es importante verificar el cambio en términos de derechos 
sexuales y reproductivos, e igualdad. Esto serviría para determinar 
en qué medida los debates técnicos que pretenden desmoralizar 
las discusiones sobre los derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres deben evadir o enfrentar este tipo de argumentos y así 
realmente transformar la opinión pública.
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Por último, una aclaración importante. Este análisis, como se 
explicó, partió exclusivamente del archivo de prensa. Dadas las 
características de la prensa escrita, y de su audiencia prototípi- 
ca, es más sensato asumir con escepticismo los triunfos y las de­
rrotas que se tengan en este medio de comunicación. Es absolu­
tamente necesario restringir su alcance a la audiencia que tiene 
acceso cotidiano a este medio de comunicación en particular, y 
analizar el impacto de otros medios de acuerdo con sus respecti­
vas audiencias.

196



Capítulo 4
EL DERECHO COMO DISTRIBUCIÓN Y 

LEGITIMACIÓN

In t r o d u c c i ó n

En el campo de lo jurídico podría entenderse que LAICIA per­
seguía tanto un cambio legal con impacto en la distribución de 
recursos —-en cuanto la liberalización de la ley penal estaría re­
lacionada con las tasas de mortalidad y morbilidad asociadas al 
aborto inseguro—  como un cambio en la manera en la que ha­
bitualmente venía describiéndose el problema jurídico de la pe- 
nalización del aborto, en cuanto se buscaba que la construcción 
local del problema tuviera en cuenta los desarrollos en el campo 
jurídico internacional y se buscaba que además del argumento del 
libre desarrollo de la personalidad o autodeterminación se aludie­
ra al argumento de la igualdad.

En esta sección discutiremos en qué sentido se puede afirmar 
que LAICIA logró o no estos objetivos, y propondremos una in­
terpretación de esta evaluación desde los supuestos de lo que he­
mos llamado el derecho como distribución y legitimación (DDL). 
Empezaremos haciendo una síntesis del conjunto de supuestos 
sobre la relación entre el cambio legal y el cambio distributivo al 
que nos referimos como el marco del derecho como distribución 
y legitimación (DDL). Luego, a la luz de este marco de supues-
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tos, discutiremos cómo se podrían interpretar los cambios legales 
y discursivos logrados por LAICIA.

I. E l  d e r e c h o  c o m o  f a c t o r  d e  d i s t r i b u c i ó n

Y COM O FACTO R DE LEGITIMACIÓN (D D L )1

En este acápite defenderemos la idea de que entender los límites 
y posibilidades de nuestros proyectos políticos supone asumir que 
el derecho es un factor que interviene en la distribución de recur­
sos y poder, y, al mismo tiempo, es un discurso que impide modi­
ficar sustancialmente dicha distribución. Presentaremos prime­
ro las premisas básicas de cada una de estas propuestas teóricas y 
sus implicaciones metodológicas. Luego explicaremos cómo esta 
aproximación difiere de la visión liberal y de la visión progresis­
ta del litigio sobre derechos, y cuáles son algunos de los costos y 
beneficios de adoptar cada una de ellas. Finalmente presentare­
mos nuestra propuesta sobre cómo interpretar a LAICIA desde 
el marco teórico del derecho como factor de distribución y como 
factor de legitimación (DDL).

A. Supuestos teóricos del DDL

La idea de que el derecho es un factor que interviene en la distri­
bución de recursos y poder parte de varios supuestos. El primero 
es que los individuos están diferentemente situados en lo que hace 
a los recursos y el poder que controlan: unos tienen más y otros 
tienen menos. El segundo es que a esta situación contribuyen las 
reglas jurídicas, tanto las que prohíben ciertas acciones como las

1 Estas ideas fueron parcialmente desarrolladas por Isabel C. Jaramillo en 
su tesis doctoral A History of Family Law in Colombia — copias disponibles 
en Lewis International Law Center and Langdell Library, Harvard Law 
School— , y han sido enriquecidas con su trabajo en los cursos de teoría 
jurídica de la maestría en derecho de la Universidad de los Andes, en las 
discusiones con la profesora Helena Alviar a propósito de varios proyec­
tos sobre los impactos distributivos de la reforma legal y en las discusiones 
con Tatiana Alfonso en el marco de este proyecto.
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que permiten que algunos causen daño a otros sin la obligación de 
compensarlos (Hohfeld 1968)2 — ya sea porque no existen reglas 
que prohíban la acción, ya sea por la ausencia de mecanismos para 
garantizar el pago, o bien porque los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la prohibición no tienen los recursos o la voluntad 
para hacerlo— . El tercero es que si se cambian algunas de las re­
glas que permiten que se cause daño, se puede cambiar el poder 
relativo de las partes en conflicto.3

Metodológicamente, esto implica hacerse y contestar las si­
guientes preguntas:

• Primero. ¿Quiénes son los involucrados en la situación de 
distribución que se quiere estudiar y qué es lo que está en juego? 
Aunque elegir una situación de distribución implica tener ya una 
idea sobre quiénes se enfrentan y quiénes están perdiendo, y una 
lealtad con alguno de los lados, contestar a esta pregunta implica 
entender que no todos los que ganan, ganan lo mismo, ni todos 
los que pierden, pierden lo mismo: no todos los individuos valo­
ran de igual manera aquello que está en juego.4

• Segundo. ¿Cuáles son los recursos, ventajas, habilidades y 
atributos que permiten que una de las partes se imponga sobre 
la otra y cuáles los que permiten que el perdedor resista, de ma­

2 En este sentido es clave el trabajo de Hohfeld cuando define como con­
ceptos fundamentales en el derecho no sólo el binario derecho/obligación, 
sino también los binarios privilegio/no-derecho, poder/inmunidad y po­
testad/responsabilidad.

3 El papel del derecho en la distribución de recursos y poder es generalmente 
obviada tanto por abogados, que prefieren explicar la desigualdad a par­
tir de la ineficacia del derecho y no de su eficacia, como por economistas 
y científicos sociales. La perspectiva que defendemos ha sido inspirada, 
entre otros, por los siguientes trabajos: Hale (1923 y 1943), Kornhausery 
Mnookin (1979), Llewellyn (1928) y, particularmente, Kennedy (1993 y 
1998).

4 Aquí es importante tener en cuenta que los recursos son valorados en 
cuanto partes de paquetes que incluyen no sólo objetos sino también la 
fuerza laboral, la capacidad física y los poderes y privilegios legales (véase, 
en particular, Kennedy 1998).

199



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

ñera que de cada negociación surja un compromiso en lugar del 
aniquilamiento del perdedor? Contestar a esta pregunta supone 
tener alguna hipótesis sobre los factores que estuvieron en juego 
en el proceso de llegar a la situación de equilibrio o crisis que se 
pretende estudiar. Algunos de estos factores podrían ser: el en­
trenamiento en técnicas de negociación de una de las partes, la 
cantidad de funcionarios públicos que una de las partes logró so­
bornar, la amenaza de destruir algo preciado para la otra parte, o 
el carisma del líder de una de las partes.

• Tercero. ¿Cuáles son las reglas jurídicas que abiertamente 
se relacionan con la situación de distribución en cuestión? Los 
abogados estamos especialmente entrenados para esto. Por ejem­
plo, si se trata de violencia “normal” entre desconocidos, sabe­
mos que las reglas relevantes son las del derecho penal; si se trata 
de violencia “política”, sabemos que las reglas relevantes son las 
del derecho de guerra; si se trata de violencia entre “familiares”, 
sabemos que las reglas relevantes son las del derecho de familia 
y concretamente las que contemplan las leyes que aluden direc­
tamente a la violencia intrafamiliar.

• Cuarto. ¿Cuáles son las reglas jurídicas que hacen que lo 
que aparece como recursos, ventajas, habilidades y atributos 
“naturales”, “sociales” o “económicos” del ganador se impongan 
y el perdedor resista en la situación en cuestión? Contestar a esta 
pregunta implica rastrear las prohibiciones y autorizaciones que 
hacen que cada factor sea un poder en la situación específica. Lo 
que los realistas llamaron “foregrounding the background rules” (re­
levar las normas que no son obvias para la solución del caso, pero 
que lo afectan) (Kennedy 1993).

• Quinto. ¿Cuáles cambios en las reglas llevarían a equilibrios 
incremental o significativamente distintos? Esto supone persuadir 
al lector de que reglas distintas podrían producir efectivamente 
equilibrios distintos, esto es, proponer alternativas que ilustren 
hasta qué punto las reglas identificadas son definitivas para mol­
dear la situación en cuestión.
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Aunque estas premisas y preguntas parecen simples, obvias y 
rutinarias, no lo son precisamente porque el derecho, en cuanto 
discurso, legitima la distribución existente, ya sea representándo­
la como necesaria, ya sea representándose como impotente. La 
legitimación ocurre mediante argumentos habituales en el modo 
de pensar lo jurídico.5 Los más importantes de ellos podrían agru­
parse bajo los siguientes rótulos: naturalización; compartimen- 
tación; individualización; excepcionalización; huida a la forma/ 
procedimiento/competencia; y escasez de recursos.6

La naturalización es la operación por la cual se defiende un 
cierto conjunto de reglas y sus consecuencias acudiendo a una 
representación de la “realidad” que se proclama como verdade­
ra (Gordon 1986). Así, la naturalización implica, por un lado, 
afirmar que ciertas categorías son necesarias o inevitables al mo­
mento de pensar en lo jurídico y, por otro, afirmar que a partir de 
dichas categorías se puede deducir definitivamente el contenido 
de las reglas. La naturalización legitima porque oculta lo contin­
gente que es cada categoría y porque oculta las incertidumbres 
involucradas en pasar de la categoría abstracta a la decisión con­
creta (Gordon 1986). La compartimentación es la operación por 
la cual se determina que ciertas reglas tienen mayor afinidad con 
unas que con otras, y por eso deben ser estudiadas en conjunto.7

5 Queremos enfatizar que al escoger el adjetivo “habitual” buscamos elu­
dir un cierto tipo de naturalización que se produce cuando se unlversali­
za y descontextualiza históricamente alguna descripción. La genealogía 
de cada uno de estos “hábitos”, sin embargo, sobrepasa los límites de lo 
que podemos hacer en esta breve descripción. El ejercicio que hacemos 
a continuación puede servir para ilustrar hasta qué punto estas prácticas 
pueden revelarse como habituales entre nosotros y en este sentido el mar­
co teórico puede resultar persuasivo. Dos textos que podrían servir para 
empezar a pensar la genealogía de estos hábitos, en nuestra opinión, son 
López (2004) y Kennedy (2003).

6 Decidimos incluir aquí una lista para subrayar que esta crítica de la legiti­
mación no tiene pretensiones sistemáticas porque parte del supuesto mis­
mo de que la legitimación no ocurre en marcos referenciales coherentes, 
completos o únicos.

7 La compartimentación como hábito en el pensamiento jurídico tiene una 
relación importante con los proyectos de codificación, en cuanto se pro-
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Aunque generalmente la compartimentación implica algunas 
naturalizaciones — en el sentido que acabamos de mencionar— , 
lo específico de esta operación es que dificulta ver las relaciones 
entre los distintos compartimientos y relega la pregunta sobre por 
qué tenemos los compartimientos que tenemos. La compartimen- 
tación legitima porque oculta las relaciones de cada parte con las 
otras y con el todo (Kennedy 2001).8

La individualización es la operación por la cual se niega la po­
sibilidad de reparar o indemnizar un daño a alguien señalando que 
quien lo padece podría haberlo evitado. En este sentido, la indivi­
dualización implica negar el conflicto distributivo alegado y hacer 
a cada uno responsable de su suerte (Freeman 1977-1978).

La excepcionalización implica eludir la aplicación de la regla 
general cuando quien la invoca es el perdedor. La excepciona­
lización tiene efectos de legitimación porque oculta las razones 
del ganador al mantener la regla general y ubicar las razones del 
perdedor como insuficientes para reclamar la aplicación de la re­
gla general.

La huida a la forma/procedimiento/competencia consiste en 
invocar que aun si las reclamaciones del perdedor son adecuadas, 
no se pueden satisfacer porque se ha elegido la forma, procedi­
miento o instancia equivocada. En este caso se sostiene que pro­
teger las formas/procedimientos/competencias implica garantizar 
también las posibilidades del perdedor en el futuro. Este tipo de 
argumentos legitiman porque ocultan el hecho de que las reglas 
sobre formas/procedimientos/competencias son tan manipulables 
como las demás (Kennedy 1976) y que el iniciar un nuevo proceso 
de reclamación tiene costos tan altos que generalmente el perde­
dor se abstiene de hacerlo (Gallanter 1974-1975).

ponen incluir todo el derecho relevante en una determinada área y clasi­
ficarlo u organizarlo armónicamente, así como con lo que se ha llamado 
el proyecto conceptualista.

Kennedy propone que el mostrar que las partes tienen una relación de de­
finición con el todo, o que lo que parece un todo puede verse como una 
parte de un todo, es una de las formas de la crítica.
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El argumento de la escasez de recursos le facilita al ganador 
la justificación de las asignaciones de recursos existentes porque 
sostiene que en todo caso no habría suficientes.

Preguntarse por la legitimación, en este sentido, implica iden­
tificar cuáles son los principales argumentos que se utilizan pa­
ra justificar la situación concreta del perdedor en la situación de 
distribución en cuestión. Esto supone contar con alguna inter­
pretación del debate jurídico y de la relación entre este debate y 
los que se propician de manera relativamente autónoma al de­
bate jurídico.

Ahora bien, si por un lado la crítica posibilita el análisis distri­
butivo mismo porque revela lo contingente de la distribución de 
recursos existentes y la manera en la que el derecho participa en 
mantenerla, el comprometerse con el análisis distributivo, por el 
otro, implica producir argumentos que legitimen una distribución 
que, si bien es distinta, supone en todo caso que unos pierden y 
otros ganan. Es decir, que adherir a la idea de que el conocimiento 
es un ejercicio de poder para efectos de la crítica, implica hacerse 
cargo del poder que uno mismo ejerce cuando produce conoci­
miento y renunciar a la “verdad” o a la “realidad” como justifica­
ción del proyecto propio (Halley 2005).

B. Aproximaciones al litigio sobre derechos

El litigio sobre derechos es un modo particular de movilización le­
gal que implica reclamar ante los estrados judiciales la protección 
de un derecho que ha sido negado por las actuaciones de funcio­
narios públicos a pesar de estar garantizado por la Constitución 
(McCann 1994).9 Este tipo de litigio se inscribe específicamente 
en el campo de lo constitucional — aunque el tribunal en el que 
se litigue no sea uno especializado en esta materia— y se articula 
mediante el discurso de los derechos. El discurso de los derechos 
es el que concretamente se refiere a los derechos liberales (Marx

9 Así lo ha sido definido McCann, considerado uno de los autores más im­
portantes en el campo.
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1978)10 y reclama que dichos derechos reflejen verdades morales 
sobre lo que significa ser humano.11

El litigio sobre derechos se convirtió en un tema de intenso 
debate en la academia de los Estados Unidos a partir del uso que 
hizo de él el Movimiento de los Derechos Civiles; desde enton­
ces se ha convertido progresivamente en un paradigma global de 
movilización legal (Kennedy 2006; McCann 1994). En cuanto 
estrategia de movilización legal, y a pesar de sus críticas, el liti­
gio sobre derechos ha sido defendido desde dos puntos de vista: 
el liberal y el progresista. En esta sección presentaremos suma­
riamente los principales supuestos teóricos de cada una de estas 
aproximaciones, sus implicaciones metodológicas y las críticas 
que se les han formulado.

1. El litigio sobre derechos desde el punto de vista liberal12
i

Desde el punto de vista liberal, el litigio sobre derechos es un me­
canismo para garantizar que los derechos consagrados constitucio­
nalmente sean respetados por las autoridades públicas.

Este punto de vista entiende los derechos como mecanismos 
para proteger las esferas de acción de los individuos, así como

10 En el sentido de que se trata de derechos que se enmarcan en las divisio­
nes público/privado, Estado/sociedad civil, que son propias del liberalis­
mo y que se consignan en documentos especiales de carácter constitutivo, 
fundacional o refundacional.

11 Como parte de la herencia del iusnaturalismo de Francisco de Vittoria y 
Hugo Grocio, y del contractualismo de Hobbes, Locke y Rousseau. Véan­
se De Vittoria (1998); Grotious (2005); Hobbes (1994); Locke (1955); 
Rousseau (1998). La manera en la que en el discurso contemporáneo los 
derechos operan como verdades morales ya ha sido desarrollada (Kennedy 
2006).

12 Nuestra reconstrucción del litigio de los derechos desde el punto de vista 
liberal se inspira tanto en el estudio juicioso de los autores clásicos (De 
Vitoria, Grotius, Hobbes, Locke, y Rousseau) como en las representacio­
nes de este punto de vista para su crítica por Duncan Kennedy (Kennedy 
1979 y 2007). Pensamos que esta interpretación es también coherente con 
las lecturas de autores contemporáneos como Ronald Dworkin y Robert 
Alexy.
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para defender a cada individuo de los demás y del Estado. Para 
establecer cuáles deben ser esos derechos se acude a reflexiones 
sobre qué es lo natural en el ser humano y cuáles son las necesida­
des de la convivencia.

Para que los derechos constituyan verdaderas esferas de pro­
tección, por otra parte, se propone que es preciso que puedan ser 
determinados con exactitud y antes de imponer cualquier sanción 
a una acción. Esto implica que en cada caso concreto debe ser 
posible encontrar una y solo una respuesta dentro del derecho. 
Implica también una división estricta de la creación, aplicación 
y ejecución de las reglas que establecen los derechos.

Estos supuestos representan al derecho como mediando dos 
tipos de tensiones a través de los derechos. En primer lugar, se 
plantea una tensión entre la necesidad de ser protegido por el Es­
tado frente a las agresiones de otros individuos y la necesidad de 
ser protegido de las agresiones del Estado contra uno. Esta ten­
sión se resuelve, por una parte, por la exactitud de los derechos, 
que permite a cada uno reconocer los límites de su acción y los 
límites de la acción del Estado, y que autoriza el despliegue des­
preocupado de las potencialidades del individuo dentro de dichos 
límites exactos; y, por otra parte, por la confianza en que a tra­
vés de la razón dichos límites son discernibles, pues de este modo 
cada individuo dentro de la comunidad política, en tanto dota­
do de razón, es capaz de discernir los límites y posibilidades de su 
acción. También es fundamental, sin embargo, que la creación, 
aplicación y ejecución de las normas dentro del Estado sea divi­
dida entre cuerpos con esferas de acción claramente delimitadas. 
Esto garantiza que el individuo participe en la elaboración de las 
reglas que determinan derechos y obligaciones (mediante la elec­
ción de sus representantes) y que las reglas a las que es sometido 
sean anteriores a la acción que las aplica o ejecuta.

En segundo lugar, se plantea una tensión entre una tenden­
cia natural del ser humano al conflicto cuando vive en sociedad, 
fundada en un egoísmo innato, y una necesidad natural del ser 
humano de vivir en paz. Esta tensión se resuelve planteando el 
derecho como un mecanismo completamente eficaz para resol-

205



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

ver los conflictos, y por lo tanto para garantizar la paz, en tanto 
al mismo tiempo responde a lo natural en el ser humano y es ca­
paz de regularlo.

Metodológicamente, estos supuestos se traducen en dos ti­
pos de preguntas: 1) ¿Están suficiente y adecuadamente delimi­
tadas las esferas de acción de cada uno de manera que todos sean 
igualmente libres? 2) ¿Las acciones de las autoridades públicas y 
de los particulares son respetuosas de los límites establecidos por 
los derechos?

Si la respuesta a la primera pregunta es negativa, entonces 
lo procedente es propiciar un cambio constitucional o legal pa­
ra que los derechos efectivamente traduzcan lo que es natural en 
el ser humano y las necesidades de la convivencia social. Si, por 
el contrario, es la segunda pregunta la que se contesta negativa­
mente, entonces lo procedente es propiciar un litigio para obligar 
el respeto de los derechos.

La aproximación liberal a los derechos ha sido criticada en ge­
neral por su énfasis en lo formal, por su falsa pretensión de uni­
versalidad, y por la confianza que se deposita en las herramientas 
conceptuales para proveer respuestas correctas (Jaramillo 2004).13 
En particular, se ha señalado que el resolver las tensiones socia­
les mediante la figura de los derechos despolitiza la tensión sin 
resolverla, individualiza el daño volviéndolo moral o privado y 
legitima el estado de cosas existente dando la apariencia de ha­
berlo cambiado.

La crítica a “lo formal” dentro del liberalismo tiene dos as­
pectos. En primer lugar se refiere al acento en la construcción 
de un ser humano abstracto al que se le faculta para ser libre en 
una esfera en la que debe comportarse como si nada en él fuera 
particular. Esto es, la libertad es una libertad para que lo que ca­
da individuo es sea irrelevante y no una libertad para ser como

1 ,r

13 Lo que presentamos aquí como crítica al modelo liberal de litigios sobre 
derechos reproduce en buen grado la parte correspondiente en Jaramillo 
(2004: 19-23).
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individuo (Duguit s.f.; Marx 1978).14 En segundo lugar se refiere 
a que el modelo no considera cómo las diferencias en cuanto a 
los recursos que las personas controlan determinan sus posibili­
dades de encontrar alguna utilidad en las libertades que el libe­
ralismo imagina.15

La falsa universalidad a la que invita el liberalismo ha sido 
motivo de objeciones que se construyen dentro de una lógica de 
mujer/hombre, Oriente/Occidente, África/Europa o colonias/im­
perio. Al liberalismo se lo ha acusado de basarse en supuestos que 
sólo son verdaderos respecto de culturas muy específicas, y por 
eso de reproducir institucionalmente esas culturas bajo la preten­
sión de que los supuestos son universales (Anghie 2006; Kymlicka 
1995; Said 1994; Spivak 1999; Taylor 1993).

Tanto lo formal del liberalismo como sus pretensiones de uni­
versalidad se relacionan con el énfasis liberal en la capacidad de la 
razón para llegar a respuestas correctas. En particular, los autores 
liberales han propuesto que las ideas políticas y morales, y por lo 
tanto el derecho, pueden ser reducidas a unos conceptos básicos 
que forman un sistema unitario y coherente a partir del cual se 
pueden obtener respuestas a las preguntas abstractas y concretas 
que surgen en el campo de la política y la moral.

Los derechos mediante los cuales el liberalismo resuelve las 
tensiones que plantea en su comprensión de la política, a su vez, 
han sido acusados de despolitizar, individualizar y legitimar las si­
tuaciones a las que se refieren. La despolitización, de acuerdo con 
los críticos, tiene que ver con el volver los disentimientos meras 
opiniones protegidas por la libertad y la privacidad, y por lo tan-

León Duguit hizo una extensa crítica del individuo abstracto de los libe­
rales y sus efectos perversos en la manera de pensar la relación entre el 
Estado y las personas.

15 Esta crítica se encuentra ya en las reflexiones de Locke y Rousseau so­
bre el contrato social. En efecto, ambos autores plantean que el contrato 
realmente sólo tiene sentido en cuanto se busca proteger la propiedad. 
Rousseau profundiza la importancia que se le da a la propiedad afirman­
do que frente a grandes diferencias de propiedad la injusticia es tal que el 
contrato no tiene sentido. Véanse Locke (1955); Rousseau (1998); Marx 
(1978).
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to con la desarticulación de las posibilidades de ver a otros como 
poseedores de las mismas opiniones. La individualización se re­
fiere al impacto de los derechos sobre la evaluación del daño que 
causan ciertas acciones e implica que cada situación se estudie 
separadamente y se justifique también separadamente. La legiti­
mación tiene que ver con la posibilidad que existe de manipular 
el lenguaje de los derechos para no cambiar nada aunque parezca 
que todo ha cambiado (Brown 2004; Freeman 1977-1978; Ga­
bel 1984; Duncan Kennedy 2002; Klare 1978; Williams Cren­
shaw 2006).

Ahora bien, a pesar de estas críticas, el liberalismo sigue sien­
do atractivo al menos por tres razones. Primero, porque permite 
traducir muy diversos tipos de necesidades en derechos que impli­
can obligaciones correlativas. Así, las críticas al liberalismo por su 
falsa pretensión de universalidad, por ejemplo, se han convertido 
en razones para la proliferación de nuevos derechos — el dere­
cho a la cultura, por ejemplo—  que responden a las necesidades 
que se proponen como excluidas. Las críticas al formalismo del 
liberalismo, de otro lado, han dado lugar a los derechos econó­
micos y sociales.

Segundo, porque cuando se logra traducir una necesidad en 
un derecho, el reclamo se reviste de la autoridad que le dan las 
razones naturales que lo respaldan y la verdad moral que revela. 
Es decir, el reclamo deja de ser la pretensión política de alguien 
y se convierte en una verdad sobre las necesidades humanas y en 
una verdad sobre la manera como deben ser atendidas.

Tercero, porque al traducir una necesidad en derecho se puede 
invocar el poder de la fuerza pública a través de los jueces. Si los 
jueces no favorecen las pretensiones de quien reclama el derecho, 
por otra parte, se los puede acusar de no hacer un uso correcto de 
la razón o de no conocer suficientemente la ley.
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2. El litigio sobre derechos desde el punto de vista progresista16

Desde el punco de vista progresista, el litigio de derechos es un re­
curso político importante para los movimientos sociales: por una 
parte, porque puede desestabilizar algunas de las nociones impli­
cadas en la subordinación que el movimiento ataca y, por otra, 
porque le da fuerza a los participantes del movimiento al permi­
tirles asumirse como sujetos de derechos.

El punto de vista progresista parte de tres supuestos básicos. 
Primero, que distintos grupos controlan distintas cantidades de 
poder y recursos en cada sociedad. Segundo, que cambiar la dis­
tribución de recursos y poder depende de las posibilidades que 
tengan los individuos de los grupos subordinados de organizarse 
para cambiar la situación existente. Tercero, que el derecho con­
tribuye a mantener una cierta distribución de recursos y poder, 
especialmente cuando excluye a los individuos de grupos subor­
dinados del disfrute de los derechos.

El punto de vista progresista se distingue del liberal, entonces, 
en varios sentidos. Por un lado, parte de una concepción de la so­
ciedad en la que los individuos están diferentemente situados y 
por eso tienen distintas capacidades de acción. Las necesidades 
a las que se refieren no son por esto las de los individuos natura­
les o  pensados de manera abstracta, sino las de los individuos si­
tuados en posiciones de subordinación. Por otro lado, parte de la 
idea de que las necesidades de los individuos, y en consecuencia 
el contenido de los derechos y su delimitación, no pueden apre­
henderse mediante el mero uso de la razón sino que deben ser 
formuladas desde la experiencia de la subordinación y la práctica 
de la resistencia. Finalmente, no confía en que la consagración 
de un determinado derecho garantice que los funcionarios pú­

16 Esta versión de litigio sobre derechos desde el punto de vista progresista 
fue inspirada, entre otros, en los siguientes trabajos: Bartholomew y Hunt 
(1990-1991); Matsuda (1987); McCann (1994); Schneider (1986); Wi­
lliams (1987-1988).
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blicos actúen de tal manera que las necesidades que el derecho 
traduce sean satisfechas.

Los progresistas, sin embargo, creen que la movilización legal 
en tomo a los derechos no necesariamente implica la despoliti­
zación, individualización o legitimación del estado de cosas exis­
tente. Argumentan que, de hecho, la movilización legal en tomo 
a derechos ha dado nueva vida a algunos movimientos sociales al 
permitir que individuos de grupos subordinados se sientan acto­
res principales en la actividad política porque pueden reclamar 
del Estado la satisfacción de sus necesidades porque son tan hu­
manos como los demás. Con esta nueva fuerza los movimientos 
pueden desplazar algunas de las ideas que reproducen su subor­
dinación y obtener algunas ganancias sustantivas respecto de la 
satisfacción de sus necesidades.

Metodológicamente, esto implica hacerse y contestar las si­
guientes preguntas: 1) ¿Está el litigio sobre derechos respaldado 
por un movimiento social que ha identificado las necesidades 
que el litigio quiere convertir en derechos? y 2) ¿ha sido el movi­
miento social capaz de elevar la conciencia de quienes lo confor­
man para que se sientan titulares de los derechos declarados en 
la sentencia obtenida?

Esta aproximación al litigio sobre derechos puede ser critica­
da por darle demasiado protagonismo a los movimientos sociales 
al pensar el cambio social, por sus reclamos en tomo a la verdad 
de la experiencia y por su énfasis en las ganancias simbólicas por 
oposición a las ganancias distributivas.

La idea de que los movimientos sociales deben ser los agentes 
del cambio social ha sido criticada por no dar cuenta de las diná­
micas de poder que se reproducen al interior de los movimientos, 
por no dar cuenta de sus propias exclusiones, por no dar cuenta de 
las maneras en las que la permanencia institucional de los movi­
mientos afecta sus agendas políticas, y por ser incapaz de explicar 
ganancias simbólicas o distributivas que no se relacionan con la 
acción de los movimientos sociales.

Aunque los progresistas, dada su intención de hacer reclamos 
sobre la realidad del litigio de derechos, introducen múltiples aco­
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taciones y señalan los límites de sus propias conclusiones, sus es­
tudios reclaman que la estrategia estudiada se relaciona con mo­
vimientos sociales. Es decir, que al escoger el caso ya introducen 
un sesgo respecto a cuáles son movimientos sociales y cuáles no. 
Entre ellos los más estudiados son el movimiento de derechos ci­
viles y políticos — como el movimiento de los negros— , el mo­
vimiento de mujeres, el movimiento de trabajadores y el movi­
miento indígena.

Lo peculiar en las aproximaciones es que pocas veces se re­
velan los conflictos al interior de los movimientos respecto a la 
manera en la que se definen y respecto a los objetivos que deben 
perseguir, de modo que se oculta que las estrategias de litigio son 
habitualmente preferidas por ciertos sectores y actores dentro del 
movimiento que, en virtud de los estudios mismos, terminan “re­
presentando” al movimiento mismo.

Por otra parte, los estudios pocas veces resaltan la manera en 
la que la institucionalización necesaria para sostener en el tiem­
po las estrategias de litigio terminan produciendo necesidades de 
financiación que afectan las agendas políticas de los movimientos 
en el tiempo y las identidades profesionales cuyos saberes especí­
ficos buscan reproducirse más allá de lo que resulte útil o conve­
niente para el movimiento (David Kennedy 2002).

La idea de que este punto de vista recoge mejor que las críti­
cas la “realidad” del litigio ha sido cuestionada tanto cuando la 
aproximación a la “realidad” pretende basarse en los métodos 
“científicos” de la sociología o la antropología, como cuando la 
aproximación a la “realidad” pretende basarse en la experiencia 
de quienes participan del movimiento. En el primer caso, se han 
reiterado las críticas frente a los reclamos disciplinarios sobre la 
neutralidad del método y su capacidad de dar cuenta de la “rea­
lidad” sin mediación de decisiones políticas (Trubek 1984); pero 
también han acusado a los progresistas de no ser lo suficiente­
mente científicos (Rosenberg 1996). En el segundo caso, las crí­
ticas han acusado a los progresistas de ser poco reflexivos sobre 
la manera en la que los individuos, en posiciones subordinadas, 
construyen su experiencia (Scott 1991).
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Finalmente, las críticas han señalado que al hacer énfasis en 
las ganancias simbólicas de los litigios sobre derechos, los progre­
sistas dejan de lado o vuelven insignificantes las ganancias dis­
tributivas y reproducen la fe liberal en el sujeto racional, libre y 
autónomo.

A pesar de las críticas, la aproximación progresista sigue siendo 
interesante al menos por tres razones. Primero, porque reivindica 
una interpretación de los movimientos sociales de las décadas de 
los años sesenta y setenta, en los que éstos resultan ser una fuerza 
transformadora que lleva al cambio sin la revolución. Segundo, 
porque reivindica la “voz” de los activistas y de los subordinados. 
Tercero, porque permite utilizar el modelo liberal, aprovecharse 
de los efectos simbólicos del litigio de derechos tal y como los re­
presenta el modelo liberal, y al mismo tiempo distanciarse de él 
reclamando que su uso es meramente estratégico.

3. El DDL y el litigio sobre derechos

A diferencia de la aproximación liberal y de la aproximación 
progresista al litigio sobre derechos, el DDL no centra la preocu­
pación por el derecho en los derechos. Esto no quiere decir, sin 
embargo, que rechace intervenciones “increméntales” o “refor­
mistas”, o que desprecie por principio las iniciativas de reforma 
del derecho adelantadas por los movimientos sociales. Más bien 
implica centrar las consideraciones sobre los efectos distributivos 
de los cambios legislativos que se proponen o efectúan, y pensar 
críticamente en las maneras en las que el papel del derecho en la 
distribución es ocultado por nuestras formas habituales de plan­
tear el problema.

Así, en lugar de preguntarse si la estrategia adelantada por un 
particular, un grupo o un movimiento logró el “reconocimiento de 
un derecho” o “reafirmó los derechos” de alguien, se preguntaría 
concretamente qué fue lo que ordenó el juez y cómo esta regla 
modifica el balance de poder anteriormente existente.

Esto supone, de una parte, renunciar a la creencia de que el 
reconocimiento de una necesidad como derecho, en el sentido
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de una atribución político-moral, inevitablemente implica que se 
hayan conferido todos los poderes que podrían alterar la situación 
de distribución en la que se enmarca la necesidad convertida en 
derecho. Por ejemplo, una lectura del fallo de la Corte Consti­
tucional colombiana sobre la ley de cuotas para mujeres en al­
tos cargos de dirección y manejo (Corte Constitucional 2000a)17 
podría enfatizar que la Corte reconoció el derecho de las mujeres 
a una igualdad de resultado en la participación política. A partir 
de esto se podría concluir que siempre que se verifique que hay 
menos mujeres que hombres en un cuerpo de representación po­
pular o en un organismo de la rama Ejecutiva o Judicial se viola 
dicho derecho, y que si los jueces deciden el caso de otra manera 
se equivocan, ya sea por ignorantes o prejuiciosos.

El DDL haría énfasis en que el caso ordenó que, en la medida 
de lo posible, el Presidente de la República debería nombrar mu­
jeres como ministros de Estado, superintendentes y directoras de 
departamentos administrativos hasta alcanzar al menos un 30% 
de los cargos; que el Presidente de la República debería incluir al 
menos una mujer en las temas para elegir magistrados a la Cor­
te Constitucional; y que las autoridades locales y regionales de­
berían seguir reglas similares en aquello que son similares. Haría 
énfasis, por otra parte, en que esto asegura que las hojas de vida 
de las mujeres profesionales de elite serán consideradas por el 
Presidente de la República para la tema de la Corte Constitucio­
nal; en los demás casos, tanto el Presidente como las autoridades 
locales podrán abstenerse del ejercicio y simplemente alegar que 
hicieron lo posible sin tener que demostrarlo. Luego se pregunta­
ría de qué manera este cambio en la distribución de poder entre 
hombres y mujeres de elite afecta la distribución de poder entre 
hombres y mujeres y entre individuos de la elite e individuos que 
no pertenecen a ella.

17 En esta sentencia la Corte analizó la constitucionalidad de la ley 581 de 
2000, “por la cual se reglamenta la adecuada y efectiva participación de la 
mujer en los niveles decisorios de las diferentes ramas y órganos del poder 
público, de conformidad con los artículos 13, 40, 43 de la Constitución 
Nacional y se dictan otras disposiciones”.
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Supone, de otra parte, renunciar a reclamar que la creación 
de nuevos derechos o nuevos sujetos de derechos implica siem­
pre o generalmente debilitar los mecanismos de legitimación de 
las actuales distribuciones. En este sentido, y para seguir con el 
mismo ejemplo, en lugar de presumir que presentar el problema 
de subordinación de las mujeres como uno de falta de igualdad 
de resultados en la participación política ya permite cambiar sus­
tancialmente dicha subordinación, nos obliga a pensar cuál es 
la relación de esta definición con otras que coexisten con ella y 
cuáles son los límites de lo que podría ganarse con esta definición 
del problema.

Finalmente, supone renunciar a la convicción de que “los” 
movimientos sociales tienen algún acceso privilegiado a la verdad 
o tienen una capacidad única para modificar determinadas dis­
tribuciones. De esta manera, en lugar de sospechar de iniciativas 
que no son visiblemente adelantadas por “los” movimientos, se 
plantea agnóstico frente al agente sin renunciar a la idea de que 
algunas reformas incrementales probablemente requieran esfuer­
zos organizados y prolongados en el tiempo.

Renunciar a estas creencias tiene algunos costos. El primero 
y más evidente es que, si habernos de creerles a los progresistas, 
se pierde la posibilidad de fortalecer los movimientos sociales en 
tomo a la idea de derechos. Esto es, que se pierde la posibilidad de 
animar a las personas a seguir con sus esfuerzos de transformación 
y resistencia desde la posición de “sujetos de derechos reconoci­
dos” por el ordenamiento (por el Estado). El segundo, importante 
sobre todo para las organizaciones no gubernamentales del tercer 
mundo que trabajan con recursos de cooperación internacional, 
es que se pierde la posibilidad de seguir mostrando la coherencia 
o la sintonía de las agendas locales con el movimiento interna­
cional de derechos humanos o con las agendas de derechos hu­
manos propuestas por organismos multinacionales como el Banco 
Mundial, la Unión Europea o la Fundación Ford. El tercero es que 
“los” movimientos sociales pierden el monopolio sobre el poder 
de representación de las necesidades de los individuos.

214



Mujeres, cortes y medios: la reforma judicial del aborto

Pero los beneficios de asumir el DDL como punto de vista, en 
nuestra opinión, superan los costos. El primer beneficio es que 
se tienen mejores herramientas para entender por qué una de­
terminada reforma incremental es mejor que otra, pues la mira­
da no está puesta en la gran ganancia simbólica en términos del 
lenguaje de derechos sino en la pequeña reforma incremental. El 
segundo es que se gana alguna confianza en el poder distributivo 
del derecho, y en ese sentido en su poder de transformación, por 
oposición a la desazón en el largo plazo que resulta de verificar que 
los “derechos” han sido “ineficaces” para cambiar la situación. El 
tercero es que se tienen mejores herramientas para reclamar polí­
ticamente la responsabilidad de quienes asumen la representación 
de un grupo de individuos por sus omisiones y exclusiones. Este 
tipo de responsabilidad se oscurece en las aproximaciones liberal 
y progresista al litigio sobre derechos, pues ellas suponen que no 
se puede causar ningún daño cuando se obtiene la declaración 
de un derecho: los derechos reflejan verdades morales, y en ese 
sentido el daño que causan es justificado siempre, y los derechos 
de cada uno sólo se extienden hasta donde llegan los de los de­
más. El cuarto es que se suspende la sospecha sobre los agentes del 
cambio legal, y en este sentido se amplía el conjunto de “aliados” 
que se pueden tener para adelantar ciertas reformas.

II . L a i c i a  d e s d e  e l  p u n t o  d e  v i s t a  d e l  d d l

El proyecto LAICIA, según nuestra lectura, buscaba liberalizar la 
legislación penal sobre el aborto para reducir el número de abortos 
inseguros y consecuentemente la mortalidad y morbilidad asocia­
das al aborto en Colombia, y buscaba cambiar ese debate jurídi­
co en el país en dos sentidos: quería que las recomendaciones de 
los comités de monitoreo de tratados internacionales sobre dere­
chos humanos se consideraran vinculantes en la jurisprudencia 
constitucional sobre derechos sexuales y reproductivos, y que el 
aborto se relacionara no solamente con el derecho a la libertad 
sino también con el derecho a la igualdad.

215



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

En este acápite interpretamos el primero de estos objetivos 
como un objetivo en términos de distribución y el segundo co­
mo un objetivo en términos de legitimación desde el punto de 
vista del DDL, y proponemos una versión sobre qué se logró con 
LAICIA y por qué. Empezamos explicando lo que está en juego 
en la regulación del aborto y cómo el derecho afecta esta distri­
bución. Luego sugerimos algunas maneras en las que se oculta el 
papel del derecho en la distribución. Finalmente damos nuestra 
interpretación sobre la intervención de LAICIA en el campo ju­
rídico colombiano.

A. Lo que está en juego en la regulación del aborto

En el debate en torno a la regulación del aborto existen al menos 
tres posiciones que niegan que éste sea un tema principalmente 
de distribución y dos interpretaciones que compiten en su expli­
cación sobre lo que está en juego en la regulación del aborto.

El aborto no es un asunto de distribución para quienes sostie­
nen que implica sacrificar una vida humana,18 que la prohibición 
del aborto impide a las mujeres ser ciudadanas plenas (Cornell 
2002) o que su prohibición es principalmente un problema de 
salud pública. En cada uno de estos casos, una cierta regulación 
del aborto se vincula a la realización de un fin que es bueno en sí 
mismo sin que sea importante quiénes ganan o quiénes pierden 
en cada escenario.

En el primer caso, la protección del producto de la concep­
ción es un fin que se reclama como “superior” y “natural”, como 
vinculado al proyecto de una comunidad política en la que nadie 
tiene el poder para quitar la vida a un ser humano que es “inocen­
te” en el sentido de que él mismo no ha amenazado o vulnerado, 
por su voluntad, los derechos de nadie. Aquí el posible conflicto 
entre el producto de la concepción y la portadora se anula por la

18 Así ha enmarcado el debate la derecha católica en Colombia. Su posición, 
como explicaremos más adelante, se refleja en las intervenciones que hi­
cieron en contra de la demanda de Mónica Roa.
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vía de la invocación de la superioridad del interés en la protec­
ción de la vida inocente.19

En el segundo caso, la plenitud de la ciudadanía de las muje­
res es también un fin que se reclama como “superior”, vinculado 
al proyecto de una comunidad política en la que todos los parti­
cipantes son iguales en la medida de su plena individualidad. En 
este caso, se argumenta que la prohibición del aborto en cualquiera 
de sus formas implica un “desmembramiento” de las mujeres que 
les impide reconocerse políticamente como individuos al some­
terlas a entenderse como vientres ambulantes (Cornell 2002). El 
conflicto que se imagina es entre las mujeres y el Estado, que les 
impediría su plena individualidad. El conflicto se anula al recla­
mar este fin como uno que es superior a cualquier otro.

En el tercer caso, la salud y vida de las mujeres es un fin que se 
reclama como “superior” en el mismo sentido que la defensa de 
la vida en gestación se propone como fin “superior”. El problema 
se define como uno en el que la negligencia del Estado lleva a la 
muerte de mujeres por causas perfectamente remediables (Grimes 
y otros 2006). El asunto de la distribución no aparece porque se 
presume que todos los problemas de salud pública son de interés 
y que el que las vidas o la salud de la mujer estén en peligro no 
implica que alguien gane algo.

19 La posición de los católicos se ha fundado en las dos encíclicas que sobre 
el tema ha promulgado el Vaticano: Humanae Vitae (1968) y Evangelium 
Vitae (1995). La idea de un conflicto de derechos en relación con la inte­
rrupción del embarazo, sin embargo, es mucho más importante en la se­
gunda. En ella se afirma: “Todo hombre abierto sinceramente a la verdad 
y al bien, aun entre dificultades e incertidumbres, con la luz de la razón 
y no sin el influjo secreto de la gracia, puede llegar a descubrir en la ley 
natural escrita en su corazón (cf. Rm 2, 14-15) el valor sagrado de la vida 
humana desde su inicio hasta su término, y afirmar el derecho de cada ser 
humano a ver respetado totalmente este bien primario suyo. En el reco­
nocimiento de este derecho se fundamenta la convivencia humana y la 
misma comunidad política”. Juan Pablo II, Evangelium Vitae, disponible en 
http://www.vatican.va/holy_father/john_paul_ii/encyclicals/documents/ 
hfjp-ii_enc_25031995_evangelium-vitae_sp.html (visitada el 10 de di­
ciembre de 2007).

217

http://www.vatican.va/holy_father/john_paul_ii/encyclicals/documents/


Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

La regulación del aborto se entiende fundamentalmente co­
mo un asunto de distribución en dos perspectivas feministas que 
generalmente se agrupan bajo el rótulo de feminismo radical. En 
la primera de ellas, que llamaremos feminismo reproductivo, la 
regulación del aborto es parte del conflicto sobre poder y recursos 
entre hombres y mujeres porque la posibilidad de autodetermi­
nación de las mujeres pasa fundamentalmente por su poder para 
controlar la reproducción (Firestone 1970). En la segunda de ellas, 
el feminismo sexual, la regulación del aborto es parte del conflicto 
sobre poder y recursos entre hombres y mujeres porque permite a 
los hombres controlar la sexualidad de las mujeres (MacKinnon 
1984; MacKinnon 1987).

1. Feminismo reproductivo

Tal vez la autora más influyente del feminismo reproductivo sea 
Shulamith Firestone. The Dialectics o f  Sex, su libro de 1970, pro­
pone que usando el método del materialismo histórico para estu­
diar la opresión de las mujeres se puede concluir que el sustrato 
material de esta opresión yace en los siguientes hechos fundamen­
tales, “aunque no inmutables”:

1. Que las mujeres a lo largo de la historia, antes de la llega­
da del control de natalidad, estuvieron siempre a merced de 
su biología —la menstruación, la menopausia, las “enferme­
dades” de mujeres, constantes y dolorosos partos, lactancia y 
cuidado de niños— , todo lo cual las hace dependientes de los 
hombres —ya sea su hermano, su padre, su esposo, su aman­
te, su clan, su gobierno, o la comunidad en general— para su 
supervivencia física.
2. Que los infantes humanos se toman un mayor tiempo para 
crecer que los animales, que por lo tanto son incapaces, y que 
al menos por un corto período son dependientes de los adultos 
para su supervivencia.
3. Que la interdependencia básica de madre e hijo ha existido 
en alguna forma en cada sociedad, del pasado y del presente,
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y por lo tanto ha moldeado la psicología de cada mujer madu­
ra y de cada niño.
4. Que la diferencia reproductiva natural entre los sexos llevó 
directamente a la división de trabajo en los orígenes de la cla­
se, así como produjo un paradigma de casta —de discrimina­
ción basada en características biológicas— . (Firestone 2000) 
(traducción libre)

Para Firestone, en la medida en que lo humano es la supera­
ción de la naturaleza, en lugar de sugerir que estos hechos natu­
rales sean “acomodados” o “tenidos en cuenta” para que las mu­
jeres puedan disfrutar de ventajas sociales como el empleo remu­
nerado, lo procedente es luchar por el control de los medios de 
reproducción: “no sólo la completa restauración de la propiedad 
de las mujeres sobre sus cuerpos sino su (temporal) control de la 
fertilidad humana — la nueva biología de la población así como 
las instituciones sociales de procreación y crianza de niños— ” 
(Firestone 2000) (traducción libre). La completa superación de 
la diferencia sexual, en su opinión, se produciría cuando:

La reproducción de la especie por uno de los sexos para el be­
neficio de ambos fuera reemplazada (al menos con la opción 
de) por la reproducción artificial: los niños nacerían de ambos 
sexos por igual, o independientemente de ambos, como quiera 
que uno quiera verlo; la dependencia del niño hacia la madre 
(y viceversa) se reemplazaría por una dependencia mucho más 
corta frente a un pequeño grupo de otros, de modo que la infe­
rioridad física de los niños respecto de los adultos se vería com­
pensada culturalmente. (Firestone 2000) (traducción libre)

En este sentido, para el feminismo reproductivo el control 
total de las mujeres sobre la reproducción implicaría tanto una 
completa despenalización del aborto, acompañada de métodos 
de procreación que no involucraran exclusivamente el cuerpo de 
las mujeres, como una transformación de las prácticas de crianza 
que las “desfeminizara”.
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Si bien en esta versión el derecho juega un papel en el con­
trol de la reproducción, un análisis de la “matemalización” de las 
mujeres más cercano al del DDL lo provee Mary Joe Frug en su 
“Manifiesto Jurídico Feminista Posmodemo” (Frug 2006). Frug 
propone que el derecho, efectivamente, “matemaliza” los cuer­
pos de las mujeres cuando “las obliga o anima a [...] tener hijos 
y a asumir responsabilidades desproporcionadamente mayores a 
las de los hombres en la crianza de los niños”.

Frug identifica tres grupos de normas como directamente invo­
lucrados con la “matemalización” de las mujeres: las relacionadas 
directamente con el control de la fertilidad y la reproducción, las 
relacionadas con la custodia y el pago de alimentos y las relacio­
nadas con el mercado laboral. En el primer conjunto de normas 
identifica las siguientes:

• Las que prohíben, restringen u obstaculizan el acceso al aborto 
y las normas que prohíben o impiden el uso o la distribución de 
instrumentos para el control de la natalidad (Frug 2006).
• Las normas relativas a la protección fetal, las decisiones ju­
diciales que obligan a mujeres a someterse a cesáreas indesea- 
das, y las normas que facilitan la esterilización involuntaria en 
algunas circunstancias (Frug 2006).
• Las normas sobre custodia, que determinan que las mujeres 
deben ser preferidas a los hombres, y sobre alimentos, que obli­
gan sólo a los padres a pagarlos, ya sea por decisión legislativa 
o judicial (Frug 2006).
• Las normas jurídicas que validan la desigual remuneración 
de trabajos segregados de acuerdo con el sexo, que autorizan 
que a las mujeres embarazadas o fértiles se les impida traba­
jar en ciertos empleos, que canalizan a los hombres a empleos 
mejor remunerados, que niegan beneficios por desempleo a 
mujeres que dejan su trabajo para dedicarse a la crianza, entre 
otras (Frug 2006).
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2. Feminismo sexual

El feminismo sexual ha sido articulado y defendido como el “ver­
dadero feminismo”, principalmente a partir de los trabajos de 
Catharine MacKinnon. MacKinnon, usando también el método 
marxista del materialismo dialéctico, propone que si bien la fa­
milia es la institución a través de la cual se ejecuta la opresión de 
las mujeres, lo que determina el control de los hombres sobre las 
mujeres es su capacidad para expropiarlas de la sexualidad. En 
este sentido, y categóricamente, en el párrafo más famoso de su 
obra la autora afirma:

Hay un paralelo implícito en la teoría feminista: la modelación, 
dirección y expresión de la sexualidad organiza a la sociedad 
en dos sexos —mujeres y hombres— , división que subyace a la 
totalidad de las relaciones sociales. La sexualidad es aquel pro­
ceso que crea, organiza, expresa y dirige el deseo, creando los 
seres sociales que conocemos como hombres y mujeres, así como 
sus relaciones crean sociedad. Tal como lo es el trabajo para el 
marxismo, la sexualidad es para el feminismo algo socialmente 
construido pero que, a la vez, construye; universal como activi­
dad pero históricamente específica, compuesta conjuntamente 
por materia y mente. Así como la expropiación organizada del 
trabajo de algunos para el beneficio de otros define una clase 
—los trabajadores—, la expropiación organizada de la sexuali­
dad de unos para el uso de otros define el sexo, mujer. La hete- 
rosexualidad es su estructura, el género y la familia sus formas 
concretas, los roles sexuales son sus cualidades generalizadas 
para la persona social, la reproducción es una de sus consecuen­
cias, y el control es su tema. (MacKinnon 2006)

La primacía de la expropiación de la sexualidad en la opre­
sión de las mujeres lleva a la autora a cuestionar la premisa que 
considera básica en el debate sobre el aborto, y es que las mujeres 
controlan su sexualidad de modo significativo. En este sentido de­
nuncia tanto el argumento que atribuye a los liberales de acuerdo
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con el cual la mujer debe tener la opción de abortar “como si la 
mujer simplemente le pasara al feto”, y el argumento que a tribu­
ye a los conservadores de que como el sexo es generalmente vo­
luntario, la abstención es una opción de control de la fertilidad 
para las mujeres, y la falta de control derivada del sexo involun­
tario puede resolverse con excepciones para casos de violación o 
incesto (MacKinnon 1987).

Para la autora, el que la discusión sobre la reproducción obvie 
el problema de la expropiación de la sexualidad implica que per­
demos la perspectiva sobre cómo la regulación de la reproducción, 
y en particular la liberalización del aborto, puede reproducir los 
intereses masculinos. En este sentido afirma que “la disponibili­
dad del aborto enmarca, y es enmarcada por, las condiciones que 
los hombres logran acordar para darle legitimidad a las mujeres 
para controlar las consecuencias reproductivas del sexo” (Mac­
Kinnon 1987). Más aún, afirma que:

Mientras las mujeres no controlen el acceso a su sexualidad, 
el aborto facilita la disponibilidad sexual heterosexual de las 
mujeres. En otras palabras, en condiciones de desigualdad de 
género, la liberación sexual en este sentido no libera a las mu­
jeres, libera la agresión sexual masculina. La disponibilidad del 
aborto remueve la única razón legítima que las mujeres han 
tenido para rehusarse a tener sexo además del dolor de cabeza. 
(MacKinnon 1987) (traducción libre)

MacKinnon, sin embargo, está más interesada en señalar las 
maneras en las que la liberalización del aborto puede no condu­
cir a la completa emancipación de las mujeres o puede ser coop­
tada por intereses masculinos, que en denunciar la liberalización 
del aborto en todos los casos y en cualquier contexto. Su trabajo 
denuncia en particular la manera en la que la Corte Suprema de 
los Estados Unidos decidió enmarcar la decisión del aborto como 
una cobijada por la privacidad y los recortes que se han hecho a 
la posibilidad de abortar en sentencias sucesivas que reafirman 
la necesidad de obtener el consentimiento del padre, del esposo
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o de un consejero y que niegan la inclusión de este servicio en el 
plan básico de salud (MacKinnon 1987).

B. Una mirada feminista a la regulación del aborto 
en Colombia antes de la sentencia C-355 de 2006

Aunque el enfrentamiento entre el feminismo reproductivo y el 
feminismo sexual es fructífero en muchos sentidos, pensamos que 
una mirada feminista puede ser consciente de las tensiones entre 
el primero y el segundo sin asumir ninguno de los dos como ex­
plicación total. Por esta razón, entendiendo el derecho como un 
factor de distribución de recursos entre hombres y mujeres en ra­
zón de la reproducción y la sexualidad, planteamos un marco en 
el que el conflicto es construido por normas legales que pertene­
cen a muy diversos ámbitos, sin darle prioridad absoluta a ningún 
conjunto de reglas y sin aspirar a que si se cambian todas ellas al 
mismo tiempo — la solución del “Código”—  pueda resolverse el 
problema de una vez y para siempre (Kennedy 1998).

En esta sección sostendremos en particular que desde una 
perspectiva feminista es importante la libertad que las mujeres 
puedan tener sobre su sexualidad y reproducción, así como sus 
posibilidades de controlar los riesgos asociados a la maternidad. 
Aunque ambas son aspiraciones feministas, para obtener logros 
en uno de los sentidos no es necesario, en nuestra opinión, cam­
bios radicales en el otro, y por eso se pueden estudiar o pensar de 
manera aislada aunque con la perspectiva del todo.

Nuestra propuesta sobre cómo el derecho distribuye recursos 
en materia de sexualidad y reproducción, y el papel de la legisla­
ción penal sobre aborto en este panorama empieza con una some­
ra descripción de las prácticas de aborto en Colombia a partir de 
los estudios de investigadores nacionales e internacionales. Lue­
go presentaremos una versión sobre la manera en la que opera el 
derecho penal en la acción y la influencia del derecho laboral, de 
familia, y de seguridad social en estas prácticas.
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1. Prácticas del aborto en Colom bia antes de 2006

Aunque todos los estudios ponen de presente las dificultades de 
estudiar el aborto en contextos en los que es ilegal, existen datos 
que más o menos dan una idea de las prácticas relacionadas con 
el aborto. En Colombia el estudio más importante analiza datos 
de 1994 (Zamudio 1999) y arrojó los siguientes resultados (Za- 
mudio 1999):

• La edad promedio de las mujeres que abortan es de 24,8 
años.

• El 42% de las mujeres eran solteras en el momento de reali­
zar el aborto y el 54,5% se encontraban casadas o en unión.

• La proporción de mujeres con aborto varía de acuerdo con el 
número de embarazos y no con el número de hijos, lo que es indi­
cativo del uso del aborto para controlar el tamaño de la familia.

• En el 78,4% de los casos el embarazo no deseado fue resul­
tado del no uso de métodos anticonceptivos.

Un estudio del Alan Guttmacher Institute sobre el aborto en 
Latinoamérica (Hawker, Ferrando y Llera 1994), de otro lado, in­
dica que las principales razones para abortar en Colombia son la 
presión del compañero o la familia y la percepción del momento 
(Hawker, Ferrando y Llera 1994). El estudio encontró que en un 
33% de los casos de las mujeres que informaron a sus compañe­
ros, éstos las presionaron para abortar. También encontró que las 
mujeres de estratos bajos interrumpen sus embarazos por presio­
nes económicas, mientras que las de estratos medios lo hacen por 
la presión familiar cuando son solteras, porque no es aceptable 
ser madre soltera, y las mujeres de estratos altos tienen más en 
cuenta la posible interrupción de su proyecto de vida (Hawker, 
Ferrando y Llera 1994).

En relación con la incidencia de abortos, la Encuesta de De­
mografía y Salud de 2005 elaborada por Profamilia señala que só­
lo un 46% de los embarazos ocurridos en los últimos cinco años 
fue deseado, con el 27% de los embarazos no deseados reportados
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como meramente inoportunos y el 27% como definitivamente no 
deseados. Para 1989 se estimaba que del total de embarazos, un 
26% terminaba en aborto inducido, cifra que es bastante similar 
a la que se reporta para el 2005 como embarazos definitivamen­
te no deseados.

Los datos sobre incidencia de aborto y abortos inseguros del 
Alan Guttmacher Institute son reveladores: en Colombia se ha­
brían realizado alrededor de 288.400 abortos en 1989 y hubo 
57.680 hospitalizaciones por abortos mal practicados.

Incidencia de aborto en seis países de Latinoamérica

País/año
Número de abortos 

por año
Tasa por cada 
1000 mujeres

Promedio por mujer

Brasil. 1991 1.433.350 36.5 1.3

Chile, 1990 159.650 45,4 1,6

Colombia. 1989 288.400 33,7 1,2

República 
Dominicana, 1992

82.500 43.7 1,5

México. 1990 533.100 23.2 0.8

Perú, 1989 271.150 51.8 1.8

La misma entidad provee los siguientes datos sobre abortos 
inseguros en estos países:

Abortos inseguros en seis países de Latinoamérica (W ulf i 996)

País/año Número de hospitalizaciones

Brasil. 1991 288.670

Colombia, 1989 57. 680

Chile, 1990 31.930

República Dominicana. 1992 16.500

México. 1990 106.602

Perú. 1989 54.230
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Los análisis del Alan Guttmacher Institute y otros investiga­
dores, por otra parte, tienden a concluir que la prohibición penal 
total y moderada del aborto no influye ni en el número de abortos 
realizados ni en la mortalidad materna asociada al aborto. En el 
caso colombiano es significativo que un estudio sobre las percep­
ciones en tomo al aborto hubiera encontrado que “Aunque las 
mujeres saben que el aborto está penalizado, tienen un recono­
cimiento muy débil de su carácter delictivo” (Ministerio de Pro­
tección Social y Universidad Nacional de Colombia 2007). Así 
mismo es importante señalar que a pesar de tener una de las legis­
laciones “más restrictivas” en América Latina, el aborto inseguro 
es la tercera causa de mortalidad materna en el país y no la primera 
o la segunda, como en la mayoría de los países de Latinoamérica 
— ver tabla sobre legislación penal y mortalidad asociada al abor­
to en América Latina—  (Boada y Cotes Benítez 2005).20 Cabe 
mencionar también que los investigadores del Alan Guttmacher 
Institute han encontrado que en Latinoamérica se ha reducido la 
mortalidad materna asociada al aborto inseguro, de acuerdo con 
los profesionales médicos entrevistados, por razones que no tienen 
que ver directamente con la legislación sobre aborto:

La mayor parte de los profesionales de la salud opinan que en 
América Latina, hoy en día hay menos riesgo de tener compli­
caciones relacionadas con el aborto inducido que en el pasa­
do. Las razones para la reducción del riesgo son las siguientes: 
más mujeres tienen acceso a procedimientos médicos seguros; 
más mujeres están conscientes de la necesidad de buscar trata­
miento médico rápidamente cuando surge una complicación; 
y más agentes proveedores —aun aquellos que no tienen ca­
pacitación médica— rutinariamente les recetan antibióticos a 
sus pacientes. (Wulf 1996)

20 Las autoras estiman que el 16% de las muertes maternas se asocian al 
aborto, pero que de éstas sólo un 60% son abortos inducidos.
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La organización nicaragüense SÍ-Mujer, a partir de los datos 
del Fondo de las Naciones Unidas para las Poblaciones, resume la 
situación latinoamericana en el 2004 de la siguiente manera:

Legislación penal y mortalidad materna asociada al aborto en América Latina

País Legislación TMM
Importancia del 

aborto en la TMM

Argentina
Permite el aborto en casos de 
violación y cuando se trata de 
una mujer “idiota o demente"

82 por 100.000 
nacidos vivos

Primera causa de 
mortalidad

Bolivia

Permite el aborto cuando 
el embarazo resulta de 
violación, rapto seguido de no 
matrimonio, estupro, incesto, 
y cuando hay riesgo para la 
vida o salud de la mujer

420 por 100.000 
nacidos vivos

Primeros lugares 
entre causas de 
mortalidad

Brasil

Permite el aborto cuando el 
embarazo resulta de violación 
o cuando hay riesgo para la 
vida o salud de la mujer

260 por 100.000 
nacidos vivos

Cuarta causa de 
mortalidad materna

Colombia
Está prohibida toda forma de 
aborto

130 por 100.000 
nacidos vivos

Es la segunda causa 
de mortalidad 
materna

Costa Rica
Permite el aborto para salvar la 
vida o salud de la madre

43 por 100.000 
nacidos vivos

12.4% de las muertes 
maternas entre 1990 
y 1994

Chile
Está prohibida toda forma de 
aborto

31 por 100.000 
nacidos vivos

Primera causa de 
mortalidad

Ecuador

Permite el aborto cuando el 
embarazo resulta de violación 
o estupro contra mujer "idiota 
o demente'' y cuando hay 
riesgo para la vida o salud de 
la mujer

130 por 100.000 
nacidos vivos

s.d.

El Salvador
Está prohibida toda forma de 
aborto

150 por 100.000 
nacidos vivos

Una de las primeras 
causas

Guatemala
Permite el aborto para salvar la 
vida de la mujer

240 por 100.000 
nacidos vivos

9,5% de las muertes 
maternas por aborto 
provocado

Honduras
Está prohibida toda forma de 
aborto

1 10 por 100.000 
nacidos vivos

Segunda causa de 
egreso hospitalario
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País Legislación TMM
Importancia del 

aborto en la TMM

México*

Permite el aborto cuando la 
vida de la madre está en riesgo 
y por razones eugenésicas en 
32 estados

83 por 100.000 
nacidos vivos

Tercera o cuarta 
causa de mortalidad 
materna

Nicaragua**
Permite el aborto terapéutico 
pero exige consentimiento del 
cónyuge o pariente cercano

250 por 100.000 
nacidos vivos

Primera o segunda 
causa de mortalidad

Panamá
Permite el aborto por razones 
"éticas, terapéuticas y 
eugenésicas"

160 por 100.000 
nacidos vivos

Tercera causa de 
mortalidad

Paraguay Permite el aborto terapéutico
170 por 100.000 
nacidos vivos

Primera causa de 
mortalidad

Perú Permite el aborto terapéutico
410 por 100.000 
nacidos vivos

Segunda causa de 
mortalidad

Puerto Rico Aborto legal
25 por 100.000 
nacidos vivos

s.d.

República
Dominicana

Está prohibida toda forma de 
aborto

150 por 100.000 
nacidos vivos

s.d.

Uruguay
Permite el aborto por razones 
"terapéuticas, éticas y 
sociales"

27 por 100.000 
nacidos vivos

25% de las muertes 
maternas es por 
aborto

Fuente: SÍ-Mujer (2004).

*EI 25 de abril de 2007 la Ciudad de México aprobó una ley autorizando la interrupción del 
embarazo en las primeras 12 semanas de gestación a solicitud de la mujer. Fuente: Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. No. 70. Decímaséptima época. 26 de abril de 2007. pp. 2-4.

**En diciembre de 2007 Nicaragua aprobó una reforma al Código Penal que derogó el aborto por 
razones terapéuticas. Fuente: Ley 641 de diciembre de 2007. Publicada en Qaceta. Nos. 83-87. 
5-9 de mayo de 2008.

Aunque ninguno de estos datos se puede considerar definitivo 
—el dato sobre la legislación, entre otras, compara simplemen­
te los textos y no tiene en cuenta los elementos formativos que 
determinan la operación de la legislación en cada contexto— ,21 
el resumen permite proponer dos hipótesis. La primera es que no 
parece haber ninguna relación entre el número de excepciones

21 Sobre el papel de los elementos formativos en los ejercicios de derecho 
comparado, véase Sacco (1991a y 1991b).
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consignadas en la legislación penal sobre aborto y la importancia 
del aborto entre las causas de la mortalidad materna. En todos 
los países latinoamericanos, salvo Puerto Rico, el aborto es una 
de las primeras causas de mortalidad materna. En algunos países, 
sin embargo, el aborto está totalmente prohibido mientras que en 
otros hay muchas excepciones y en otros hay unas pocas.

La segunda es que no parece haber ninguna relación entre la 
legislación vigente sobre aborto y las tasas de mortalidad mater­
na en general. Así, aunque las legislaciones penales sobre abor­
to en Colombia, Chile y República Dominicana son similares, la 
tasa de mortalidad materna de Colombia es de 130 por 100.000 
nacidos vivos, mientras que la de Chile es de 31 y la de Repúbli­
ca Dominicana es de 150. Bolivia, que permite el aborto cuando 
el embarazo es producto de violación, incesto, estupro, rapto no 
seguido de matrimonio, y cuando la vida o la salud de la mujer pe­
ligran, tiene una tasa de mortalidad materna de 420 por 100.000 
nacidos vivos.

De hecho, los estudios que comparan las regiones enfatizan 
que en términos de la relación entre legislación penal sobre abor­
to y aborto inseguro sólo existen diferencias importantes entre la 
legislación restrictiva y la legislación que permite el aborto por 
motivos socioeconómicos o lo legaliza. Al respecto, Berer (2004) 
ha señalado que

[...] la mayoría de los abortos se vuelven seguros principalmen­
te o únicamente cuando las razones de las mujeres para abortar 
y las excepciones legales coinciden, esto es, no sólo cuando se 
permite [el aborto] para proteger la vida y la salud de la mujer o 
por malformaciones fetales, sino por razones socioeconómicas y, 
lo que es más importante, por la mera solicitud de la mujer.22

Adicionalmente subrayan que incluso cuando la legislación es 
muy permisiva, la calidad general de los servicios de salud afecta

22 Traducción libre de las autoras.
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la mortalidad y morbilidad asociada al aborto (Berer 2004; Sedgh 
y otros 2007; World Health Organization 2007).

2. El papel del derecho en la modelación de las prácticas 
del aborto antes de 2006

Las breves consideraciones sobre la práctica de abortos en Co­
lombia y la percepción de la relación entre legislación penal y 
aborto, en nuestra opinión, revelan que la decisión de las muje­
res colombianas sobre si terminar o no un embarazo, así como su 
capacidad para controlar las consecuencias del aborto inducido, 
dependen no solamente de la legislación penal sobre el aborto 
sino también de la legislación sobre el secreto profesional de los 
médicos, laboral, de familia y de seguridad social. Sugerimos que 
entender esta interrelación de las normas permite comprender 
mejor el papel del derecho en la modelación de las prácticas de 
aborto que la simple idea de que la legislación penal es ineficaz. 
Así mismo proponemos que determinar cuál es el derecho apli­
cable depende de integrar la lectura de la legislación con la de 
jueces, doctrinantes y destinatarios.

a. La legislación penal sobre aborto antes de la sentencia 
C-355 de 2006 en la acción
El Código Penal colombiano regula el aborto en los artículos 122 a 
124. Antes de la sentencia C-355 de 2006, éstos disponían que “la 
mujer que causare su aborto o permitiere que otro se lo causare” 
incurriría en una pena de uno a tres años de prisión, al igual que 
quien se lo causare (artículo 122); que quien realizara un aborto 
en menor de 14 años o sin el consentimiento de la mujer incurri­
ría en prisión de uno a cuatro años (artículo 123); y que en caso 
de violación o inseminación artificial no consentida, la pena se 
reduciría en tres cuartas partes (artículo 124) o no se aplicaría si 
la mujer se encontrara en “condiciones extraordinarias anorma­
les de motivación” (artículo 124 parágrafo).

El texto legal fue interpretado como uno de prohibición del 
aborto en todas las circunstancias, por lo que Colombia aparece­
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ría como uno de los países con las legislaciones más restrictivas 
del mundo (Women’s Link Worldwide 2005c). A esta conclu­
sión se llegaba tras constatar que el tipo penal consignado en el 
respectivo Código no incluía ninguna circunstancia en la que se 
realizara un aborto y la conducta fuese atípica. Si bien en casos 
de violación e inseminación artificial no consentida la pena era 
reducida, y se contemplaba la posibilidad de que el juez eximiera 
de responsabilidad a la mujer y al médico involucrados si se pre­
sentaban circunstancias excepcionales de motivación, el aborto 
se encontraba tipificado.23 Esta posición fue ampliamente difun­
dida por el Centro de Derechos Reproductivos (CRR) a través de 
mapas que situaban a Colombia entre los países cuya legislación 
prohibía el aborto totalmente.24

Este significado de la legislación penal se vería corrobora­
do por la doctrina penal nacional, que al discutir el tipo penal 
de aborto se limitaba a justificar la existencia del tipo a partir de 
elaboraciones de las cláusulas constitucionales y de derecho in­
ternacional relacionadas con el derecho a la vida (Pabón 2002; 
Pérez 1974).25 La ausencia de fallos judiciales relativos al delito 
de aborto hacía que esta interpretación fuera la única con algún 
tipo de autoridad.

Para entender cómo funcionaba la legislación penal en la prác­
tica, sin embargo, proponemos tener en cuenta otras normas de 
derecho penal colombiano y las prácticas de la comunidad médi­
ca, incluyendo la aproximación del Consejo Nacional de Seguri­
dad Social en Salud al tema del aborto.

De acuerdo con el Código de Procedimiento Penal colombia­
no, el titular de la acción penal es el Estado, que la ejerce a través 
de la Fiscalía General de la Nación (artículo 26). La Constitución

23 Artículo 124, Código Penal colombiano.

24 Por ejemplo, Center for Reproductive Rights, “Mapa de leyes sobre aborto 
en el mundo, 2005” (afiche, copia en poder de las autoras).

25 Algunos autores, sin embargo, han introducido la importante distinción 
entre la concepción y la anidación del óvulo fecundado, y han sostenido 
que la vida que se protege es la que empieza con la anidación. Véase Gó­
mez y Urbano (2003).
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política define el papel de la Fiscalía, adicionalmente, señalando 
que es su deber investigar y ejercer la acción penal cuando conoz­
ca de hechos delictivos por querella, denuncia, petición especial 
o de oficio (artículo 250). Para que la acción penal sea proceden­
te en el caso del aborto, no se requiere querella (artículo 35 del 
Código de Procedimiento Penal) ni petición especial (artículo 36 
del Código de Procedimiento Penal), por lo que la Fiscalía puede 
iniciarla cuando se entera de los hechos de oficio o por denun­
cia. El Código de Procedimiento Penal, sin embargo, excluye del 
deber de denuncia a los particulares que se enteren de la comi­
sión del delito en ejercicio de actividades protegidas por el secreto 
profesional (artículo 28). La ley de ética médica, ley 23 de 1981, 
prevé específicamente que los médicos deben guardar el secreto 
profesional (artículo 38).

De otro lado, el Código de Procedimiento Penal establece 
que la investigación puede precluirse cuando se encuentre que 
existe una causa excluyente de responsabilidad — ya sea por fal­
ta de culpabilidad o por falta de antijuridicidad—  (artículo 39) 
y, que en general, cuando se trata del delito de aborto (artículo 
357), la detención preventiva no procede. Adicionalmente, el 
Código Penal prevé que la ejecución de la pena se puede suspen­
der cuando el delito tenga una pena de cárcel inferior a tres años 
(artículo 63), como en los casos de aborto que contemplan los 
artículos 123 y 125.

Este entorno de las normas penales sobre aborto podría con­
tribuir a explicar por qué la prohibición se implementa tan dé­
bilmente: por una parte, los que más información tienen sobre 
la práctica de abortos o bien son ellos mismos sujetos activos del 
delito — las mujeres y los médicos, enfermeras y proveedores no 
calificados— , o bien tienen el deber legal de guardar secreto sobre 
la información y no tienen el deber de denunciar el delito — los 
médicos que atienden complicaciones sobre abortos— ; por otra 
parte, la pena consagrada es tan baja que no aplica la detención 
preventiva y se puede solicitar la ejecución condicional de la pe­
na o libertad condicional. La Fiscalía, por lo tanto, tiene pocas
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posibilidades de acceder a la información y pocos incentivos para 
iniciar de oficio la investigación de este delito.

Las prácticas de la comunidad médica, de su lado, revelaban 
una interpretación de la normatividad en la que ésta no implica­
ba una prohibición total sino una prohibición con excepciones 
para los casos de peligro inminente y grave para la salud o vida de 
la madre y malformaciones fetales que hicieran imposible la vida 
extrauterina. Por una parte, se discutían abiertamente procedi­
mientos de interrupción voluntaria del embarazo en los casos de 
malformaciones que hacían inviable la vida extrauterina,26 de peli­
gro para la vida de la madre y de peligro grave e inminente para la 
salud de la madre (Saldarriaga e Isaza 2005) .27 De hecho, el Con­
sejo Nacional de Seguridad Social en Salud, mediante el acuerdo 
00306 del 16 de agosto de 2005, había establecido que incluso las 
mujeres afiliadas al plan obligatorio de salud subsidiado tendrían 
derecho a cobertura en los casos en los que su vida o la del feto 
estuvieran en riesgo, incluyendo el legrado obstétrico:

2. Cobertura de servicios de segundo y tercer nivel de com­
plejidad. El POS-S cubre:
2.1 Atención del proceso de gestación, parto y puerperio. Aten­
ción ambulatoria por ginecobstetricia y atención hospitalaria 
quirúrgica (incluyendo el legrado obstétrico) y/o no quirúrgi­
ca, por la especialidad médica que sea necesaria, del proceso 
de gestación, parto y puerperio en los casos identificados como 
de mediano y alto riesgo obstétrico, incluyendo las afecciones

26 En este artículo médico especializado se reseñan cuatro casos de malfor­
maciones del feto que hacen inviable la vida extrauterina. En los cuatro 
casos se indica que los fetos fueron “expulsados” prematuramente. En el 
último se anota, además, que ante la eclampsia presentada por la madre, 
se adelantó una cesárea en la semana 31 de gestación.

27 Así describe un artículo médico especializado la interrupción de embarazo 
en dos ocasiones anteriores en una mujer de 26 años que se presenta con 
una complicación llamada “placenta percreta": “Como antecedentes de 
importancia, la paciente había presentado en las dos gestaciones anterio­
res preeclampsia y se había desembarazado por cesárea en ambas ocasio­
nes”. Véase Urbina y Aguilar (2006).
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relacionadas o complicaciones del embarazo, parto y puerpe­
rio y de las enfermedades que pongan en riesgo el desarrollo y 
culminación normal de los mismos, o que signifiquen un riesgo 
para la vida de la madre, la viabilidad del producto o la super­
vivencia del recién nacido. (Consejo Nacional de Seguridad 
Social en Salud 2005)

Por otra, no se reportaban casos en los que, en estas circuns­
tancias, los médicos competentes se hubieran abstenido de rea­
lizar el aborto. El caso de Martha Solay González, que Women’s 
Link defendió como caso emblemático,28 más que un caso típico 
parecía un caso realmente extraño.

La legislación penal colombiana en la acción, pues, ya admitía 
la interrupción del embarazo cuando la vida de la mujer corría pe­
ligro, cuando éste era grave e inminente para la salud de aquélla 
y cuando las malformaciones del feto hacían inviable la vida ex­
trauterina. Para los penalistas, estas prácticas eran conformes con 
una interpretación de la causal de justificación de estado de nece­
sidad.29 En el campo de la seguridad social y de la responsabilidad 
médica, no había dudas al respecto, ya que de otra manera no se 
explicaría el texto del acuerdo citado en el párrafo anterior.

En conclusión, la legislación penal sobre aborto, en la letra de 
los artículos 122 a 124 del Código Penal, se podía considerar una 
legislación muy severa, pero en la práctica autorizaba la conduc­
ta contraria al no facilitarle a la Fiscalía el conocimiento de los 
hechos y al no incentivarla para que investigara y procesara los 
casos; al imponerles a los médicos el secreto profesional y liberar­
los del deber de denuncia, autorizándolos así a prestar atención a 
las mujeres con complicaciones derivadas de abortos mal practi­
cados; y al permitirle a los médicos que realizaran legrados como

28 Presentaciones 746.

29 La sentencia C-355 de 2006, de hecho, tuvo que referirse al estado de ne­
cesidad y explicar que aunque se podía entender que las conductas men­
cionadas estaban cobijadas por esta causal de justificación, la destipifica­
ción era necesaria para evitar cualquier duda al respecto.
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un servicio del plan obligatorio de salud cuando la salud o la vida 
de la mujer o del feto estuvieran en riesgo.

b. Normas relacionadas con el aborto por razones 
“socioeconómicas”
Las mujeres colombianas, como ya lo señalamos, explican que en 
muchos casos toman la decisión de abortar por falta de recursos 
económicos o porque sienten que sus proyectos de vida se verían 
truncados por tener un hijo o un hijo más del que tienen. Quere­
mos sugerir que estos factores socioeconómicos son modelados 
por las normas jurídicas al menos en tres sentidos: primero, las 
normas colombianas sobre seguridad social consideran que los gas­
tos de crianza deben estar a cargo exclusivamente de los padres 
de familia; segundo, las normas sobre inasistencia alimentaria son 
ineficaces; tercero, las normas sobre sociedad conyugal, alimentos 
y custodia, así como las normas laborales, incentivan a las muje­
res que tienen hijos a hacerse cargo de su crianza.

En sentido estricto, el derecho colombiano entiende que ha­
cen parte de la normativa de seguridad social solamente las re­
glas sobre pensiones por vejez e invalidez, accidentes de trabajo 
y riesgos profesionales, licencias de maternidad y salud. Este nú­
cleo básico de la seguridad social se caracteriza porque el princi­
pal sujeto asegurado es el trabajador — ya sea que se encuentre 
en relación de subordinación o sea independiente— , que con 
sus contribuciones30 genera los recursos necesarios para el cubri­
miento de los diversos riesgos. A través de él se garantiza lo mí­
nimo para su familia nuclear en el sentido de que la pérdida del 
salario en casos de muerte o pérdida de la capacidad para traba­
jar se le “reemplaza”, y de que su compañero o compañera e hijos

30 Aunque el empleador también debe contribuir directamente a la seguri­
dad social, se puede entender que en últimas toda la contribución es del 
trabajador, porque de otra manera los recursos del empleador podrían ir al 
trabajador directamente. De hecho, la cotización al Régimen Contributivo 
de Salud es del 12,5% del salario base de cotización, del cual el 8,5% está 
a cargo del empleador y el 4% a cargo del trabajador (ley 1122 de 2007, 
artículo 10).
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pueden ser incluidos como beneficiarios del trabajador dentro del 
sistema de salud. En este régimen, se considera que el salario del 
trabajador es el que debe usarse para sufragar los gastos relacio­
nados con la manutención del núcleo familiar y particularmente 
la crianza de los hijos.

Las insuficiencias de este aseguramiento social, que exclu­
ye a los desempleados y trabajadores “informales”, así como las 
precariedades del salario mínimo que devenga la mayoría de los 
trabajadores colombianos, son mínimamente corregidas por un 
conjunto de medidas a través de las cuales el Estado entrega re­
cursos directamente a los más pobres. Entre ellas se incluyen el 
cubrimiento en salud obligatorio para los niños menores de un 
año,31 el cubrimiento en salud a través del régimen subsidiado32 y 
del régimen para no afiliados o meramente vinculados,33 los subsi­
dios y preferencias para mujeres cabeza de familia34 y desplazados 
o víctimas del conflicto interno,35 los jardines infantiles del Insti­
tuto Colombiano de Bienestar Familiar — incluyendo los dirigidos 
por madres comunitarias— ,36 los planes de entrega de alimentos

31 Constitución, artículo 50. Reglamentado por el artículo 157, literal b de 
la ley 100 de 1993.

32 Ley 100 de 1993, artículo 257, literal a, numeral 2, y artículo 211 y subsi­
guientes.

33 Ley 100 de 1993, artículo 157, literal b.

34 Constitución, artículo 43. Desarrollado por el artículo 157, literal b de la 
ley 100 de 1993. El artículo de la Constitución no solamente cubre el caso 
de mujeres cabeza de familia, sino también la especial protección a madres 
gestantes y un año después del parto, y además un subsidio alimentario si 
durante ese período se encuentran desempleadas o desamparadas.

35 Ley 387de 1997; ley 418 de 1997, artículo 19; ley 975 de 2005, artículo 37 
y subsiguientes. Los desmovilizados también reciben algunos beneficios 
como los contemplados en el artículo 158 de la ley 100 de 1993, el cual 
establece que por el mero hecho de desmovilizarse se tiene derecho a ser 
beneficiario del régimen subsidiado.

36 Ley 70 de 1968, artículo 53, literal c, y artículo 55; ley 7 de 1979, artículo 
21; decreto 1137 de 1999, artículo 16, numeral 2, y artículo 17, nume­
ral 15.
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a través de instituciones educativas para los niños más pobres,37 
el sistema público de educación,38 los programas de vivienda so­
cial39 y el programa de familias en acción que entrega subsidios 
a familias con hijos menores mientras demuestren que cumplen 
con el plan de vacunación y envían a sus hijos a la escuela (De­
partamento Nacional de Planeación 2000a; Departamento Na­
cional de Planeación 2005).

Aunque este conjunto de medidas se orienta principalmente a 
garantizar las necesidades más básicas de las familias en relación 
con el bienestar de los niños — salud, educación y nutrición— , 
está lejos de representar una fuente de recursos significativa para 
la crianza al menos por tres razones. Primero, la necesidad básica 
de cuidado de los niños entre 0 y 3 años, incluyendo el acompa­
ñamiento de los niños y la atención de su alimentación e higiene, 
así como su vestido y vivienda, está casi completamente insatis­
fecha, de modo que son los individuos, como padre o madre, los 
que deben garantizarla dejando de trabajar o consiguiendo que 
un pariente desempleado o desocupado lo haga (Peña-Parga y 
Glassman 2004). Segundo, el cuidado y acompañamiento de los 
niños mayores sólo se garantiza en las horas en las que se encuen­
tran en el jardín o en el colegio, de modo que las familias con hijos 
mayores de 3 años deben también conseguir a alguien que perma­
nezca con los niños las demás horas del día. Tercero, la cobertura 
de cada uno de estos programas es deficiente tanto en la cantidad 
de personas que abarca como en la capacidad del programa para 
satisfacer realmente las necesidades que busca suplir.

El sistema de seguridad social del país, entonces, exige que las 
familias se organicen de tal manera que al mismo tiempo haya 
adultos involucrados en el mercado laboral y adultos desocupa­
dos que cuiden de los niños o que los salarios del mercado labo­
ral sean suficientemente altos como para contratar el cuidado de

37 Ley 715 de 2001, artículo 2, parágrafo 2, y artículo 76, numeral 17; ley 70 
de 1968, artículos 50 y 51; decreto 1137 de 1999, artículos 17 y 18, y de­
creto 139 de 1941 -

38 Constitución, artículo 67. Reglamentado por la ley 115 de 1994­

39 Constitución, artículo 51. Reglamentado por la ley 281 de 1996.
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los niños en el mercado. Aun en este segundo caso, sin embargo, 
hay labores de cuidado que escapan a lo que se puede contratar 
— llevar los niños al médico, seleccionar y supervisar a la niñera, 
asistir a los eventos de padres en los colegios, entre otros— y que 
algún adulto desocupado o con mayor flexibilidad laboral debe 
satisfacer. La primera es la manera en la que con más frecuencia 
se acomodan las clases bajas y medias-bajas en el país, mientras 
que la segunda es la más frecuente entre las clases medias altas y 
altas.40 En ambos casos, son las mujeres y no los hombres las que 
salen del mercado laboral o ven reducidas sus posibilidades labo­
rales por el nacimiento del primer hijo o de un hijo más (DANE 
2007).41 El derecho de familia y el derecho laboral participan en 
moldear esta decisión de las parejas al presumir que las mujeres 
son las llamadas a cuidar de los niños y mantener una menor re­
muneración del trabajo femenino en el mercado laboral.

Las normas del derecho de familia colombiano refuerzan la 
idea de que el principal vínculo de los niños es con la madre de 
varias maneras. En primer lugar, determinan que el vínculo legal 
entre un hijo y su madre se presume siempre por el hecho de su 
nacimiento,42 pero que el vínculo legal entre un hijo y su padre 
sólo se presume si el hijo nace dentro del matrimonio o unión es­
table de sus padres.43 En los casos en los que el hijo no nace den­
tro del matrimonio o dentro de la unión estable de sus padres, el 
padre debe reconocer al hijo mediante un acto voluntario forma­
lizado ante las autoridades,44 o la madre, en nombre propio o de

4° Ibíd.

41 De acuerdo con la Gran Encuesta Integrada, la Tasa Global de Participa­
ción en el mercado laboral fue de 71,3% para los hombres y 45,4% para 
las mujeres. El 14,7% de las mujeres resultaron ser desempleadas, y en es­
ta condición sólo el 8,6% de los hombres. Esto a pesar de que las mujeres 
constituyen el 53% de la población en edad de trabajar.

42 Artículo 1 de la ley 45 de 1936.

43 Artículo 214 del Código Civil colombiano modificado por el artículo 1 de 
la ley 1060 de 2006.

44 Artículo 2 de la ley 45 de 1936, modificado por el artículo 1 de la ley 75 
de 1968.
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su hijo, debe acudir a los estrados judiciales para que se declare la 
paternidad.45 En la práctica, estas reglas sobre la filiación hacen 
que exista un alto número de mujeres cabeza de familia o madres 
solteras (DANE 2005).46

En segundo lugar, y para los casos en los que la filiación pater­
na está determinada, el derecho de familia convierte a las mujeres 
en las cuidadoras principales a través de la ineficacia del régimen 
para reclamar alimentos y de la presunción de que el pago de ali­
mentos debe hacerlo el padre, y el cuidado de los hijos en caso de 
ruptura de la pareja debe hacerlo la madre.

La obligación de pago de alimentos está definida en la legisla­
ción civil como una obligación de ambos padres, sujeta a sus po­
sibilidades de pago.47 Se prevé además que el juez puede embar­
gar hasta el 50% del salario del trabajador para garantizar el pago 
de la cuota alimentaria,48 y que puede perseguirse penalmente a 
los deudores.49 Estas garantías, sin embargo, dependen excesiva­
mente de la capacidad que tenga la madre de disponer de tiempo 
y recursos para “perseguir” constantemente al deudor por medio 
de mecanismos judiciales o policiales, y tienen una baja imple- 
mentación por parte de las autoridades que deben actuar de ofi­
cio. El hecho de que las mujeres no se encuentren generalmente 
vinculadas al mercado laboral, por razones que explicaremos más

45 Artículos 8 a 12 de la ley 45 de 1936.

46 De acuerdo con el Censo de 2005, del total de los hogares colombianos el 
29,9% tienen jefatura femenina y sólo en un 6,7% de los casos las jefes de 
hogar tienen cónyuge mientras que en todos los casos los hombres jefes 
de hogar tienen cónyuge.

47 Código Civil colombiano, artículo 411, Código de Procedimiento Civil, 
artículo 444, numeral 4, literal c; Sentencia de mayo 14 de 1987, Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.

48 Código del Menor, artículo 130, numeral 1. El numeral 2 de ese mismo 
artículo complementa el numeral anterior: contempla que para garanti­
zar el pago de la obligación, cuando no es posible el embargo del salario y 
de las prestaciones, el juez puede decretar medidas cautelares sobre bie­
nes patrimoniales (bienes muebles e inmuebles, cuando se demuestre su 
titularidad).

49 Código Penal colombiano, artículo 233.
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adelante, hace que estos procesos sean todos dirigidos a hombres 
a pesar de la neutralidad aparente de la norma.

La obligación de cuidar a los hijos también está presentada de 
modo neutral en las normas pertinentes. No obstante, los jueces 
han defendido fuertemente la prioridad e importancia de la re­
lación de los hijos con sus madres no solamente en los casos de 
custodia, sino también en los casos que han llegado a la Corte 
Constitucional (Motta 1998).50

El derecho laboral colombiano incentiva de varias maneras 
el que las mujeres asuman el rol de cuidadoras y no los hombres. 
En primer lugar, consagra la licencia de maternidad a favor de las 
mujeres,51 con la posibilidad de que se le asigne al padre sólo una 
semana.52 Esta licencia no sólo es de cortísima duración — doce 
semanas— , pues coincide casi totalmente con el tiempo de recu­
peración física que implica un parto normal de un solo hijo (An- 
garita, Borre y Rodríguez 2002) ,53 sino que además no existe la 
posibilidad de que la mujer vea garantizado su empleo si solicita 
una licencia no remunerada adicional.54 Así, las mujeres que no

50 A manera de ejemplo: Corte Constitucional (200 Id), mediante la cual 
la Corte protege de manera especial la relación madre-hijo frente a la or­
den de aislamiento del joven decretada por parte de la jurisdicción espe­
cial indígena; en otra ocasión la Corte protege el vínculo materno filial 
de una madre invidente pobre, frente a la solicitud del ICBF de mantener 
la custodia de la menor; Corte Constitucional (1995b), mediante la cual 
se protege el vínculo materno de la madre biológica de una hija entrega­
da en adopción que posteriormente reclama su derecho de madre. Véase 
Motta (1998).

51 Código Sustantivo del Trabajo, artículos 236 y 238; decreto 956, artícu­
lo 1.

52 Ley 755 de 2002.

53 Las hemorragias anormales son uno de los problemas más frecuentes que 
tienen las madres en el período postparto. Estas pueden devenir en ane­
mia, en otras patologías y causar incluso la muerte. La preeclampsia es otro 
problema de las madres en el período postparto, y una de las principales 
causas de la mortalidad materna en Colombia. Véase Angarita, Borre y 
Rodríguez (2002).

54 En Argentina, la Ley de Contrato de Trabajo Ns 20744, artículo 183, es­
tablece la figura del “estado de excedencia”, mediante el cual la mujer
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pueden contratar a alguien más para que cuide a su hijo a partir 
de la semana doce del nacimiento deben abandonar sus empleos 
o esperar que sus maridos lo hagan.

En segundo lugar, y a pesar de la importancia constitucional 
del principio de igual remuneración por igual trabajo y no dis­
criminación en el empleo, estos principios no se han implemen- 
tado de manera contundente y los jueces los han interpretado 
restrictivamente,55 de tal manera que las mujeres colombianas 
terminan segregadas horizontal y verticalmente en empleos de me­
nor remuneración y recibiendo salarios distintos incluso cuando se 
trata del mismo empleo.56 Las menores posibilidades laborales de

trabajadora puede pedir una licencia no remunerada posterior a la de ma­
ternidad, de tres a seis meses, siempre y cuando la relación laboral tenga 
un vínculo mínimo de un año. En Brasil, la Ley de Trabajo establece en 
su artículo 392 que se puede prorrogar la licencia de maternidad por dos 
semanas más en caso de enfermedad. En Paraguay, el Código del Traba­
jo en su artículo 135, inciso 2, dispone que se podrá prorrogar la licencia 
todo el tiempo que sea indispensable. En Uruguay, la ley 1584, reglamen­
tada por el decreto 227 de 1981, establece que se podrá otorgar a la ma­
dre una licencia suplementaria por enfermedad, máximo por seis meses. 
Finalmente, en Chile el Código del Trabajo menciona en el artículo 199 
que la licencia suplementaria por enfermedad es de doce semanas, y que 
se otorgará a la madre un subsidio suplementario en caso de que el hijo 
sea menor de seis meses de edad.

55 Véanse, por ejemplo, las sentencias de la Corte Constitucional de Colom­
bia (Corte Constitucional 2000b; 2002e; 2007), entre otras. La Corte 
estableció en estas sentencias, primero, que la tutela por discriminación 
salarial debe ser concedida solamente en casos excepcionales y que para 
determinar la discriminación salarial se debe probar que tanto formal co­
mo materialmente — mediante comparación de las funciones en el papel 
y las funciones efectivamente realizadas—  son similares. Después de este 
riguroso examen se concedió la tutela, por ejemplo, en el caso de la sen­
tencia T-245 de 1999 (Corte Constitucional 1999).

56 La remuneración de la mujer en Colombia tiene una diferencia del 19% 
en relación con la de los hombres. Por cada $100 que gana un hombre, 
una mujer recibe $81 (base de datos de Fecode presentada por Florence 
Thomas). Estudios e indagaciones realizadas para América Latina, tanto 
por la CEPAL como por la OIT, señalan que en ocupaciones de similares 
condiciones, la brecha de menores salarios que obtienen las mujeres, en 
relación con los hombres, es entre el 20% y el 30% (Consejería Presiden­
cial para la Equidad de la Mujer 2005: 7). La Comisión ha recibido infor­
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las mujeres hacen que, si ha de decidirse si es el hombre o la mu­
jer el que debe dedicarse al cuidado de los hijos, lo más racional 
sea que la mujer se dedique al cuidado porque el hombre puede 
recaudar mayores recursos para la pareja.

En conclusión, aunque parecería que “naturalmente” las pare­
jas o las mujeres no querrían tener hijos por el impacto económi­
co que esto acarrea o por los sacrificios en términos del proyecto 
de vida de las mujeres que esto implica, el derecho participa en 
producir las restricciones económicas y laborales que la reproduc­
ción tiene para las parejas y para las mujeres a través de las normas 
de seguridad social, de derecho de familia y de derecho laboral. 
Cambiar algunas de estas normas podría contribuir a que la deci­
sión de tener hijos sea más “libre”, que es lo que podría desearse 
desde un punto de vista feminista.

c. Normas relacionadas con el aborto por “presión del 
compañero” o de los padres
Aunque el derecho ubica primordialmente las cargas en materia 
de recursos y tiempo en cabeza de las mujeres, es interesante que 
un 30% de las mujeres colombianas afirmen que solicitaron un 
aborto por presión de sus “compañeros” cuando eran casadas o 
se encontraban en unión estable, o de los padres siendo solteras. 
Atribuyeron esta presión a las cargas económicas que la repro­
ducción implica para el hombre, dada la masculinización del rol 
de proveedor, y los padres, que son responsables económicamen­
te por la manutención de sus hijas solteras y socialmente de ga­
rantizarles una opción matrimonial que se dificulta cuando son 
madres solteras.

El derecho contribuye a que los compañeros y los padres pue­
dan ejercer efectivamente una presión sobre las mujeres en va­
rios sentidos. En primer lugar, como lo explicamos, el derecho de 
familia y laboral, que incentiva a las mujeres a ser dependientes

mación que indica que la tasa de desempleo femenino en septiembre de 
1995 era del 12,6%, comparada con el 6,5% de los hombres (Informe de 
la Comisión Colombiana de Juristas de 1996: 162).
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económicamente de sus compañeros y padres, restringe su poder 
de negociación frente a ellos. En segundo lugar, el derecho refuerza 
la disponibilidad sexual completa y exclusiva de las mujeres frente 
a sus compañeros a través de la presunción de paternidad matri­
monial y la baja persecución de los delitos sexuales que ocurren 
entre adultos que tienen una relación estable. En tercer lugar, el 
derecho refuerza el poder de los hombres sobre sus compañeras y 
esposas a través de un régimen débil de protección contra la vio­
lencia doméstica.

La presunción de la paternidad matrimonial en el derecho co­
lombiano se basa en la idea de que la fidelidad marital y la dispo­
nibilidad sexual de las mujeres en el matrimonio garantizan que 
los hijos habidos por la esposa son del esposo. Esta presunción se 
asocia a la presión de los esposos para que las mujeres no utilicen 
métodos anticonceptivos que las autorizarían a tener sexo con 
otros hombres sin correr el riesgo de quedar en evidencia con un 
embarazo que no se pueda atribuir al marido.57 La prohibición de 
usar anticonceptivos que se impone a las mujeres casadas o en 
unión explicaría por qué si el 94% de las mujeres colombianas 
tiene información sobre anticoncepción, menos del 50% usa mé­
todos de control de la fertilidad, y por qué el 58% de las mujeres 
que abortan son casadas.58

La punibilidad de la violencia sexual entre cónyuges tiene una 
corta trayectoria en el derecho colombiano. Aunque los doctri­
nantes de familia desde la década de los años sesenta manifies­
tan que el débito conyugal no autoriza la violación (Valencia Zea 
1966), no existe ningún caso en el que se haya condenado a un 
esposo por violencia sexual. La ley 294 de 1996, de hecho, estable­
ció la violación sexual entre cónyuges como una forma atenuada

57 En el año 2000, el 77% de las mujeres en unión utilizaban métodos anti­
conceptivos; el 6% de las mujeres unidas utiliza el ritmo como método 
de anticoncepción, y el 6,3% el retiro. El 68% de estas mujeres sabe cuál 
es el momento de su ciclo menstrual en el que existe un mayor riesgo de 
embarazo (Profamilia 2000).

58 El 43,8% de las mujeres entre 19 y 49 años utilizan métodos anticoncep­
tivos modernos (Profamilia 2000).
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de violación sexual para tratar de darle algún efecto a la prohibí- 
ción.59 La forma atenuada fue declarada inconstitucional por la 
Corte Constitucional colombiana, con el argumento de que ésta 
atenuación implicaba la esclavitud sexual de las mujeres (Corte 
Constitucional 1997b). Sin embargo, la misma Corte Constitu­
cional omitió pronunciarse sobre la violencia sexual entre cón­
yuges como un hecho de especial significación cuando hace par­
te de un complejo de prácticas violentas (Jaramillo 1998). Desde 
la sentencia de la Corte Constitucional, en 1997, no ha habido 
ningún caso de implementación de la prohibición de la violencia 
sexual entre cónyuges a pesar de su alta prevalencia.60

El derecho colombiano regula la violencia doméstica median­
te varios tipos de normas: normas penales que prohíben las lesio­
nes personales,61 normas de familia que autorizan el divorcio por 
malos tratos,62 normas constitucionales que entienden el maltra­
to familiar como una manera en la que se pone a las mujeres en 
situación de indefensión y por lo tanto de necesidad de una es­
pecial protección por parte de las autoridades (Jaramillo 1998), 
y normas especiales sobre la violencia doméstica que establecen 
instituciones y funcionarios especializados en su atención y san­
ciones pecuniarias para los agresores.63

La protección que este régimen ofrece a las mujeres es débil 
por varias razones. En primer lugar, la punibilidad de las lesiones 
personales está relacionada con el grado en el que afecten la sa­
lud, de modo que las sanciones a las lesiones que no originan una 
incapacidad laboral son casi irrelevantes, o al menos insuficien­

59 Ley 294 de 1996, artículo 25.

60 Once de cada 100 mujeres que han vivido en unión afirman haber sido 
violadas por su esposo o compañero (Profamilia 2000).

61 Código Penal, artículo 111 y subsiguientes.

62 Código Civil, artículo 154, numeral 3.

63 Ley 2 9 4 de 1996; ley 575 de 2000, artículo 2; decreto 1276 de 1997 (Con­
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer); decreto reglamentario 652 de 2001; ley 882 de 2004.

244



Mujeres, cortes y medios: la reforma judicial del aborto

tes para proteger a la mujer de acciones futuras o de retaliación.64 
En segundo lugar, el régimen de acumulación de penas limita el 
impacto de denunciar el carácter reiterado del delito.65 En tercer 
lugar, las normas suponen que sea la mujer la que inicie la acción 
ante las autoridades, de modo que la expone a las acciones de re­
taliación de su cónyuge. En cuarto lugar, el Estado no ofrece nin­
gún tipo de protección reforzada para las mujeres que se exponen 
a la retaliación en su contra o en contra de sus hijos. En quinto 
lugar, los jueces y funcionarios públicos eximen de la calificación 
de violencia doméstica de interés para el Estado aquella en la que 
el esposo o compañero ha tenido un motivo legítimo, como el de 
garantizar la fidelidad de sus esposas o castigarlas por su desobe­
diencia y rebeldía (Jaramillo 1998); o las mujeres han tenido me­
dios para defenderse, como huir a otra ciudad o responder a los 
golpes con otros golpes (Jaramillo 1998). Finalmente, los jueces 
condenan por homicidio a las mujeres que matan a sus cónyuges 
o compañeros alegando defensa propia Qimeno 2004).

d. La manera en la que el sistema de salud protege a las 
mujeres de los riesgos asociados a la maternidad
Un último elemento que queremos mencionar sobre la manera 
en la que el derecho moldea las decisiones reproductivas de las 
mujeres es el de la configuración del sistema de salud y su capa­
cidad general para proteger a las mujeres de los riesgos asociados 
a la maternidad. Esto es relevante, en nuestra opinión, porque 
da luces sobre qué se podría ganar en un escenario de legaliza­
ción del aborto en términos de reducción de riesgos asociados a 
la mortalidad y morbilidad por aborto inseguro.

64 Código Penal, artículo 112 (penas relativas a la incapacidad para trabajar 
o enfermedad como consecuencia de las lesiones).

65 Código Penal, artículo 117: “[-.»] si como consecuencia de la conducta se 
produjeren varios de los resultados previstos en los artículos anteriores, 
sólo se aplicará la pena correspondiente al de mayor gravedad”. Así mismo, 
el artículo 79 del nuevo Código de Procedimiento Penal faculta al juez a 
acumular las penas en caso de existir diversas sentencias condenatorias.
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El sistema de salud en Colombia, con la aprobación de la ley 
100 de 1993, se concibió a partir de la idea de la generalización del 
seguro.66 La ley creó dos regímenes: uno contributivo, financiado 
con los aportes de los asalariados y los trabajadores independien­
tes, y uno subsidiado, financiado con aportes de los asalariados, 
de los trabajadores independientes y del Estado. Se mantuvo una 
provisión de salud en emergencias para personas no afiliadas a nin­
gún régimen,67 pero con incentivos claros en la ley para eliminar 
esos casos mediante una extensión del aseguramiento.68

La reforma no ha logrado muchos de los objetivos que se pro­
ponía. De hecho, en el 2001, menos de un 60% de los colombia­
nos estaban afiliados al régimen de salud (Esguerra, Acosta y Ni- 
grinis 2001).69 Peor aún, a pesar de un incremento inaudito en el 
gasto social en salud y de los aumentos en el aseguramiento, las 
tasas de tratamiento se redujeron (Vélez y Foster 2002), al igual 
que el número de médicos por cada cien habitantes y el de camas 
de hospital disponibles.

De acuerdo con los indicadores de gasto, servicios y uso en sa­
lud preparados por el Banco Mundial (World Development Indi-

66 El artículo 5 de la ley 100 de 1993 es claro en cuanto al propósito de tener 
un sistema integral: “En desarrollo del artículo 48 de la Constitución Po­
lítica, organizase el Sistema de Seguridad Social Integral cuya dirección, 
coordinación y control estarán a cargo del Estado, en los términos de la 
presente Ley”.

67 El artículo 15 7 de la ley 100 de 1993 establece la diferencia de clasificación 
entre personas afiliadas al régimen y personas vinculadas. Las personas 
vinculadas serían las que reciben atención en salud sin estar afiliadas.

68 El inciso del artículo 157 de la ley 100 de 1993, que preveía que para el 
2000 todos los colombianos estarían afiliados al régimen de salud, fue de­
rogado por el artículo 113 de la ley 715 de 2001, en vista de la evidente 
incapacidad del Estado para cumplir la meta señalada.

69 Las estadísticas de la Superintendencia de Salud para noviembre de 2000 
indican un cubrimiento en aseguramiento equivalente al 54% (lo que in­
dicaría una reducción si se compara con el reporte del Banco Mundial, 
que en 1997 era del 58%). De acuerdo con la Encuesta Social de Fedesa- 
rrollo, en septiembre de 2000 el 56,5% de la población de las ocho gran­
des ciudades estaba asegurada.

246



Mujeres, cortes y medios: la reforma judicial del aborto

cators, HNP Stats, World Bank 2001) ,70 el gasto público en salud 
representa un 5,2% del PIB; el gasto privado en salud representa 
un 4,2% del PIB y el gasto total en salud representa un 9,3% del 
PIB; el número de médicos por cada mil habitantes era 1,1 para 
el período de 1990-1998, y el número de camas en hospitales era 
de 1,6 por cada mil habitantes para el período de 1980-1990, y de 
1,5 por cada mil habitantes para el período de 1990-1998 (Han­
son y Berman 2001).71

Si bien en términos del gasto en salud el país se ubica muy por 
encima del promedio de los países de medianos a bajos ingresos 
— para los que el gasto total en salud fue de un 4,7% del PIB— , y 
del promedio para Latinoamérica y el Caribe —el gasto total en 
salud en la región fue de un 6,5% del PIB en promedio— , el rezago 
en el número de médicos por mil habitantes y de camas en hospi­
tales por cada mil habitantes es significativo. Entre 1990 y 1998, 
el promedio de médicos por mil habitantes en los países de me­
dianos a bajos ingresos era de 1,9 y en la región de Latinoamérica 
y el Caribe era de 1,6. En los países de medianos a bajos ingresos 
el promedio de camas hospitalarias por mil habitantes aumentó 
de 3,4 a 3,5 entre 1980 y 1998, y en la región de Latinoamérica y 
el Caribe fue de 2,2 entre 1990 a 1998.

Por otra parte, ya desde el 2001 se viene señalando que el siste­
ma de seguridad social en salud sufre una profunda crisis financie­
ra. La presentación del número 14 de Debates en Coyuntura Social, 
revista publicada por Fedesarrollo, se hace la siguiente pregunta 
sobre la situación del sector salud en Colombia:

Este es el momento más crítico que ha enfrentado la reforma
en salud. La cobertura se ha estancado desde 1998. Las Ins-

70 Informe disponible en http://web.worldbank.org/WBSITE/EXTERNAL/ 
DATASTATISTICS/0„contentM DK:20535285~menuPK:1192694~p  
agePK:64133150~piPK:64133175~theSitePK:239419,00.html (visitada 
el 1 de diciembre de 2006).

71 De las 1,5 camas de hospital por mil habitantes, 0,26 son camas privadas 
de sociedades con ánimo de lucro, y 1,3 son camas de hospitales públi­
cos.
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tituciones Prestadoras de Servicios, IPS, se encuentran en la 
peor situación de iliquidez, la subcuenta de compensación del 
Fosyga presenta un balance negativo que ha tenido que ser fi­
nanciado con los excedentes de años anteriores y algunas cajas 
de compensación han anunciado su retiro del régimen subsi­
diado. ¿Son estos factores indicadores de crisis en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) o son el reflejo 
de la coyuntura económica? (Ordóñez 2001)

Algunos datos sobre la coyuntura económica de finales de la 
década de los años noventa son pertinentes para contextualizar 
la evaluación que se hace del funcionamiento del sistema de se­
guridad social en salud, que hasta 1997 parecía estar funcionando 
bastante bien, aun si se tienen en cuenta los traumatismos que 
necesariamente introdujo la reforma de la ley 100 de 1993 (De­
partamento Nacional de Planeación 1995; Departamento Nacio­
nal de Planeación 1997; Vélez y Foster 2002).72

De acuerdo con los indicadores del Banco Mundial, el ingre­
so nacional bruto de 2003, medido en dólares, se redujo de 100,3 
billones a 81,6 billones entre 1997 y el 2001; el ingreso nacional 
bruto per cápita en dólares de 2003 se redujo de 2.500 a 1.890 en­
tre 1997 y el 2001; el producto interno bruto en dólares de 2003 
se redujo de 106,7 billones en 1997 a 82,4 billones en el 2001, y 
el crecimiento anual del producto interno bruto fue de un 3,4% 
en 1997, 2,6% en el 2000 y 1,4% en el 2001.73

El año más difícil en términos macroeconómicos, de acuerdo 
con los analistas, fue 1999 (Ordóñez 2001). El balance macroeco- 
nómico de ese año, publicado en el documento Conpes 3061, se­
ñala como causas externas de la crisis los desajustes del sistema

72 Ésta parece ser la posición de Vélez y Foster (2002). Se refleja también en 
las apreciaciones de los Informes de evaluación y seguimiento del Progra­
ma 1.7 de El Salto Social, contenidas en los documentos Conpes 2813 de 
octubre de 1995, y 2937 de julio de 1997.

73 Perfil de Colombia disponible en http://devdata.worldbank.org/external/ 
CPProfile.asp.7SelectedCountry=Colombia&CCODE=COL (visitada el 
2 de agosto de 2003).
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financiero en la región, y las recesiones de Ecuador y Venezuela 
(Departamento Nacional de Planeación 1999); como causas in­
ternas coyunturales, el terremoto del eje cafetero y el lento cre­
cimiento del crédito en la economía (Departamento Nacional de 
Planeación 1999); y como causas internas estructurales, “factores 
como la desaceleración económica, la débil situación del sector 
financiero, la incertidumbre en el campo jurídico-económico, 
[y] la asociada con el conflicto armado” (Departamento Nacio­
nal de Planeación 1999). Ese año, el crecimiento real del pro­
ducto interno bruto fue de -5,00% (Departamento Nacional de 
Planeación 1999), el déficit del gobierno nacional central como 
porcentaje del PIB fue de -5,3% y el desempleo en las siete prin­
cipales ciudades del país llegó al 18,1% (Departamento Nacional 
de Planeación 1999).

El balance macroeconómico para el año 2000 presenta leves 
síntomas de recuperación de la economía, con un crecimiento real 
del PIB del 3% (Departamento Nacional de Planeación 2000b) y 
un crecimiento del ingreso per cápita de un 1,2%.74 La tasa de de­
sempleo para las siete ciudades más grandes del país, sin embargo, 
aumentó hasta alcanzar un 19,7% (Ordóñez 2001). Los logros en 
este período se atribuyen principalmente a la reducción del déficit 
fiscal a los niveles acordados con el FMI (Ordóñez 2001).

En el año 2001, los balances macroeconómicos fueron nue­
vamente desalentadores. En lugar del crecimiento del 2,4% en el 
PIB que se esperaba al finalizar el año anterior, éste sólo fue de un 
1,5% (Departamento Nacional de Planeación 2001). Las causas 
de la crisis según la evaluación del Departamento Nacional de 
Planeación son bastante similares a las de la crisis de 1999: proble­
mas en la economía mundial, lento crecimiento del crédito local, 
caídas en el precio del café, falta de confianza por los problemas 
de orden público y mal funcionamiento de la economía en años 
anteriores (Departamento Nacional de Planeación 2001). El de­

74 Aunque el ingreso per cápita aún se sitúa por debajo del de 1994 (Ordóñez 
2001).

249



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

sempleo, por otra parte, se redujo al 16,4% en las principales áreas 
metropolitanas (Departamento Nacional de Planeación 2001).

El balance macroeconómico de 2002 tampoco fue esperanza- 
dor. El informe presentado ese año por el Departamento Nacional 
de Planeación al Conpes empieza de la siguiente manera:

La tasa de crecimiento económico para 2002 será cercana a 
1,6%, valor ligeramente superior al registrado en el año 2001 
(1,4%) • Este comportamiento se explica por la lenta recupera­
ción de la demanda interna, el desequilibrio fiscal, la difícil si­
tuación en los mercados internacionales —tanto de bienes co­
mo financieros—, y el persistente efecto negativo del conflicto 
armado. (Departamento Nacional de Planeación 2003)

La tasa de desempleo, por otra parte, se mantuvo constante 
(Departamento Nacional de Planeación 2003). Los principales 
programas de reactivación económica del gobierno se concretan 
en el aumento del impuesto del IVA, la reducción de los derechos 
pensiónales, la reducción de los derechos laborales de los emplea­
dos de carrera, y la reestructuración de las más grandes entidades 
públicas (Telecom, ISS, SENA, INVIAS, ICBF) (Departamento 
Nacional de Planeación 2003).

El impacto de esta situación macroeconómica en el sistema de 
seguridad social en salud se calculaba en el 2001 así:

• Los recursos fiscales del sistema están un 30% por debajo de 
lo esperado (Londoño 2001).

• Los recursos de contribución están un 42% por debajo del 
potencial debido (Londoño 2001).

• Aumentó la relación entre cotizantes y beneficiarios, por lo 
que no sólo disminuyeron los ingresos, sino que se obtuvo un re­
sultado deficitario en la subcuenta de compensación para el año 
2000 (Ordóñez 2001:39).

• La disminución de recursos en el régimen contributivo afecta 
al régimen subsidiado a través del punto de solidaridad. El régi-
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men subsidiado se ve afectado, además, por la ausencia de pago 
por parte del gobierno del pari passu (Ordóñez 2001: 40) .75

Para los expertos, sin embargo, las causas de los problemas del 
sector salud en el 2001 no se reducen al impacto negativo de las 
variables macroeconómicas. Las siguientes son las “otras” causas 
en tomo a las cuales parece haber algún consenso:

• Hay evasión y subdeclaración de aportes al régimen contri­
butivo. Según la Encuesta Social de Fedesarrollo, la cobertura en 
aseguramiento en el estrato alto es del 84%, y debería ser cercana 
al 100%, y en el estrato medio es del 56%, y debería estar muy por 
encima de este número (Esguerra, Acosta y Nigrinis 2001).

• Las fallas en la aplicación del Sisben están haciendo que 
personas de estratos altos y medios se afilien al régimen subsidia­
do. El 3% de la población de estrato alto y el 7% de la población 
de estrato medio está afiliada al régimen subsidiado (Esguerra, 
Acosta y Nigrinis 2001).

• Hay un desequilibrio entre el valor del POS y el valor de la 
UPC. Este desequilibrio se originó en 1994 con la revisión que 
hizo el gobierno Samper, “que implicó una reducción de la finan­
ciación de por lo menos el 15%”. El desequilibrio no se ha corre­
gido porque los ajustes en la UPC se han hecho de acuerdo con 
el IPC y el costo del POS ha aumentado por la ampliación de los 
procedimientos y medicamentos incluidos principalmente por vía 
de tutela (Paredes 2001).

• Las fallas en los sistemas de información que todavía exis­
ten impiden controlar los costos, la afiliación y la evasión (Pare­
des 2001). '

• Las aseguradoras (EPS) están reteniendo recursos que se 
les debe a las IPS para aprovechar sus rendimientos financieros, 
incumpliendo las reglamentaciones legales que lo prohíben (Es- 
guerra, Acosta y Nigrinis 2001).

75 La deuda del gobierno ascendía a 531.000 millones de pesos en 1998.
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• Algunas IPS privadas se excedieron en la inversión inicial de 
recursos, y con la revaluación del dólar han llegado a niveles de en­
deudamiento insostenibles (Esguerra, Acosta y Nigrinis 2001).

• Las IPS privadas no integradas a las EPS se han visto afec­
tadas por la crisis financiera del ISS, pues éste era su mayor com­
prador de servicios (Esguerra, Acosta y Nigrinis 2001).

• Las IPS públicas tienen estructuras de costos muy inflexibles 
(Esguerra, Acosta y Nigrinis 2001).

Las Instituciones Prestadoras de Salud, clínicas y hospitales, 
por otra parte, se han visto gravemente afectadas por esta situa­
ción. La crisis de las IPS privadas y de los hospitales públicos ya 
era un hecho en el 2001.

Según la Superintendencia de Sociedades, diez clínicas privadas 
se han amparado en los beneficios de la ley de intervención eco­
nómica. El valor de sus activos representa un 22% del valor to­
tal de los activos de las IPS que reportan a la Superintendencia 
Nacional de Salud. (Esguerra, Acosta y Nigrinis 2001)

V  r

Los problemas de las IPS privadas se manifiestan básicamen­
te en la disminución de sus ingresos y el deterioro de sus carteras. 
“Entre 1998 y 1999 las ventas de las IPS privadas disminuyeron 
15% en términos reales” (Esguerra, Acosta y Nigrinis 2001). La 
disminución en las ventas se debe tanto a la crisis económica en 
general como a las estrategias de las aseguradoras para contener 
los efectos de la crisis. La principal de estas estrategias ha sido el 
integrar verticalmente la prestación de servicios y la realización 
de “auditorías médicas a las facturas presentadas por [las] IPS 
cuando no son propiedad de la EPS” (Esguerra, Acosta y Nigri­
nis 2001). El deterioro de la cartera está relacionado tanto con 
el hecho de que el principal deudor de las IPS es el ISS, como a 
“errores en procesos de facturación, las estrictas auditorías mé­
dicas que aplican las EPS y, en algunas ocasiones, una estrategia 
financiera de las aseguradoras para quedarse con los recursos el
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mayor tiempo posible para obtener rendimientos financieros” (Es- 
guerra, Acosta y Nigrinis 2001).

Las IPS públicas (hospitales públicos y ESE), además de en­
frentar los problemas generales del sector, asumen la atención de 
la mayoría de los vinculados y tienen mayores costos e inflexibili- 
dad en términos de la administración y laboralmente.

En cuanto a los indicadores de salud, la situación es un poco 
mejor. Se ha reducido la mortalidad infantil y ha aumentado la 
expectativa de vida al nacer.76 Los datos sobre mortalidad mater­
na son objeto de intenso debate. De acuerdo con los estimados 
del Banco Mundial, las muertes maternas ascienden a 130 por 
100.000 niños nacidos vivos. El número reportado por el país es 
de 78 muertes maternas por el mismo número de niños nacidos 
vivos. De acuerdo con las estadísticas del DANE, la mortalidad 
materna ascendía a 109,2 por 100.000 nacidos vivos en el 2002, 
con un aumento de la tasa de mortalidad por eventos prevenibles 
de 2,5 en el 2000 a 2,8 en el 2003.77

C. El impacto distributivo de la sentencia C-355 de 2006

En la lectura de LAICIA que hemos propuesto, la liberalización 
de la legislación penal del aborto estaría relacionada con la reduc­
ción de la mortalidad y morbilidad, asociadas éstas, en su repre­
sentación, a la prohibición total o completa de dicha práctica por 
la legislación penal colombiana. En este sentido se sostuvo que:
1) la ilegalidad del aborto no disuade a las mujeres de llevarlo a 
cabo (Women’s Link Worldwide 2005a); 2) los abortos ilegales 
son inseguros en el sentido de que están asociados a tasas de mor­

76 Véase http://devdata.worldbank.org/wdi2005/Section2.htm (visitada el 31 
de octubre de 2006). Pero los datos de la ENDS revelan que la mortalidad 
infantil empeoró, en general, entre 1990 y el 2005. Véase http://www.asi- 
vamosensalud.org/areas/resultados_datos.htm#grafico_3 (visitada el 31 
de octubre de 2006).

77 Véase http://www.asivamosensalud.org/areas/resultados_datos.htm  
#grafico_3 (visitada el 31 de octubre de 2006).
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talidad y morbilidad más altas que las que se presentan cuando el 
aborto es legal (Women’s Link Worldwide 2005a).

Desde la interpretación feminista que presentamos anterior­
mente, esta manera de representar el papel que juega el derecho 
en moldear el aborto es restringida al menos en dos sentidos. En 
primer lugar, no tiene en consideración que el derecho limita las 
posibilidades de decidir libremente la maternidad no sólo median­
te la legislación penal, sino también de la legislación de familia, 
laboral, y de seguridad social. En segundo lugar, no tiene en con­
sideración que el sistema de provisión de salud no permite a las 
mujeres controlar adecuadamente los riesgos asociados a la ma­
ternidad en general.

A pesar de las limitaciones políticas y analíticas de la propues­
ta de LAICIA, y precisamente por las restricciones del contexto 
político y jurídico en el que tuvo que operar, vale la pena evaluar 
qué cabe esperar en términos distributivos del cambio legislativo 
que logró LAICIA mediante el litigio constitucional.

1. El cambio legislativo que introdujo la sentencia 
C - 3 5 5  de 20 0 6

Para determinar cuál fue el cambio legislativo que introdujo la 
sentencia C-355 de 2006 proponemos tener en cuenta inicialmen­
te tres dimensiones: 1) la parte resolutiva de la sentencia C-355 
de 2006; 2) las aclaraciones sobre el sentido de la decisión que se 
incluyen en la parte motiva y no en la resolutiva; 3) la legislación 
penal en la práctica antes de la sentencia C-355 de 2006.

La parte resolutiva de la sentencia C-355 de 2006 hace cua­
tro declaraciones sobre las normas demandadas. En primer lugar, 
declara exequible el numeral 7 del artículo 32 del Código Penal 
colombiano que establece el estado de necesidad como causal de 
antijuridicidad de la conducta. En segundo lugar, declara exequi­
ble el artículo 122 del Código Penal

[... ] en el entendido que no se incurre en delito de aborto, cuan­
do con la voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se
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produzca en los siguientes casos: (i) Cuando la continuación del 
embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, 
certificada por un médico; (ii) Cuando exista grave malforma­
ción del feto que haga in viable su vida, certificada por un mé­
dico; y, (iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una con­
ducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal 
o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación 
artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, o 
de incesto. (Corte Constitucional 2006)

En tercer lugar, declara inexequible la expresión “en mujer 
menor de catorce años” del artículo 123 del Código Penal. Final­
mente, declara inexequible el artículo 124 del Código Penal que 
establecía el aborto atenuado para casos de violación o insemi­
nación artificial no consentida.

La sentencia de la Corte Constitucional, sin embargo, antici­
pa algunas de las dificultades que podrían presentarse en la im­
plementación del cambio y aporta lincamientos fundamentales 
para entender el impacto distributivo que podría tener el cambio 
legislativo. La Corte se refirió expresamente a seis temas: los re­
quisitos para la realización de un aborto en cada uno de los casos, 
la necesidad de obtener consentimiento paterno o del cónyuge, el 
término para solicitar el aborto en cada caso, la objeción de con­
ciencia, los límites del legislador en materia de aborto y la vigencia 
de la transformación legal introducida por la sentencia.

En cuanto a los requisitos para la realización del aborto, la 
Corte destacó que:

• La excepción por peligro para la salud debe leerse teniendo 
en cuenta que el derecho a la salud implica “ [el] goce del más alto 
nivel posible de salud” (Corte Constitucional 2006).

• El peligro para la salud de la mujer debe evaluarse teniendo 
en cuenta no sólo la afectación de la salud física sino también la 
de su salud mental:
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En todo caso, esta hipótesis no cobija exclusivamente la afecta­
ción de la salud física de la mujer gestante sino también aque­
llos casos en los cuales resulta afectada su salud mental. Re­
cuérdese que el derecho a la salud, a la luz del artículo 12 del 
PIDESC supone el derecho al goce del más alto nivel posible de 
salud física y mental, y el embarazo puede causar una situación 
de angustia severa o incluso graves alteraciones síquicas que 
justifiquen su interrupción según certificación médica. (Corte 
Constitucional 2006)

• El peligro para salud o la vida de la mujer debe ser certifi­
cado por un médico, pero solamente uno y no necesita ser un es­
pecialista.

• Las malformaciones del feto que hagan su vida extraute­
rina inviable debe demostrarse también con certificación de un 
médico.

• El que la mujer hubiese sido víctima de violación, insemi­
nación artificial no consentida o incesto sólo debe probarse con 
la denuncia ante la autoridad competente.

• Cada una de las hipótesis funciona de manera autónoma.
• La Corte agregó que el legislador no puede aumentar es­

tos requisitos sin violar los derechos constitucionales de las mu­
jeres:

[...] basta que se reúnan estos requisitos —certificado de un 
médico o denuncia penal debidamente presentada, según el 
caso—  para que ni la mujer ni el médico que practique el abor­
to puedan ser objeto de acción penal en las tres hipótesis en 
las cuales se ha condicionado la exequibilidad del artículo 122 
acusado. En efecto, cada uno de estos eventos tienen carácter 
autónomo e independiente y por tanto, no se podrá por ejem­
plo, exigir para el caso de la violación o el incesto, que además 
la vida o la salud de la madre se encuentre en peligro o que se 
trate de un feto inviable. En el caso de violación o incesto, de­
be partirse de la buena fe y responsabilidad de la mujer que de­
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nuncio tal hecho, y por tanto basta con que se exhiba al médi­
co copia de la denuncia debidamente formulada.
Al respecto, el legislador podrá efectuar regulaciones siempre y 
cuando no impida que el aborto se pueda realizar, o establezca 
cargas desproporcionadas sobre los derechos de la mujer, como 
por ejemplo, exigir en el caso de la violación evidencia foren­
se de penetración sexual o pruebas que avalen que la relación 
sexual fue involuntaria o abusiva; o también, requerir que la 
violación se confirme a satisfacción del juez; o pedir que un ofi­
cial de policía esté convencido de que la mujer fue victima de 
una violación; o exigir que la mujer deba previamente obtener 
permiso, autorización, o notificación, bien del marido o de los 
padres. (Corte Constitucional 2006)

En cuanto al consentimiento de mujeres menores de edad, la 
Corte aclaró que el legislador podría crear requisitos relacionados 
con la autorización de adultos responsables, pero que en la situa­
ción legislativa actual los menores no necesitan ese permiso:

En esta medida, descarta que criterios de carácter meramente 
objetivo, como la edad, sean los únicos determinantes para es­
tablecer el alcance del consentimiento libremente formulado 
por los menores para autorizar tratamientos e intervenciones 
sobre su cuerpo. En materia de aborto el legislador, si lo esti­
ma conveniente, podrá establecer reglas específicas en el fu­
turo sobre representación, tutela o cúratela sin menoscabar el 
consentimiento de la menor de catorce años. (Corte Consti­
tucional 2006)

La Corte se abstuvo, por otra parte, de indicar límites en tér­
minos de semanas para poner fin al embarazo en las circunstancias 
en las que destipificó el aborto. Expresamente indicó que no le 
correspondía a ella determinar cuándo empezaba la vida o desde 
cuándo debía ser más importante para el legislador:
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Ahora bien, considera esta Corporación que determinar el mo­
mento exacto a partir del cual se inicia la vida humana es un 
problema al cual se han dado varias respuestas, no sólo desde 
distintas perspectivas como la genética, la médica, la religiosa, 
o la moral, entre otras, sino también en virtud de los diversos 
criterios expuestos por cada uno de los respectivos especialistas, 
y cuya evaluación no le corresponde a la Corte Constitucional 
en esta decisión. (Corte Constitucional 2006)78

La Corte se refirió expresamente, sin embargo, al problema de 
la objeción de conciencia para señalar que:

• La objeción de conciencia es un derecho de las personas na­
turales y no de las personas jurídicas.

• El objetor de conciencia debe remitir inmediatamente a la 
paciente a un médico que pueda llevar a cabo el aborto.

• La decisión del objetor de conciencia puede ser evaluada a 
través de los mecanismos establecidos por la profesión médica.

La Corte aclaró también que el legislador podría despenalizar 
completamente el aborto en el futuro y proteger la vida depen­
diente por medio de medidas distintas de las penales:

[...] acorde con su potestad de configuración legislativa, el le­
gislador puede determinar que tampoco se incurre en delito de 
aborto en otros casos adicionales. En esta sentencia, la Corte 
se limitó a señalar las tres hipótesis extremas violatorias de la 
Constitución, en las que, con la voluntad de la mujer y previo 
el cumplimiento del requisito pertinente, se produce la inte­
rrupción del embarazo. Sin embargo, además de estas hipóte­
sis, el legislador puede prever otras en las cuales la política pú­
blica frente al aborto no pase por la sanción penal, atendiendo 
a las circunstancias en las cuales éste es practicado, así como

78 Se omitió la nota de pie de página que se encontraba al final del párrafo.
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a la educación de la sociedad y a los objetivos de la política de 
salud pública. (Corte Constitucional 2006)

Finalmente, la Corte determinó que no sería necesaria regla­
mentación alguna para la aplicación del fallo y que debía operar 
el principio de favorabilidad en su interpretación. Añadió que po­
dría haber una reglamentación encaminada al goce efectivo “en 
condiciones de igualdad y seguridad” del derecho:

Ahora bien, el que no sea necesaria, para una inmediata apli­
cación, una reglamentación de las tres hipótesis anteriormente 
determinadas como no constitutivas del delito de aborto, no 
impide que el legislador o el regulador en el ámbito de la segu­
ridad social en salud, en cumplimiento de sus deberes y dentro 
de las respectivas órbitas de competencia, adopten decisiones 
respetuosas de los derechos constitucionales de las mujeres, co­
mo por ejemplo, aquellas encaminadas a regular su goce efectivo 
en condiciones de igualdad y de seguridad dentro del sistema de 
seguridad social en salud. (Corte Constitucional 2006)

Las aclaraciones de la Corte, pues, sugieren una interpretación 
extensiva de la parte resolutiva en cuanto limitan ex ante los argu­
mentos que en otras jurisdicciones se han formulado para impedir 
la interrupción del embarazo: se aclara que sólo debe ser la certifi­
cación de un médico (otras jurisdicciones exigen la intervención 
de una junta médica o especifican un número superior de médi­
cos que deben dar su consentimiento); que la denuncia del delito 
basta para que opere la causal relacionada con embarazos fruto de 
la violación, inseminación no consentida o incesto; que la mujer 
no necesita contar con la autorización de su marido o padre; que 
cualquier afectación de la salud física o mental autoriza la inte­
rrupción del embarazo; que las instituciones no pueden oponer 
objeciones de conciencia y en todo caso los objetores tienen el 
deber de garantizar la prestación del servicio remitiendo a otro; y 
que la aplicación del fallo no exige reglamentación.
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Si se compara esta interpretación extensiva del cambio legis­
lativo, ordenada por la misma Corte Constitucional, resulta que 
el derecho penal en la acción vigente antes de la sentencia fue 
modificado en el sentido de que se aumentaron las situaciones 
en las que se encontraba autorizado el aborto de tres maneras. 
En primer lugar, no sólo el peligro inminente y grave para la salud 
de la mujer autoriza la interrupción del embarazo, sino cualquier 
afectación de la salud física o mental de la mujer. En segundo lu­
gar, se autoriza la interrupción del embarazo en casos de viola­
ción, inseminación artificial no consentida e incesto. En tercer 
lugar, se autoriza la interrupción del embarazo a menores de ca­
torce años en las mismas circunstancias en las que se autoriza a 
las mayores de esta edad.

Adicionalmente, la Corte aclaró los requisitos para la interrup­
ción del embarazo de manera que no queda al arbitrio del médico 
el tomar o no el riesgo de incurrir en una conducta delictiva.

2. El impacto distributivo del cambio legislativo

El impacto distributivo de la reforma puede evaluarse desde dos 
puntos de vista. Primero, cabe preguntarse qué tanto ganaron 
las mujeres en términos de la decisión libre en tomo a la mater­
nidad. Segundo, cabe preguntarse qué tanto ganaron las mujeres 
en cuanto al control de los riesgos asociados a la maternidad. En 
cada caso importa, de una parte, cuál fue el cambio legislativo en 
el papel y, de otra, cuál va a ser el cambio en las prácticas.

Varios elementos de la reforma introducida apuntan en el papel 
a un aumento de la decisión libre de la maternidad y varios más 
al control de los riesgos asociados a la maternidad. En cuanto a la 
decisión libre de la maternidad, hubo varias ganancias incremén­
tales. La primera es que las mujeres menores de catorce años fue­
ron autorizadas a tomar una decisión que antes no podían tomar 
en ninguna circunstancia. La segunda es que a partir de la sen­
tencia, y mientras el legislador no se pronuncie en contrario, las 
mujeres menores no requieren autorización de sus padres, tutores 
o curadores, para interrumpir el embarazo en las circunstancias
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específicamente destipificadas. La tercera es que las mujeres cuya 
salud se encuentre afectada por el embarazo pueden terminarlo 
contando solamente con la certificación de un médico. La cuarta 
es que las mujeres cuyos embarazos resultaren de violación, in­
seminación artificial no consentida e incesto, pueden terminar 
su embarazo. En cuanto al control de los riesgos asociados a la 
maternidad, al autorizarse la atención en el sistema de salud de 
más interrupciones del embarazo, efectivamente se aumentó el 
control de las mujeres colombianas sobre los riesgos asociados a 
la maternidad.

En la práctica, estas ganancias podrían verse restringidas de 
varias maneras autorizadas por el sistema legal vigente. En primer 
lugar, los médicos podrían alegar que sólo un especialista puede 
realizar el procedimiento y sólo los respectivos especialistas, reu­
nidos en junta médica, pueden dar las certificaciones necesarias 
para que el procedimiento se lleve a cabo. Específicamente, los 
médicos colombianos han alegado que la interrupción del emba­
razo sólo puede ser realizada por un médico especializado en gine- 
cobstetricia a la luz de las normas de ética médica.79 El sistema de 
salud restringe el acceso a los médicos de esta especialidad de dos 
maneras. En primer lugar, los usuarios del plan de salud obligatorio 
contributivo y subsidiado sólo pueden acceder a un especialista 
con una remisión de un médico general. Luego la paciente debe, 
primero, conseguir una cita con un médico general y después es­
perar a obtener la cita con el especialista.80 En segundo lugar, los 
especialistas no atienden en todas las instituciones prestadoras de

79 Artículo 7 de la ley 23 de 1981 (Código de Ética Médica), de acuerdo con 
el cual un médico puede excusarse de atender a un paciente, no tratándo­
se de una urgencia, cuando el caso no sea de su especialidad.

80 Artículo 19 del decreto 1938 de 1994, que establece: “Para acceder a 
cualquiera de los niveles de complejidad del Plan Obligatorio de Salud, 
descritos en el presente Decreto, se consideran como indispensables y de 
tránsito obligatorio las actividades y procedimientos de consulta de me­
dicina general y/o paramédica. Para el tránsito entre niveles de compleji­
dad es requisito indispensable el procedimiento de Remisión definido en 
el Manual de Actividades, Intervenciones y Procedimientos de que trata 
el artículo 16 del presente Decreto. Se exceptúan de lo anterior solamen­
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salud, sino sólo en aquellas de nivel 3 dentro del sistema.81 Esto 
significa que los especialistas están concentrados en ciertos sec­
tores de la ciudad.82 Estas restricciones se relacionan con la deci­
sión del Ministerio de Protección Social de autorizar solamente 
abortos por aspiración o legrado, como ya lo venía haciendo, y no 
por medicamentos como el Misoprostol.83

te las atenciones de urgencia”. Reiterado en el artículo 11 del decreto 
806 de 1998.

81 El artículo 21 del decreto 1938 de 1994 determina que se establecerán 
niveles de complejidad de acuerdo con el tipo de tecnología involucrada 
en la atención. Los especialistas en ginecología, así como el procedimien­
to del legrado obstétrico, se encuentran clasificados como de nivel III de 
complejidad. Decreto 2426 de 1996.

82 La red adscrita a la Secretaría Distrital de Salud de Bogotá, por ejemplo, 
cuenta con veintidós Empresas Sociales del Estado conformadas por: cin­
co (5) hospitales de III nivel, siete (7) de II nivel y diez (10) de I nivel; 
actualmente cuenta con 142 puntos de atención en los que se ofrecen 
servicios de baja, mediana y alta complejidad. Véase http://www.saludca- 
pital.gov.co/Lists/Directorio%20Hospitales/AllItems.aspx (visitada el 10 
de diciembre de 2007).

83 Decreto 4444 de 2006 y Resolución Nk> 4905 de 2006 del Ministerio de 
Protección Social. El Misoprostol era de libre circulación hasta el año 
2005, cuando mediante la Resolución 4651 del Ministerio de Protección 
Social se estableció que el establecimiento que distribuya, venda o use 
este fármaco debe informar cada movimiento al Fondo Rotatorio de Es­
tupefacientes o a la dependencia que haga sus veces. La fórmula médica 
es un requisito indispensable para poder comprar esta droga, ya que los 
médicos en ejercicio legal de su profesión son los únicos profesionales que 
podrán prescribir medicamentos de control especial en los recetarios ofi­
ciales suministrados por los Fondos Rotatorios de Estupefacientes de las 
Secretarías o Direcciones Departamentales de Salud. La Secretaría Dis­
trital de Salud de Bogotá implemento un plan de visitas para supervisar 
que ese control se cumpliera. En el 2006, esa entidad realizó 3.682 opera­
tivos en todo Bogotá y se cerraron diez droguerías por venta ilegal de va­
rios medicamentos, entre los cuales estaba el Cytotec, un medicamento 
cuyo componente principal es el misoprostol. Véase http://www.rgs.gov. 
co/items_areas_tematicas.shtml?cmd%5B63%5D=x-86-14932 o http:// 
www.rgs.gov.co/items_areas_tematicas.shtml?cmd[63]=x-86-14932.No 
obstante lo anterior, mediante documento 7023192 radicado el 31 de mayo 
de 2007, el Ministerio de la Protección Social solicitó a la Sala Especializa­
da de Medicamentos y Productos Biológicos de la Comisión Revisora del 
INVIMA la ampliación de la indicación del principio activo Misoprostol
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Los médicos también han alegado que los riesgos para la salud 
de las mujeres deben ser certificados por especialistas (por ejem­
plo un psiquiatra en el caso de la salud mental, un oncólogo en el 
caso de cáncer, etcétera), así como la inviabilidad del feto. Esto 
implica que además del recorrido institucional para llegar hasta 
donde un ginecobstetra, ese recorrido se debe hacer para obtener 
la certificación médica sobre el peligro para la salud de la mujer o 
las malformaciones fetales. Nuevamente esta restricción se justi­
fica a través del Código de Etica Médica.84

Estas restricciones, aunque aparentemente justificadas por­
que se supone que garantizan la salud y la vida de la mujer, y la 
responsabilidad ética es consistente con la protección de la vida 
en gestación que la Corte Constitucional defendió en la senten­
cia, terminan operando en contra de las ganancias en materia de 
libre decisión de las mujeres y control de los riesgos asociados a 
la maternidad porque las mujeres no disponen de tiempo, y ge­
neralmente tampoco de recursos económicos para llevar a cabo 
los recorridos institucionales que para los médicos son indispen­
sables para garantizar sus estándares éticos.

En segundo lugar, las instituciones prestadoras de servicios 
de salud (IPS) privadas, que son la mayoría dentro del sistema,85 
están autorizadas a decidir autónomamente cuál es el portafolio

para el uso en los procedimientos de interrupción voluntaria del embara­
zo, en las circunstancias despenalizadas por la Corte Constitucional. Has­
ta el momento, el Ministerio no ha agregado el uso del Misoprostol en la 
norma técnica que regula la interrupción del embarazo.

84 Artículo 7 de la ley 23 de 1981. Esta posición fue refrendada en una en­
trevista con un profesional de la salud, médico bioeticista, vinculado a 
una de las facultades de medicina reconocidas y acreditadas. Bogotá, 20 
de noviembre de 2006.

85 Para el año 2005, el Ministerio de Protección Social reportó el funciona­
miento de 4.534 IPS públicas nacionales, y un total de 10.466 IPS privadas 
en todo el territorio colombiano. Véase Ministerio de Protección Social, Bo­
letín Estadístico Sectorial 2005, consultado en http://www.minproteccion- 
social.gov.co/VBeContent/NewsDetail.asp?ID= 14419&IDCompany= 3  
(visitada el 15 de diciembre de 2006).
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de servicios que ofrecen al público.86 Esto puede llevar a que en 
la práctica las IPS privadas, sin tener que acudir a la figura de la 
objeción de conciencia, excluyan completamente la prestación de 
servicios asociados a la interrupción del embarazo. Esto implicaría 
reducir el acceso de las mujeres al sistema de salud en el sentido 
de que antes ninguna IPS había excluido de su portafolio la inte­
rrupción del embarazo en casos de peligro inminente para la salud 
de la mujer, peligro para su vida y malformaciones fetales.

En tercer lugar, el régimen penal colombiano castiga la falsa 
denuncia y obliga a la Fiscalía General de la Nación a perseguir 
todos los delitos de los que tenga conocimiento. Esto implica que 
las mujeres deben identificar fidedignamente al autor de la viola­
ción, de la inseminación no consentida o incesto y, por lo tanto, 
impone cargas muy altas a las mujeres que han sido violadas por 
su cónyuge, su compañero permanente, un conocido o un familiar 
cercano en el sentido de que para conseguir la interrupción del 
embarazo deben decidir terminar la relación sentimental o fami­
liar involucrada y llevar el proceso penal hasta sus últimas conse­
cuencias. La mayoría de las mujeres prefieren no hacerlo (Fiscalía 
General de la Nación 2004; Profamilia 2000).87

Ahora bien, estas restricciones del derecho penal en la prác­
tica no son necesarias y podrían modificarse en el sentido de que 
más casos de interrupción voluntaria del embarazo se tramitasen

86 Los artículos 7 a 26 del decreto 1011 de 2006 establecen las condiciones 
de habilitación para la prestación de servicios de salud. El procedimiento 
implica que las instituciones demuestren su capacidad técnico científica 
y financiera. No hay, sin embargo, ninguna obligación de incluir ciertos 
servicios para obtener la habilitación. De acuerdo con el artículo 23 de la 
ley 100 de 1993, sin embargo, las Entidades Promotoras de Salud sí están 
obligadas a garantizar la prestación de todos los servicios incluidos en el 
Plan Obligatorio de Salud.

87 De acuerdo con la Encuesta Nacional de Demografía y Salud 2000-2005, 
un 12% de las mujeres colombianas afirman haber sido violadas por sus 
esposos o compañeros permanentes. Excluyendo estos casos, el 61% de 
las mujeres colombianas afirman haber sido violadas y sólo en un 21% de 
los casos fue por desconocidos. La Fiscalía General de la Nación ha esta­
blecido que sólo un 5% de los delitos sexuales son denunciados.
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a través del sistema de salud. Pero implicaría transformaciones 
que por ahora no podemos predecir.

Lo que sí vale la pena recalcar es que algunos factores que han 
afectado el control de los riesgos asociados a la maternidad en 
general no tendrían por qué impactar los niveles de morbilidad 
y maternidad asociados al aborto. En particular queremos enfa­
tizar que cuando el aborto se lleva a cabo en fases tempranas, no 
se requiere intervención quirúrgica (World Health Organization 
2003),88 cuya calidad se ve significativamente afectada por el nú­
mero de camas de hospital disponibles o de médicos especialistas 
disponibles para realizar la intervención.

En conclusión, la reforma legislativa que introdujo la Corte 
Constitucional colombiana se puede calificar como una reforma 
estrictamente incremental en el sentido de que no autorizó el 
aborto por las razones que la mayoría de las mujeres colombianas 
buscan practicarse abortos — razones socioeconómicas y por in­
terrupción del proyecto de vida—  ni modificó las reglas jurídicas 
— penales, laborales, de familia, de seguridad social—  que hacen 
que las mujeres colombianas no se sientan libres para decidir so­
bre su maternidad ni puedan controlar los riesgos asociados a la 
mortalidad materna. Sin embargo, la reforma sí posibilitó el au­
mento del número de abortos que se pueden solicitar a provee­
dores autorizados, y definió los límites dentro de los cuales los 
proveedores se pueden negar a prestar el servicio. En tanto los 
problemas del sistema de salud que afectan la mortalidad mater­
na no alteren significativamente la atención de abortos, las ga­
nancias en términos de libertad se reflejan en ganancias en tér­
minos de control sobre los riesgos asociados a la maternidad. Qué 
tantos abortos seguros van a realizarse en el marco de la nueva 
legislación dependerá de cómo evolucionen las prácticas. Como 
lo señalamos, actualmente hay varios factores que restringen la

88 Como lo señalamos anteriormente, existen medicamentos que, como el 
Misoprostol, son seguros en la interrupción del embarazo. La Organiza­
ción Mundial de la Salud, de hecho, ha recomendado la combinación de 
Mifepristone y Misoprostol como método que prefiere en casos de inte­
rrupción temprana del embarazo.

265



Isabel Cristina Jaramillo Sierra • Tatiana Alfonso Sierra

aplicación de la legislación, pero varios de estos factores, parti­
cularmente los relacionados con la intervención médica, pueden 
evolucionar positivamente.

En este sentido, Women’s Link tendría justificación al recla­
mar, por una parte, que la liberalización del aborto puede efec­
tivamente reducir la mortalidad y morbilidad asociada al aborto 
y, por otra, que este cambio requiere una vigilancia constante de 
las prácticas médicas que pueden volver más o menos restrictiva 
la aplicación de la nueva legislación.

III. LO S DISCURSOS DE LEGITIMACIÓN

Según nuestra lectura de LAICIA, el proyecto se proponía tam­
bién que el debate legal sobre el aborto contemplara el derecho 
a la igualdad como un derecho vulnerado por la prohibición to­
tal del aborto en la legislación penal, y que se consideraran como 
vinculantes las recomendaciones de los comités de monitoreo 
de los tratados internacionales de derechos humanos. Aunque 
el logro de estos cambios se planteaba independientemente del 
cambio en la legislación, se vinculaban a este último en el senti­
do de que el cambio en el debate permitiría enfatizar el impacto 
distributivo de la legislación penal sobre aborto. En esta sección 
proponemos que, aun cuando la Corte Constitucional fue recep­
tiva a los argumentos propuestos en la demanda, reiteró varios de 
los argumentos que en el derecho colombiano ocultan el impacto 
distributivo de la legislación penal sobre aborto.

Para esto empezamos por proponer una interpretación de la 
manera en la que ha sido entendida la legislación sobre aborto en 
el derecho penal y el derecho constitucional colombiano. Luego 
explicamos cómo la sentencia C-355 de 2006 se relacionó con 
estas líneas argumentativas y cómo efectivamente mantuvo una 
posición en la que el impacto distributivo del derecho en la de­
cisión libre de la maternidad y en el control de las mujeres de los 
riesgos asociados a la maternidad se oscurece.
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A. La representación del aborto en el derecho penal 
y constitucional antes de la sentencia C-355 de 2006

La construcción del tipo penal de aborto en el derecho penal y el 
derecho constitucional ha ocultado el impacto distributivo del 
derecho sobre la decisión libre de la maternidad y sobre el control 
de las mujeres de los riesgos asociados a la maternidad de varias 
maneras. En primer lugar, la elaboración doctrinal ha naturali­
zado el deber de protección de la vida en gestación, reclamando 
que este deber se relaciona con la protección al derecho a la vi­
da. En segundo lugar, se ha hecho énfasis en que el problema, en 
últimas, es de competencias — las del legislador— , y por lo tanto 
la Corte se encuentra limitada en lo que puede decidir de fondo. 
En tercer lugar, el caso del aborto se ha vuelto excepcional en el 
sentido de que los argumentos que se consideran aplicables en 
casos similares se han considerado inaplicables en éste. En cuarto 
lugar, mediante la compartimentación, la Corte ha propuesto una 
interpretación más restringida de la legislación penal de la que se 
presenta en la práctica, y se ha abstenido de pronunciarse sobre 
las maneras en las que otras normas del régimen jurídico afectan 
la decisión libre de la maternidad y el control de las mujeres de 
los riesgos asociados al aborto.

1. La naturalización del deber de protección de la vida 
humana en gestación

El deber del Estado de proteger la vida humana en gestación se 
ha naturalizado en el derecho colombiano a través de la inter­
pretación que los penalistas han hecho del tipo penal del aborto 
y por la manera en que, sin excepción, la Corte Constitucional 
ha estudiado el caso del aborto.

Los penalistas colombianos han naturalizado el deber de pro­
tección de la vida humana en gestación de dos maneras. En pri­
mer lugar, presentando el tipo penal del aborto como “necesario”: 
ya sea porque la Constitución política incluye mención a la pro­
tección de la vida humana (artículo 11 de la Constitución polí­
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tica), ya sea porque la protección de la vida humana es “derecho 
humano natural” (Pabón 2002; Pérez 1974)89 en tanto que es la 
posibilidad para el ejercicio de cualquier otro derecho, o ya sea 
porque “la protección a la vida e integridad personal resulta ob­
via” (Pabón 2002). Los tratadistas están de acuerdo también en 
que la vida humana a la que se debe esta protección es aquella 
entendida “como un ciclo biológico que empieza en la concep­
ción y termina en la muerte” (Gómez y Urbano 2003). Por esta 
razón distinguen la protección que el derecho penal debe a la 
“vida independiente” y la protección que el derecho penal debe 
a la “vida dependiente”, siendo esta última la intrauterina o fe­
tal (Pabón 2002: 541). Algunos autores piensan que esta deci­
sión del legislador debe ser explicada y no interrogada (Gómez y 
Urbano 2003), pero otros acuden a extensas explicaciones para 
dar fundamento a esta protección en el texto constitucional y los 
tratados internacionales de derechos humanos (Gómez y Urba­
no 2003). En segundo lugar, explicando que la consideración de 
los derechos de las mujeres se refleja en las atenuaciones que se 
introducen a la pena cuando el embarazo no ha sido consentido 
(Gómez y Urbano 2003).

La Corte Constitucional, por su parte, ha naturalizado el de­
ber de protección de la vida humana en gestación al hacer énfa­
sis en que este deber se deriva de la Constitución política colom­
biana, y que por su importancia no cabe ponderar el derecho del 
nasciturus con ningún otro, y al rechazar formas alternativas de 
enmarcar el conflicto constitucional que involucra la legislación 
penal sobre aborto propuestas por demandantes e intervinien- 
tes en dos de los casos en los que se pronunció de fondo sobre el 
asunto antes de la sentencia C-355 de 2006.

En efecto, en dos ocasiones anteriores, la Corte Constitucional 
colombiana se refirió a la constitucionalidad del delito de aborto

89 Algunos autores, sin embargo, introdujeron la importante distinción en­
tre la concepción y la anidación del óvulo fecundado, y defendieron que 
la vida que se protege es la que empieza con la anidación. Véase Gómez y 
Urbano (2003: 878-888).
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por solicitud de ciudadanos colombianos que presentaron deman­
das de inconstitucionalidad contra los artículos del Código Penal 
correspondientes: sentencia C -113 de 1994yC-013 de 1997.

En la sentencia C -l 13 de 1994, la Corte Constitucional se pro­
nunció sobre la demanda presentada por Alexander Sochaman- 
dou contra el artículo 343 del decreto 100 de 1980, que establecía 
el delito de aborto simple. Sochamandou propuso tres argumen­
tos como fundamento de su solicitud de declarar inexequible la 
norma: 1) el no nacido no es persona y por lo tanto, en sentido 
estricto, no tiene derechos que deban ser ponderados con otros;
2) la sanción en este caso desconoce la libertad de conciencia, la 
libertad de cultos y la diversidad étnica y cultural que la Consti­
tución protege; 3) la Constitución protege la libertad de las pa­
rejas para decidir el número de hijos.

La sentencia propuso que si bien la Constitución no se refe­
ría específicamente a la vida del que está por nacer, dado que la 
vida humana individual se inicia en la concepción y que el desa­
rrollo desde el momento de la concepción hasta el momento del 
parto es necesario para que haya persona, se debe entender que 
la protección constitucional cobija el proceso de gestación desde 
la concepción. En palabras de la Corte:

La vida que la Constitución Política protege, comienza desde 
el instante de la gestación, dado que la protección de la vida 
en la etapa de su proceso en el cuerpo materno, es condición 
necesaria para la vida independiente del ser humano fuera del 
vientre de la madre. Por otra parte, la concepción, genera un 
tercer ser que existencialmente es diferente de la madre, y cu­
yo desarrollo y perfeccionamiento para adquirir viabilidad de 
vida independiente, concretada con el nacimiento, no puede 
quedar al arbitrio de la libre decisión de la embarazada. (Corte 
Constitucional 1997a)

Para la Corte, la consecuencia de entender que la Constitución 
protege la vida humana desde la concepción es que el legislador
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tiene la obligación de prever sanciones para todo atentado contra 
esta persona en formación.

La Corte señaló, además, que no se violan la libertad de con­
ciencia ni la libertad de cultos porque dichas libertades están li­
mitadas por otros derechos, en este caso la vida del nasciturus, y 
que no se viola el derecho a decidir el número de hijos porque la 
pareja puede impedir que la concepción se produzca.

En la sentencia C-013 de 1997, la Corte se pronunció sobre la 
demanda de José Eurípides Parra, en el sentido de que el artícu­
lo que disponía una atenuación de la pena en casos de violación 
o inseminación artificial no consentida violaba el derecho a la 
igualdad del nasciturus porque la protección que se le daba a su 
vida en estos casos era menor. En este caso, la Corte hizo énfasis 
en que el fruto de la concepción es vida humana independiente 
y no propiedad de la mujer, acudiendo esta vez a la encíclica Hu­
mana Vitae, y explicó que aun si algún derecho de las mujeres pu­
diera verse lesionado, el derecho a la protección estatal de esta 
vida humana independiente debería prevalecer. En este sentido, 
la sentencia indicó: “Pero, aun admitiendo, en gracia de discu­
sión, que la prohibición legal del aborto en los eventos descritos 
implicara agravio a la dignidad de la mujer, este derecho no po­
dría jamás entenderse como prevalente sobre el de la vida del que 
está por nacer” (Corte Constitucional 1997d).

Vale la pena destacar que en ninguno de los dos casos la Cor­
te Constitucional se refirió a la mortalidad materna asociada al 
aborto, a pesar de que al menos en el segundo caso tuvo acceso 
a la información, tal como lo refleja el salvamento de voto de la 
sentencia.

2. La huida a la forma / procedimiento / competencia

Además de empezar en cada caso por reafirmar la protección que 
constitucionalmente se debe a la vida en gestación, la Corte ha 
elaborado un complejo argumento para justificar por qué en el 
caso de la legislación penal sobre aborto sus poderes de revisión 
son limitados.
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En la sentencia C -l 13 de 1994, cuando abordó por primera 
vez el estudio de la legislación penal sobre aborto, la Corte sim­
plemente explicó que en razón de que la Constitución protege la 
vida desde la concepción, el legislador tiene la obligación de pe­
nalizar la conducta.

Esta posición, sin embargo, empezó a ser matizada en la sen­
tencia C-013 de 1997, en la que la Corte estudió el aborto ate­
nuado. En esta sentencia, después de señalar que en este caso las 
penas sí parecen ser benignas, la Corte se abstuvo de declarar la 
inconstitucionalidad de la norma indicando que la legislación 
penal solamente es inconstitucional cuando de manera objetiva 
vulnera la norma constitucional, esto es, cuando la contradicción 
no se deriva de otras normas o hipótesis no plasmadas en la nor­
ma penal; y cuando la desproporción o falta de razonabilidad de 
la sanción es manifiesta e innegable. En el caso bajo estudio no 
encuentra tal desproporción manifiesta ni la vulneración objeti­
va del texto constitucional.

En la sentencia C-647 de 2001, con ocasión de la demanda 
de Carlos Humberto Gómez Arámbula contra el parágrafo 124 
de la ley 599 de 2000, que establecía la posibilidad de eximir de 
la pena a la mujer y al médico cuando, tratándose de un aborto 
atenuado concurrieran “extraordinarias condiciones anormales 
de justificación”, la Corte explicó que el legislador penal está au­
torizado para no imponer ninguna sanción cuando ésta no es so­
cialmente necesaria. En el caso concreto la Corte consideró que 
dadas las circunstancias a las que se refería el texto demandado, 
era razonable considerar que no se cumplirían las finalidades que 
hacen de la sanción penal una necesidad social y por eso el legis­
lador podía autorizar al juez a exculpar a los sindicados a la luz de 
sus propios juicios de conveniencia y necesidad.

El énfasis en la discrecionalidad del legislador penal en este ca­
so representa una verdadera “huida”, pues le permitió a la Corte 
justificar decisiones contradictorias y porque el tipo de examen 
aplicado al caso del aborto no había sido aplicado a otros casos 
similares. Aunque la jurisprudencia de la Corte sobre la intensi­
dad del control al que puede someterse al legislador está llena de
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incoherencias, ésta ha sostenido de manera general que la liber­
tad de configuración del legislador es más amplia cuando se trata 
de temas económicos en virtud del papel que la Constitución le 
concede al Estado en la dirección de la economía (Corte Cons­
titucional 1994f; 2003), cuando el texto constitucional no con­
tiene un mandato claro o preciso (Corte Constitucional 1993a; 
1994a; 1998; 2002a; 2002b), y cuando no hay lugar a aplicar un 
escrutinio estricto.

Por otra parte, la Corte ha sostenido que hay lugar a aplicar 
un escrutinio estricto cuando se establece el goce de un derecho 
constitucional para algunos, cuando se hace una diferenciación 
sobre la base de un criterio sospechoso, cuando hay un mandato 
específico de igualdad y cuando hay debilidad manifiesta (Corte 
Constitucional 1995a; 1997c; 2001a). En los casos de escrutinio 
estricto, de acuerdo con la Corporación, el límite para el legislador 
no es simplemente el de una inconstitucionalidad manifiesta o el 
de una desproporcionalidad evidente sino que el legislador debe 
mostrar que los fines que se persiguen son una necesidad social 
imperiosa, que el trato diferenciado es necesario porque no hay 
ninguna medida alternativa que lograría el mismo propósito, y que 
no se vulnera ningún derecho o principio constitucional funda­
mental (Corte Constitucional 1993b; 1997c; 1998).

Lo curioso del caso del aborto es que parecería exigir un escru­
tinio estricto, ya fuera a favor de la vida en gestación o de los de­
rechos de las mujeres, pero la Corte reiteradamente señala que la 
facultad de configuración del legislador es tan amplia que sólo hay 
lugar a declarar la inconstitucionalidad si la desproporcionalidad 
es evidente. Para la Corte, la desproporcionalidad no fue evidente 
en ninguna de sus sentencias anteriores a la C-355 de 2006.

3. El aborto como caso excepcional

La Corte Constitucional a través de sus decisiones también había 
convertido al aborto en un caso excepcional al advertir que el de­
recho a la vida, así fuera el de la vida en gestación, prevalece so­
bre cualquier otro derecho. Esta tendencia en la ponderación del
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derecho a la vida no ha sido generalizada cuando se ha tenido que 
decidir sobre la guerra — prima la democracia sobre el interés de 
cada individuo en salvaguardar su vida—  (Corte Constitucional 
1993c; 1994e), sobre la muerte digna — prima la dignidad sobre 
la vida biológica—  (Corte Constitucional 1994d), y sobre el uso 
de estupefacientes — prima la autonomía sobre la vida biológi­
ca—  (Corte Constitucional 2007).

4- La compartimentación del debate sobre el aborto 
en el discurso jurídico

En su construcción sobre la legislación penal de aborto, la Corte 
ha compartimentado la discusión de dos maneras: primero, estu­
diando cada una de las normas demandadas de manera indepen­
diente; segundo, entendiendo las normas estudiadas en cada caso 
como si no tuvieran relación alguna con otras sobre las que se ha 
pronunciado para afirmar su importancia constitucional.

En efecto, cuando la Corte estudió en la sentencia C -l 13 de 
1994 el tipo del aborto simple, subrayó que la penalización del 
aborto no violaba la cláusula constitucional de acuerdo con la 
cual las parejas pueden decidir libremente el número y el espa­
ciamiento de los hijos (artículo 42), porque la penalización del 
aborto no limitaba su posibilidad de controlar la fertilidad antes 
de la concepción. Para concluir esto, la Corte no se tomó el tra­
bajo de verificar si las parejas colombianas efectivamente podían 
acceder a todos los métodos anticonceptivos (no podían en 1994 
de acuerdo con la normatividad de seguridad social vigente) ,90

90 Véanse los decretos 1938 de 1994 y 2423 de 1996, en los que en el Plan 
Obligatorio de Salud se incluyen solamente los anticonceptivos hormona­
les orales y la extracción, pero no la implantación de dispositivos intraute­
rinos. Los acuerdos 228 y 229 del Consejo Nacional de Seguridad Social 
en Salud ampliaron el rango de los métodos anticonceptivos incluidos en 
el Plan Obligatorio del Salud a los anticonceptivos inyectables, la aplica­
ción de dispositivos intrauterinos y métodos definitivos de anticoncepción 
como la ligadura de trompas y la vasectomía. No se incluyen, sin embargo, 
los métodos más costosos disponibles en el mercado.
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ni explicar cuál era el nivel de eficacia de cada uno de ellos o los 
riesgos asociados a su uso (2002c; De Francisco 2000).91

91 Los anticonceptivos orales se han asociado a los siguientes efectos secun­
darios: “Los anticonceptivos pueden causar efectos secundarios. Dígale 
a su doctor si cualquiera de estos síntomas se vuelve grave o no desapa­
rece: náusea, vómitos, retortijones o hinchazón en el abdomen, diarrea, 
constipación, gingivitis (inflamación de las encías), aumento o reducción 
del apetito, aumento o pérdida de peso, manchas oscuras en la piel, ac­
né, crecimiento de pelo en lugares extraños, sangrado o manchado entre 
menstruaciones, cambios en el flujo menstrual, períodos dolorosos o pér­
dida de períodos, secreción, sensibilidad, aumento de tamaño de los se­
nos, dificultad para usar lentes de contacto, hinchazón, enrojecimiento, 
irritación, ardor, o prurito (picazón) de la vagina, secreción vaginal blan­
ca. Algunos efectos secundarios podrían llegar a ser graves. Los siguientes 
síntomas son poco comunes, pero si usted experimenta alguno de ellos, 
llame a su doctor de inmediato: dolor de cabeza intenso, vómitos intensos, 
problemas para hablar, mareos o debilidad, debilidad o adormecimiento 
de un brazo o pierna, dolor intenso o pesadez en el pecho, tos con sangre, 
respiración entrecortada, dolor, calor o pesadez en las pantorrillas, pér­
dida parcial o completa de la visión, visión doble, ojos hinchados, dolor 
de estómago intenso, coloración amarillenta de la piel o los ojos, pérdida 
del apetito, cansancio extremo, debilidad o falta de energía, fiebre, orina 
de color oscuro, heces de color claro, inflamación (hinchazón) de las ma­
nos, los pies, los tobillos o pantorrillas, depresión, especialmente si usted 
también tiene dificultad para dormir, cansancio, pérdida de la energía, o 
cambios de otro tipo en el estado de ánimo, hemorragia inusual, sarpulli­
do (erupciones en la piel), sangrado menstrual inusualmente abundan­
te o que dura más de siete días consecutivos. Los anticonceptivos orales 
pueden aumentar las posibilidades de desarrollar tumores al hígado. Estos 
tumores no son una forma de cáncer, pero pueden romperse y causar gra­
ves hemorragias dentro del cuerpo. Los anticonceptivos orales también 
pueden aumentar las posibilidades de que usted desarrolle cáncer de se­
no o hígado, o de que tenga un ataque cardíaco, un accidente cerebro­
vascular, o un grave coágulo sanguíneo”. En cuanto a los anticonceptivos 
inyectables, Depo-Provera, se ha encontrado lo siguiente: “La mayoría 
de las mujeres tienen cambios en sus períodos menstruales mientras usan 
Depo-Provera; inclusive sangrado o manchado irregular e impredecible 
o un aumento o disminución en su sangrado menstrual, o no menstrúan 
del todo. Después de un año de uso cerca de dos de cada tres mujeres no 
menstrúan del todo. La ausencia de los períodos no es peligrosa y los pe­
ríodos usualmente regresan a la normalidad después de que se interrumpe 
la Depo-Provera. Si ocurre un sangrado inusualmente fuerte o continuo 
usted debe visitar su médico. Otros efectos secundarios posibles incluyen 
el aumento de peso, dolores de cabeza, nerviosismo, malestar abdominal,

274



Mujeres, cortes y medios: la reforma judicial del aborto

Más aún, la Corte se abstuvo de considerar que en el contexto 
de altos niveles de violencia sexual y física contra las mujeres di­
fícilmente podría pensarse que ellas, las que se embarazan, tuvie­
ran control sobre la concepción. Esto a pesar de que en 1994 su 
jurisprudencia ya había reconocido la violencia doméstica como 
una situación en la que las mujeres se encuentran “indefensas”, 
entre otras razones por la ineficacia de los mecanismos legales a 
su alcance para proteger su integridad y su vida.

El que la Corte haya omitido explicar las condiciones de una 
maternidad libre en el contexto colombiano se convirtió en un 
hecho grave cuando en la sentencia C-013 de 1997 decidió que 
la libre opción por la maternidad no era importante porque es­
ta condición siempre dignifica a las mujeres. Para concluir esto, 
la Corte no se tomó el trabajo de explicar cómo las altas tasas de 
mortalidad materna, resultantes en buena medida de la configu­
ración legal del sistema de salud en Colombia, y de la pobreza de 
las mujeres cabeza de familia relacionada entre otras razones con 
las normas de derecho familia y laborales, pueden ser consisten­
tes con la idea de dignidad que la Corporación ha defendido en 
otros fallos.

La idea de que la maternidad es siempre libre y segura en Co­
lombia fue fortalecida cuando, al estudiar el parágrafo del artícu­
lo 124 del Código Penal, la Corte se abstuvo de explicar cuáles 
serían las “extraordinarias circunstancias anormales de motiva­
ción” a las que el legislador se podría estar refiriendo. Semejan­
te enunciado parecería referirse a los casos de peligro inminente 
para la salud y la vida de las mujeres que en la práctica y según 
la legislación de seguridad social se entendían como enmarcados 
dentro de la justificación de estado de necesidad. Al no aclarar 
cuáles serían las circunstancias a las que se refería la norma, la

vértigo y debilidad o fatiga”. La OMS denunció que anticonceptivos de 
todo tipo están siendo introducidos en el mercado sin estudios especia­
lizados previos sobre sus efectos, y que en muchos casos estos estudios se 
realizan en países del Tercer Mundo.
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Corte estaría concibiendo estos casos como no justificados sino 
meramente susceptibles de exculpación.

B. La sentencia C -355  de 2006

Aunque la sentencia C-355 de 2006 fue la primera sobre la legis­
lación penal de aborto en la que la Corte Constitucional declaró 
la inexequibilidad de alguna norma, el esquema argumentativo 
de la sentencia reprodujo los mecanismos de legitimación de las 
sentencias anteriores. El fallo empieza explicando que la Consti­
tución política colombiana establece un deber estatal de protec­
ción de la vida en gestación y luego determina que el control que 
la Corte puede hacer de la legislación penal se limita a las con­
tradicciones objetivas y manifiestas del texto legal con el consti­
tucional. Aunque la Corte en este caso se refiere extensamente a 
su jurisprudencia anterior, se abstiene de justificar por qué éste no 
es un caso de escrutinio estricto, y reafirma la maternidad libre y 
segura como regla general al excluir los casos de violación, incesto 
e inseminación artificial no consentida como únicos casos en los 
que el embarazo puede haber sido resultado de una decisión no 
libre, y los casos de peligro para la salud o vida de la mujer como 
únicos casos en los que la maternidad no es segura.

1. El nasciturus como objeto de protección y no sujeto 
de derechos

La sentencia C-355 de 2006 reproduce el argumento sobre la 
ponderación de derechos que se había propuesto en la sentencia 
C-113 de 1994 y se aparta de la posición de la sentencia C-013 
de 1997, de acuerdo con la cual no cabe ninguna ponderación del 
derecho a la vida con otros derechos. Aunque la Corte hace un 
esfuerzo mayor por justificar que efectivamente el ordenamiento 
colombiano impone la protección de la vida desde la concepción, 
y deja claro que la única manera de proteger la vida en gestación 
no es la de la legislación penal, refuerza la naturalización del deber 
del Estado de proteger la vida en gestación: 1) al plantear que la
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legislación penal sobre aborto no se puede estudiar sin ponderar 
el deber del Estado de proteger la vida en gestación y otros dere­
chos; 2) al deducir dicha protección de una interpretación de la 
jurisprudencia constitucional sobre la vida independiente en la 
que no se incluyen los casos en los que el derecho a la vida se ha 
considerado menos importante que otros derechos; y 3) al con­
cluir que escapa a la órbita de sus competencias el definir cuándo 
comienza la vida humana que debe ser protegida.

En efecto, la demanda presentada por Mónica Roa proponía, 
como lo habían hecho ya otros demandantes e intervinientes, una 
manera de estudiar la legislación penal sobre aborto en la que la 
cuestión del deber estatal de protección de la vida en gestación 
no era central para entender la constitucionalidad o inconstitu­
cionalidad de la norma jurídica. La Corte, sin embargo, en lu­
gar de contestar o evaluar los argumentos de la demanda por sus 
propios méritos, empezó por evaluar los argumentos de quienes 
intervinieron para oponerse a las pretensiones de la demanda 
alegando que el derecho a la vida del que está por nacer está re­
conocido en el Pacto de San José de Costa Rica, tratado del que 
Colombia hace parte.

Pero si bien la Corte niega que los tratados internacionales 
suscritos por Colombia determinen claramente que el feto tiene 
derecho a la vida, y aclara que sólo se tienen derechos después del 
nacimiento, concluye que dado que el valor de la vida es central 
en el ordenamiento jurídico colombiano y es “uno de los valores 
fundantes del nuevo orden normativo”, es obvio que el Estado 
tiene el deber de proteger la vida en gestación.

Para concluir que el “valor de la vida” es central en el ordena­
miento jurídico colombiano, la Corte se refiere a las sentencias 
sobre la vida independiente en las que aquélla ha señalado que 
la vida aparece en la Constitución en tres sentidos: a) como va­
lor fundante; b) como derecho de las personas; c) como determi­
nante de una obligación positiva del Estado. La Corte se abstiene 
de incluir, sin embargo, los casos en los que la vida efectivamente 
se ha considerado un valor o un derecho menos importante que 
otros. Además, se abstiene explícitamente de explicar por qué lo
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propuesto para la vida independiente es relevante para el caso 
de la vida en gestación, señalando simplemente que ésta es una 
cuestión en la que hay enormes diferencias de opinión y que la 
Corte no está en capacidad de resolver.

2. La huida a la forma / procedimiento / competencia

Después de establecer que de la Constitución colombiana se de­
duce que el Estado tiene el deber de proteger la vida en gestación, 
la Corte pasa a probar que las mujeres tienen derechos haciendo 
un recuento de los progresos legislativos nacionales e internacio­
nales. Concluye, no obstante, que ninguno de los textos legales 
en vigor exige expresamente la despenalización del aborto y por 
eso procede, nuevamente, a plantear que el tema se debe estudiar 
teniendo en cuenta los límites que tiene la Corte cuando enfrenta 
la revisión constitucional de la legislación penal.

La Corte propone dos tipos de exámenes a lo largo de la sen­
tencia. Empieza citando la sentencia C-939 de 2002, en la que la 
Corte estudió la constitucionalidad del decreto legislativo enca­
minado a enfrentar los daños a la infraestructura petrolera y los 
robos de hidrocarburos perpetuados por “organizaciones delin- 
cuenciales” y declaró inexequible el decreto por establecer penas 
inútiles, en el sentido de que “no podrán tipificarse conductas que 
desconozcan los derechos fundamentales, que no resulten idóneas 
para proteger bienes constitucionales o que resulten despropor­
cionadas o irrazonables” (Corte Constitucional 2006).

Más adelante propone que el examen de constitucionalidad 
de la legislación penal debe incluir los siguientes elementos: a) el 
legislador no puede imponer medidas perfeccionistas; b) el legis­
lador no puede sacrificar por completo algunos valores para satis­
facer otros por completo; c) la norma penal deber ser necesaria; 
d) la pena debe ser proporcionada al hecho punible, tanto en lo 
relacionado con la importancia del bien protegido como en lo re­
lacionado con la gravedad de la afectación del mismo.

Los dos exámenes son distintos en cuanto a la intensidad del 
análisis que le permiten a la Corte, aunque el lenguaje es bas­
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tante similar. Primero, mientras que el primer test enfatiza que 
no se pueden “desconocer” derechos fundamentales, el segundo 
subraya que no se pueden “sacrificar por completo” (pero sí par­
cialmente) algunos derechos fundamentales. Segundo, mientras 
que el primer test explica que las medidas no pueden ser irrazo­
nables, el segundo sostiene que basta con que no sean perfeccio­
nistas. Tercero, mientras que el primer test explica que las medi­
das deben ser idóneas, el segundo test indica que basta con que 
sean necesarias.

Lo más importante, sin embargo, es que en el caso de la sen­
tencia C-355 de 2006, la Corte explica que no le compete a ella 
estudiar si las medidas adoptadas por el legislador son necesarias 
o no porque sólo el legislador puede apreciar esta circunstancia. 
En este sentido manifiesta que

[...] se podría discutir si la naturaleza de estas medidas de pro­
tección de la vida en gestación han de ser de carácter penal o 
si serían más efectivas previsiones de otro tipo como políticas 
sociales o de índole prestacional que aseguren la vida que es­
tá en proceso de gestación mediante la garantía de cuidados 
médicos, alimentación o de ingresos de la mujer embarazada. 
Al respecto cabe anotar que corresponde en primer lugar al le­
gislador decidir entre el universo de medidas posibles aquellas 
más adecuadas para proteger los bienes jurídicos de relevancia 
constitucional y su decisión, en principio, sólo podrá ser objeto 
de control cuando resulte manifiestamente desproporcionada 
e irrazonable. (Corte Constitucional 2006)

La huida a la forma / procedimiento / competencia opera en­
tonces de dos maneras. En primer lugar, se defiende la decisión 
de fondo argumentando que la ponderación ha seguido un test 
objetivo y neutral, pero al mismo tiempo el test se cambia suce­
sivamente hasta hacerlo decir lo que es estrictamente necesa­
rio para justificar esta decisión en particular. En segundo lugar, 
se elimina del test la consideración de la eficacia (o idoneidad) 
de la norma penal, eliminando las “restricciones materiales” del
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legislador penal que habían resultado relevantes en sentencias 
como la C-939 del 2002,92 en la que lo que estaba en juego eran 
intereses económicos respecto de los cuales supuestamente el le­
gislador es más libre.

3. El aborto como caso excepcional

Además de las excepciones que la Corte construye para examinar 
las restricciones del legislador penal en el caso del aborto, que rei­
teran de manera más compleja las que ya se habían elaborado en 
sentencias anteriores, la Corte vuelve excepcional el aborto en 
la sentencia C-355 de 2006 al hacer énfasis en que el aborto se 
relaciona con aquello que hace a la mujer esencialmente diferente 
a los hombres y por eso se relaciona con los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres y no con el derecho a la igualdad.

En efecto, aunque al explicar que las mujeres tienen derechos 
la Corte empieza por describir una trayectoria legislativa nacional 
en la que el hilo conductor es la progresiva igualdad de derechos, 
procede a indicar que

[...] respecto de las mujeres es evidente que hay situaciones que 
las afectan sobre todo y de manera diferente, como son aquellas 
concernientes a su vida, y en particular aquellas que conciernen 
los derechos sobre su cuerpo, su sexualidad y su reproducción. 
(Corte Constitucional 2006)

A partir de esta revelación, la Corte se ubica en el plano in­
ternacional y explica el progreso en materia de derechos sexua­
les y reproductivos como progresos de las mujeres. Afirmaciones 
como la siguiente son sintomáticas del giro argumentativo de la 
Corte:

92 En esta sentencia el hecho de que los tipos penales creados por el decre­
to presidencial no tuviesen vocación de eficacia, en el sentido de que no 
podían impedir efectivamente que se realizaran las conductas y de que 
no podían garantizar la seguridad nacional, fue definitivo para declarar 
su inexequibilidad.
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Finalmente, el derecho a la educación y su relación con los 
derechos reproductivos puede examinarse desde varios nive­
les: el acceso de las mujeres a la educación básica, a fin de que 
ella logre el empoderamiento en su familia y su comunidad, y 
contribuya a que tome conciencia de sus derechos. Además, 
el derecho a la educación incorpora el derecho de las mujeres 
a recibir educación sobre salud reproductiva, así como a que 
se les permita ejercer el derecho a decidir el número de hijos y 
espaciamiento de ellos de manera libre y responsable. (Corte 
Constitucional 2005b)

La Corte en este sentido vuelve excepcional el aborto al volver 
excepcionales los derechos sexuales y reproductivos, y la sexuali­
dad y la reproducción como asuntos que conciernen solamente a 
las mujeres. Esta postura contrasta, de un lado, con el énfasis que 
ha hecho el derecho internacional en que “los derechos reproduc­
tivos son una categoría de derechos humanos que ya han sido re­
conocidos en tratados internacionales”,93 y en este sentido no son 
“distintos” de los derechos humanos ni necesitan un acto expreso 
de reconocimiento para operar (Berer 2000), y de otro lado, con 
la idea de que los derechos sexuales y reproductivos se relacionan 
con las mujeres no porque ellas sean las únicas que tienen sexua­
lidad o que se reproducen, sino porque éstos son campos en los 
que se produce la subordinación de las mujeres (2006a).

4. La reiteración de la compartimentación

La sentencia C-355 de 2006 reiteró la compartimentación intro­
ducida en las sentencias anteriores al representar las situaciones 
en las que el aborto terminó destipificado como las únicas situa­
ciones en las que realmente la maternidad no es libre o segura. 
Al contrario de las sentencias anteriores, sin embargo, en esta

93 Plataforma de acción aprobada en la Conferencia Internacional de Pobla­
ción y Desarrollo celebrada en el Cairo, en 1994. Parágrafo 96, citado en 
la sentencia C-355 de 2006.
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sentencia se identificaron muchas de las maneras en las que la 
maternidad en general no es libre ni segura en los apartados que 
se refirieron a los derechos de las mujeres en general. La Corte, 
así, explicó que la igualdad de las mujeres no es sólo una igual­
dad formal sino de resultados, que la violencia sexual y domés­
tica, así como la desigualdad laboral, afecta la vida reproductiva 
de las mujeres, que la falta de educación afecta el poder que las 
mujeres pueden ejercer en la familia y en la comunidad y que el 
Estado tiene la obligación positiva de proveer las necesidades de 
salud sexual y reproductiva de la población.

No obstante, al hacer el estudio de la constitucionalidad de las 
normas demandadas, la Corte no consideró la relación entre las 
circunstancias que llevaron a la promulgación de estos derechos 
y la legislación penal sobre aborto; se concentró en cambio en la 
manera en la que las normas penales sobre aborto en particular 
podrían ser “manifiestamente” violatorias del derecho a la digni­
dad humana y a la salud. El argumento común a las excepciones 
propuestas para el tipo simple de aborto es que cuando en estos 
casos se obliga a las mujeres a llevar adelante un embarazo, se les 
arrebata su dignidad porque se las convierte en meros instrumen­
tos de reproducción y porque se les exige sacrificios heroicos para 
su salud que a nadie más se exige.

C. Los cambios en el debate legal sobre el aborto

En nuestra lectura del proyecto LAICIA, éste se proponía que 
la Corte estudiara la legislación penal del aborto desde el pun­
to de vista de la igualdad de las mujeres y no sólo de su dignidad 
humana y su salud, y que las recomendaciones de los comités de 
monitoreo de los tratados internacionales ratificados por Colom­
bia se utilizaran para señalar que las legislaciones muy restrictivas 
del aborto violan los derechos de las mujeres porque les impide 
acceder a los servicios de salud que sólo ellas necesitan, y que de 
esa manera se pone en riesgo su salud y su vida. Estos cambios en 
el debate legal sobre el aborto, en nuestra opinión, exigían que la 
Corte tomara en serio al menos el impacto distributivo de la le­

282



Mujeres, cortes y medios: la reforma judicial del aborto

gislación penal del aborto al tener que explicar cómo se justifica 
que tantas mujeres mueran cada año en virtud de una prohibición 
que el Estado ni siquiera está dispuesto a implementar.

La Corte, sin embargo, se abstuvo explícitamente de incluir el 
derecho a la igualdad como un derecho que podría estar en jue­
go en la ponderación entre el deber estatal de proteger la vida en 
gestación y los derechos de las mujeres, e hizo una sola referen­
cia de pasada al argumento de la relación entre la prohibición pe­
nal del aborto y la mortalidad materna. Estas omisiones son evi­
dentes cuando se examina el cuidado con el que la demandante 
sustentó el argumento de la violación al derecho a la igualdad y 
citó con referencias precisas las recomendaciones hechas al Es­
tado colombiano sobre su legislación en materia de aborto. En 
contraste, la Corte no mencionó el derecho a la igualdad de las 
mujeres, y sobre las recomendaciones citadas por la demandante 
sólo explicó lo siguiente:

Igualmente han señalado los diferentes Comités, [sic] que el 
derecho a decidir el número de hijos está directamente rela­
cionado con el derecho a la vida de la mujer cuando existen le­
gislaciones prohibitivas o altamente restrictivas en m atería de 
aborto, [sic] que generan altas tasas de mortalidad materna.

No incluyó ninguna cita que acompañara el texto.
El fracaso argumentativo de LAICIA en estos dos casos es­

pecíficos es importante no por lo que dice de las capacidades de 
la demandante de articular las razones para el cambio — la Cor­
te sistemáticamente ha abordado el tema del aborto de la misma 
manera sin importar los argumentos de los demandantes e inter- 
vinientes— , sino por el impacto que los modos de legitimación de 
la distribución actual en materia de libertad y control de los riesgos 
asociados a la maternidad pueden tener en las prácticas.

En la medida en que los argumentos de la Corte minimizaron 
el papel del derecho en la modelación de esta distribución, pen­
samos que ésta ha contribuido a legitimar la distribución actual y 
que las prácticas serán menos subversivas de lo que podrían ser.
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Pero así como el texto legislativo, esto es, la parte resolutiva de 
la sentencia puede ser apropiado de maneras más amplias que las 
sugeridas por las condiciones del contexto actual, así también los 
argumentos de la Corte pueden ser canibalizados para hacerla de­
cir mucho más de lo que según nuestra interpretación dijo.
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Como lo propusimos en la introducción, el propósito de este libro 
es intervenir en el debate sobre el litigio de derechos de tres ma­
neras: primero, presentando con detalle la estrategia de una or­
ganización no gubernamental que se propuso utilizar el litigio de 
alto perfil para lograr un cambio en la legislación penal del abor­
to que había resultado imposible de obtener ante el Congreso de 
la República; segundo, estudiando el impacto de las estrategias 
desplegadas por la organización no gubernamental en términos de 
movilización y opinión pública; y, tercero, proponiendo un marco 
de interpretación de la reforma legal que a pesar de ser agnóstico 
respecto de los derechos y la movilización, considera que el dere­
cho puede ser un factor de distribución.

En este apartado queremos sugerir tres ideas sobre cómo se 
articulan las conclusiones sobre la movilización y la opinión pú­
blica, y las conclusiones sobre el derecho como distribución y le­
gitimación. La primera idea es que en cuanto el derecho es una 
combinación de las reglas, tal y como son leídas por las autorida­
des administrativas y judiciales, y de los argumentos que se usan 
para defenderlas, los cambios en las reglas dependen de las prácti­
cas administrativas y judiciales que las acompañen, por una parte, 
y, por otra, están determinados por los argumentos disponibles y 
por el tiempo, la energía y las posibilidades de introducir nuevos 
argumentos para lograr cambios más radicales.
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En este sentido resaltamos que el impacto del cambio legisla­
tivo introducido por la Corte Constitucional va a depender de la 
manera en la que logre influir las prácticas administrativas y ju­
diciales relacionadas — procesos penales, denuncias penales, ins­
pección y vigilancia por parte del Ministerio de Protección Social, 
decisiones del tribunal de ética médica, decisiones del Consejo 
Nacional de Seguridad Social en Salud, fallos de tutela, etcéte­
ra , pero que va a depender también de los cambios que se
puedan introducir en las construcciones jurídicas habituales que 
justifican la subordinación sexual y reproductiva de las mujeres. 
Si bien en este documento proponemos una primera crítica a estas 
construcciones, son necesarios esfuerzos colectivos para lograr una 
influencia mayor. Como lo mostramos, las acciones de LAICIA 
en este sentido, en su aproximación a las facultades de derecho y 
a los medios de comunicación, no fueron significativas.

La segunda idea es que en la medida en que no todos los ar­
gumentos que se utilizan en el derecho son producidos autóno­
mamente dentro de este campo de conocimiento, para entender 
los alcances y límites de estos argumentos es importante enten­
der también los discursos relativamente autónomos del derecho 
en los que se producen argumentos que el derecho adopta y en 
los que se introducen significados legales para la justificación o 
rechazo de ciertas prácticas.

En el caso específico del aborto, la comunidad médica es un 
agente central de producción de significados. En el caso colom­
biano, la Corte Constitucional fortaleció especialmente a la co­
munidad médica al establecer que la posibilidad de interrumpir 
el embarazo en casos de peligro para la salud o vida de la madre 
y de malformaciones del feto que lo hicieran inviable dependería 
de los conceptos emitidos por los profesionales de la medicina. 
Entender las maneras en las que la comunidad produce argumen­
tos y los justifica, los recursos por los que compite y sus divisiones 
ideológicas resulta fundamental para poder influir en el debate y 
en las prácticas. LAICIA avanzó en localizar a los médicos con el 
fin de involucrarlos en el proyecto, pero aún hace falta un trabajo
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sostenido de persuasión sobre la responsabilidad de los médicos 
en la transformación de la subordinación de las mujeres.

Esto mismo es relevante para los medios de comunicación, a 
pesar de los esfuerzos de los periodistas por aparecer como neutra­
les buscadores y comunicadores de hechos. Como lo señalamos, 
los medios se entienden mejor como tratando de mediar entre 
el ideal de la información y la transformación de la opinión pú­
blica y las presiones económicas e ideológicas relacionadas con 
su carácter de empresa. Esto dificulta utilizar los medios para el 
cambio de significados y para la persuasión, aun cuando se logra 
movilizar a quienes influyen en la opinión y se logra agendar un 
tema e incluir un determinado encuadre, como lo mostró la ex­
periencia de LAICIA.

La tercera idea, y en conexión directa con lo anterior, es que 
la organización de acciones para incidir en los distintos niveles 
de producción de reglas y de significados y los distintos escenarios 
de producción y circulación de argumentos ciertamente puede 
ser más productiva que llevar a cabo acciones individuales desar­
ticuladas y por supuesto la falta de acciones. Sin embargo, la or­
ganización que se restringe a los argumentos de consenso o a las 
acciones legales que tienen mayor posibilidad de éxito puede ser 
demasiado limitada.

La acción colectiva, como lo sugiere la teoría sobre movimien­
tos sociales, es un enorme reto y al mismo tiempo una oportuni­
dad. Los retos tienen que ver tanto con la posibilidad de que en 
efecto se logre que un significativo número de personas coordine 
sus acciones para la realización de unos objetivos, pero también 
con los compromisos políticos que implica dicha coordinación y 
el desgaste que conlleva sostener en el largo plazo la acción co­
lectiva a través de la profesionalización y la institucionalización. 
Este desgaste se relaciona con la creación de jerarquías dentro 
de los movimientos, la primacía de los argumentos técnicos so­
bre los políticos y la prevalencia de la preocupación por los re­
cursos económicos sobre la preocupación por el logro de los ob­
jetivos políticos.
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En esta encrucijada de la movilización, pensamos que vale 
la pena apostarle a la flexibilidad y a la innovación más que a la 
estabilidad, y a los objetivos sustantivos más que a la estabilidad 
institucional. En el caso del aborto, en particular, cabría pregun­
tarse si cabe insistir en que el movimiento feminista se mantenga 
como actor central y fortalecerlo o, como lo hizo Women’s Link, 
apostarle a la flexibilidad e innovación en la movilización.
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la legislación penal sobre aborto fuera 
suavizada por la Corte Constitucional después de más de treinta años de 
esfuerzos infructuosos ante el Congreso de la República y dos sentencias de 
la misma Corte Constitucional en sentido contrario? ¿Cuál fue el papel de 
los movimientos sociales y de los medios de comunicación en este proceso? 
¿Qué se ganó y qué se perdió en el camino? ¿Qué podemos esperar del 
cambio legal dadas las circunstancias en que ocurrió?

Este libro intenta responder a estas preguntas interviniendo en el debate 
sobre el uso de la Corte Constitucional para lograr cambios sociales 
estructurales de tres maneras. Primero, presenta las estrategias desplegadas 
por la organización que lideró el proceso, enfatizando el modo en el que se 
abordó el trabajo con los medios, la academia, la comunidad médica y los 
movimientos sociales para producir un resultado que no se había logrado en 
otros escenarios. Segundo, propone una ponderación de la estrategia a 
partir de la teoría sobre los movimientos sociales y sobre el papel de los 
medios en la modelación de la opinión pública. Por último, sugiere que los 
efectos distributivos de un determinado cambio legal se entienden mejor 
desde una perspectiva agnóstica frente a los derechos y la movilización 
social, pero que se toma en serio el papel constitutivo del derecho en las 
prácticas sociales, tanto cultural como politicamente. Usando este marco 
teórico, que las autoras denominan el del derecho como distribución y 
legitimación, se argumenta que el impacto redistributivo del cambio legal 
efectuado por la sentencia de la Corte Constitucional será muy limitado si 
no se hacen esfuerzos por transformar el discurso jurídico que sustenta las 
prácticas actuales y que sirve para ocultar la importancia que tiene el 
derecho en determinar la falta de poder de las mujeres en Colombia.


